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[bookmark: _Toc366755199]Nº 001-2023
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas del diez de enero de veintitrés.
[bookmark: _Toc84564292]Sesión ordinaria con asistencia del Presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, del Vicepresidente, licenciado Arnoldo Hernández Solano, del Secretario, máster Rodrigo Arroyo Guzmán, y del Tesorero, licenciado Parris Quesada Madrigal. 
También asisten el máster Oslean Mora Valdez, la licenciada Ingrid Moya Aguilar, y el licenciado Eduardo Chacón Monge, en su orden, Director interino, Subdirectora interina y Asesor Jurídico, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
El Director 1, licenciado Freddy Chacón Arrieta, y el Director 2, máster Alexander Arguedas Vindas se encuentran ausentes con justificación.
[bookmark: _Toc122682352]ARTÍCULO I
Documento N° 1138-2022
Aprobación del orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Por unanimidad, se acordó: Aprobar el orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
[bookmark: _Toc122682354]ARTÍCULO II
Documento N° 1139-2022
Aprobación del acta N° 48-2022 de la sesión celebrada el 14 de diciembre de 2022. 
Por unanimidad, se acordó: Aprobar el acta N° 48-2022 de la sesión celebrada el 14 de diciembre de 2022.
[bookmark: _Toc122682358][bookmark: _Toc122682360]ARTÍCULO III
Documento N° 1142-2022
	Los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino de Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0818-JP/DJA-2022 del 12 de diciembre de 2022, remitieron:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora Miriam Arias Barrantes, cédula de identidad [Datos 1] en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Miguel Ángel Sevilla Aguirre, cédula de identidad [Datos 2], cuyo deceso acaeció el 02 de octubre de 2022.

I. Origen

Esta Dirección en fecha 10 de octubre de 2022, recibió la gestión de la señora Miriam Arias Barrantes, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposo. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la solicitante.  

II. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N° 22-000221-1787-TS recibido por esta Dirección el 06 de diciembre de 2022, suscrito por la Licda. Ileana Alpízar Salas, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Arias Barrantes.

III. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

La señora Miriam Arias Barrantes, es costarricense, cédula de identificación [Datos 1], de 66 años de edad, fecha de nacimiento 17 de diciembre de 1955, viuda, con escolaridad de secundaria completa, esposa del señor Miguel Ángel Sevilla Aguirre, jubilado judicial fallecido, con fecha de defunción 02 de octubre de 2022.

El señor Sevilla se desempeñó en los Tribunales de Osa, en el área administrativa como oficinista y posteriormente como citador judicial.

En lo referente a la señora Miriam, esta nació en la comunidad de Buenos Aires, creciendo en una familia nuclear, con un grupo filial de dos personas, siendo la hija menor. No se indican antecedentes en su grupo familiar de origen que se puedan relacionar con el presente proceso.

La señora Arias conoce al señor Sevilla en la secundaria e inician relación de noviazgo, con convivencia una vez finalizan la secundaria, la pareja contrae matrimonio en el año 1977. De la relación procrearon dos hijos, el señor Wilmer Alonso Sevilla Arias y el señor Miguel Alberto Sevilla Arias, ambos adultos con vida independiente.

En el caso del señor Wilmer, este habita en la comunidad de Ciudad Cortés, se encuentra casado, labora como enfermero, este cubre los gastos correspondientes a la hipoteca de la vivienda donde habita su progenitora; y el señor Miguel Alberto habita en San Vito de Coto Brus, casado, labora en el servicio de plataforma del Instituto Costarricense de Electricidad, quien colabora con la madre con el pago de televisión por cable e internet, siendo que los ingresos que percibe de sus actividades económicas son para la satisfacción de sus propias necesidades personales y familiares.

En cuanto al desarrollo de la relación de pareja, la persona referida la describe en términos positivos, con comunicación asertiva, apoyo mutuo y toma de decisiones en conjunto, sin separaciones o situaciones de riesgo relacionadas a violencia.

La señora Arias se dedicó mayormente a la administración del hogar y cuido de la prole, desempeñando labores remuneradas en el año 1999 como cocinera en la Escuela Nievoroswki de Ciudad Cortés, manteniéndose en estado cesante laboral, sin que cuente con pensión. 

Con todo lo anterior, la organización económica del hogar de la señora Miriam y el señor Miguel Ángel, dependía del ingreso de este último; por lo que una vez que el señor Sevilla se pensionó contaban con un monto de pensión bruto de ₡666.462 (datos suprimidos por contener información sensible) debido a que presentaba algunos prestamos que se encontraba pagando; y siendo la pensión el único ingreso con el que contaba este grupo familiar.

Según el discurso de la persona referida, el señor Miguel Ángel en vida asumió en totalidad los gastos del hogar (servicio eléctrico, municipales, teléfono (fijo y celular), supermercado (comestibles, carne, frutas y verduras) y cuidadora; así como personales de la señora Arias como dentista, medicinas, servicio de taxi o transporte privado, artículos de aseo y presentación personal de ambos; sin que la persona referida interviniera ni conociera el monto de pensión que recibía su esposo; existiendo una total dependencia.

En cuanto a la situación actual de la señora Miriam, habita en vivienda propia y con hipoteca, dicha casa se registra a nombre de su hijo Wilmer Alonso, la cual se encuentra en excelentes condiciones de infraestructura, cuenta con dos habitaciones, un baño, servicio sanitario, cocina, comedor, corredor, jardín trasero.

En esta línea, no se registran bienes muebles o inmuebles a nombre de la persona referida.

Si bien la señora Arias habita de forma independiente en la vivienda, cuenta con una persona cuidadora durante el día, y en las noches la acompañan familiares debido a que por su edad y situación de salud es necesario que cuente con una persona que le asista en caso de ser necesario.

[bookmark: _Hlk125460958](Datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). 

La señora Arias reporta limitaciones para cubrir los egresos habituales de su hogar, por lo cual espera que se le asigne el 100% de la pensión que recibía su cónyuge, ya que dependía de esta. Al momento de la valoración no reportan ingresos, e indica que desde el fallecimiento de su esposo han sufragado gastos a partir de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) que recibió por concepto de ahorros de su esposo, así como un subsidio de la Caja Costarricense de Seguro Social ante el fallecimiento del señor Sevilla, así como préstamo de dinero con personas de la familia de origen de la señora Arias y endeudamiento de su hijo Wilmer Alonso para lograr abarcar los gastos de casa de su progenitora.

En relación con los egresos del hogar, se identifican:

(Datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

En el discurso de la persona referida se identifica que desde que su esposo se encontraba en vida se daban momentos en los que la pensión del señor Sevilla no era suficiente, sin contar con presupuesto para recreación o vestido. Siendo que la hipoteca con la que cuenta la vivienda, la cual fue tramitada para mejoras de infraestructura, es asumida por su hijo Wilmer Alonso Sevilla Arias, por un monto mensual (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante); así como la televisión por cable y el internet es cubierto por el señor Miguel Alberto por un monto mensual de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

Es evidente que, según el reporte de gastos mensuales, que asciende a los (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) aproximadamente al momento de la valoración los egresos del hogar no se logran cubrir con el ingreso económico referidos debido a que estos gastos se cubrían con la pensión del señor Miguel Ángel y al momento de la valoración la señora Arias ha adquirido deudas con familiares para sufragar estos gastos.

Es al considerar todo lo anterior, que se reconoce que la satisfacción de las necesidades personales y de vivienda de la persona referida han dependido siempre del ingreso de la persona fallecida, siendo que desde que la señora Miriam dejó de percibir este ingreso en el mes de octubre de 2022, se está viendo afectada la calidad de vida que ha mantenido durante su matrimonio.

Las expectativas de la señora Miriam se dirige a poder ser la beneficiaria de la pensión de su esposo, y así lograr mantener la calidad de vida que presentaba estando en vida el señor Miguel Ángel, debido a que este ingreso es necesario para satisfacer las necesidades básicas que la referida pueda presentar.

IV. Normativa atinente al caso

Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N° 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“[…]Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

“[…]Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…” 

V. Datos de interés

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Miguel Angel Sevilla Aguirre era de ¢666,462.06 (seiscientos sesenta y seis mil cuatrocientos sesenta y dos colones con 06/100) mensuales en bruto.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Miriam Arias Barrantes de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢533,169,65 (quinientos treinta y tres mil ciento sesenta y nueve colones con 65/100) mensuales en bruto.

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 10 de octubre de 2022, un total de 6 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Sevilla Aguirre. 

VI. Conclusiones

· El peritaje socioeconómico practicado a la señora Miriam Arias Barrantes, demuestra que a lo largo de la vida conyugal con el señor Miguel Angel Sevilla Aguirre era él quien asumía la totalidad de los gastos del hogar, por lo que la señora Arias Barrantes dependió de los ingresos de su esposo, lo que al amparo de la Ley O.P.J vigente la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N° 228 de dicha Ley. 

· Según certificaciones aportadas por la señora Arias Barrantes, se constató que no es beneficiaria de una pensión por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, Magisterio Nacional o el Ministerio de Trabajo, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía.

· Según lo concluido por la trabajadora social encargada del peritaje, se determina que el señor Miguel Ángel Sevilla Aguirre y la señora Miriam Arias Barrantes convivieron en matrimonio por un período de 45 años, sin separaciones, siendo que en esta convivencia la persona referida ha dependido de los ingresos de su esposo para cubrir sus necesidades personales y de vivienda.

Cabe indicar que, al momento de la valoración la persona valorada no reporta ingresos, por lo que ha abarcado los gastos del hogar con ahorros de su esposo, dinero recibido de la Caja Costarricense de Seguro Social por la muerte del señor Sevilla y de préstamos que le han dado personas de la familia para satisfacer necesidades primordiales, tales como la alimentación, servicios básicos, medicación y cuidadora.

Se reportan egresos básicos mensuales en el hogar de la señora Miriam por un monto de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) por concepto de alimentación, salud, servicios básicos y cuidadora.

Dicha situación, sumada a las limitaciones para ubicarse laboralmente debido a su condición etaria, a su estado de salud y a su condición de dependiente, ha motivado a la señora Miriam a solicitar la pensión por el fallecimiento de su esposo. 

· Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N°. 228, delimitando claramente como posibles beneficios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera. 

VII. Recomendaciones  

· Considerando que la señora Arias Barrantes no cuenta con ingresos propios y demostrado que siempre dependió de los ingresos de su esposo fallecido (jubilación), lo cuales al momento de su muerte comprendían la suma mensual de ¢666,462.06 (seiscientos sesenta y seis mil cuatrocientos sesenta y dos colones con 06/100) brutos y que actualmente reporta un monto de egresos mensuales por (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), los cuales han sido cubiertos temporalmente con lo recibido de ahorros de su esposo, dinero de la Caja Costarricense de Seguro Social (por la muerte del señor Sevilla) y de préstamos de personas de la familia, se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne a la señora Arias Barrantes sea el 80% del monto bruto de jubilación que devengaba su esposo fallecido, el cual equivale a ¢533,169,65 (quinientos treinta y tres mil ciento sesenta y nueve colones con 65/100) monto con el cual se prevé cubrir los gastos de la misma. Esto a partir del 03 de octubre de 2022, día después de la muerte.

1. Cabe destacar que dicho porcentaje se define en proporción a lo reportado en el estudio de intervención N° 22-000221-1787-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, el cual toma como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas por la señora Arias Barrantes en cuanto a los ingresos y egresos mensuales del grupo familiar, esto con el fin de que puedan solventar sus gastos y conservar un estilo de vida estable.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

Anexos:

Dictamen Socioeconómico:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Medios de notificación: 

(…)”

- 0 -
Se acuerda:	Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Miriam Arias Barrantes, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Miguel Ángel Sevilla Aguirre, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el oficio N° 0818-JP/DJA-2022 del 12 de diciembre de 2022, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino, el licenciado Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, por lo anterior, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Junta acuerda: Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Arias Barrantes, cuya asignación mensual será ¢533,169,65 (quinientos treinta y tres mil ciento sesenta y nueve colones con sesenta y cinco céntimos, equivalente al 80%, del monto de la jubilación que recibía el señor Sevilla Aguirre al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 3 de octubre de 2022.
La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo que corresponda. Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO IV
Documento N° 1150-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0434-DJA-2022 del 15 de diciembre de 2022, comunicó:
“En relación con la recomendación emitida por el actuario Raúl Hernández González, MBA; detallada en el informe de “Estructura de Tasas” en el cual se indica: 

“… Para el 2023 se esperaría una tasa real entre un 1.98% y un 3.87%. Así, para el escenario medio se tomará el promedio un 2.93%. Para los siguientes años no se observa la necesidad de hacer ajustes con lo planteado en el 2022. En el cuadro #2 se muestra la recomendación...”
[image: ]
Se destaca que los supuestos utilizados para emitir dicha recomendación se consideran razonables y los resultados alcanzables partiendo del escenario base, no obstante, es importante valorar que el FJPPJ ha venido en un proceso de diversificación del portafolio con el objetivo de mejorar los indicadores de concentración, pero sobre todo mejorar el indicador de rentabilidad ajustada al riesgo, en el corto y mediano plazo.

Es de destacar que el manejo del portafolio, se ha venido profesionalizando y se han implementado en los últimos años cambios importantes en la estructura de este, por ejemplo la incorporación de instrumentos privados y de mercado internacional de la más alta calidad crediticia; esto ha permitido tener rendimientos reales mayores al 5%; más adelante en este documento, se detalla el desempeño del Fondo en los últimos 20 años y donde se muestra que con la gestión efectuada se ha logrado mejorar el rendimiento del FJPPJ, con excepción del año 2022 en el cual, como ya es conocido, han incidido fuertemente elementos exógenos e incontrolables por la Administración, como por ejemplo los altos índices inflacionarios que están impactando a Costa Rica y a las demás economías en general:

[image: ]
Fuente: elaboración propia.

En la declaración de la Planificación Estratégica y la Estrategia de Inversiones, se proyectan cambios en la estructura del portafolio en el mediano plazo, con el objetivo de mejorar el desempeño y el perfil del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Históricamente, el retorno de una cartera balanceada invertida en mercados internacionales, con asignaciones de activos similar a la cartera internacional del FJPPJ, obtiene rendimientos promedio cercanos al 6% en moneda dólares; como se puede observar en el recuadro detallado: 

[image: ]
Fuente: JP Morgan

Adicionalmente, si se asume una devaluación de la moneda en un rango del 3%-5% en el mediano y largo plazo, el impacto de las  ganancias por diferencial cambiario haría que el indicador de rendimiento se ubique por encima de lo estimado por el profesional en actuariado en el informe de referencia; con el objetivo de justificar una mayor probabilidad de niveles altos de devaluación, seguidamente se presenta el movimiento del tipo de cambio de los últimos 10 años, donde su devaluación asciende a poco más del 20%.



Aunado a lo anterior, es importante indicar que, se prevé un ajuste la baja en las tasas de interés, con lo cual se beneficiaría el portafolio en términos de valoración a precios de mercado, sin embargo, esta Dirección estima que se mantendrán en un nivel relativamente atractivo para las nuevas colocaciones, dado que se debe procurar mantener el premio real positivo y también se debe procurar un escenario razonable para evitar la fuga de capitales.

Es por todo lo anterior que, el rendimiento proyectado en el mediano y largo plazo se estima un poco más alto por parte de esta Dirección, justificado por un mejor desempeño de la cartera en mercados internacionales, adicional a una devaluación mayor a la utilizada en las proyecciones del informe supra citado y la estabilidad en el índice de inflación posterior al 2023, como lo asevera el profesional en actuariado, se estima se normalice dentro del rango meta (31) del Banco Central de Costa Rica.

En virtud de lo antes expuesto y considerando que los cambios en la estructura del portafolio se presentarán en el corto y mediano plazo, esta Dirección de forma atenta, sugiere efectuar un ajuste en la estructura de tasas a utilizar en la proyección del estudio actuarial como se muestra en la tabla detallada para el escenario base-medio, adicionalmente considerar un ajuste de + 75 p.b. en todos los plazos en el escenario optimista y menos 75 p.b. en el escenario pesimista del estudio actuarial.

	Escenario Medio
	
	Escenario Pesimista
	
	Escenario Optimista

	Año
	Real
	
	Año
	Real
	
	Año
	Real

	2023
	2,93%
	
	2023
	2,18%
	
	2023
	3,68%

	2024
	5,55%
	
	2024
	4,80%
	
	2024
	6,30%

	2025
	6,16%
	
	2025
	5,41%
	
	2025
	6,91%

	2026
	6,16%
	
	2026
	5,41%
	
	2026
	6,91%

	2027
	6,16%
	
	2027
	5,41%
	
	2027
	6,91%

	2028
	6,16%
	
	2028
	5,41%
	
	2028
	6,91%

	2029
	6,16%
	
	2029
	5,41%
	
	2029
	6,91%

	2030
	6,00%
	
	2030
	5,25%
	
	2030
	6,75%

	2031
	5,85%
	
	2031
	5,10%
	
	2031
	6,60%

	2032
	5,75%
	
	2032
	5,00%
	
	2032
	6,50%

	2033
	5,65%
	
	2033
	4,90%
	
	2033
	6,40%

	2034
	5,50%
	
	2034
	4,75%
	
	2034
	6,25%

	2035
	5,25%
	
	2035
	4,50%
	
	2035
	6,00%

	2036
	5,15%
	
	2036
	4,40%
	
	2036
	5,90%

	2037
	5,05%
	
	2037
	4,30%
	
	2037
	5,80%

	2038
	5,00%
	
	2038
	4,25%
	
	2038
	5,75%

	2039
	5,00%
	
	2039
	4,25%
	
	2039
	5,75%

	2040
	5,00%
	
	2040
	4,25%
	
	2040
	5,75%

	2041
	5,00%
	
	2041
	4,25%
	
	2041
	5,75%

	2042
	4,95%
	
	2042
	4,20%
	
	2042
	5,70%



La información detallada en este documento es, para hacerlo de conocimiento y posterior aprobación por parte de las personas integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial conforme las disposiciones normativas, para que sea utilizado por el profesional en actuariado en el estudio correspondiente.




…”
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Manifestaciones de los integrantes:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, comenta que don Parris había propuesto enviarlo a los Comités de Inversiones y Riesgos, lo que le parece oportuno, ya que tomando esa idea de don Parris, sugiere se traslade a esos Comités y además, agregar un punto que indique que de existir comentarios por parte de los Comités, serán valorados por esta Junta y posteriormente trasladados a la Dirección de la JUNAFO para el trámite correspondiente.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, añade que es importante para la toma de decisiones y para los estudios actuariales, y que retomando lo planteado por su persona, le parece muy bien la modificación que hace don Rodrigo para poder tener más fuerza con la decisión. 
El máster Oslean Mora Valdez, señala que es importante se le diera el insumo a don Raúl, para que este pueda hacer el primer borrador del estudio, y que si se aprueba esta propuesta, don Raúl podría iniciar el estudio actuarial, que es lo que les interesa por el corto plazo que tienen.
Además, le parece bien la propuesta de don Rodrigo, en la que se les da un espacio a los Comités para que se pronuncien, y si hay alguna mejora se agregaría en una eventual segunda versión del estudio.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido el oficio N° 0434-DJA-2022 del 15 de diciembre de 2022, en el que la Dirección de la JUNAFO, realiza un análisis detallado de la realidad económica y de las expectativas de tasas en el corto, mediano y largo plazo. 2.) Aprobar la propuesta de la Dirección de la JUNAFO con respecto a la estructura de tasas para los escenarios pesimista, base y optimista; que deberán ser utilizadas por el máster Raúl Hernández González en la elaboración del estudio actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte a diciembre de 2022. 3.) Trasladar copia del acuerdo a los Comités de Inversiones y de Riesgos, para que sea conocido en la próxima sesión de cada comité y remitan a esta Junta los comentarios que deseen externar, a más tardar, para la primera sesión del mes de febrero de esta Junta. 4.) De existir comentarios por parte de los Comités, estos serán valorados por esta Junta Administradora, y de ser de recibo, se trasladarán a la Dirección de la JUNAFO, para el trámite correspondiente.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc122682362]ARTÍCULO V
Documento N° 1132-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, Jefa interina de Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 273-SAF/DJA-2022 del 7 de diciembre de 2022, comunicaron:
“En atención a lo consignado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.° 18-2020 del 01 de junio de 2020 artículo VI, se remite el análisis comparativo de títulos valores entre el BCR Custodio con respecto a los registros que se llevan en esta Dirección de la Junta Administradora del FJPPJ, relativo a las inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 31 de octubre 2022, de lo cual es importante indicar: 

Se procedió a extraer del estado de cuenta la información correspondiente a los principales de los Títulos Valores y sus cupones en dólares y colones, los cuales se revisaron y coinciden con los registros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Por último, es importante destacar que las diferencias económicas detectadas son de baja importancia relativa.

(…)

[image: ]

(…)
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- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1) Tener por recibido el oficio N° 273-SAF/DJA-2022 del 7 de diciembre de 2022, en el cual remiten el informe del análisis comparativo de títulos valores entre el BCR Custodio con respecto a los registros que se llevan en la Dirección de la JUNAFO, relativo a las inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 31 de octubre de 2022. 2) Deberá la Dirección de la JUNAFO, continuar con la subsanación de las diferencias presentadas conforme el compromiso de la entidad bancaria. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento del Comité de Inversiones y del Comité de Auditoría para el respectivo seguimiento.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc122075176][bookmark: _Toc122682364]ARTÍCULO VI
Documento Nº 1133-2022
La licenciada Vanessa Mesén Arroyo, Encargada de la Función de Cumplimiento de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante correo electrónico del 08 de diciembre de 2022, presentó el siguiente informe:
[bookmark: _Toc263067296][bookmark: _Hlk96526272][bookmark: _Toc105509145]“I. ANTECEDENTES

El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) fue creado el 09 de junio de 1939, como un régimen básico del primer pilar del Sistema Nacional de Pensiones (SNP) costarricense, sustituto al régimen del IVM administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social, de adscripción obligatoria para los trabajadores del Poder Judicial, de capitalización colectiva y beneficio definido. Desde su creación se mantuvo bajo la administración directa del Consejo Superior y de la Corte Plena; con la promulgación en mayo del 2018, de la reforma impuesta mediante la Ley N°. 9544 a la Ley Orgánica del Poder Judicial, se crea un nuevo órgano encargado de administrar el régimen de jubilaciones y pensiones de este Poder de la República. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), en el artículo N°. 239 de dicha ley indica lo siguiente:

“…Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley.”

Al crearse la JUNAFO como un órgano de desconcentración máxima, debe formar parte de los regulados por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) y del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) tal y como lo indican los artículos N°. 237 y N°. 241 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, según se detalla a continuación:

“Artículo 237-Los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones deberán ser gestionados de conformidad con la Ley N.º 7983, Ley de Protección al Trabajador, de 16 de febrero de 2000, y la normativa que al efecto ha establecido el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (SUPEN)”.

Artículo 241 

“…La supervisión y la regulación de la Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones (Supén) y del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), respectivamente, de conformidad con las atribuciones que les otorga la ley. La Junta Administradora estará sujeta al cobro por supervisión previsto en los artículos 173 y 174 de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997. Dicho cobro se calculará sobre los ingresos anuales que haya recibido la Junta Administrativa por la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.” (Lo subrayado no corresponde al original)

En virtud de lo anterior la SUPEN ejerce el papel de supervisor y regulador de la JUNAFO, así como del régimen básico administrado, mediante reuniones y oficios en los cuales indican las pautas, mejoras y lineamientos a seguir por la JUNAFO y su cuerpo administrativo.

Conviene destacar que dadas las modificaciones establecidas en la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial acontecida con la promulgación con la Ley 9544, según las atribuciones ahí dispuestas, para efectos de tratamiento contable y tributario independiente, resulta necesario la creación de personerías jurídicas distintas para la adecuada gestión y separación de sus patrimonios, conforme se puede apreciar en el siguiente detalle.

Tabla N.° 1
Grupo de Interés Económico del Poder Judicial

	NOMBRE DE PERSONA JURIDICA
	IDENTIFICACIÓN
	FECHA DE CREACIÓN

	Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial (PJ). 
Ley N°. 8
	2-300-042155
	01 de Octubre de 1826

	Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ). 
Ley N°. 34
	3-110-759688
	09 de Junio de 1939 
(Se crea figura jurídica independiente en el año 2018)

	Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO). 
Ley N°.9544
	3-007-792932
	22 de Mayo de 2018 
(Se juramenta el 27 de enero de 2020)



Mediante dictamen N.° C-021-2021 de fecha 29 de enero de 2021, la Procuraduría General de la República aclara la naturaleza jurídica de la JUNAFO y su relación con el Poder Judicial, estableciendo en las conclusiones de su dictamen que este cuerpo colegiado es un Órgano de desconcentración máxima del Poder Judicial, con quien no rompe su relación interorgánica, manteniendo su personal una relación de empleo público.

Al aclararse la relación de empleo público de los funcionarios que laboren para la JUNAFO y su naturaleza jurídica, así como la indicación de que esta “no interrumpe su relación orgánica con el Poder Judicial”, en sesión N°. 26-2021, Art. XXXI del 06 de abril de 2021, el honorable Consejo Superior decide crear una estructura administrativa propia para este nuevo cuerpo colegiado, con el fin de que coadyuve en la persecución de los objetivos definidos por ley para la JUNAFO. Es menester resaltar que, por temas de gestión presupuestaria, es hasta enero de 2022 que la Dirección de la JUNAFO conforma su estructura administrativa mediante el nombramiento interino de las plazas necesarias para la gestión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

[bookmark: _Toc105509146]II. FUNCIÓN DE CUMPLIMIENTO

Como parte de las líneas de defensa para el adecuado control interno necesarias para los entes supervisados por la SUPEN, es requerido contar con una persona o unidad encargada de la Función de Cumplimiento, como parte de los órganos de control de la organización. El Reglamento de Gobierno Corporativo establece en su artículo N.°37 el objetivo de esta función es promover y vigilar que la entidad opere con integridad y en cumplimiento de leyes, reglamentos, con las políticas, códigos y otras disposiciones internas.

La unidad o función de cumplimiento debe tener autoridad, independencia de la Alta Gerencia, recursos y brindar reportes directamente al Órgano de Dirección.

La función de cumplimiento debe, entre otras:

· Asesorar al Órgano de Dirección y la Alta Gerencia sobre el cumplimiento de leyes, reglamentos, códigos, normativa, políticas, procedimientos y otras normas, principios y estándares aplicables a la entidad o a los Vehículos de Administración de Recursos de Terceros.

· Actuar como punto de contacto dentro de la entidad para las consultas de cumplimiento de los miembros del personal, y proporcionar orientación y capacitación al personal sobre el cumplimiento de las leyes, reglamentos, códigos, normativa, políticas, procedimientos y otras normas.

· Proporcionar informes por separado al Órgano de Dirección sobre los esfuerzos de la entidad en las áreas antes mencionadas y sobre cómo la entidad administra su riesgo de cumplimiento.

· Cualquier otra función establecida mediante regulación específica del supervisor.

Mediante la sesión N° 01-2022 del 3 de enero de 2022 artículo XIII la JUNAFO avala la designación de la estructura administrativa inicial de la Dirección de la JUNAFO, incluyendo la designación interina de la Licenciada Vanessa Mesén Arroyo como encargada de la Función de Cumplimiento a partir del 10 de enero de 2022.

[bookmark: _Toc105509147]II. SEGUIMIENTO

A continuación, se detallan los oficios tramitados por la SUPEN y los planes de acción necesarios para cumplir con los requerimientos de dicho Ente, también se resumen oficios tramitados y seguimientos a los planes de acción respectivos.

2.1 Control de oficios:

El cuadro de control de oficios muestra las comunicaciones remitidas por la SUPEN durante el mes de noviembre de 2022, mismos que se encuentran en trámite conforme el siguiente detalle:

TABLA N.° 2
Oficios en trámite

[image: ]

2.2 Control de Planes de Acción

Para el desarrollo de un adecuado alineamiento a los requerimientos normativos, ha sido necesario elaborar una serie de planes de acción para la ejecución de actividades o casos específicos que por su complejidad, coordinación de áreas involucradas y capacidad instalada, no son posibles de atender de forma inmediata y  que son directamente monitoreados por la SUPEN con el fin de controlar su adecuada ejecución, su incumplimiento pueden derivar en sanciones o multas por parte de dicho Ente, en razón de lo cual resulta de vital importancia mantener un constante monitoreo y seguimiento sobre el cumplimiento de las actividades indicadas.

TABLA Nº. 3 (anexo 1)
Planes de Acción en Trámite

[bookmark: _Toc263067315][bookmark: _Toc394419789][bookmark: _Toc20206012][image: ]

Gráfico N.°1
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Fuente: Excel planes de acción

Para este informe de noviembre del 2022 se observa claramente un avance constante y progresivo en los planes de acción, la Administración ha realizado importantes esfuerzos para el cumplimiento de todas las acciones que componen los planes.

Este 2022 ha sido muy provechoso en el adelanto de los planes de acción, lo que nos permite avanzar en temas administrativos y mejorar de forma significativa el trabajo cotidiano de la Dirección de la JUNAFO

2.3 Otros seguimientos

[bookmark: _Toc105509148]III. CONCLUIDOS

La Función de Cumplimiento ha venido trabajando en el Plan de Trabajo para el 2023, el mismo se encuentra concluido, no obstante, debe ser aprobado por la JUNAFO en sesión de Junta para el mes de Enero 2023.

Con oficio N.° 0416-DJA-2022 del 02 de diciembre del 2022 se le informó a la Superintendencia de Pensiones la conclusión del Informe de auditoría actuarial, en atención al Reglamento Actuarial aprobado por Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) en su artículo N.° 19 el cual, para lo que interesa, indica lo siguiente: 

“Artículo 19. Auditoria actuarial externa 

“[…] El régimen debe llevar a cabo una auditoría actuarial externa de la última valuación después de realizar tres valuaciones actuariales anuales consecutivas. Se exime de esta disposición al régimen que no encargue más de tres valuaciones actuariales anuales consecutivas a un mismo actuario externo o firma actuarial…].” (el subrayado no corresponde al original)

3.1 Oficios atendidos

TABLA N°. 4
Oficios atendidos
[image: ]

Los oficios con estado de “tramitado” son únicamente de conocimiento y/o cumplimiento por parte de la JUNAFO, no requieren oficio de respuesta.

3.2 Planes de acción concluidos

Se concluyó el plan de acción número 5 del plan “Cultura de Riesgos” N.° FJPPJ018, denominado “Estudios o Análisis Relacionados con la Situación Financiera y Actuarial del Fondo”.  

3.3 Otros concluidos

No hay temas extraordinarios concluidos.

[bookmark: _Toc105509149]IV. GESTIÓN MENSUAL

En este apartado se evidencia el cumplimiento de las labores normales que se deben ejecutar todos los meses por parte de la Administración, en acatamiento a los lineamientos de la SUPEN.

Tal y como lo establece el artículo N°. 237 de la Ley 9544 que reforma la Ley Orgánica del Poder Judicial, indica:

“Los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones deberán ser gestionados de conformidad con la Ley N°. 7983, Ley de Protección al Trabajador, de 16 de febrero de 2000, y la normativa que al efecto ha establecido el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supén).”

En concordancia con lo anterior, el Manual de Información de Regímenes Colectivos de SUPEN, establece:

“El presente Manual de Información tiene como propósito conjuntar en un solo documento las instrucciones y procedimientos necesarios para el suministro de la información que deben enviar a la Superintendencia de Pensiones, en adelante SUPEN, los Regímenes Colectivos al amparo de lo establecido en la Ley de Protección al Trabajador, Nº 7983.”

1. En virtud de lo expuesto, mensualmente se efectúa la carga de información en la Ventanilla Electrónica de Servicios de SUPEN (VES) dentro de los 5 primeros días hábiles de cada mes, se realiza el envío de información, con total éxito, de los siguientes rubros:

a) RI: Reporte de Inversiones.
b) CV: Compras y ventas de Inversiones.
c) RL: Manejo Liquidez.
d) SN: Saldos Contables.
e) AF: Carga Afiliados
f) MA: Carga de Archivos Movimientos Afiliados.
g) Datos Personales, Pensionados y Movimientos de Pensionados    
                                            
2. Mediante correo electrónico el 30 de noviembre del 2022 se remitió a la SUPEN las evidencias de los planes de acción cuyas acciones tenían vencimiento el 30 de noviembre 2022, cumpliendo en tiempo y forma las fechas propuestas en cada uno de los planes.

3. [bookmark: _Hlk110499330]Se llevó a cabo el 02 de diciembre del 2022 la sesión regular mensual del Comité de Inversiones del mes de noviembre.

4. Se llevó a cabo el 07 de diciembre del 2022 la sesión regular mensual del Comité de Riesgos del mes de noviembre.

5. Programación de divisas: con oficio N.° 0421-DJA-2022 del 06 de diciembre 2022, se remitió el correo a SUPEN con la programación operaciones de compra y venta de divisas para el trimestre que comprende los meses de diciembre 2022 a febrero del 2023.

6. Ejecución de compra-venta de moneda: todos los jueves de forma semanal se ha comunicado por correo electrónico, las compras de dólares efectivamente ejecutadas.

[bookmark: _Toc105509150]V. REQUERIMIENTO DE OTRAS DEPENDENCIAS

En el mes de noviembre de 2022 se recibió por parte de la CONASSIF el oficio N.° 1768-08 del 22 de noviembre del 2022, en relación con la modificación del artículo 15 y la adición de un transitorio VI al Reglamento de Gestión de Activos.

La remisión del presente informe tiene como fin poner en conocimiento la labor que efectúa la Función de Cumplimiento dando seguimiento a las gestiones de la SUPEN en su papel de supervisor y regulador de la JUNAFO y del FJPPJ, por lo que se somete a conocimiento del “Máximo Órgano de Dirección” encargado de la administración de este régimen conforme dicta la normativa aplicable.

Así mismo este informe revela los esfuerzos que hace la Administración en todas sus áreas por cumplir en tiempo y forma los lineamientos establecidos.

(…)

Anexos:
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- 0 -
Manifestaciones de los integrantes:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, propone, que estos informes sean trasladados al Comité de Auditoría y a la Auditoría del Fondo, pues le parece que es un insumo para la tarea del Comité y de la Auditoría del Fondo en lo que respecta a seguimientos.
El máster Oslean Mora Valdez, indica que este informe se hace de conocimiento de Auditoría externa, una vez al año, y en cuanto a la Auditoría interna también se les traslada, pero no oficialmente, y que si esta Junta a bien lo considera se puede oficializar.
Añade que este informe es un resumen ejecutivo del seguimiento que respalda de que las cosas van avanzando, y que protege a los integrantes de esta Junta como máximo órgano de dirección, de que efectivamente se están cumpliendo los tiempos y requisitos presentados por la Superintendencia. Por lo que esta Junta como máximo órgano de dirección debe estar al tanto de si hay alguna situación y tomar decisiones para agilizarlo eventualmente.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, le parece bien que en las propuestas quede que se pase a la Auditoría interna, para darle un seguimiento por parte de esta.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, indica que, para efectos de control interno, es importante que este informe sea trasladado no solo al Comité sino también al encargado de Auditoría interna, para que lo tengan en sus análisis y que le expongan a esta Junta alguna situación que no se esté cumpliendo, externándolo en las reuniones del Comité de Auditoría.
Sugiere agendárselo al encargado de Auditoría interna para que este lo eleve en las sesiones del Comité de Auditoría, indicando si hay puntos que ver o si todo se encuentra en posición positiva.
Se acuerda: 	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido el Informe de Seguimiento de la Función de Cumplimiento para el mes de noviembre 2022, remitido por la licenciada Vanessa Mesén Arroyo, Encargada de la Función de Cumplimiento de Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante correo electrónico del 08 de diciembre de 2022, y hacerlo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN. 2.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, tomará nota para lo que corresponda. 3.) Trasladar a conocimiento de la Auditoría interna de la JUNAFO y del Comité de Auditoría, para el seguimiento respectivo.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc122075179][bookmark: _Toc122682371][bookmark: _Toc122609802][bookmark: _Toc122682373]ARTÍCULO VII
Documento Nº 321-2022 / 1130-2022
Los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, Asesores Jurídicos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, en oficio N° 0048-AJ/DJA-2022 del 07 de diciembre de 2022, comunicaron lo siguiente:
“En atención al acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 13-2022 celebrada el 21 de marzo de 2022, artículo XVIII, comunicado mediante oficio N° 0222-JUNAFO-2022, del 29 de marzo de 2022, en donde solicitan criterio jurídico sobre la gestión presentada por el señor Hernán Campos Vargas, se procede a manifestar lo siguiente:

[bookmark: _Hlk117752453]I.- SOBRE LA GESTIÓN PRESENTADA:

El jubilado judicial Hernán campos Vargas, mediante correo electrónico recibido el 16 de marzo de 2022, comunicó lo siguiente:

“En primer lugar agradezco la información brindada en este folleto, considero que esta práctica de compartir datos de la marcha de nuestro Fondo de Jubilaciones con las personas Jubiladas y Pensionadas del Poder Judicial, es muestra de una buena práctica de rendición de cuentas y transparencia en la gestión.

Me parece que hay alguna terminología muy técnica que podría simplificarse para una mejor comprensión, considerando que muchas de las personas que recibimos la información, no necesariamente tenemos una formación que nos permita procesar de manera idónea los datos suministrados.

En segundo lugar, no coincido con la interpretación que se está haciendo en relación con lo dicho por la Procuraduría General de la República, sobre el tipo de relación laboral que rige al personal que se contrata con recursos del 5 x 1.000. (Aporte que hacemos para atender los Gastos de Administración del Fondo.

 Para una mejor explicación copio parte de la información que se nos brinda en el Folleto.

Es importante mencionar que, la Procuraduría General de la República (PGR) mediante el dictamen C-021-2021, aclaró la naturaleza jurídica de la Junta, su relación con el Poder Judicial y el régimen de empleo público aplicable a su personal administrativo.

Detalle de conclusiones destacadas del dictamen de la PGR-C-021

1. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es un órgano con grado de desconcentración máxima del Poder Judicial para la administración de dicho régimen, dotado de personalidad jurídica instrumental para la gestión más eficiente de su propio presupuesto y de los recursos que componen el aludido fondo.

2. La naturaleza jurídica de la Junta, a la que el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial le confiere poderes – incluso normativos – que inciden directamente en la gestión de los recursos humanos a su cargo; no desliga a su personal del Poder Judicial, con el que sigue manteniendo una relación de empleo público. (El sombreado es suplido)

De ahí que, la Junta decide declarar en la sesión N° 006-2021, que es un órgano del Poder Judicial con personalidad jurídica instrumental independiente, con grado de desconcentración máximo en lo referente a la administración del régimen del FJPPJ, pero que conserva relación con este Poder de la República como un órgano administrativo inserto en la estructura vertical del Poder Judicial , con la Corte Plena como superior jerárquico; que cuenta con capacidad de contratación de nuevo personal que no se desliga del Poder Judicial y de su régimen de empleo público y que es capaz de gestionar su propio presupuesto y patrimonio. (El sombreado es suplido)

Mi interpretación sobre lo expresado por la Procuraduría General de la República, en el oficio C-021-2021, respecto del tipo de relación laboral del personal que laboraba para el Poder Judicial en diferentes dependencias y que a partir de la entrada en vigencia de la Reforma a nuestro Régimen Jubilatorio se ubica físicamente y presupuestariamente bajo el alero de la Junta Administradora del Fondo, es el personal que mantiene la relación de Empleo Público, porque sus salarios se siguen pagando con recursos del Presupuesto del Poder Judicial.

No sucede lo mismo con el "nuevo personal" contratado con los recursos provenientes del 5 x 1.000, que se paga con el Presupuesto de la Junta Administradora del Fondo, en este caso, su relación laboral es de naturaleza "privada", a este personal no se le puede considerar servidores/as públicas, porque sus salarios NO se pagan con Presupuesto Público.

Me interesa conocer cuál es la opinión de la Junta Administradora del Fondo sobre este particular y, si estarían en disposición de hacer una consulta sobre el particular a la Procuraduría General de la República para dilucidar este tema, yo con mucho gusto me comprometo a elaborar el proyecto de consulta a la Procuraduría y presentarlo a la Junta Administradora.”

II. SITUACIÓN EXPUESTA: 

Se desprende de la gestión planteada por el señor Campos Vargas que su inquietud radica en la interpretación que, a su criterio, debe realizarse al dictamen C-021-2021 emitido por parte de la Procuraduría General de la República, mediante el cual aclaró la naturaleza jurídica de la Junta, su relación con el Poder Judicial y el régimen de empleo público aplicable a su personal administrativo.

Según refiere el señor Hernán Campos, su interpretación del criterio emitido por la Procuraduría General de la República respecto del "nuevo personal" contratado con los recursos provenientes del 5 x 1.000, que se paga con el Presupuesto de la Junta Administradora del Fondo, se da en el sentido de que la naturaleza de contratación de dicho personal es "privada", en razón de lo cual, no se les puede considerar servidores o servidoras públicas, por cuanto sus salarios no se pagan con presupuesto Público.

Con base en lo anterior, el señor Campos Vargas requiere conocer la opinión de la Junta Administradora del Fondo sobre este particular, asimismo, plantea la opción de solicitar criterio a la Procuraduría General de la República para dilucidar este tema.

III- ANÁLISIS DEL CASO:

Previo a hacer referencia al quid del asunto, resulta de gran importancia reseñar que la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República (Ley N° 6815 del 27 de setiembre de 1982 y sus reformas), establece en sus artículos 4 y 5 una serie de requisitos de admisibilidad que deben ser cumplidos a efecto de solicitar una consulta a la Procuraduría General de la República, para el respectivo análisis.

Las citadas normas disponen literalmente que:

“Artículo 4: Consultas: Los órganos de la Administración Pública, por medio de los jerarcas de los diferentes niveles administrativos, podrán consultar el criterio técnico-jurídico de la Procuraduría; en cada caso, deberán acompañar la opinión de la asesoría legal respectiva, salvo el caso de los auditores internos, quienes podrán realizar la consulta directamente”.

“Artículo 5: Casos de excepción: No obstante, lo dispuesto en los artículos anteriores, no son consultables los asuntos propios de los órganos administrativos que posean una jurisdicción especial establecida por ley”.

En virtud del análisis de esas normas, la Procuraduría ha desarrollado tres requisitos mínimos de admisibilidad de las consultas: 

a) Que las interrogantes versen sobre temas jurídicos en genérico, lo cual implica que no se cuestione un caso concreto que esté pendiente o deba ser resuelto por la Administración, que no se trate de un asunto sobre el cual ya se emitió un acto administrativo o una decisión concreta, que no involucre una materia que es competencia de otro órgano, que no pretenda la revisión de informes o criterios legales, ni que corresponda a un asunto judicial en trámite. 

b) Que se acompañe el criterio de la asesoría legal de la institución sobre todos los temas cuestionados y,

 c) Que la consulta sea formulada por el jerarca administrativo de la institución. (Al respecto ver pronunciamientos Nos. C-158-2008 del 12 de mayo de 2008, C-157-2013 del 19 de agosto de 2013, C-121-2014 del 8 de abril de 2014, C-99-2016 de 29 de abril de 2016, OJ-061-2017 de 29 de mayo de 2017 y C-219-2019 de 7 de agosto de 2019). 

En ese sentido, debe apuntarse que la jurisprudencia administrativa ha anotado que la precisión y claridad en el cuestionamiento sobre el cual se requiere el criterio del órgano superior consultivo, también resulta un requisito esencial de admisibilidad, pues, la imprecisión en el objeto de la consulta, impide conocer la duda jurídica del consultante y rendir de manera adecuada y precisa, el criterio pretendido. (Véanse al respecto los pronunciamientos Nos. C-136-2006 de 3 de abril de 2006, C-077-2018 de 19 de abril de 2018, C-247-2018 de 21 de setiembre de 2018, C-146-2019 de 29 de mayo de 2019, entre otros). 

De lo anterior se puede extraer, asimismo, que se la Administración está facultada para solicitar criterio a la Procuraduría, cuando no tenga claridad sobre un tema jurídico, además, debe aportarse el criterio legal correspondiente y las interrogantes deben versar sobre cuestiones jurídicas genéricas.

En este sentido, se aclara, la función consultiva de la Procuraduría General tiene por objeto, de conformidad con los artículos 3.b y 4 de su Ley Orgánica, atender las consultas que la administración pública le planteé, por medio de sus jerarcas, sobre el alcance y sentido de las normas jurídicas y los diferentes institutos jurídicos del ordenamiento.

En el caso particular que inquieta al señor Hernán Campos, debe indicarse que por parte de la Asesoría Jurídica de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no existen dudas en cuanto a la interpretación que debe hacerse del criterio C-021-2021, emitido por la Procuraduría General de la República el 29 de enero de 2021, en torno a la aclaración sobre la naturaleza jurídica de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, su relación con el Poder Judicial y el régimen laboral aplicable a sus colaboradores, en el entendido que ha quedado diáfanamente especificado por parte de dicho órgano consultivo que, la Junta Administradora continúa perteneciendo al Poder Judicial y por ende, su personal sigue siendo empleados y empeladas públicas.

Es importante tomar en consideración los siguientes aspectos a fin de entender el criterio discutido:  

La Procuraduría General de la República al momento de emitir el criterio C-021-2021, en fecha 29 de enero del 2021, desconocía que el Poder Judicial trasladaría plazas o que crearía la dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Nótese que la creación y traslado de plazas ocurrió hasta el día 06 de abril del 2021, por lo cual, no podía la Contraloría contemplar en su dictamen, tales aspectos.

A mayor abundamiento, la Comisión de Clasificadores del Ministerio de Hacienda, ubica a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano desconcentrado al que le fue asignado el código 1.1.1.1.770.301, como parte del Sector Público Costarricense, en alineamiento al dictamen N°. C-021-2021 emitido la Procuraduría General de la República.

Asimismo, hay que recordar que la Contraloría General de la República en el dictamen DAC-4802 del 15 de diciembre del año 2021, establece que la comisión de administración del cinco por mil que posee la Junta Administradora, constituye una contribución parafiscal, que le obliga a aplicar la Ley de Contratación Administrativa, esto refuerza la tesis de que existe relación de empleo público.

Se debe destacar que, el criterio de la Procuraduría General de la República N° C-021-2021, señala claramente que “cuenta con capacidad de contratación de nuevo personal que no se desliga del Poder Judicial y de su régimen de empleo público”, por lo cual, resulta evidente que, el nuevo personal que la Junta ha contratado, no se desliga del Poder Judicial ni de su régimen de empleo público.

Cabe aclarar que, cuando se hace referencia a dependencias públicas en el ordenamiento jurídico costarricense, se entiende por ente una persona jurídica plena. Es decir, se trata de una organización pública que es centro último de imputación de derechos y obligaciones. Los órganos, en cambio, forman parte de los entes, cumplen funciones determinadas y gozan de mayor o menor independencia según sea su nivel de desconcentración (en el caso de los entes, se habla de descentralización, que es un concepto muy distinto). 

En ese sentido, en el dictamen de la Procuraduría N°C-305-2009, del 28 de octubre, sostuvo:

“La desconcentración es una técnica de distribución de competencias en favor de órganos de una misma persona jurídica, por la cual un órgano inferior se ve atribuida una competencia en forma exclusiva, para que la ejerza como propia, en nombre propio y bajo su propia responsabilidad.

Ahora bien, no se trata de cualquier tipo de competencia, sino de una competencia para resolver, para decidir en forma definitiva sobre una materia determinada por el ordenamiento. Esta atribución se funda en la necesidad de especializar ciertos órganos en materias específicas, de manera que se satisfagan en mejor forma los cometidos públicos. Desde esa perspectiva, desconcentrar es especializar funcionalmente determinados órganos, sin que se desliguen orgánicamente tales competencias de la estructura originaria”.

Corolario de lo anterior, se justifica la configuración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, como un órgano de desconcentración máxima, por lo que, pese a contar con personería jurídica instrumental, no se trata de un ente sino un órgano y como tal, forma parte y depende de dicho poder de la República.

IV.- CONCLUSIONES:

Tomando en consideración la naturaleza jurídica de esta Junta, el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, con su reforma por la Ley N° 9544, se concluye:

1.- Los colaboradores de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, aunque adscritos a ésta, son empleados del Poder Judicial, ya que ni la desconcentración ni la personalidad jurídica instrumental de la Junta, tiene la fuerza de cambiar la relación de empleo que vincula a los funcionarios de la Junta con ese Poder de la República, pues, la Junta sigue, aunque independiente, siendo un órgano del Poder Judicial (norma 239 de la LOPJ).

2.- El régimen jurídico laboral aplicable a los colaboradores de la Junta, es el mismo que el que se contempla para las personas servidoras judiciales activas, claro está, con las salvedades que la Junta pueda aplicar, en el ejercicio de sus competencias y autonomía administrativa, tal y como se lo otorgó la ley, pero en lo no regulado por esa Junta, será de aplicación lo dispuesto por el Poder Judicial.

3.- No resulta atendible la solicitud de plantear una consulta jurídica a la Procuraduría General de la República respecto del tipo de relación laboral del personal contratado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto para esta Junta Administradora la naturaleza de su personal es indiscutiblemente pública, tal cual se ha indicado en el dictamen que se cuestiona.
 
4.- Si bien, la Junta Administradora y su aparato administrativo, si financia con una comisión por gastos administrativos que surge de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo, lo cierto del caso es que ese cúmulo de dinero constituye una contribución parafiscal, inyectándose al presupuesto del Poder Judicial, asignándole un programa presupuestario numerado 951, el cual se utiliza para los gastos que se requieran, aplicando la normativa atinente de recursos públicos. 

V.- RECOMENDACIONES:

1.- Conforme a lo anteriormente expuesto, esta Asesoría Jurídica recomienda no acoger la gestión planteada por el señor Hernán Campos Vargas.

De esta forma, se deja rendido el criterio solicitado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 13-2022 celebrada el 21 de marzo de 2022, artículo XVIII, para lo que a bien estimen disponer.”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por rendido y aprobado el informe N° 0048-AJ/DJA-2022 del 07 de diciembre de 2022, suscrito por los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, Asesores Jurídicos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, relacionado con la gestión presentada por el señor Hernán campos Vargas. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del petente.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc122609805][bookmark: _Toc122682376][bookmark: _Toc122609807][bookmark: _Toc122682378][bookmark: _Toc34222240]ARTÍCULO VIII
Documento Nº 393-2022 / 1154-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino y el licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico interino, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, en oficio N° 0403-DJA-2022 del 14 de diciembre de 2022, comunicaron lo siguiente:
“En atención al oficio N.° 0637-JUNAFO-2022 del 12 de octubre de 2022, en donde se comunicó el acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en adelante JUNAFO), en sesión N.° 38-2022 celebrada el 04 de octubre de 2022, artículo V, cuya parte dispositiva indicó “Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Previamente a resolver lo que corresponda, trasladar a la Dirección de la JUNAFO y al licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Legal, para que rindan un criterio respecto a lo encomendado por la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, sobre el proceso de traslado de cotizaciones a otros regímenes básicos de pensiones”, se procede a manifestar lo siguiente.

En sesión N.° 30-2022 celebrada el 09 de agosto de 2022, artículo V, la JUNAFO, conoció el oficio N.° SP-832-2022 del 27 de julio de 2022, suscrito por el señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Supervisión de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones, oficio que literalmente indica:

“De conformidad con lo dispuesto en el artículo 36 de la Ley 7523, “Régimen Privado de Pensiones Complementarias y Reformas de la Ley Reguladora del Mercado de Valores y del Código de Comercio”, se comunica el resultado del estudio de supervisión al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FPJ), con el propósito de evaluar el proceso técnico que se realiza para la estimación de los montos correspondientes para el reconocimiento de cuotas en el FPJ, así como el traslado de cotizaciones hacia otros regímenes básicos.

Sobre el particular, se inserta documento con las observaciones realizadas a los archivos suministrados. El objetivo es que la administración analice las observaciones, revise que la metodología aplicada coincide con el proceso ejecutado (cálculos) y se realicen las correcciones necesarias.

Uno de los hallazgos más relevantes es la necesidad de que la administración, al momento de estimar el monto para el traslado de cotizaciones a otro régimen básico reconozca dentro del cálculo un rendimiento real diferente de cero, por la gestión de las inversiones que se realizó durante el tiempo que las cotizaciones formaron parte de los recursos administrados por el Fondo. El rendimiento real a reconocer lo determina el Fondo basado en su gestión y en las acciones necesarias para efectuar el traslado de los recursos, por ejemplo, es posible no reconocer el 100% de los rendimientos generados, por cuanto dicho traslado tiene impacto sobre la planificación y estrategia de las inversiones, incluso puede ser negativo durante periodos de hiperinflación o crisis económica, pero tiene que ser diferente de cero (se puede tomar el rendimiento nominal para no estimar el reconocimiento de inflación y rendimiento real por aparte).



Por lo tanto, se le solicita que, en un plazo máximo de 20 días hábiles contados a partir del recibo de este oficio, se remita lo siguiente:

1. El plan de acción para atender las observaciones y hallazgos comentados en este oficio y en el documento inserto.

2. Una vez ajustada la metodología, revisar el cálculo para el traslado de cuotas de los señores que de seguido se indican y comunicar el resultado:

2.1 Bolívar Rojas Astúa, cédula de identidad [Datos 1].

2.2 [bookmark: _Hlk125546847]Alejandro José Martínez Obando, cédula de identidad [Datos 2].

(…)” El resaltado no es parte del original.

Para el entendimiento del presente informe, es menester recalcar las deliberaciones y el acuerdo adoptado por la JUNAFO al momento de conocer el citado oficio, las cuales se adicionan a continuación:

Indica el máster Oslean Mora Valdez que, con relación a este tema, se tiene prevista una reunión con la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, ya que lo que piden es que cuando las personas hagan un traslado de cuotas a otro régimen, se le haga un reconocimiento tácito de una tasa de interés, es decir, que el Fondo deje de ser un régimen de capitalización colectiva, y conviértanse en un régimen de capitalización individual, porque estaría obligando al Fondo a reconocerle intereses a una personas que ya no pertenece al este régimen. Además, recuerda que, en la Ley anterior, ni siquiera se traía a valor presente las cuotas, simplemente se daban a valor nominal, entonces si una persona trabajó en el Poder Judicial, durante los años ochenta, y dio diez años de cuotas, al equivalente de hoy eran dos millones, eran los dos millones que se trasladaban a la CCSS, y con el cambio de la Ley, se trae mediante liquidación actuarial y entonces, esos dos millones se traen a valor presente con todas las inflaciones, y se convierten en cuarenta millones, y la SUPEN, quiere que además de eso se le reconozcan intereses, es decir, que se van a convertir en cincuenta o sesenta millones, que se convierte en un gasto hormiga, no es tan significativo individualmente, pero a lo largo de los años, se descapitalizaría el Fondo, e indique que, la argumentación de la SUPEN, es que no tiene que ser la misma tasa que el Fondo percibió, pero no indica cuál es la tasa, lo que abriría un portillo con peligrosidad para el Fondo, por lo que se requiere un análisis legal por parte de SUPEN, considerando que el Fondo es un régimen de capitalización colectiva, porque se trata de un pasivo actuarial y va a perjudicar los resultados actuariales del próximo año.

Señala el licenciado Arnoldo Hernández Solano que se opone completamente a la Política de la SUPEN, para descapitalizar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial –FJPPJ, porque es una manera de decir que el Fondo está con un déficit que no se puede manera, y esa es una de las formas para lograrlo, además de que es un régimen de capitalización colectiva y no individual.

Por su parte, el licenciado Parris Quesada Madrigal dice que, se deberían de asumir como propias de toda la Junta, como grupo, las palabras de don Arnoldo, y que se está en total desacuerdo, de la descapitalización del FJPPJ por parte de la SUPEN, y debe quedar recalcado, que toda la Junta en pleno, no está de acuerdo en ese tipo de maniobras desleales, porque están haciendo un cambio en el sistema que tiene el Fondo. Además, agrega que, es una propuesta para poder afectar al Fondo en sus rendimientos, que es un tema peligroso, y que le parece más que una amenaza atreverse a enviarla, y que la Junta solamente tome nota, y no, hay que argumentar porqué se está totalmente en desacuerdo de esa propuesta nefasta, porque así comienzan a cambiar a las Organizaciones, la naturaleza, y no hay que aceptar, porque atrás de esta, vienen más propuestas para pedir cosas, en un plan para poder afectar al Fondo y debilitarlo para hacer un régimen único, y que nadie dice nada, y la Junta, tiene que defender al Fondo y lo que ha costado mantenerlo, y se ha cumplido con todas las Jubilaciones y Pensiones, desde que el régimen comenzó, además que es importante demostrar todo lo que se ha logrado.

Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo comunicado por el señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Supervisión de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones, en oficio N° SP-832-2022 del 27 de julio de 2022, sobre el resultado del estudio de supervisión realizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para evaluar el proceso técnico que se realiza para la estimación de los montos correspondientes para el reconocimiento de cuotas, así como el traslado de cotizaciones hacia otros regímenes básicos, e indicar que esta Junta, se opone al planteamiento que realiza la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, según lo argumentado en el presente acuerdo, por los integrantes de este Órgano colegiado. 2.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para que, en coordinación con el Actuario Matemático, y la Asesoría Jurídica, preparen una respuesta, que previamente a remitirla a la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, sea conocida por esta Junta.

Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

(…)”

Con base en el acuerdo adoptado anteriormente, el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, preparó el oficio N.° 0277-DJA-2022 del 25 de agosto de 2022, dirigido al señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones, oficio que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial conoció en sesión N.° 33-2022 celebrada el 30 de agosto de 2022, artículo VIII, el cual literalmente indica:

“El máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0277-DJA-2022 del 25 de agosto de 2022, dirigido al señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones, comunicó lo siguiente:

“En atención al oficio N.° SP-832-2022 del 27 de julio de 2022, donde se informa de los hallazgos del estudio realizado por la SUPEN referente al traslado de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a otros regímenes jubilatorios, se indica lo siguiente: 

I. ANTECEDENTES

a) Mediante oficio N.° SP-346-2022 de fecha 31 de marzo de 2022, la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) comunicó el inicio de un estudio de supervisión al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), con el propósito de evaluar el proceso técnico que se realiza para la estimación de los montos correspondientes para el reconocimiento de cuotas en el FJPPJ, así como el traslado de cotizaciones hacia otros regímenes básicos de pensiones.

El citado oficio es conocido por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) en sesión N.° 15-2022, artículo XI del 05 de abril de 2022, tomando el acuerdo que a continuación se detalla:

“Se acordó: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de la comunicación hecha por el máster Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones, en oficio N° SP-346-2022 del 31 de marzo de 2022, sobre el inicio de un estudio de supervisión al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con el propósito de evaluar el proceso técnico que se realiza para la estimación de los montos correspondientes para el reconocimiento de cuotas en el FPJ, así como el traslado de cotizaciones hacia otros regímenes básicos. 2.) Trasladar a la Dirección de la JUNAFO, con el fin de que se remita la información requerida por la SUPEN, de previo a iniciar el estudio, y se tomen las previsiones correspondientes para la coordinación de las reuniones. 3.) Convocar al doctor Juan Carlos Segura Solís, en su condición de Presidente de la JUNAFO, para que se encuentre presente en la reunión del 28 de abril de 2022, a las 14:00 horas, con la Superintendencia de Pensiones – SUPEN.” (El subrayado se adiciona).

b) Debido a lo anterior el personal de la SUPEN y de la Dirección de la JUNAFO, se reunieron el día 28 de abril de 2022, momento en el cual se comunicó el objetivo de la supervisión y la coordinación para la remisión de la información requerida, facilitando la misma a dicho Ente Supervisor.

c) Mediante oficio N.° SP-832-2022 del 27 de julio de 2022 se informó de los hallazgos del estudio efectuado y del análisis de la información por parte de la SUPEN, indicando que, en un plazo máximo de 20 días hábiles contados a partir del recibido del oficio, se remita la siguiente información:

1. El plan de acción para atender las observaciones y hallazgos comentados en este oficio y en el documento inserto.

2. Una vez ajustada la metodología, revisar el cálculo para el traslado de cuotas de los señores que de seguido se indican y comunicar el resultado:

2.3 Bolívar Rojas Astúa, cédula de identidad [Datos 1].

1.1 Alejandro José Martínez Obando, cédula de identidad [Datos 2]..

d) En sesión N.° 30-2022, artículo V, del 09 de agosto de 2022 la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), conoció el oficio N.° SP-832-2022, tomando el siguiente acuerdo:

“Se acordó: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo comunicado por el señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Supervisión de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones, en oficio N° SP-832-2022 del 27 de julio de 2022, sobre el resultado del estudio de supervisión realizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para evaluar el proceso técnico que se realiza para la estimación de los montos correspondientes para el reconocimiento de cuotas, así como el traslado de cotizaciones hacia otros regímenes básicos, e indicar que esta Junta, se opone al planteamiento que realiza la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, según lo argumentado en el presente acuerdo, por los integrantes de este Órgano colegiado. 2.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para que, en coordinación con el Actuario Matemático, y la Asesoría Jurídica, preparen una respuesta, que previamente a remitirla a la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, sea conocida por esta Junta.”

e) Finalmente, la Asesoría Jurídica de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, previamente a la emisión del presente escrito, analizó el caso que nos ocupa, elaborando el criterio N° 22-AJ/DJA-2022 del 12 de agosto de 2022, en donde desarrolla lo relativo a la posibilidad de reconocer rendimientos reales en los traslados de cuotas, del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a otra institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión; documento que se adjunta en los anexos del presente oficio.

II. CRITERIO DE SUPEN SOBRE LA LIQUIDACIÓN ACTUARIAL

En atención a los hallazgos remitidos por la SUPEN en oficio N.° SP-832-2022, es menester resaltar el siguiente el criterio que a continuación se destaca:

“Uno de los hallazgos más relevantes es la necesidad de que la administración, al momento de estimar el monto para el traslado de cotizaciones a otro régimen básico reconozca dentro del cálculo un rendimiento real diferente de cero, por la gestión de las inversiones que se realizó durante el tiempo que las cotizaciones formaron parte de los recursos administrados por el Fondo. El rendimiento real a reconocer lo determina el Fondo basado en su gestión y en las acciones necesarias para efectuar el traslado de los recursos, por ejemplo, es posible no reconocer el 100% de los rendimientos generados, por cuanto dicho traslado tiene impacto sobre la planificación y estrategia de las inversiones, incluso puede ser negativo durante periodos de hiperinflación o crisis económica, pero tiene que ser diferente de cero (se puede tomar el rendimiento nominal para no estimar el reconocimiento de inflación y rendimiento real por aparte).” El resaltado no es del original.

III. CRITERIO DE LA ADMINISTRACIÓN SOBRE LA LIQUIDACIÓN ACTUARIAL

Al respecto, conviene destacar que el criterio vertido por la SUPEN en líneas anteriores difiere de la interpretación utilizada por la administración a la hora de efectuar los cálculos de traslado de cuotas, imponiendo un pasivo actuarial nuevo que no se encuentra definido en la Ley y que consecuentemente perjudicaría los intereses del régimen del FJPPJ, para lo cual se consideran los siguientes elementos:

1) [bookmark: _Hlk111539924]SOBRE EL PRINCIPIO PRO FONDO

Es menester recordar que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, debe interpretar la normativa de forma literal, y en caso de que exista alguna duda en los alcances de la misma, prevalece la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en estricto apego al Principio “Pro Fondo”, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de las personas beneficiarias actuales y futuras, sobre esto, la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, lo conceptualiza de la siguiente forma:

"En materia de prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el principio "pro fondo", el cual sostiene que, en caso de duda, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. De esa manera, en caso de duda, debe resolverse a favor del fondo. En este sentido afirma el tratadista Rafael Bielsa: "La complejidad de los regímenes legales de jubilaciones y, sobre todo, las modificaciones sucesivas hacen surgir cuestiones de interpretación. Por lo pronto, aunque la jubilación se funda en consideraciones de asistencia social y se configura como seguro obligatorio, una aplicación liberal de sus preceptos en el sentido favorable del afiliado, podría afectar la estabilidad del fondo financiero, en perjuicio de los que tienen derecho incuestionable no sujeto a discusión. Por eso, y por tratarse de un privilegio, la concesión de jubilaciones es de interpretación restrictiva, y en la duda el caso se resuelve a favor de la caja o fondo común". (El subrayado en negrita no es del original) (BIELSA, Rafael. "Derecho Administrativo, Roque Depalma, Buenos Aires, 1956, Quinta Edición, Tomo III, pág. 174)." (Resolución N.º 46 de las 09:10 hrs. del 9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia).

2) RÉGIMEN DE CAPITALIZACIÓN COLECTIVA VS INDIVIDUAL 

Es de vital importancia recordar que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es un régimen de capitalización colectiva, en donde todas las cotizaciones, inversiones y rendimientos se toman de forma compuesta para el pago de las pensiones actuales y futuras, es decir, en el momento que los rendimientos de las inversiones ingresan al erario del Fondo, pertenecen a la colectividad y no de manera individual a cada una de las personas cotizantes; es importante realizar esta distinción considerando que, lo que se busca, es un fin común para las personas contribuyentes del fondo, en aras de preservar el cúmulo del mismo y garantizar su sostenibilidad actuarial.

Un régimen de capitalización individual, “reparte” las ganancias o pérdidas producto del manejo de los aportes que percibe, individualizando para cada cotizante dichos resultados, permitiendo que en todo momento la persona afiliada pueda conocer el monto de su patrimonio compuesto por aportes obreros, patronales, estatales y los productos financieros generados (intereses, ganancias/pérdidas de capital, etc.) tal y como ocurre con las Operadoras de Pensiones Complementarias.

El criterio emanado por la SUPEN, convertiría en la práctica al régimen del FJPPJ en un régimen de capitalización individual al tener el riesgo potencial de que todas las personas funcionarias activas del Poder Judicial, actualmente cotizantes puedan “no consolidar” su derecho jubilatorio en el mismo, situación que provocaría la necesidad de reconocer un interés “X” individualmente a cada persona afiliada, desnaturalizando las características propias de este régimen de pensiones. De igual forma, si se interpreta que dicho criterio aplicaría únicamente a las personas que soliciten el traslado de sus aportes a otros regímenes, se crearía una condición diferente en el trato en contraposición de aquellas personas que se mantengan cotizando para el régimen, es decir, mientras que a unas personas se les reconocería un interés “X” individualizado, a las personas que se mantengan cotizando, no se les reconocía ningún tipo de interés, por cuanto se aplicaría el principio de régimen de capitalización colectiva, únicamente a este segundo grupo.

Es menester indicar que, esta situación provocaría un trato desigual para las personas cotizantes activas de este régimen, las personas beneficiarias actuales, las personas exfuncionarias del Poder Judicial que “no soliciten” el traslado de sus aportes y las personas exfuncionarias del Poder Judicial que efectivamente soliciten el traslado de sus aportes, siendo estas últimas, las únicas beneficiadas con un reconocimiento de interés individualizado, independientemente de la magnitud que finalmente se determine (si se llegase a aplicar este criterio vertido). 

3) SOBRE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL 

La Ley Orgánica del Poder Judicial en su artículo N.° 234, referente al traslado de las cotizaciones, literalmente indica:

Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. 

La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente.

En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.” (El subrayado se adiciona).

Como se puede observar, el artículo es claro al indicar que el monto a trasladar de los aportes cotizados, en caso de que así sea efectivamente solicitado por la entidad respectiva, debe ser el monto que refleje la liquidación actuarial que se realice para cada caso en concreto, esto sobre las cuotas que aportó al Régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

El artículo propiamente estipula que los montos deben estar apegados a lo que muestre el estudio de liquidación actuarial, no menciona el reconocimiento de intereses u otras variables, para ello, es importante comprender que el concepto básico de liquidación actuarial recae en traer a valor presente la cuantía de las aportaciones, que supone una valoración teniendo en cuenta el valor del dinero en el tiempo.

Los alcances de la normativa están claros, debido a que el numeral 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, no deja margen de interpretación, considerando que nos detalla concretamente lo que se debe trasladar al indicar “…mediante una liquidación actuarial”, sin embargo, en caso de que exista alguna duda en la interpretación del citado artículo, es fundamental aplicar el principio in dubio pro fondo, ya detallado en el apartado anterior. Sobre esto, si se reconocieran intereses en las transacciones que se realicen a raíz de los traslados de cuotas (situación que no indica el artículo aludido), sea cual sea el porcentaje a reconocer, se estaría creando un nuevo pasivo actuarial, generando un mayor déficit en las arcas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por ende, esa interpretación estaría afectando de forma directa los intereses del citado Fondo y contrariando el principio pro fondo.

Los rendimientos que se generen de las inversiones realizadas con el cúmulo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, pertenecen a la colectividad de personas beneficiarias, no de manera individual para las cotizantes; si analizamos el caso hipotético en donde se reconozcan intereses de manera individual, estaríamos ante un régimen de capitalización individual, desnaturalizando completamente el sentido de colectividad, en donde las aportaciones del colectivo judicial buscan mejorar el patrimonio del Fondo. 

4) ESTIMACIÓN DE LAS CUANTÍAS DE INTERESES A RECONOCER 

Conforme al criterio emanado por la SUPEN, sobre el reconocimiento de intereses al momento del cálculo de liquidación actuarial del traslado de cuotas, la cuantía del interés a reconocer no se define por parte del Ente Supervisor, provocando que la administración pueda interpretar niveles de intereses que van entre valores negativos en momentos de hiperinflación o crisis económica (al no poder ser cero según su criterio) o los efectivamente generados por el régimen (individualizando los rendimientos), variando entre dichos niveles a criterio experto y exponiendo eventualmente a denuncias o demandas por parte de las personas solicitantes, al considerar que el nivel que finalmente se defina es o no suficiente para satisfacer sus intereses; no está de más destacar que esto abriría un portillo para futuras demandas, provocando un aumento en la exposición a riesgos legales.

Así mismo, se debe resaltar que cada caso debe valorarse individualmente y que, dependiendo de la cantidad de años transcurridos desde la fecha efectiva de cotización hasta el día de hoy, podría (según criterio experto consultado) duplicar o triplicar el monto que hoy efectivamente es trasladado, es decir claramente esta interpretación dada por la SUPEN, provocaría la descapitalización del régimen del FJPPJ, provocando un aumento en el déficit actuarial persistente en el mismo a la fecha.

Dados los elementos anteriormente citados, la escasa justificación del criterio emanado por la SUPEN, la violación al principio pro Fondo, el procedimiento histórico efectuado y lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial, se estima inaplicable el reconocimiento de intereses en el traslado de aportes a otros regímenes jubilatorios. 

IV. PLAN DE ACCIÓN

En el anexo I de este documento, se detalla el plan de acción donde se indican las actividades a efectuar para la implementación de las observaciones actuariales realizadas y la revisión del cálculo para el traslado de las cuotas de los señores Bolívar Rojas Astúa, cédula de identidad [Datos 1] y Alejandro José Martínez Obando, cédula de identidad [Datos 2] indicadas en el oficio N.° SP-832-2022, considerando la inaplicabilidad del reconocimiento de interés conforme se expuso en líneas anteriores.

V. CONCLUSIONES 

1.- El artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece la manera en la que se deben realizar los traslados de las cotizaciones a otro régimen de jubilaciones y pensiones, cuando sea solicitado por la entidad respectiva.

2.- El citado artículo nos expone que los montos a trasladar se deben traer a valor presente mediante una liquidación actuarial.

3.- El numeral no establece el reconocimiento de rendimientos reales para cada caso en particular. Es decir, no individualiza los rendimientos generados por la administración del régimen.

4.- Reconocer rendimientos reales en los traslados de cuotas a otros regímenes de jubilaciones y pensiones, como lo indica la estimable Superintendencia de Pensiones, generaría un nuevo pasivo actuarial, por ende, se estaría aplicando la norma de manera negativa para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contrariando el principio pro-fondo.

5.- El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es un régimen de capitalización colectiva, en donde todas las cotizaciones, inversiones y rendimientos se toman de forma compuesta para el pago de las jubilaciones y pensiones actuales y futuras, es decir, en el momento que los rendimientos de las inversiones ingresan al erario del Fondo, pertenecen a la colectividad y no de manera individual a cada una de las personas cotizantes.

6.- En el caso hipotético de que la estimable Superintendencia de Pensiones mantenga el criterio, en el sentido de que, además de traer a valor presente los montos por medio de la liquidación actuarial, se deben reconocer rendimientos reales en las solicitudes de traslados de cotizaciones o cuotas, se solicita respetuosamente que se indique cuál es la normativa de rango superior a la Ley Orgánica del Poder Judicial, que obliga a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a reconocer los citados rubros, con la finalidad de salvaguardar las actuaciones que se realicen a futuro y de esta forma justificar el nuevo pasivo actuarial que se va a generar.

 (…)”

- 0 -

Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota del oficio N° 0277-DJA-2022 del 25 de agosto de 2022, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, dirigido al señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones, y acoger la remisión respectiva, la cual se realizó el día viernes 26 de agosto de 2022, en razón de ser el plazo originalmente otorgado. Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.

En razón de lo anterior, el señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, remitió el oficio N° SP-1087-2022 del 20 de septiembre de 2022, dando respuesta al documento anteriormente mencionado, exponiendo lo siguiente:

“Se recibió el oficio N° 0277-DJA-2022 del 25 de agosto de 2022, con el plan de acción para atender los requerimientos del SP-832-2022 del 27 de julio de 2022, relacionados con la revisión efectuada al proceso de traslado de cotizaciones a otros regímenes básicos de pensiones.

Sobre el particular, se dan por atendidos los requerimientos del SP-832-2022 y se dará seguimiento al plan de acción presentado, sin embargo, se considera necesario presentar argumentos adicionales para que esa Junta Administradora valore, nuevamente, la necesidad de reconocer un rendimiento diferente a inflación para el traslado de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a otro régimen básico de pensiones. Específicamente:

1) Sobre el principio “Pro Fondo”

Se tiene presente este principio dentro de la gestión del fondo y la importancia para la sostenibilidad y la protección de las personas; sin embargo, se está malinterpretando, por cuanto este principio se utiliza en caso de duda. La legislación es clara con respecto al traslado mediante liquidación actuarial, la cual conlleva un proceso técnico que involucra la utilización de tablas de decrementos (probabilidades) y tasas de interés (rentabilidad) y tiene como objetivo que no sea necesario el principio “Pro Fondo”. En esa línea, no se trata de conservar un principio “Pro Fondo” o “Pro Operario”, sino de encontrar un equilibrio que permita mantener la consistencia con la técnica, la normativa y los derechos de los trabajadores.

2) Régimen de Capitalización Colectiva versus Capitalización Individual

Las definiciones de beneficio definido (capitalización colectiva) y contribución definida (capitalización individual), provistas por la Superintendencia de Instituciones Financieras de Canadá, OSFI por sus siglas en inglés, https://www.osfi-bsif.gc.ca/Eng/Pages/default.aspx), son para el primero, un fondo que otorga un ingreso definido (por fórmula) al momento del retiro y para el segundo, un fondo que le otorga a sus miembros un beneficio basado en los aportes acumulados al momento del retiro.

Por lo tanto, lo que se expone en el criterio no resulta consistente con la teoría, donde la diferencia entre colectivo e individual radica en la forma en que se otorga el beneficio y no en la operativa para la gestión del proceso de acumulación (afiliación, recaudación e imputación). Es decir, desde el punto de vista de gestión sí es posible llevar un control individualizado de los aportes, sin que eso signifique que el fondo deja de ser de beneficio definido (capitalización colectiva). Se hace énfasis en que las observaciones realizadas no tienen como objetivo “individualizar” el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial ni convertirlo en uno de capitalización individual.

Se aclara que no se está pidiendo que se reconozca un interés “x” individualmente a cada persona, sino que a la persona que lo solicite, se le reconozca la gestión de las inversiones que se realizó con los recursos que ingresaron, porque son recursos que se invirtieron y en caso de no consolidar el derecho, las cuotas ingresadas al fondo apoyarían al financiamiento de un beneficio en otro régimen, de la misma forma en que se reconocen cuotas de otros regímenes en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Por último, en este punto, no se comprende el argumento del trato desigual que se comenta, dado que las personas exfuncionarias que no soliciten el traslado de sus aportes no pierden el derecho sobre esas cuotas, siempre que estas se trasladen a otro régimen básico de pensiones; las personas cotizantes actuales mantienen sus cuotas dentro del Fondo que retiene el costo de la cobertura de invalidez y muerte (parte de la liquidación actuarial) de los exfuncionarios que se trasladan, y para las personas exfuncionarias que soliciten el traslado de sus cuotas, se les reconocerá el esfuerzo contributivo realizado en el fondo más la gestión que se realizó con los recursos aportados menos el costo de la cobertura de invalidez y muerte.

3) Sobre la Ley Orgánica del Poder Judicial

Como se indicó en el numeral 1), el traslado de cuotas mediante liquidación actuarial conlleva un proceso técnico que involucra la utilización de tablas de decrementos (probabilidades) y tasas de interés (rentabilidad). Como se señala, la ley no menciona el reconocimiento de intereses, tampoco menciona el uso de tablas de mortalidad para estimar la liquidación actuarial, pero se utilizan porque la técnica así lo establece; por lo que no se está interpretando más allá de lo que indica la ley.

En este sentido, el artículo 16 de la Ley General de la Administración Pública es claro cuando indica que: 

Artículo 16.-

1. En ningún caso podrán dictarse actos contrarios a reglas unívocas de la ciencia o de la técnica, o a principios elementales de justicia, lógica o conveniencia. 

[…] 

En cuanto a que “(…) el concepto básico de liquidación actuarial recae en traer a valor presente la cuantía de las aportaciones, que supone una valoración teniendo en cuenta el valor del dinero en el tiempo.”, se está mal utilizando el concepto de valor presente al ignorar que este proceso implica, por un lado, descontar los flujos futuros con una tasa de interés y, por otro parte, capitalizar los flujos pasados con una tasa de interés, donde se reconoce no solo el ajuste por inflación sino, también, el rendimiento real que generaron los recursos, que son parte del valor del dinero en el tiempo (costo de oportunidad).

Además, sobre la creación de un “nuevo pasivo actuarial”, esto no estaría ocurriendo ya que está incorporado dentro de los balances actuariales en el Pasivo Actuarial – Beneficios futuros participantes actuales – Separación; por lo que se considera prudente revisar la metodología y supuestos para que esta estimación sea apropiada.

4) Estimación de las cuantías de intereses a reconocer

Con respecto a este punto, se comprende la preocupación sobre la posible materialización de riesgos legales, por lo que no se está pidiendo que se establezcan criterios para satisfacer intereses individuales, sino que se estandarice el proceso para que lo que se traslade sea lo justo, estimado técnicamente, tanto para el fondo como para los afiliados. En el caso de una posible descapitalización como consecuencia del traslado de cotizaciones, también se debe valorar que el pasivo actuarial correspondiente a las personas que efectuaron dicho traslado disminuirá, por cuanto el beneficio lo otorgará otro régimen de pensiones y no el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Adicionalmente, es correcto que dependiendo del tiempo transcurrido entre el momento que ingresaron las cuotas hasta el momento del traslado va a afectar el cálculo, pero eso es por la forma en que se operativizó el traslado de cotizaciones, donde se decidió que el traslado se hará efectivo hasta el momento en que la persona acceda al beneficio y no que las cuotas de las personas se movilicen de un fondo a otro cada vez que cambia de sector. Las soluciones más eficientes podrían ser, estandarizar las reglas entre los regímenes básicos para los traslados, que se consideren salarios proporcionales al monto ingresado para cada cuota, o plantear para los regímenes básicos, un proceso de totalización de periodos y regla prorrata como se hace con el Convenio Multilateral Iberoamericano de Seguridad Social, pero no se tiene conocimiento de que haya iniciativas en esa línea; el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial podría proponer alguna alternativa.

Se espera que, con los argumentos anteriores, quede claro el objetivo de esta superintendencia con respecto al proceso para el traslado de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a otro régimen básico de pensiones, fundamentado en la normativa, la técnica y los derechos de los trabajadores.”

El citado oficio fue conocido por la JUNAFO en sesión N° 38-2022 celebrada el 04 de octubre de 2022, artículo V, en donde deliberaron y acordaron lo siguiente:

“El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, propone tener por conocido el oficio y trasladarlo a la Asesoría Jurídica y a la Dirección de la JUNAFO, para que se valore, tanto en la parte legal (en su calidad asesora de unidad interpretativa de la normativa aplicable) y en la parte técnica (en lo que corresponde al apoyo administrativo, el conocimiento y ejecución operativa de la normativa específica que se indica en el oficio recibido), con la finalidad de que hagan llegar sus criterios y valoraciones, en un plazo de 10 días hábiles.

El licenciado Arnoldo Hernández Solano, indica que el documento no le satisface en nada, porque no está refutando sus aseveraciones en cuanto a títulos, leyes, reglamentos, que indiquen específicamente las razones.

Manifiesta que les hablan de un beneficio definido que es capitalización colectiva y una contribución definida de capitalización individual que usan en Canadá, pero que en Costa Rica no hay un artículo que indique que eso se debe hacer, además, que la situación del principio pro-fondo se está mal interpretando, porque se utiliza cuando hay duda y él considera que no tienen duda, y que el hecho de que vayan a pagar intereses sobre lo que una persona haya aportado, de su contribución lo indica la Ley, no es una duda, es algo que está definido en el articulado.

Asimismo, menciona que hablan de un término de que “las inversiones que realizan las personas”, y aclara que las personas no realizan inversiones, ni esta Junta, puesto que no son una entidad financiera de captación de inversiones, que son contribuciones según lo dispone la Ley, por lo que esta Junta no puede pagar intereses sobre esa situación.

El licenciado Eduardo Chacón Monge, expresa que él tiene el criterio jurídico respecto a este tema, y que inclusive se envió a la SUPEN cuando ellos analizaron la respuesta que dio la Dirección, que lo va a adjuntar para que lo conozca esta Junta en la siguiente sesión.

Agrega que mantiene la posición de que la interpretación de la norma en caso de que exista contención entre una interpretación y otra sea aplicar el principio pro-fondo, y que la SUPEN dice que aquí no se debe aplicar ese principio porque no hay duda, pero que, sí la hay, puesto que aquí se ve de una forma y ellos la ven de otra forma, y que eso lo explica en el criterio que realizó, que lo pueden ver en la próxima sesión.

El máster Oslean Mora Valdez, dice que es un tema de criterios, que no existe una norma que los obligue a aplicar de la forma en que SUPEN lo está viendo, y que aplicarlo de esa forma así sea 0,0001% va afectar los intereses del Fondo, además, que existe normativa en el mercado que le está permitiendo a la Superintendencia, inclusive llegar al punto de remoción de algún integrante de un Comité o cuerpo colegiado, que no siga las reglas que la SUPEN quiere, que en la práctica eso no se ha dado, pero que aquí ya es en la segunda oportunidad en que la Superintendencia interpreta como ellos quieren, que deben realizar un reconocimiento de intereses.

Indica que su posición técnica al igual que don Eduardo, es clara en cuanto a que eso es en contra del Fondo, en contra de los intereses del Régimen, así sean ₡5, están pagando más de lo que pagaban antes, y que no hay norma que expresamente lo haga. 

Además, que, si analizan el espíritu de la Ley anterior, ni siquiera se reconocían intereses, ni lo traían al valor presente, solo se trasladaba al valor nominal los montos, y que ahora se está trayendo a valor presente y los quieren obligar a traer a valor presente los intereses también. 

Comenta que es un tema medular, importante, porque si se toma la decisión de aceptar la posición de la Superintendencia, va afectar los resultados actuariales de los indicadores futuros, y que si no se acepta la posición de la Superintendencia, podrían llegar a enfrentar algún juicio o denuncia, puesto que la Superintendencia en calidad de supervisor podría “doblarles el brazo”, y las personas en su calidad de afectados podrían presentar alguna denuncia ante los juzgados, por lo que deben de ser conscientes de esos elementos por la situación en la que se encuentran.

Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Previamente a resolver lo que corresponda, trasladar a la Dirección de la JUNAFO y al licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Legal, para que rindan un criterio respecto a lo encomendado por la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, sobre el proceso de traslado de cotizaciones a otros regímenes básicos de pensiones. Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.”

Sobre la solicitud presentada por la JUNAFO en el artículo anterior, en el presente documento se transcribió el oficio N° 0277-DJA-2022 del 25 de agosto de 2022, suscrito por el MPM. Oslean Mora Valdez, relativo a la posición que tiene la Alta Gerencia sobre el tema objeto de análisis, aunado a lo anterior, cuando se remitió ese oficio a la Superintendencia de Pensiones, se incorporó la posición de la Asesoría Jurídica, oficio N° 0022-AJ/DJA-2022 del 12 de agosto de 2022, que literalmente indicó:

“Con la finalidad de dar cumplimiento al acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 30-2022 celebrada el 09 de agosto de 2022, artículo V, en donde fue conocido el oficio N° SP-832-2022 del 27 de julio de 2022, suscrito por el señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Supervisión de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones y con la finalidad de que se tome en consideración en la respuesta que sea emitida para esa Superintendencia, se procede a indicar lo siguiente:

I.- SOBRE EL ANÁLISIS DEL TRASLADO DE CUOTAS DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL A OTRO RÉGIMEN DE PENSIONES.

Las competencias de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial están limitadas por los lineamientos establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, ley especial que en su apartado IX establece los alcances de las actuaciones del Órgano Máximo de Dirección en cuanto a la administración del Fondo, por ende, en aplicación al artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, las decisiones que se tomen, deben estar en estricto apego a la normativa, con la finalidad de cumplir con el Principio de Legalidad.

Asimismo, es menester recordar que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, debe interpretar la normativa de forma literal, y en caso de que exista alguna duda en los alcances de la misma, prevalece la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en estricto apego al Principio “Pro Fondo”, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de las personas beneficiarias actuales y futuras, sobre esto, la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, lo conceptualiza de la siguiente forma:

"En materia de prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el principio "pro fondo", el cual sostiene que, en caso de duda, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. De esa manera, en caso de duda, debe resolverse a favor del fondo. En este sentido afirma el tratadista Rafael Bielsa: "La complejidad de los regímenes legales de jubilaciones y, sobre todo, las modificaciones sucesivas hacen surgir cuestiones de interpretación. Por lo pronto, aunque la jubilación se funda en consideraciones de asistencia social y se configura como seguro obligatorio, una aplicación liberal de sus preceptos en el sentido favorable del afiliado, podría afectar la estabilidad del fondo financiero, en perjuicio de los que tienen derecho incuestionable no sujeto a discusión. Por eso, y por tratarse de un privilegio, la concesión de jubilaciones es de interpretación restrictiva, y en la duda el caso se resuelve a favor de la caja o fondo común". (El subrayado en negrita no es del original) (BIELSA, Rafael. "Derecho Administrativo, Roque Depalma, Buenos Aires, 1956, Quinta Edición, Tomo III, pág. 174)." (Resolución N.º 46 de las 09:10 hrs. del 9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia).

Además, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es un fondo de capitalización colectiva, en donde todas las cotizaciones, inversiones y rendimientos se toman de forma compuesta para el pago de las jubilaciones y pensiones actuales y futuras, es decir, en el momento que los rendimientos de las inversiones ingresan al erario del Fondo, pertenecen a la colectividad y no de manera individual a cada una de las personas cotizantes; es importante realizar esta distinción considerando que, lo que se busca, es un fin común para las personas contribuyentes del FJPPJ, en aras de preservar el cúmulo del mismo y garantizar su sostenibilidad actuarial.

Los puntos anteriores se traen a colación, con la finalidad de fundamentar la interpretación que tiene la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial del artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, referente al traslado de las cotizaciones, el cual literalmente indica:

Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. (El subrayado se adiciona).

La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente.

En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.

Aunado a lo anterior, la Ley General de la Administración Pública, en su artículo 6, establece la jerarquía de las fuentes del ordenamiento jurídico administrativo, estipulando el siguiente orden en su aplicación:

a) La Constitución Política;

b) Los tratados internacionales y las normas de la Comunidad Centroamericana;

c) Las leyes y los demás actos con valor de ley;

d) Los decretos del Poder Ejecutivo que reglamentan las leyes, los de los otros Supremos Poderes en la materia de su competencia;

e) Los demás reglamentos del Poder Ejecutivo, los estatutos y los reglamentos de los entes descentralizados; y

f) Las demás normas subordinadas a los reglamentos, centrales y descentralizadas.

En este orden de ideas, es obligatorio para la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, aplicar lo estipulado en el título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial de manera prioritaria sobre cualquier reglamento que regule temas sobre regímenes de jubilaciones y pensiones, únicamente se puede valorar la aplicación de manera supletoria de otra normativa, en los casos en donde la Ley Orgánica del Poder Judicial tenga lagunas sobre algún tema en específico.

Ahora bien, sobre el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, precepto que regula el traslado de cuotas del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a otro régimen, establece los siguientes puntos fundamentales, a saber:

· Las personas que dejaron de laborar en el Poder Judicial, tienen derecho a solicitar el traslado de las cuotas que aportaron al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, al otro régimen para el que estén cotizando.

· Dichas cuotas se trasladarán mediante una liquidación actuarial.

· La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele.

· En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente.

Como se puede observar en los puntos anteriores, el artículo es claro al indicar que el monto a trasladar, en caso de que así sea solicitado por la entidad respectiva, debe ser el monto que refleje la liquidación actuarial que se realice para cada caso en concreto, esto sobre las cuotas que aportó al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

El artículo propiamente estipula que los montos deben estar apegados a lo que muestre el estudio de liquidación actuarial, no menciona el reconocimiento de intereses u otras variables, para ello, es importante comprender que el concepto básico de liquidación actuarial recae en traer a valor presente la cuantía de las aportaciones, que supone una valoración teniendo en cuenta el valor del dinero en el tiempo.

Los alcances de la normativa están claros, debido a que el numeral 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, no deja margen de interpretación, considerando que nos detalla concretamente lo que se debe trasladar al indicar “…mediante una liquidación actuarial”, sin embargo, en caso de que exista alguna duda en la interpretación del citado artículo, es fundamental aplicar el principio in dubio pro fondo, detallado líneas atrás. Sobre esto, si se reconocieran intereses en las transacciones que se realicen a raíz de los traslados de cuotas (situación que no indica el artículo aludido), sea cual sea el porcentaje a reconocer, se estaría creando un nuevo pasivo actuarial, generando un mayor déficit en las arcas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por ende, esa interpretación estaría afectando de forma directa los intereses del citado Fondo y contrariando el principio pro fondo.

Los rendimientos que se generen de las inversiones realizadas con el cúmulo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, pertenecen a la colectividad de personas beneficiarias, no de manera individual para las cotizantes; si analizamos el caso hipotético en donde se reconozcan intereses de manera individual, estaríamos ante un régimen de capitalización individual, desnaturalizando completamente el sentido de colectividad, en donde las aportaciones del colectivo judicial buscan mejorar el patrimonio del Fondo. 

Por los fundamentos anteriormente expuestos, esta asesoría jurídica difiere del hallazgo realizado por la estimable Superintendencia de Pensiones, en el oficio N° SP-832-2022 del 27 de julio de 2022, al indicar “Uno de los hallazgos más relevantes es la necesidad de que la administración, al momento de estimar el monto para el traslado de cotizaciones a otro régimen básico reconozca dentro del cálculo un rendimiento real diferente de cero, por la gestión de las inversiones que se realizó durante el tiempo que las cotizaciones formaron parte de los recursos administrados por el Fondo…”, debido a que, la normativa que regula la competencia de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial sobre el traslado de cuotas/cotizaciones, no le impone el reconocimiento de un rendimiento real diferente a cero, considerando que, si el Órgano Máximo de Dirección procede a reconocer lo indicado, se estaría aplicando erróneamente lo estipulado en el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, consecuentemente, generando un nuevo pasivo actuarial en el acervo del FJPPJ.

II.- CONCLUSIONES.

1.- El artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece la manera en la que se deben realizar los traslados de las cotizaciones a otro régimen de jubilaciones y pensiones, cuando sea solicitado por la entidad respectiva.

2.- El citado artículo nos expone que los montos a trasladar se deben traer a valor presente mediante una liquidación actuarial.

3.- El numeral no establece el reconocimiento de rendimientos reales para cada caso en particular.

4.- Reconocer rendimientos reales en los traslados de cuotas a otros regímenes de jubilaciones y pensiones, como lo indica la estimable Superintendencia de Pensiones, generaría un nuevo pasivo actuarial, por ende, se estaría aplicando la norma de manera errónea y negativa para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contrariando el principio pro fondo.

5.- En el caso hipotético de que la Superintendencia de Pensiones mantenga el criterio, en el sentido de que, además de traer a valor presente los montos por medio de la liquidación actuarial, se deben reconocer rendimientos reales en las solicitudes de traslados de cotizaciones o cuotas, se insta al Órgano Máximo de Dirección y a la Alta Gerencia, solicitar que se indique cuál es la normativa de rango superior a la Ley Orgánica del Poder Judicial, que obliga a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a reconocer los citados rubros, con la finalidad de salvaguardar las actuaciones que se realicen a futuro y de esta forma justificar el nuevo pasivo actuarial que se va a generar.

De esta forma, se deja rendido el criterio solicitado en la sesión N° 30-2022 celebrada el 09 de agosto de 2022, artículo V, para lo que a bien estimen”.

De los antecedentes anteriormente citados, podemos señalar que tanto la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como Asesoría Jurídica, valoraron ampliamente los alcances de la normativa sobre el tema de estudio, interpretación que se contrapone a la que tiene estimable Superintendencia de Pensiones. Ahora bien, a raíz de la solicitud presentada por el Órgano Máximo de Dirección en sesión N° 38-2022 celebrada el 04 de octubre de 2022, artículo V , en donde acordaron “Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Previamente a resolver lo que corresponda, trasladar a la Dirección de la JUNAFO y al licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Legal, para que rindan un criterio respecto a lo encomendado por la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, sobre el proceso de traslado de cotizaciones a otros regímenes básicos de pensiones”, es menester informar que la Alta Gerencia y la Asesoría Legal, se reunión nuevamente para deliberar sobre el caso en particular, concluyendo que se mantiene la posición plasmada en los oficios anteriormente desarrollados, debido a que es la interpretación de norma que permite la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de las personas beneficiarias actuales y futuras, recalcando que los rendimientos que se generen de las inversiones realizadas con el cúmulo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, pertenecen a la colectividad de personas beneficiarias, no de manera individual para las cotizantes; si analizamos el caso hipotético en donde se reconozcan intereses de manera individual, estaríamos ante un régimen de capitalización individual, desnaturalizando completamente el sentido de colectividad, en donde las aportaciones del colectivo judicial buscan mejorar el patrimonio del Fondo. Hipotéticamente permitiría que todas las personas funcionarias judiciales, si desean retirarse de laborar del Poder Judicial y comienza a trabajar en un lugar en donde coticen para el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte, puedan solicitar el traslado de cuotas reconociendo sus respectivos intereses, esto generando un déficit importante en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, poniendo en peligro la sostenibilidad del mismo, así como los beneficios que se cancelan en la actualidad, así como a los beneficios futuros. Finalmente, el mismo artículo 46 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte, es claro en cuanto a que, si el traslado se realiza entre regímenes del primer pilar (situación que aplica en el presente caso), debe cumplirse lo estipulado en la ley especial respectiva, en este caso la Ley Orgánica del Poder Judicial, debido a que indica lo siguiente: “En el caso de traslados de cuotas de otros regímenes del primer pilar, que se encuentren regulados por leyes especiales, se cumplirá lo establecido por la ley respectiva, y si corresponde a la Caja realizar los cálculos para el traslado de las cotizaciones al Régimen de IVM, se deberá seguir la misma metodología que se indica en el primer párrafo de este artículo”. (El subrayado en negrita se adiciona).

Finalmente, es importante traer a colación que actualmente se está tramitando en el Tribunal Contencioso Administrativo el expediente N.° 22-004521-1027-CA – 5, incoado por el señor Daniel González Saborío, en contra de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en donde está solicitando la declaratoria de nulidad de actos administrativos adoptados por la Dirección de la JUNAFO, relativos a la denegatoria del reconocimiento de intereses de una gestión de traslado de cuotas que presentó ante la Caja Costarricense de Seguro Social. El citado proceso actualmente está en espera de la convocatoria por parte del juez tramitador para la realización de la audiencia preliminar.

Con base en lo anteriormente expuesto se plantean las siguientes conclusiones:

· La Dirección y la Asesoría Jurídica de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial mantienen la posición de que no se deberían reconocer rendimientos en las operaciones de traslados de cuotas de nuestro Régimen de Jubilaciones y Pensiones a otro Régimen de nuestra legislación, debido a que se debe aplicar lo normado en la Ley Orgánica del Poder Judicial y el artículo 234 no deja margen de interpretación, considerando que nos detalla concretamente lo que se debe trasladar al indicar únicamente “…mediante una liquidación actuarial”, sin regular el reconocimiento de intereses, como si lo hace el Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte, norma inferior a la Ley Orgánica del Poder Judicial, en aplicación al principio de jerarquía de normas.

· La Superintendencia de Pensiones es clara en cuanto a su posición sobre el tema de estudio, incorporando su criterio en el oficio N.° SP-1087-2022 del 20 de septiembre de 2022, suscrito por el señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, en donde expone –en lo conducente- que los traslados de cuotas a otro Régimen de Pensiones deben realizarse con el reconocimiento de intereses respectivo.

· Es importante que la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tenga presente la existencia del expediente N° 22-004521-1027-CA – 5, tramitado en el Tribunal Contencioso Administrativo, incoado por el señor Daniel González Saborío, debido a que la resolución del citado proceso, puede determinar los alcances del artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

· Con base en los argumentos anteriormente expuestos, la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, deberá considerar ambas posiciones plasmadas en el presente documento, con la finalidad de marcas los parámetros a utilizar por parte de la administración, cuando se presenten solicitudes de traslados de cuotas a otros regímenes de pensiones y jubilaciones del país.

Conforme a los elementos anteriormente presentados, se estima conveniente que la JUNAFO, este a la espera de que el expediente N° 22-004521-1027-CA – 5, tramitado en el Tribunal Contencioso Administrativo se pronuncie, con el fin de brindar una interpretación independiente al criterio emanado por la administración y por la SUPEN, permitiendo analizar de mejor forma, el alcance e interpretación más adecuada que deba aplicar a los traslados de recursos entre los regímenes del primer pilar.

De esta forma, se deja rendido lo solicitado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N° 38-2022 celebrada el 04 de octubre de 2022, artículo V, para lo que a bien estimen disponer.”
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Manifestaciones de los integrantes:
El licenciado Eduardo Chacón Monge, comenta que cuando se hace un traslado de cuotas a la CCSS, la JUNAFO ha aprobado la metodología y que se ha estado aplicando, no reconocer intereses reales sobre esos traslados, pero que la Superintendencia hace poco casi que le ordenó a la Junta que se debía reconocer un interés diferente a 0 en esos traslados, es decir que se les debía reconocer algo.
Agrega que en aquel momento la Dirección de la JUNAFO emitió un oficio con respuesta a la SUPEN, indicando que estaban en desacuerdo con esa metodología porque el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, no indica que se tiene que hacer reconocimientos de intereses reales, sino que, únicamente se tienen que hacer los traslados conforme a un estudio actuarial, y sin embargo, la SUPEN continuó diciendo que se tienen que reconocer intereses reales, por lo que se está entrando en un conflicto directo con ellos.
Añade que la JUNAFO le remitió nuevamente a la Dirección y a la Asesoría Jurídica valorar el tema, y que en este oficio se vuelven a analizar los puntos de vista de la SUPEN y el de la Administración, y que mantienen la posición de que no se deberían de reconocer intereses reales, pero la Superintendencia dice que sí.
Explica que este documento lo que le sugiere a la Junta como Órgano, es que si la Superintendencia dice que sí se reconozcan intereses reales, pero ellos como aparato administrativo creen que no, porque el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial no lo dice, pensando en el Fondo, puesto que si se reconoce un interés real se le debería de reconocer a todos, y eso va a crear un pasivo actuarial en el Fondo.
Adiciona que es importante mencionar que actualmente se está tramitando un proceso Contencioso en contra de la JUNAFO porque no se reconoció un interés real, y están solicitando que lo reconozca, y que es básicamente sobre el mismo tema.
El licenciado Parris Quesada Madrigal manifiesta que es un tema un poco delicado, y que está muy bien fundamentado lo que dice la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, también sobre el tema pro Fondo, pero considera que es una orden de la SUPEN y que no se ha llegado a la legalidad de la situación, pese a que el análisis está muy profundo, cree que se están “quitando” esa directriz de la SUPEN, pero no se ha llegado al fundamento profundo de que eso sea posible o no.
Señala que le parece muy bien la parte de que son un régimen colectivo y no individual como lo dice el estudio, le parece que hay cosas muy buenas, pero le falta algo de certeza en el contenido, y que es bueno que lo comenten en esta sesión porque eso afectaría los rendimientos del Fondo en alguna manera y como se puede solventar, o si talvez se va a ir a otra vía, por lo que le gustaría que eso se aclare.
El máster Oslean Mora Valdez explica que aquí hay una interpretación, porque la norma no lo dice textualmente, y que la Superintendencia interpreta que cuando los diputados deciden modificar el artículo y habla de liquidación actuarial, a criterio de la SUPEN, implícitamente una liquidación actuarial si debe de llevar reconocimiento de intereses, y avala ese criterio diciendo de que tampoco una liquidación actuarial habla de tablas de mortalidad o habla acerca del costo actuarial de la cobertura que tiene la persona, pero que sin embargo en la técnica se utiliza y se acostumbró a utilizarlo.
Añade que el alegato suyo y que no lo dice textualmente como tal, la anterior versión de la Ley, no reconocía intereses y que incluso no traía a valor presente los montos, es decir, era todavía más pro Fondo la anterior versión, y que esta versión la intensión que interpretan que buscaba el legislador, era que se trajera a valor presente esos montos, y no hacia reconocimiento de intereses.
Señala que indudablemente darle la razón a la Superintendencia implica un pasivo actuarial al Fondo, en el sentido de que, si hoy no se pagan cinco colones y lo obligan a pagar cinco colones, están teniendo una salida de recurso adicional que hoy no se paga, porque simplemente se están trayendo al valor presente los montos y no así el reconocimiento de intereses.
Considera que efectivamente habría un trato discriminatorio hacia los que se queden en los regímenes, porque mientras que las personas que se retiran del régimen se les individualiza y se les reconoce un interés, a las personas que estén en el régimen no se les computa un interés, porque son un régimen de capitalización colectiva, es decir, todo lo que se gane o pierda, va para la colectividad de todos los afiliados.
Entiende la posición de la Superintendencia, que es muy tajante, pero no ordena la aplicación inmediata, dice la valoración por parte de esta Junta, como cuerpo y máximo órgano colegiado, porque la SUPEN no quiere tener una denuncia por una situación donde están haciendo una interpretación, que para ellos está claro, pero para la Administración no, es decir, hay criterios opuestos.
Menciona que para deslucidar esta situación ya se presentó un caso ante los Juzgados que se está llevando en su curso natural, y que serán ellos quienes determinen quien tiene la razón, pero esa determinación llevará años, no se sabe cuántos, para saber cuál es la interpretación adecuada que la Ley Orgánica del Poder Judicial quiere, y que es lo justo con respecto al Fondo.
Indica que incluso se le ha consultado a la Superintendencia cual es la tasa de reconocimiento, ya que, si ellos quieren reconocer intereses, cual es la tasa que corresponde, y piensa que sería justo que se reconociera la misma tasa que se ha percibido para la totalidad de los recursos, la que reconoce la CCSS en el IVM, podría ser la de los intereses judiciales que es la que reconocen los certificados de depósito a plazo de seis meses del Banco Nacional o la tasa básica, pero la norma no regula esa parte.
Agrega que se conversó con la Superintendencia para que como ente encargado, pudiera emitir una reglamentación para los traslados con diferentes regímenes, y dijo que no se metía, porque entre más grande el régimen del país que es la CCSS el IVM, no está regulado por la Superintendencia, entonces considera que ellos pueden emitir una recomendación, pero si el IVM quiere, no la acoge, entonces lo que se busca es que haya un convenio entre los regímenes, pero reitera que reconocer cinco colones implica un pasivo adicional para el Fondo.
Refiere que la posición de la Administración es muy conservadora en el sentido de que consideran que esa interpretación que hace la Superintendencia no está dada tácitamente así en la Ley y por lo tanto lo más sano sería esperar el pronunciamiento de los Juzgados, sobre el otro caso, que no es lo mismo, pero tiene relación, y que con el resultado ya se podría definir si la Administración o la Superintendencia tienen razón y de qué manera se va actuar de ahí en adelante. 
Señala que precipitarse podría afectar a alguna persona en el sentido de que tenga efectivamente un derecho a obtener alguna jubilación en la CCSS, etc., pero que abrir ese portillo en este momento podría traer serias consecuencias en los futuros resultados actuariales del Fondo porque no hay claridad ni siquiera en cuál es la tasa de interés que se debería de estar reconociendo, y que puede ser a criterio personal que se defina 0,0001% para reconocer algo diferente de cero, pero entonces la persona no va a estar satisfecha por ese monto y va a pedir un monto diferente, un monto que las personas reciben todos los meses y se compute, o que pueda ser que el monto que se compute sea menor que es el que la CCSS le está cobrando entonces va a pedir el monto que la CCSS cobre, o si esos dos son muy bajos va a pedir el de JUPEMA, o si no por medio de la industria de operadores de pensiones, etc.
Comenta que lo cierto del caso es que se podría prestar para que los temas vayan aumentando, y que las cantidades que eventualmente vayan a trasladar, sean por mucho, superiores a lo que estaban acostumbrados. 
Sugiere respetuosamente acoger este informe, y antes de tomar alguna decisión, estar a la espera de lo que los Juzgados se pronuncien sobre el caso de referencia que es justamente sobre este tema, y así la Superintendencia va a poner en pausa el asunto, y va a saber que estarán esperando que el Juzgado eventualmente se pronuncie sobre la situación.
El licenciado Chacón Monge adiciona que se hizo una investigación y no se encontró norma que realmente regule el tema de los porcentajes, y que nace de un actuario de la SUPEN, que recomienda que se deba hacer un reconocimiento diferente a cero, pero no hay regulación.
Complementa que deben de tomar en cuenta que esta confusión del reconocimiento de interés nace por una variación que se hace al reglamento de la CCSS, y que antes no se hacía, y el Reglamento de la CCSS no lo decía, le parece que es en el 2019 que modifican el Reglamento y ponen en el artículo que se deben de reconocer intereses reales, y que es una norma ajena al Poder Judicial que regula otro Fondo, de menor rango jerárquico que la Ley Orgánica del Poder Judicial.  
Agrega que eso es un punto que están valorando en la respuesta que se dio en la demanda y también en este criterio, que es una norma de menor rango y que no regula precisamente las actuaciones de la JUNAFO como tal, y que lastimosamente el artículo 234 es muy escueto para la Administración y que ellos deben de interpretarlo siempre a favor del Fondo, para que los recursos del Fondo se mantengan y se conserven.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido y acogido el oficio N° 0403-DJA-2022 del 14 de diciembre de 2022, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino y el licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico interino, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, sobre el reconocimiento de intereses y el traslado de cotizaciones a otros regímenes básicos de pensiones. 2.) Estar a la espera de que el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, resuelva el asunto que se encuentra bajo estudio en el expediente N.° 22-004521-1027-CA – 5, para que esta Junta Administradora se refiera al tema.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
ARTÍCULO IX
Documento Nº 1145-2022
La señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, en oficio N° SP-1560-2022 del 9 de diciembre de 2022, dirigido a la Corte Plena del Poder Judicial con copia a esta Junta, remitió:
“La Superintendencia de Pensiones, a través del oficio SP-1267-2022 del 19 de octubre de 2022, señaló que el artículo 20 de la Ley de Protección al Trabajador dispone: 

Artículo 20- Condiciones para acceder a los beneficios del Régimen Obligatorio de Pensiones. 

[…]

En caso de muerte del afiliado o pensionado, sus beneficiarios serán establecidos de conformidad con las siguientes reglas:

a) En primer lugar, los beneficiarios serán los establecidos por el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social o por el régimen público sustituto.

b) Si no existieran beneficiarios establecidos por el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte o por el régimen público sustituto, serán los que el afiliado o pensionado haya designado ante la operadora de pensiones que administra sus recursos.

c) Si no existieran beneficiarios establecidos por el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte o por el régimen público sustituto, ni tampoco beneficiarios designados como tales ante la operadora de pensiones, el saldo de la cuenta individual podrá ser reclamado ante la autoridad judicial de trabajo que corresponda, por cualquiera que tenga interés legítimo en ello, según lo establece el artículo 85 de la Ley 2, Código de Trabajo, de 27 de agosto de 1943.

[…] 

De esta forma, cuando no existan beneficiarios establecidos por el régimen básico, ni tampoco beneficiarios designados como tales ante la operadora de pensiones, los interesados deben establecer, ante el juzgado de trabajo respectivo, un proceso de Distribución de prestaciones de personas trabajadoras fallecidas, para que la determinación de los beneficiarios del Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP) se haga de conformidad con lo que al efecto dispone el artículo 85 del Código de Trabajo. 

En un sentido similar, el artículo 19 del Reglamento de Beneficios del Régimen de Capitalización Individual dispone lo siguiente para el caso del Régimen Voluntario de Pensiones Complementarias (RVPC): 

“Artículo 19. Reclamo del saldo ante la autoridad judicial de trabajo

Si ante la muerte de un afiliado o pensionado del ROP no existieren beneficiarios declarados por el régimen básico, ni tampoco beneficiarios debidamente designados como tales ante la OPC, el saldo de su cuenta individual podrá ser reclamado ante la autoridad judicial de trabajo que corresponda, por cualquiera que tenga interés legítimo en ello, según establece el artículo 85 del Código de Trabajo.

Si ante la muerte de un afiliado o pensionado al RVPC no existen beneficiarios designados por aquel ante la OPC, se procederá en la forma prescrita en el párrafo anterior”. 

Ahora bien, por así disponerlo el artículo 77 de la Ley de Protección al Trabajador: 

(…)

Si los recursos del Régimen Complementario de Pensiones no han sido retirados por los beneficiarios en un plazo de diez años, contado a partir del fallecimiento del afiliado o pensionado, el derecho sobre tales recursos prescribirá y serán girados por las operadoras de pensiones a favor del Régimen No Contributivo (RNC) de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS).

(…)

Una vez ingresados y destinados a los fines de ese Régimen, no cabe ningún tipo de reclamo posterior ni procesos oponibles en relación con estos recursos.” 

En consideración a lo anterior, la Superintendencia de Pensiones solicitó, en protección de los recursos de los afiliados fallecidos y de sus eventuales beneficiarios, emitir una circular en la que se instruyera a los despachos judiciales del país en materia de trabajo, a comunicar a las Operadoras de Pensiones Complementarias, de la existencia de procesos judiciales que se encuentran en trámite de determinar los beneficiarios del Régimen Complementario de Pensiones. 

Lo anterior a los efectos de que las Operadoras de Pensiones tengan conocimiento sobre la interrupción de la prescripción decenal dispuesto en el artículo 77 de la Ley de Protección al Trabajador y, a su vez, que los recursos acumulados por el titular con más de diez años, en estas condiciones, no sean transferidos al Régimen No Contributivo administrado por la Caja Costarricense del Seguro Social, hasta tanto no sean resueltos dichos procesos, conforme a lo establecido en el numeral 77, arriba citado.

En respuesta a la anterior solicitud, la Superintendencia de Pensiones recibió copia del oficio N° 11560-2022, fechado 17 de noviembre de 2022, dirigido al señor Roger Mata Brenes, Director interino del Despacho de la Presidencia de la Corte, donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 94-2022 celebrada el 01 de noviembre del 2022, que, en lo que interesa, señala:

“Se acordó: 1.) Tener por recibida la comunicación del Despacho de la Presidencia, en la cual traslada el oficio N° SP-1267-2022 del 19 de octubre de 2022, suscrito por la licenciada Nelly Vargas Hernández, Superintendente de Pensiones interina. 2.) Acoger parcialmente la solicitud de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), en consecuencia, trasladar a la Secretaría General de la Corte para que emita una circular en la que se inste a los despachos judiciales del país en materia de trabajo, a comunicar a las Operadoras de Pensiones Complementarias, la existencia de procesos judiciales que se encuentran en trámite de determinar los beneficiarios del Régimen Complementario de Pensiones, a fin de que estas tengan conocimiento sobre la interrupción de la prescripción decenal dispuesto en el artículo 77 de la Ley de Protección al Trabajador…” (Los resaltados y subrayados son nuestros)

En dicho oficio se encuentra anexo un documento en formato PDF, el cual contiene la circular identificada como No. 129-2018, que literalmente dice: 

CIRCULAR N°. 129-2018

Asunto: Trámite de procesos de distribución de prestaciones de
personas trabajadoras fallecidas (Art. 548 del Código de Trabajo)

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS QUE
TRAMITAN MATERIA LABORAL

SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 77-18 celebrada el 31 de agosto de 2018, artículo LVII, dispuso comunicar a los despachos judiciales del país que tramitan materia Laboral que con base en el principio de oficiosidad y celeridad, establecido en el numeral 421 del citado código; y para cumplir con lo solicitado por la operadora BCR deberán informar a dicha operadora de pensiones el número de cuenta asignado al respectivo expediente, para que se proceda a la liquidación de dineros acumulados en el F.C.L. de la persona fallecida e informar a los interesados que se personaron en el proceso.

San José, 28 de setiembre de 2018
Lic. Carlos T. Mora Rodríguez
Subsecretario General interino
Corte Suprema de Justicia
Ref.: 2703-18, 9741-18
Vane” 

(Los resaltados del texto de la circular y los subrayados son nuestros)

Respetuosamente hacemos ver que la anterior circular no corresponde a lo solicitado por la SUPEN, ni tampoco con lo acordado por Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 94-2022 celebrada el 01 de noviembre del 2022, al referirse a una solicitud realizada por “…la operadora BCR…”, así como al Fondo de Capitalización Laboral (FCL), de manera que, de haberse producido un error, pueda enmendarse.”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de la copia del oficio N° SP-1560-2022 del 9 de diciembre de 2022, comunicado por la señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc122075182][bookmark: _Toc122682380]ARTÍCULO X
Documento Nº 1157-2022
La señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, en oficio N° SP-1582-2022 del 16 de diciembre de 2022, remitió:
“De conformidad con lo dispuesto en el acuerdo SP-A-138-2010 del 23 de marzo de 2010, referente a las “Disposiciones relativas al suministro de información durante la Semana Santa y fin de año” y considerando que algunas entidades supervisadas cierran durante la época de fin de año, para el conteo de los plazos de respuesta a requerimientos, generales o particulares, realizados por la SUPEN, se considerará lo dispuesto en el punto 2 del citado acuerdo SP-A-138-2010. Asimismo, el trámite de correspondencia, consultas, validaciones, entre otros, que las entidades presenten durante el periodo de fin de año, se atenderá a partir del lunes 2 de enero de 2023.

Adicionalmente, para las operadoras de pensiones y sus fondos administrados, se les comunica las disposiciones relativas al suministro de información periódica y al cumplimiento de otros requerimientos particulares de este Órgano Supervisor, que aplicarán para este fin de año e inicios del 2023; según se detalla a continuación:

Información de las entidades autorizadas y fondos administrados con corte a diciembre 2022:

· La información diaria del valor cuota de los días comprendidos del 23 de diciembre de 2022 al 4 de enero del 2023 inclusive, deberá ser ingresada en la base de datos de SUPEN a más tardar el jueves 5 de enero de 2023, a las 4:00 pm.

· Dado el ajuste en el plazo para el suministro de la información del valor cuota indicado en el punto anterior, se define como fecha máxima para la publicación de la información de rentabilidades el martes 10 de enero de 2023, según lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 3 del Acuerdo SP-A-191 Disposiciones sobre el uso de la rentabilidad de los fondos para fines de información o publicidad y el contenido mínimo de los estados de cuenta. 

· Los archivos mensuales de inversiones (RI y CV) correspondientes al 31 de diciembre del 2022, deberán incluirse a más tardar el viernes 6 de enero de 2023 a las 12 m.d.

· Los archivos “Reporte de manejo de liquidez” y “Reporte de movimientos de manejo de liquidez” con corte al 31 de diciembre de 2022, deberán incluirse a más tardar el martes 3 de enero de 2023 a medio día, según los términos establecidos en el acuerdo SP-A-236-2021.

· Los archivos de modificación de datos personales (MP) de diciembre 2022 deberán ser incluidos a más tardar el jueves 5 de enero de 2023. El viernes 6 de enero de 2023 iniciará el conteo de los plazos para la inclusión de los archivos de afiliados de los fondos voluntarios y obligatorios, según los grupos definidos en el Acuerdo SP-A-119-2008 y sus reformas, siendo el martes 17 de enero de 2023, la fecha límite para su inclusión.

Plazos para la libre transferencia y el proceso de recaudación semanal

· En lo relativo a la etapa de compensación y liquidación del Sistema Electrónico de Compensación, se acumularán los traslados desde el jueves 22 de diciembre de 2022 hasta el miércoles 11 de enero de 2023.  Dichos traslados se liquidarán en esta última fecha, según las disposiciones del acuerdo SP-A-137-2010 y sus reformas, relativo al Plazo y forma de los traslados de recursos de la cuenta individual de los afiliados al Régimen de Capitalización individual.

· Según la información coordinada con SICERE, los archivos de afiliación generados del jueves 22 de diciembre de 2022 al lunes 2 de enero de 2023 se comunicarán en forma acumulada en esa última fecha.

Para el período de fin de año y en general, en caso de que en los archivos de recaudación remitidos por SICERE se reciban aportaciones de trabajadores no incluidos en los archivos de libre transferencia, la entidad autorizada deberá proceder a la creación de la cuenta individual correspondiente, tomando como base la información recibida en los mencionados archivos de recaudación.”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de lo comunicado por la señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, en oficio N° SP-1582-2022 del 16 de diciembre de 2022, sobre las disposiciones relativas al suministro de información durante fin de año, carga de archivos SUPEN - cierre de fin y principio de año.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc122075184][bookmark: _Toc122682382]ARTÍCULO XI
Documento Nº 1134-2022
[bookmark: _Hlk120888819][bookmark: _Hlk122010511]La señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, en oficio N° SP-1548-2022 del 06 de diciembre de 2022, remitió:
“Mediante oficio DJ-2891-2020 del 04 de setiembre de 2020, suscrito por el Director Jurídico a.i. señor Rodrigo Campos Hidalgo, se comunica a la Secretaría General de la Corte que usted preside, el informe referente a la denominada regla cuarta.

En el informe citado se destaca lo siguiente:

“(…) Mediante oficio PJ-DGH-AP-2767-2020 de fecha 15 de julio de 2020, la Dirección de Gestión Humana hace llegar a esta Dirección la lista de las personas a las cuales se les llegó a aplicar la indicada regla IV (…)  “un total de 180 jubilaciones se aplicó la denomina “Regla IV” de forma incorrecta, esto debido a que los servidores y servidoras no contabilizan 20 años de servicio al 01 de enero de 1994, pero los cálculos del monto de beneficio se realizaron con base en el promedio de los últimos doce salarios y una asignación del 100%.” (…) “En razón de lo anterior, se estima necesario que la Corte Suprema de Justicia adopte la estimación que considere procedente respecto de los actos creadores de derechos en cuanto a la diferencia a favor de los 180 servidores, conforme el acuerdo de sesión 050-2014 de 27 de octubre de 2014, artículo único.”

En relación con este tema, en la sesión N° 20-2022 celebrada el pasado 03 de mayo del año en curso, la Corte Plena solicitó un informe con varios escenarios a la División Jurídica y otro informe a la Dirección de Gestión Humana, sobre el monto erogado por concepto de los referidos actos administrativos y tomando en consideración la fecha de adopción de estos.

Dado que a la fecha de este oficio la Corte Plena aún no ha finiquitado este tema, se le solicita que se pronuncie con respecto al trámite que le va a dar a este caso, en un plazo máximo de quince días hábiles posteriores al recibo de esta comunicación.”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de lo comunicado por la señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, en oficio N° SP-1548-2022 del 06 de diciembre de 2022, relacionado con la solicitud que le hace la Superintendencia de Pensiones - SUPEN a Corte Plena, con respecto al trámite para los informes solicitados a la División Jurídica y a la Dirección de Gestión Humana en la sesión N° 20-2022 celebrada el pasado 03 de mayo 2022.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc122075187][bookmark: _Toc122682385][bookmark: _Toc122075190][bookmark: _Toc122682388]ARTÍCULO XII
Documento Nº 1127-2022
La señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, en resolución N° SP-R-2149-2022 del 18 de noviembre de 2022, remitió:
“Superintendencia de Pensiones, al ser las quince horas del día dieciocho de noviembre de 2022.

RESULTANDO:

1. El artículo 242 de la Ley No 8, Ley Orgánica del Poder Judicial, reformada por la Ley No 9544 del 24 de abril de 2018, establece que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el ejercicio de sus competencias, emitirá un reglamento general del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el cual deberá ser aprobado por la Superintendencia de Pensiones.

2. Mediante la resolución No SP-R-2011-2020, del 06 de octubre de 2020, la Superintendencia de Pensiones aprobó el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

3. Mediante oficio No 0333-DJA-2022, del 29 de setiembre del 2022, recibido en esta misma fecha en las oficinas de la Superintendencia de Pensiones, suscrito por el señor Oslean Mora Valdez, Director a.i. de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se remitió para la aprobación de la SUPEN, la propuesta de reforma del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, concretamente, sobre los artículos 13, 17, 18, 20, 25, 26 27, 29, 32, 58 y 59; aprobadas por unanimidad, por la Junta Administradora, en la sesión N° 36-2022 celebrada el 20 de setiembre de 2022, artículo VI. 

La solicitud viene acompañada con la certificación No 0011-JUNAFO-2022, del 19 de setiembre del 2022, suscrita por el señor Rodrigo Arroyo Guzmán, secretario de actas de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial; la cual establece, en lo que interesa:

 “Que la JUNAFO, en sesión No. 36-2022 celebrada el 20 de setiembre de 2022, artículo VI, conoció y aprobó las modificaciones realizadas al “Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, realizadas por las personas integrantes de ese órgano. Además, dispuso remitir a la Superintendencia de Pensiones la versión actualizada de dicho Reglamento”.  

CONSIDERANDO:

1. En cuanto al cumplimiento de requisitos de admisibilidad de la solicitud de aprobación.

De conformidad con el procedimiento establecido en los artículos 6 de la Ley No 8220, Ley de Protección al Ciudadano Exceso de Requisitos Trámites Administrativos, y el artículo 38     del Decreto Ejecutivo No 37045-MP-MEIC,que reglamenta dicha ley, se procedió con la verificación de los requisitos formales establecidos en el Anexo XIV del Reglamento de Aprobaciones y Autorizaciones, publicado en el Alcance Digital N°329, del Diario Oficial La Gaceta N° 294, del 16 de diciembre de 2020; acreditándose que la presente solicitud de aprobación cumple con las formalidades dispuestas para su admisibilidad.

1. Sobre el fondo: 

Para un mejor análisis y fundamentación de la resolución, se procede a enumerar, de forma comparativa, los cambios propuestos al Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, las cuales se transcriben de seguido: 

	TEXTO VIGENTE 
	REFORMA APROBADA 

	Artículo 12. – Reajustes. 
La Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial o la dependencia o personal que disponga la Junta para la elaboración de los cálculos correspondientes, comunicará a la Junta Administradora los reajustes que se deben realizar a los montos de las pensiones y jubilaciones en curso de pago y futuras, de conformidad con las variaciones en el Índice de Precios al Consumidor y definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censo, para la aprobación correspondiente.  
Toda persona jubilada que reingrese al servicio del Poder Judicial dejará de percibir su beneficio jubilatorio por el tiempo que se mantenga la relación laboral con el Poder Judicial. Si la relación laboral se diera por terminada antes de cumplir un año ininterrumpido, se reactivará la jubilación con el mismo monto con que fue suspendida, más los ajustes por el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), que hayan sido otorgados durante los meses que reingresó al servicio del Poder Judicial, nuevo monto jubilatorio que será calculado por la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial o por la dependencia o personal que disponga la Junta para tales labores. Si la relación laboral se diera por más de un año ininterrumpido, el exjubilado tendrá derecho a la revisión de su jubilación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 224 de esta ley, procedimiento que estará a cargo de las dependencias dichas, quienes deberán remitir el respectivo informe para la correspondiente aprobación de la Junta, la que agendará en sesión los recálculos de jubilación que correspondan a la persona gestionante. En caso de ser requerido, se solicitará la revisión de los recálculos bajo estudio.
	Artículo 13. – Reajustes y recálculos. 
Conforme a lo establecido en la LOPJ, la Junta Administradora podrá efectuar los siguientes reajustes y/o recálculos a los beneficios económicos que cancela este régimen:
a.) La Dirección de la JUNAFO, con la colaboración de otras oficinas del Poder Judicial, elaborará los cálculos correspondientes con una frecuencia semestral y comunicará a la Junta Administradora los reajustes que se deben realizar a los montos de las jubilaciones y pensiones en curso de pago y futuras, de conformidad con las variaciones en el Índice de Precios al Consumidor y definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censo, para la aprobación correspondiente. 
b.) Toda persona jubilada que reingrese de forma temporal o interina, o en calidad propietaria al servicio del Poder Judicial dejará de percibir su beneficio jubilatorio por el tiempo que se mantenga la relación laboral con el Poder Judicial. Si la relación laboral se diera por terminada antes de cumplir un año ininterrumpido, se reactivará la jubilación con el mismo monto con que fue suspendida, más los ajustes por el Índice de Precios al Consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), que hayan sido otorgados durante los meses que reingresó al servicio del Poder Judicial, nuevo monto jubilatorio que será calculado por la Dirección de la JUNAFO. Si la relación laboral se diera por más de un año ininterrumpido, la persona ex jubilada tendrá derecho a la revisión de su jubilación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 224 de esta ley, procedimiento que estará a cargo de la dependencia dicha, quien deberá remitir el respectivo informe para la correspondiente aprobación de la Junta Administradora, la que agendará en sesión los reajustes y recálculos de jubilación que correspondan a la persona gestionante. En caso de ser requerido, se solicitará la revisión de los reajustes o recálculos bajo estudio. 
c.) Recálculos en los casos de componentes salariales del Poder Judicial y/o reconocimiento de tiempo servido, cancelados posteriormente al momento de la jubilación, siempre y cuando se hayan honrado las deudas con este régimen jubilatorio.
El reconocimiento de tiempo servido debió ser tramitado durante la vida laboral de la persona.

	Artículo 16. – Reconocimiento de tiempo servido. En el caso de que lo cotizado por la persona interesada, el patrono y el Estado no alcanzará el monto que corresponde al FJPPJ, este deberá reintegrar a dicho Fondo, la suma adeudada por las diferencias de cotización actualizadas al valor presente por el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC). Además, el interesado deberá cancelar el rendimiento real promedio que se haya obtenido sobre las sumas trasladadas, de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido. Todo lo anterior mediante el protocolo que establecerá la Junta para tales efectos. 
	Artículo 17. – Reconocimiento de tiempo servido. 
En el caso de que lo cotizado por la persona interesada, el patrono y el Estado no se ajuste al monto que corresponde al FJPPJ, la persona interesada deberá reintegrar a dicho Fondo, la suma adeudada por las diferencias de cotización actualizadas al valor presente por el Índice de Precios al Consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC). Además, la persona interesada deberá cancelar el rendimiento real promedio que se haya obtenido sobre las sumas trasladadas, de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido. Todo lo anterior mediante el protocolo que establecerá la Junta para tales efectos. 
Las solicitudes de reconocimiento de tiempo servido se deberán realizar cuando la persona servidora judicial esté activa laborando en el Poder Judicial.
No procederá el trámite de reconocimiento de tiempo servido cuando la solicitud sea presentada por una persona jubilada judicial.
El servidor judicial que solicita el reconocimiento de tiempo servido, en el momento en que solicite acogerse al beneficio de jubilación deberá haber cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones la totalidad de la suma determinada por la Dirección de Gestión Humana para el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado.

	Artículo 17. – Salarios devengados. 
Para el cálculo del monto de las jubilaciones y pensiones no debe hacerse diferencia entre los salarios devengados en puestos ocupados en propiedad o interinamente.
	Artículo 18. – Salarios devengados. 
Para el cálculo del monto de las jubilaciones no debe hacerse diferencia entre los salarios devengados en puestos ocupados en propiedad o interinamente.  

	Artículo 19. – Presentación de solicitud. La gestión de jubilación por invalidez deberá ser presentada con la documentación que se solicita ante la Dirección de Gestión Humana o ante la dependencia o personal que disponga la Junta para tales efectos, con la finalidad de que esa instancia trámite la solicitud de valoración ante la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS). La gestión debe acompañarse de:  
a) Solicitud formal de jubilación por incapacidad absoluta y permanente, que incluya: 
1) Nombre completo y número de identificación  
2) Medio para recibir notificaciones y número de teléfono. 
b) Documentos médicos que justifiquen la solicitud.
	Artículo 20. – Presentación de solicitud. La gestión de jubilación por invalidez deberá ser presentada con la documentación que se solicita ante la Dirección de la JUNAFO, con la finalidad de que esa instancia trámite la solicitud de valoración ante la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), previamente deberá contar con el visto correspondiente del patrono. La gestión debe acompañarse de:  
a) Solicitud formal de jubilación por incapacidad absoluta y permanente, que incluya:
1) Nombre completo y número de identificación. 
2) Medio para recibir notificaciones y número de teléfono. 
b) Documentos médicos que justifiquen la solicitud.

	Artículo 24. – Reingreso a ejercer funciones en el Poder Judicial. 
Cuando una persona beneficiaria de una jubilación por incapacidad absoluta y permanente desee reincorporarse al Poder Judicial, de previo a conocer la gestión en sesión de la Junta Administradora, deberá comprobar haber realizado el procedimiento establecido en el artículo 10 de este reglamento. Una vez conocida la gestión, se tomará nota del criterio y se remitirá al Consejo Superior del Poder Judicial o a la dependencia donde el gestionante indique que laborará, para su conocimiento. Dicho reingreso suspenderá el goce del beneficio de jubilación a partir del momento de la efectiva designación de la persona servidora.
	Artículo 25. – Reingreso a ejercer funciones en el Poder Judicial. 
Cuando una persona beneficiaria de una jubilación por incapacidad absoluta y permanente desee reincorporarse al Poder Judicial, de previo a conocer la gestión en sesión de la Junta Administradora, deberá comprobar haber realizado el procedimiento establecido en el artículo 10 de este reglamento. Una vez conocida la gestión, se tomará nota del criterio y se remitirá al Consejo Superior del Poder Judicial y a la dependencia donde la persona gestionante indique que laborará, para su conocimiento. Dicho reingreso suspenderá el goce del beneficio de jubilación a partir del momento de la efectiva designación de la persona servidora.  
No obstante, prevalecerá lo establecido en el artículo 63 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

	Artículo 25. – Documentación: 
Documentos que se deben presentar con la solicitud de pensión, ya sea en forma personal o mediante el formulario en línea dispuesto en la página Web de la Dirección de Gestión Humana o de la dependencia o personal que la Junta disponga:  
a) Declaración jurada, para solicitud de pensión debidamente cumplimentada.  
b) Fotocopia del acta o certificado de la defunción, acompañada del documento original, a efecto de verificar la fidelidad de la copia.  
c) Certificación de los regímenes básicos de pensiones (IVM, JUPEMA, MTSS) referente a si la persona gestionante recibe o no pensión del régimen con no más de un mes de emitidas.  
d) Certificación de matrimonio inscrito en el Registro Civil y de estado civil del causante y de la persona solicitante.  
e) En el caso de que la persona gestionante sea la conviviente de la persona servidora judicial fallecida o de la persona jubilada fallecida, deberá aportar declaración jurada rendida ante notario público habilitado para tales efectos en que haga constar la convivencia durante al menos tres años de manera estable, continua y singular y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil.  
Fotocopia de la cédula de identidad de la persona solicitante. (Debe presentar el original para el trámite correspondiente de conformidad con lo que establece el artículo 95 inciso c) de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones). 
g) En el caso de que se gestione pensión para los hijos o hijas de la persona servidora judicial fallecida o persona jubilada fallecida, mayores de 18 y menores de 25 años, además se deberá presentar constancia extendida por el Centro Educativo en el cual se indique que la persona es estudiante. La Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que la Junta disponga, consultará en línea en el Registro Civil el nacimiento de los hijos e hijas, así como el estado civil de estos.  
h) Si la pensión se gestiona para hijos o hijas de la persona fallecida, que presenten alguna discapacidad que no le permita valerse por sus propios medios de manera permanente, deberá aportarse certificación Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe. Una vez que se haya recibido la documentación completa, la Dirección de Gestión Humana o la dependencia o personal que la Junta disponga, deberá rendir el informe respectivo, en un plazo no mayor a dos meses, contado a partir del recibo de la totalidad de la documentación solicitada en este artículo. La Junta deberá conocer la solicitud de pensión dentro del mes siguiente al recibo del informe de las oficinas tramitadoras y en ese plazo, deberá emitir la aprobación o denegatoria de la solicitud de pensión planteada.   
	Artículo 26. – Documentación: 
Documentos que se deben presentar con la solicitud de pensión, ya sea en forma personal o mediante el formulario en línea dispuesto en la página Web de la Dirección de la JUNAFO: 
a) Declaración jurada, para solicitud de pensión debidamente cumplimentada. 
b) Fotocopia del acta o certificado de la defunción, acompañada del documento original, a efecto de verificar la fidelidad de la copia en caso de ser entregada personalmente o en su defecto con las firmas digitales que certifiquen su autenticidad 
c) Certificación de los regímenes básicos de pensiones (IVM, JUPEMA, MTSS) referente a si la persona gestionante recibe o no pensión del régimen con no más de un mes de emitida. 
d) Certificación de matrimonio inscrito en el Registro Civil y de estado civil de la persona causante y de la persona solicitante. 
e) En el caso de que la persona gestionante sea la conviviente de la persona servidora judicial fallecida o de la persona jubilada fallecida, deberá aportar declaración jurada en que haga constar la convivencia durante al menos tres años de manera estable, continua, singular y donde tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil. 
f) Fotocopia de la cédula de identidad de la persona solicitante. 
g) En el caso de que se gestione pensión para los hijos o hijas de la persona servidora judicial fallecida o persona jubilada fallecida, mayores de 18 y menores de 25 años, además se deberá presentar constancia extendida por el Centro Educativo en el cual se indique que la persona es estudiante, dicho centro de estudios deberá ser reconocido por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA) o a criterio de la Junta Administradora conforme lo establece el artículo 228 de la LOPJ. La Dirección de la JUNAFO, consultará en línea en el Registro Civil el nacimiento de los hijos e hijas.
h) Si la pensión se gestiona para hijos o hijas de la persona fallecida, que presente alguna discapacidad que no le permita valerse por sus propios medios de manera permanente, deberá aportarse certificación de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe que demuestre que previo al fallecimiento de la persona causante, se encuentren inválidas e incapaces para ejercer labores remuneradas. Una vez que se haya recibido la documentación completa, la Dirección de la JUNAFO, deberá rendir el informe respectivo, en un plazo no mayor a dos meses, contados a partir del recibo de la totalidad de la documentación solicitada en este artículo. La Junta conocerá la solicitud de pensión dentro del plazo establecido, y emitirá la aprobación o denegatoria de la solicitud de pensión planteada. 


	Artículo 27. – Pensión por sobrevivencia. 
Tienen derecho a pensión por sobrevivencia las personas que se encuentren dentro de los siguientes supuestos:  
a) Persona cónyuge sobreviviente de la persona servidora judicial fallecida o jubilada fallecida que dependa económicamente de la persona causante, al momento del fallecimiento.  
b) Compañero o compañera sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil.  
c) Persona cónyuge divorciada, separada judicialmente, separada de hecho o excompañera sentimental, que disfruta a la fecha del deceso de la persona causante de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte de la causante.  
	Artículo 27. – Pensión por sobrevivencia. 
Tienen derecho a pensión por sobrevivencia las personas que se encuentren dentro de los siguientes supuestos:  
a) Persona cónyuge sobreviviente de la persona servidora judicial fallecida o jubilada fallecida que dependa económicamente de la persona causante, al momento del fallecimiento. 
b) Compañero o compañera sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambas aptitudes legales para contraer nupcias, conforme la legislación civil.  
c) Persona cónyuge divorciada, separada judicialmente, separada de hecho o excompañera sentimental, que disfruta a la fecha del deceso de la persona causante de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte de la causante.  

	Artículo 29. – Requisitos para las pensiones por orfandad. 
En los casos contemplados en el inciso b) del artículo anterior y de conformidad con la potestad otorgada a la Junta en el inciso f) del artículo 242 de la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, que permite a la Junta, solicitar todos los otros elementos que se consideren necesarios para la correcta administración del Fondo, deberán las personas gestionantes demostrar que se encuentran matriculadas en alguno de los centros de estudios autorizados por el numeral 228 de la ley referida y que han de obtener el puntaje mínimo para la aprobación de las materias cursadas, para lo cual la Junta Administradora del Fondo requerirá la información que considere oportuna, encontrándose en la obligación la persona beneficiada de proveerla dentro del plazo razonable estimado por la Junta, bajo la advertencia de la suspensión del beneficio de pensión.  
En el supuesto de que la persona estudiante no apruebe las materias o cursos matriculados, la Junta Administradora podrá suspender el beneficio para lo cual establecerá un procedimiento de ajuste al beneficio de pensión otorgado, en aras de mantener un buen uso de los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, de conformidad con el principio pro-fondo.  
Asimismo, en los casos que las personas beneficiarias finalicen sus estudios de previo a cumplir los veinticinco años, la Junta Administradora podrá valorar si es necesario mantener el beneficio de pensión.  
Para el supuesto del punto c) del artículo anterior, se deberá presentar documento idóneo emitido por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe, en donde certifique que la persona gestionante se encuentra discapacitada.
	Artículo 29. – Requisitos para las pensiones por orfandad. 
En los casos contemplados en el inciso b) del artículo anterior y de conformidad con la potestad otorgada a la Junta en el inciso f) del artículo 242 de la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, que permite a la Junta, solicitar todos los otros elementos que se consideren necesarios para la correcta administración del Fondo, deberán las personas gestionantes demostrar que se encuentran matriculadas en alguno de los centros de estudios autorizados por el numeral 228 de la ley referida y que han de obtener el puntaje mínimo para la aprobación de las materias cursadas, para lo cual la Junta Administradora del Fondo o la Dirección de la JUNAFO requerirá la información que considere oportuna, encontrándose en la obligación la persona beneficiada de proveerla dentro del plazo razonable estimado por la Junta, bajo la advertencia de la suspensión del beneficio de pensión. 
En el supuesto de que la persona estudiante no apruebe las materias o cursos matriculados, la Junta Administradora podrá suspender el beneficio para lo cual establecerá un procedimiento de ajuste al beneficio de pensión otorgado, en aras de mantener un buen uso de los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, de conformidad con el principio pro-fondo. 
Asimismo, en los casos que las personas beneficiarias finalicen sus estudios de previo a cumplir los veinticinco años, la Junta Administradora podrá valorar si es necesario mantener el beneficio de pensión. 
Para el supuesto del punto c) del artículo anterior, se deberá presentar documento idóneo emitido por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe, en donde certifique que la persona gestionante se encuentra discapacitada previo al fallecimiento del causante. 
Toda pensión por orfandad caducará a los 18 años cumplidos en caso de no presentar documentación que certifique que la persona beneficiaria se mantiene estudiando. En caso de demostrar que mantiene sus estudios, esta población beneficiaria se clasificará como “personas estudiantes pensionadas” y deberán cumplir con los requisitos, reglamento, políticas y normativa aplicable para estos efectos. Toda asignación económica de la población denominada “personas estudiantes pensionadas” caducará definitivamente al momento exacto de cumplir los 25 años de edad, aunque dicha persona aún se encuentre estudiando o se mantenga el ciclo lectivo respectivo vigente.


	Artículo 32. – Fijación de los montos de pensión. Para fijar las proporciones de las pensiones en los casos que una persona causante tenga más de una persona beneficiaria, la Junta Administradora analizará la información aportada en los informes de la Dirección de Gestión Humana o en la dependencia o persona que la Junta designe para tal efecto, en el entendido que, en su conjunto, no excederá del ochenta por ciento (80%) del monto de jubilación que le correspondía a la persona causante, bajo los siguientes porcentajes.  
Proporciones de los beneficios por sobrevivencia:  
a) Cuando únicamente se presente solicitud de cónyuge o compañero (a) de convivencia: máximo un 80% del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente.  
b) Cuando se presente solicitud tanto de la persona cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil y a la vez, solicitud de una persona cónyuge divorciada, separada judicialmente, separada de hecho o excompañera sentimental, que disfruta a la fecha del deceso de la persona causante de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte de la causante: máximo un 80% conforme a lo definido en el artículo 228 inciso c) de la LOPJ, entre las personas gestionantes, del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente.  c) Cuando únicamente se presente solicitud de hijos (as): máximo un 80% repartido en partes iguales, entre todas las personas gestionantes, del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente.
d) Cuando se presente solicitud de cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada e hijos (as): Hasta un máximo del 66% para la persona cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada y 34%, repartido en partes iguales, para los demás gestionantes, del 80% del porcentaje máximo que se puede otorgar conforme el 229 de la LOPJ.  
e) Cuando se presente solicitud de los padres de la persona fallecida: máximo un 80% del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente, repartido en partes iguales, en caso de que le sobrevivan ambos padres a la persona causante”.  
En todos los casos se debe demostrar dependencia económica con el fin de considerar la solicitud de pensión respectiva.

	Artículo 32. – Fijación de los montos de pensión. Para fijar las proporciones de las pensiones en los casos que una persona causante tenga más de una persona beneficiaria, la Junta Administradora analizará la información aportada en los informes de la Dirección de la JUNAFO, en el entendido que, en su conjunto, no excederá del ochenta por ciento (80%) del monto de jubilación que le correspondía a la persona causante, bajo los siguientes porcentajes. 
Proporciones de los beneficios por sobrevivencia: 
a) Cuando únicamente se presente solicitud de cónyuge o compañero (a) de convivencia: máximo un 80% del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente. 
b) Cuando se presente solicitud tanto de la persona cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambas aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil y a la vez, solicitud de una persona cónyuge divorciada, separada judicialmente, separada de hecho o excompañera sentimental, que disfruta a la fecha del deceso de la persona causante de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte de la causante: máximo un 80% conforme a lo definido en el artículo 228 inciso c) de la LOPJ, entre las personas gestionantes, del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente. 
c) Cuando únicamente se presente solicitud de hijos (as): máximo un 80% repartido en partes iguales, entre todas las personas gestionantes, del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente. 
d) Cuando se presente solicitud de cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada e hijos (as): Hasta un máximo del 66% para la persona cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada y hasta el 34%, repartido en partes iguales, para las demás gestionantes, del 80% del porcentaje máximo que se puede otorgar conforme el 229 de la LOPJ. 
e) Cuando se presente solicitud de los padres de la persona fallecida: máximo un 80% del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente, repartido en partes iguales, en caso de que le sobrevivan ambos padres a la persona causante. 
En todos los casos se debe demostrar dependencia económica con el fin de considerar la solicitud de pensión respectiva.
Cuando se demuestre la dependencia económica, la Junta Administradora asignará el porcentaje de pensión, valorando las necesidades reales de la persona gestionante, con la finalidad de fijar un monto económico acorte a los gastos detallados en el informe socioeconómico, respetando el monto máximo definido por ley, esto en aplicación al principio “pro fondo”, en aras de la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo.




	Artículo 58. – Reformas. 
El presente Reglamento solo podrá ser modificado por la Junta Administradora mediante votación calificada.
	Artículo 58. – Reformas. 
El presente Reglamento solo podrá ser modificado por la Junta Administradora mediante votación con mayoría simple. 
En caso de empate en la votación, el presidente del órgano tendrá doble voto.

	Artículo 59. – Derogatoria. 
Este reglamento deroga cualquiera otra disposición reglamentaria que se le oponga. 
	Artículo 59. – Derogatoria. 
Este reglamento deroga el anterior reglamento. 
 



a. En relación con los artículos 13 y 17, propuesto:

El inciso b) del artículo 13: “Reajustes y recálculos”, establece, en lo que interesa: 

“…Si la relación laboral se diera por más de un año ininterrumpido, la persona ex jubilada tendrá derecho a la revisión de su jubilación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 224 de esta ley, procedimiento que estará a cargo de la dependencia dicha, quien deberá remitir el respectivo informe para la correspondiente aprobación de la Junta Administradora, la que agendará en sesión los reajustes y recálculos de jubilación que correspondan a la persona gestionante…” (El énfasis es propio).

Sobre este particular, deberá aclararse la referencia que se hace al artículo 224, indicado, específicamente, que dicho artículo corresponde a la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Asimismo, en la modificación al artículo 13 en comentario, se adiciona un supuesto c) para el recálculo de componentes salariales y/o reconocimiento de tiempo servido, donde se indica que el reconocimiento de tiempo servido deberá ser tramitado por la persona interesada durante su vida laboral. En relación con esta disposición, se requiere aclarar qué sucede si la persona no llegare a tramitar el reconocimiento de tiempo servido durante su periodo de vida laboral.

La observación, atrás descrita, encuentra similitud a lo adicionado en el párrafo final del artículo 17: “Reconocimiento de tiempo servido”, que, en lo atinente, señala: 

“…Las solicitudes de reconocimiento de tiempo servido se deberán realizar cuando la persona servidora judicial esté activa laborando en el Poder Judicial. 

No procederá el trámite de reconocimiento de tiempo servido cuando la solicitud sea presentada por una persona jubilada judicial...” (El destacado es propio).  

Al respecto, deberá aclararse el fundamento legal que faculta a la Junta Administradora para negar el reconocimiento de tiempo servido ante la solicitud hecha por una persona jubilada; por cuanto, la adición del texto destacado restringe el derecho de los pensionados a trasladar las cuotas que acumuló durante su vida laboral en un régimen específico al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

En cuanto a este tema que nos ocupa, es importante acotar que, si la intención de la Junta Administradora consiste en limitar la posibilidad de reconocer el tiempo laborado una vez que la persona funcionaria se acoja a su derecho de jubilación, conforme a lo establecido en el numeral 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial[footnoteRef:1], dicho supuesto es diferente al que se pretende introducir en la reforma objeto de la presente solicitud; razón por la cual, se recomienda tomar en consideración esta observación a efectos esclarecer el alcance de la reforma propuesta.   [1:  “Artículo 233- Se le suspenderá el goce del beneficio a la persona jubilada, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, sus instituciones y de las municipalidades. Esta limitación no se aplicará cuando imparta lecciones en las instituciones de educación superior…”
] 


b. En cuanto al numeral 20, propuesto: 

En lo concerniente a este artículo, el texto de reforma dispone: 

“Artículo 20. – Presentación de solicitud.

La gestión de jubilación por invalidez deberá ser presentada con la documentación que se solicita ante la Dirección de la JUNAFO, con la finalidad de que esa instancia trámite la solicitud de valoración ante la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), previamente deberá contar con el visto correspondiente del patrono…”. (El énfasis no forma parte del original). 

En este supuesto, se deberá aclarar el motivo por el cual se requiere contar con la autorización del patrono, de previo a iniciar el procedimiento de jubilación por invalidez ante la Dirección de la JUNAFO; lo anterior, si se toma en consideración que, para dar trámite a la solicitud de pensión, la persona interesada debe reunir los requisitos y aportar la documentación necesaria, a fin de que sea valorado por  la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social. 

c. En relación con el artículo 25, propuesto: 

En artículo de comentario, se anexa un párrafo final que indica:

“Artículo 25. – Reingreso a ejercer funciones en el Poder Judicial.

(…)

No obstante, prevalecerá lo establecido en el artículo 63 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.”

Tómese nota que, la referencia al artículo 63 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se encuentra contenido en el Capítulo IX: “De los Magistrados Suplentes”, y contiene disposiciones relativas a su elección y remuneración. En ese sentido, deberá precisarse la relación que tiene con la presente norma, la cual versa sobre el reingreso a labores de personas jubiladas por incapacidad absoluta y/o permanente. 

d. En cuanto a los numerales 26, 27, 29 y 32, propuestos: 

La reforma al inciso e), del artículo 26 del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, indica:

“Artículo 26. – Documentación: 

Documentos que se deben presentar con la solicitud de pensión, ya sea en forma personal o mediante el formulario en línea dispuesto en la página Web de la Dirección de la JUNAFO:  

(…)

e) En el caso de que la persona gestionante sea la conviviente de la persona servidora judicial fallecida o de la persona jubilada fallecida, deberá aportar declaración jurada en que haga constar la convivencia durante al menos tres años de manera estable, continua, singular y donde tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil”. (El destacado es propio).  

Por su parte, el inciso b), del artículo 27 del Reglamento, destaca: 

“Artículo 27. – Pensión por sobrevivencia. Tienen derecho a pensión por sobrevivencia las personas que se encuentren dentro de los siguientes supuestos:  

(…)

b) Compañero o compañera sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambas aptitudes legales para contraer nupcias, conforme la legislación civil”. (El énfasis no forma parte del original). 

En similar sentido, el inciso b), del artículo 32 del mismo cuerpo reglamentario, dispone: 

“Artículo 32. – Fijación de los montos de pensión.

(…)

Proporciones de los beneficios por sobrevivencia:  

(…)

b) Cuando se presente solicitud tanto de la persona cónyuge o compañero (a) sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambas aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil y a la vez, solicitud de una persona cónyuge divorciada, separada judicialmente, separada de hecho o excompañera sentimental, que disfruta a la fecha del deceso de la persona causante de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte de la causante: máximo un 80% conforme a lo definido en el artículo 228 inciso c) de la LOPJ, entre las personas gestionantes, del monto de jubilación o del que le correspondería por jubilación en caso de ser persona jubilada o activa fallecida, respectivamente”. (El resaltado es propio). 

En cuanto a las disposiciones transcritas, debe tomarse en cuenta la modificación operada al artículo 245 de la Ley No 5476, Código de Familia, producto de la entrada en vigencia de la Ley No 10223, del 05 de mayo del 2022. La citada reforma al Código de Familia estableció una reducción del plazo para el reconocimiento de las uniones de hecho en los términos del artículo 245 mencionado, a fin de que la misma se tenga por consumada en un plazo de dos años y no de tres, como se establecía con anterioridad a la reforma efectuada por la Ley N° 10223. 

En virtud de lo expuesto, deberá ajustarse el contenido de los artículos: 26 inciso e), 27 inciso b), y, 32 inciso b), a efecto de que, en dichos incisos se haga referencia al derecho a la pensión por sobrevivencia de los convivientes por un plazo no menor de dos años, de manera que estas normas sean contestes con el artículo 245 del Código de Familia sobre esta materia, norma de rango superior jerárquico que prevalece sobre las reglamentarias.

En otro orden de cosas, mediante el inciso h), del numeral 26 en comentario, se incluye el siguiente párrafo: 

“Artículo 26. – Documentación: 

Documentos que se deben presentar con la solicitud de pensión, ya sea en forma personal o mediante el formulario en línea dispuesto en la página Web de la Dirección de la JUNAFO:  

(…)

h) Si la pensión se gestiona para hijos o hijas de la persona fallecida, que presente alguna discapacidad que no le permita valerse por sus propios medios de manera permanente, deberá aportarse certificación de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe que demuestre que previo al fallecimiento de la persona causante, se encuentren inválidas e incapaces para ejercer labores remuneradas…”. (El texto destacado no forma parte del original).

En consideración de lo anterior, deberá aclararse la razón para excluir, como beneficiarios de la pensión, a aquellos hijos que presenten alguna discapacidad permanente con posterioridad al fallecimiento del funcionario jubilado.

El alcance de lo indicado en el párrafo precedente, también, resulta de aplicación a lo establecido en el artículo 29 del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Sobre este particular, el texto propuesto señala: 

“Artículo 29. – Requisitos para las pensiones por orfandad.

(…)

Para el supuesto del punto c) del artículo anterior, se deberá presentar documento idóneo emitido por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe, en donde certifique que la persona gestionante se encuentra discapacitada previo al fallecimiento del causante.

(…)”. (El énfasis es propio). 

POR TANTO:

Se rechaza la solicitud de aprobación de las reformas reglamentarias adoptadas por la Junta Directiva de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la Sesión No. 036-2022, celebrada el 20 de setiembre del año en curso, por medio de las cuales se incluye la modificación de los artículos: 13, 17, 18, 20, 25, 26 27, 29, 32, 58 y 59, todos del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, remitidas a la Superintendencia de Pensiones mediante oficio No 0333-DJA-2022, de fecha 29 de setiembre de 2022.

De conformidad con los establecido en el artículo 245 de la Ley General de la Administración Pública, la presente resolución podrá ser recurrida según lo preceptuado en los artículos 343, 344, 346, 347 y 348 de dicho cuerpo normativo, por medio de la interposición de los recursos de revocatoria y apelación en subsidio, los cuales serán resueltos por el Superintendente de Pensiones y el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF), respectivamente. Los recursos deberán interponerse dentro del plazo de tres días hábiles, contados a partir de la comunicación de esta resolución.”
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Manifestaciones de los integrantes:
El doctor Juan Carlos Segura Solís señala que, anteriormente habían acordado tener una sesión para ver este tema.
El máster Oslean Mora Valdez explica que, aquí hay un rechazo tácito de las modificaciones ya aprobadas, y que lo que corresponde es hacer una nueva gestión completa y necesitarían traerles una propuesta de modificación, ajustada a las observaciones de la Superintendencia, para que esta Junta apruebe nuevamente la modificación del Reglamento General y tramitar una nueva gestión ante la Superintendencia.
El doctor Segura Solís reitera que, deben de hacer una sesión para solo este tema y presencial.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano está de acuerdo con hacer una sesión presencial, y sugiere que la pueden aprovechar y convocar también al presidente del Comité de Inversiones.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán indica que, sobre lo que comentó don Oslean, le parece conveniente tener un documento con las correcciones que la SUPEN indicó, para empezar a trabajar en esa sesión ya con las correcciones, y que, si les parece y acogen la idea de don Juan Carlos, sumado a lo que mencionó don Oslean respecto al borrador, sugiere que definan una fecha.
El doctor Segura Solís añade que pueden esperar el borrador para posteriormente convocar a la sesión presencial.
El máster Arroyo Guzmán propone que se defina fecha para la entrega del borrador y para la sesión.
El licenciado Chacón Monge, señala que en el último punto de esta agenda lo están analizando y es un poco extenso, por lo que para no correr con los tiempos sugiere que se entregue la primera semana de febrero, o cuando se termine la audiencia preliminar del proceso que tienen pendiente, que es el 15 de febrero.
El doctor Segura Solís sugiere el 21 de febrero.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Convocar para el martes 21 de febrero del 2023, a los integrantes de esta Junta Administradora para asistir a una sesión presencial, con el fin de analizar el borrador de las modificaciones realizadas por la Superintendencia de Pensiones al Reglamento General del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial –FJPPJ.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
ARTÍCULO XIII
Documento Nº 1146-2022
La licenciada Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora interina, y el máster Bryan Calvo Calderón, Jefe Interino de Subproceso, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 059CJ-2022 recibido el 16 de noviembre de 2022, comunicaron:
“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN

Solicitud de Jubilación presentada por MARTA ELIETH CAMPOS ARAYA, cédula Nº [Datos 1], a partir del 16 de enero del 2023.

Al 15 de enero del 2023, la señora MARTA ELIETH CAMPOS ARAYA habrá laborado para este Poder por espacio de 17 años, 0 meses, 0 días.

TOTAL TIEMPO SERVIDO: 17 años, 0 meses, 0 días.

TOTAL TIEMPO RECONOCIDO: 0 años, 0 meses, 0 días.

TOTAL GENERAL: 17 años, 0 meses, 0 días.

EDAD: 63 años, 10 meses, 28 días.

[bookmark: _Hlk122071243]ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD: TÉCNICO JUDICIAL 1, JUZGADO DE TRANSITO DE GRECIA.

NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD: 103270.

ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO: TÉCNICO JUDICIAL 1, JUZGADO DE TRANSITO DE GRECIA.

PUESTO(S) DE REAJUSTE: TÉCNICO JUDICIAL 1, 100.00 %.

Datos de referencia:

ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ 843,225.87

TERCERA PARTE DEL ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ 281,047.18 (Monto mínimo establecido por la Ley 7333 33,33%).

SALARIO PROMEDIO: ¢ 843,779.05

NORMA LEGAL: "Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas".

FÓRMULA APLICADA:

[image: ]


MONTO DE JUBILACIÓN: ¢ 478,141.46 (56.67% del salario promedio de los veinticuatro mejores salarios).

Información adicional:

Se adjunta certificación, que indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda con la institución.

Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.

Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo.

Notificaciones:

(…)

Consideraciones relevantes: 

La señora Marta Campos de acuerdo con la información aportada por la Inspección Judicial, no registra causas disciplinarias en trámite.

Anexos:

(Adjuntos suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

…”
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Mediante oficio N° 0293-SAF/DJA-2022 del 29 de noviembre, el Subproceso Administrativo Financiero de la Dirección de la JUNAFO, hace constar que la funcionaria Judicial Marta Campos Araya, no presenta deudas pendientes en la cuenta N° 20192-8 (Contaduría Judicial), por concepto de reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial y tampoco por concepto de cuotas ordinarias no aportadas al Fondo de Socorro Mutuo.
Asimismo, se adjunta oficio número PJ-DGH-CAP-570-2022 del 29 de noviembre de 2022, Subproceso de Gestión de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, mediante el cual informa que, revisado el control de becas y contratos gestionados por ese Subproceso, la señora Marta Campos Araya, no mantiene compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación.
Por otra parte, se adjunta constancia del Tribunal de la Inspección Judicial de las nueve horas cincuenta minutos del veintiocho de noviembre del año dos mil veintidós, que indica que, en los registros informáticos de ese Tribunal, a nombre de Marta Campos Araya, no se encuentran procesos disciplinarios en trámite.
Se acuerda: 	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Aprobar la jubilación de la señora Marta Campos Araya, cuya asignación mensual bruta será de ¢ 478,141.46 (cuatrocientos setenta y ocho mil ciento cuarenta y un colones con cuarenta y seis céntimos), menos las deducciones de Ley correspondientes, a partir del 16 de enero de 2023. 2.) Se previene a la señora Marta Campos Araya, que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo, según lo establece el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Además, se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el sector público, de conformidad con lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo. 3.) Asimismo, se previene a la señora Campos Araya, que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, con la advertencia que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior.
La Dirección de Gestión Humana y el Juzgado de Transito de Grecia, tomarán nota para los fines consiguientes.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XIV
Documento Nº 1122-2022
[bookmark: _Hlk119414962][bookmark: _Hlk122006323]Los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0790-JP/DJA-2022 del 30 de noviembre de 2022, comunicaron lo siguiente:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por el señor Efraín Vindas Cisneros cédula de identidad [Datos 1] en calidad de compañero en unión de hecho de la jubilada judicial fallecida Alicia Chavarría Zúñiga cédula de identidad [Datos 2] cuyo deceso acaeció el 01 de agosto de 2022.

VIII. Origen

Esta Dirección en fecha 20 de septiembre de 2022, recibió la gestión del señor Efraín Vindas Cisneros, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su compañera. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica del solicitante.  

IX. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N° 22-000778-0721-TS recibido por esta Dirección el 15 de noviembre de 2022, suscrito por la Licda. Silvia Lorena Bonilla Noguera, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas del señor Vindas Cisneros.

X. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

El Sr. Efraín Vindas Cisneros, costarricense, con secundaria completa, de 71 años de edad, divorciado, pensionado y vecino de Calle Fallas de Desamparados, figura como solicitante de la pensión por el Régimen de Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial, debido al fallecimiento de su expareja sentimental. 

Inicia el presente proceso debido a que refiere necesidad del ingreso de su pareja sentimental, por lo que posterior a su fallecimiento, se han limitado los ingresos del núcleo familiar. 

De su historia personal y familiar se conoce que es oriundo de Limón, en donde creció junto a sus figuras parentales su padre Gonzalo Vindas Bonilla, su madre Nelly Cisneros Lobo, hermanos y hermanas, con cumplimiento de necesidades básicas, descartándose antecedentes de violencia o consumo de sustancias psi-coactivas, abusos o agresiones.

Finalizó primaria sin dificultades y continuando secundaria en donde finalizó con sus estudios obteniendo el grado académico de bachiller en educación media. En el ámbito laboral, del Sr. Efraín se conoce que a la edad de 17 años inicia laboralmente en construcción, hasta la edad de 67 años, obteniendo pensión por el Régimen No Contributivo.

A la edad de 18 años de edad conoce a la Sra. Alicia Chavarría Zúñiga, de 23 años, exfuncionaria judicial fallecida, estableciendo una relación de noviazgo por un periodo de cuatro años para posteriormente unirse en matrimonio por un periodo de 15 años, de esta relación procreó dos hijas, Adriana y Vanessa de apellidos Vindas Chavarría de 49 y 41 años de edad.

Se conoce de una distribución de roles tradicionales, en tanto, se reporta que la Sra. Chavarría fungía como principal proveedora del hogar desempeñándose como empleada judicial, además de administradora del hogar y encargada del cuido de la prole, mientras la persona referida se dedicaba como maestro de obras brindando un aporte económico al hogar; de la dinámica de pareja se reporta consumo de alcohol por parte de la persona referida, sin embargo se descarta consumo de sustancias psi-coactivas y violencia doméstica, posteriormente la relación finaliza en razón de las infidelidades y el consumo de alcohol constante por parte del Sr. Vindas, razón por la cual se tramita el divorcio en el año 1987.

De sus antecedentes se determina que la convivencia entre ambas personas, se da en una casa propia construida por la persona referida, de allí se reporta que posterior a la separación el Sr. Efraín se traslada a Limón a desempeñarse en construcción donde sus figuras parentales y la Sra. Alicia se mantiene en la residencia a cargo de las dos hijas, no obstante, se reporta por parte de la persona referida cumplimiento de roles parentales, siendo que visitaba y mantenía constante comunicación con la prole, así como vínculo afectivo, ya que mantenían una relación de cordialidad entre ambas personas.

A la edad de 50 años, la persona referida inicia una relación de convivencia con la Sra. Nelly Martínez Chavarría por un periodo de tres años, sin contraer matrimonio, procreando dos hijas, Mariela y Fiorella, de apellidos Vindas Martínez de 20 y 17 años de edad, con las cuales mantiene vínculo afectivo.

Posteriormente según indican las fuentes consultadas la Sra. Alicia con el transcurso del tiempo fue adquiriendo deudas económicas debido a su cambio de residencia y de la obtención de un nuevo terreno, propiedades que fueron retiradas por el estado con el pasar del tiempo y razón por la cual la pensión de la Sra. Alicia fue adquiriendo deducciones en sus ingresos hasta llegar al monto de dieciséis mil seiscientos noventa colones mensuales.

Respecto a la organización económica, en el año 2014 el Sr. Efraín inicia residencia junto a la Sra. Alicia y sus dos hijas, Adriana y Vanessa, en razón de que debido a los bajos ingresos del núcleo familiar y de la persona fallecida, este inicia a aportar económicamente, realizando transferencias de dinero a la persona Sra. Alicia y colaborando con los gastos del hogar.

Con el deterioro de salud de la señora Chavarría, era el Sr. Efraín junto a sus dos hijas quienes realizaba los cuidos diarios de la Sra. Alicia, como preparación de alimentos, realización de compras de productos básicos, acompañamiento diario y medicación, en tanto, el núcleo familiar dependía de los ingresos de la persona referida y de la Sra. Adriana y la Sra. Vanessa.

En el año 2022, cuando la persona referida sumaba 71 años de edad, la Sra. Alicia murió a los 74 años (datos suprimidos por contener información sensible de la persona jubilada judicial fallecida) para ese momento el señor Efraín Vindas sumaba ocho años de residir con la exfuncionaria fallecida.

Al momento de la valoración el señor Vindas integra el mismo núcleo familiar que mantenía previo al fallecimiento de la Sra. Alicia, junto a su hija Adriana Vindas Chavarría, quien se desempeña como cuidadora en el PANI, su yerno, el Sr. Carlos Marín Azofeifa, quien se desempeña como misceláneo y dos nietos, José y Alejandro, de apellidos Marín Vindas, de 20 y 15 años de edad, estudiantes.

Reside de forma inestable en casa alquilada, la mayor parte del tiempo con su hija Adriana y en escasas ocasiones con su hija Vanessa, debido a que esta se encuentra desempleada. La vivienda está construida en cemento y piso de cerámica, ambos en estado regular de conservación, sin embargo, se observan deterioros en diversas áreas de la vivienda. Cuenta con una sala, comedor, dos dormitorios, un baño y servicio, tiene servicios básicos, equipamiento y mobiliario, el Sr. Efraín duerme en un colchón en la sala de vivienda. Al momento de la valoración, el domicilio se encuentra en orden y limpieza.

De lo anterior es importante aclarar, que este es el mismo domicilio, en el que residía la señora Alicia, siendo que antes de su deceso la persona referida se ubicaba en un dormitorio y el grupo familiar de la señora Adriana en el otro, luego del fallecimiento, la familia se redistribuyo en la vivienda, ocupando la pareja matrimonial un dormitorio y sus hijos el otro, en el caso de don Efraín como se trasladaba por períodos cortos donde su otro hija, se le habilitó un colchón para que durmiera en la sala de ese domicilio, no obstante, ante lo descrito esta situación se ha mantenido ante el desempleo de su otra hija, ubicándose permanente con su hija Adriana.

A partir de la consulta realizada en el Registro de la Propiedad, se registran bienes inmuebles a nombre de la persona solicitante, en detalle una finca de cuatrocientos cincuenta metros cuadrados a nombre de Efraín Vindas Cisneros, número 48676, la cual presenta una hipoteca en primer grado que inicio el 23 de agosto de 1991 y finalizó el 23 de agosto de 1996.

Según constancia de la Caja Costarricense de Seguro Social, la persona evaluada reporta pensión por Régimen No Contributivo al momento de la valoración. En el ámbito de la salud, no presenta enfermedades o tratamientos médicos, ni se conoce de necesidades específicas. No presenta situación de discapacidad, mantiene adecuada presentación personal y vestida según la ocasión.

Con respecto a los ingresos y egresos económicos del núcleo familiar se conoce lo siguiente:

N1. Cuadro de ingresos y egresos del grupo familiar del Sr. Efraín Vindas Cisneros previo al deceso de la Sra. Alicia.

(Datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).
Fuente: Elaboración propia a partir de la información obtenida

Según se muestra en la tabla anterior, existe una diferencia entre el ingreso y egreso económico del hogar, siendo que los egresos eran ajustables según la necesidad del núcleo familiar, de modo que en ocasiones la alimentación se veía reducida, así como las materias a matricular en la universidad. 

Así lo expuesto previo al fallecimiento de la Sra. Alicia y al aplicar el método de Línea de Pobreza fijado por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (INEC) establecido para julio, 2022, se obtiene que el ingreso per cápita alcanza los ¢248,203.64 colones; cifra que es superior al monto establecido como límite per cápita para familias en pobreza en zona urbana (¢131,481). A su vez se identifica que tanto el salario líquido de la señora Alicia así como el de su hija y su yerno estaba y está comprometido por las múltiples deducciones que les realizan por conceptos de préstamos. 

Como redes de apoyo, el Sr. Efraín, menciona a sus hijas, la Sra. Adriana y la Sra. Vanessa, de esta última no se reporta contribución económica debido a que se encuentra desempleada a cargo de una persona menor de edad y en cuanto a sus otras dos hijas Mariela y Fiorella no se identifica aportes económicos en razón de que se mantienen estudiando, sin embargo, se destaca vínculo afectivo y constante comunicación; hecho que confirman dichas personas mencionando que la relación es cercana con su padre, lo que les permite vigilar y tener comunicación a diario, ante algunas necesidades de la persona referida. 

No se presenta consumo de alcohol, drogas, antecedentes judiciales ni enfermedades mentales. Durante la valoración domiciliaria, la persona referida se mostraba con adecuada presentación personal e higiene.

XI. Normativa atinente al caso

Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N° 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“[…]Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

b) El compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraernupcias, conforme la legislación civil.”

“[…]Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…” 

XII. Datos de interés

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía la señora Alicia Chavarría Zúñiga era de ¢636,801.04 (seiscientos treinta y seis mil ochocientos un colón con 04/100) mensuales en bruto.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira el señor Efraín Vindas Cisneros de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación su compañera fallecida, para este caso equivale a ¢509,440.83 (quinientos nueve mil cuatrocientos cuarenta colones con 83/100) mensuales en bruto.

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 20 de septiembre de 2022, un total de 33 días hábiles posteriores al fallecimiento de la señora Chavarría Zúñiga. 

XIII. Conclusiones

· El peritaje socioeconómico practicado al señor Efraín Vindas Cisneros demuestra que desde el año 1989 se divorció de la señora Chavarría Zúñiga, y retomó convivencia a partir del año 2014 en unión de hecho (2017 según declaración jurada aportada en su solicitud), hasta el fallecimiento de esta última. Asimismo, que según lo reportado, desde su regreso al hogar no dependió económicamente de los ingresos de su compañera si no de su propia pensión y los salarios de sus hijas.

· Según consulta realizada en la página web del tribunal supremo de elecciones, a la fecha del presente informe ambas personas se registran en estado civil “divorciad(a)”.

· Según certificaciones aportadas por el señor Vindas Cisneros, se constató que es beneficiario de una pensión por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social y recibe por este concepto un monto líquido mensual de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) por lo que cuenta con ingresos por esta vía.

· Según lo concluido por la trabajadora social encargada del peritaje, la investigación efectuada expone la situación actual de una persona de 71 años de edad, identificado como Efraín Vindas Cisneros, en calidad de excónyuge sobreviviente de la persona jubilada judicial fallecida, Sra. Alicia Gerarda Chavarría Zúñiga. El Sr. Efraín reside en una infraestructura alquilada en donde convive junto al núcleo familiar de su hija, dependiendo económicamente de su pensión y de los ingresos de la Sra. Adriana.

Se determina que la persona referida se unió en matrimonio por un periodo de 15 años y momento en que se da el divorcio, pero posteriormente retomo la convivencia con la Sra. Alicia y su hija, la Sra. Adriana por ocho años previo al fallecimiento de la misma, se identificó dependencia económica por parte de la Sra. Alicia hacia la persona referida siendo que era el Sr. Efraín quien asumía junto a sus hijas los egresos económicos del hogar, por lo tanto se descarta dependencia económica de la persona evaluada hacia la persona fallecida.

Se identifica como factores protectores, el vínculo afectivo con la prole, quienes representan para el evaluado un apoyo, además de la pensión de Régimen No Contributivo con lo cual satisface de forma limitada sus necesidades básicas.

Como factores de riesgos, el núcleo familiar en el que reside la persona referida previo al fallecimiento de la Sra. Alicia, mantenía egresos superiores a los ingresos en dicho momento, reportándose limitaciones en alimentación e inestabilidad habitacional con hacinamiento.

· Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N°. 228, delimitando claramente como posibles beneficios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera. 

XIV. Recomendaciones  

1. [bookmark: _Hlk121994376]Demostrado que durante la relación de hecho del señor Vindas Cisneros con la señora Chavarría Zúñiga este no dependió de los ingresos de su compañera se estima conveniente recomendar denegar la solicitud de pensión, ya que no cumple con el requisito de dependencia económica que establece la normativa vigente para obtener el derecho a una pensión por fallecimiento.

1. Cabe destacar que dicho porcentaje se define en proporción a lo reportado en el estudio de intervención N°22-000778-0721-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, el cual toma como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas por el señor Vindas Cisneros.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

Anexos:

1) Dictamen Socioeconómico:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

2) Medios de notificación: 

(…)”
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[bookmark: _Hlk121994718]Para el presente caso, es importante desarrollar los alcances del artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, aplicable a la solicitud presentada por el señor Efraín Vindas Cisneros, en ese sentido, se transcribe el citado artículo:
Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:
a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento. (El subrayado no es del original).
b) El compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil.
c) El cónyuge divorciado o separado judicialmente o de hecho, excompañero, que disfruta a la fecha del deceso de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte del causante.
Sobre el particular, la presente solicitud se debe analizar desde la perspectiva del inciso a) del anterior artículo, tomando en consideración que se trata de una solicitud presentada por un cónyuge, el citado inciso nos platea dos requisitos para que la solicitud de pensión sea procedente, los cuales son los siguientes:
· Que sea cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido.
· Que dependa económicamente del causante
[bookmark: _Hlk121994928]En el informe N° 22-000778-0721-TS suscrito por la licenciada Silvia Lorena Bonilla Noguera, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, es claro al citar que el señor Vindas Cisneros durante la relación de hecho con la señora Chavarría Zúñiga este no dependió de los ingresos de su compañera, sobre esto, por lo que no cumple con los presupuestos establecidos en el artículo 228 inciso a) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por lo que no es de recibo acoger la solicitud de pensión analizada en el presente caso, tomando en consideración que las actuaciones de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, deben estar apegadas al ordenamiento jurídico, así estipulado en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública.
Se acuerda:	Por los argumentos anteriormente expuestos, esta Junta acuerda: 1.) Denegar la solicitud de pensión presentada por el señor Efraín Vindas Cisneros, tomando en consideración que no cumple con los lineamientos establecidos en el artículo 228 inciso a) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, al manifestar que no dependía económicamente de la causante, así indicado en el informe N° 22-000778-0721-TS suscrito por la licenciada Silvia Lorena Bonilla Noguera, Perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología. 2.) Notificar el presente acuerdo a la persona interesada. 3.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones tomará nota para los fines correspondientes. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc122075192][bookmark: _Toc122682390][bookmark: _Toc122599666][bookmark: _Toc122682394]ARTÍCULO XV
Documento Nº 1129-2022
Los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0540-JP/DJA-2022 del 07 de diciembre de 2022, comunicaron lo siguiente:
[bookmark: _Hlk122006641]“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por el señor Dennis Mora Montero, cédula de identidad [Datos 1] en calidad de cónyuge sobreviviente de la jubilada judicial fallecida Alicia Rita Jackson Quirós cédula de identidad [Datos 2], cuyo deceso acaeció el 2 de marzo de 2022.

1. Origen

Esta Dirección en fecha 29 de marzo de 2022, recibió la gestión del señor Dennis Mora Montero, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposa. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la persona solicitante.  

1. Valoración socioeconómica practicada

Mediante estudio N° 22-000957-0160-TS de fecha 13 de junio de 2022 y el estudio de ampliación N° 22-002672-160-TS recibido en esta Dirección el pasado 17 de noviembre de 2022, ambos suscritos por la Licda. Francine Montoya Paniagua, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas del señor Mora Montero.

1. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

Se trata de una solicitud de pensión por sobrevivencia realizada por el señor Denis Mora Montero, respecto a su fallecida esposa, la señora Alicia Rita Jackson Quirós, quien fuera funcionaria del Poder Judicial y desde el año 2021, se encontraba jubilada.

El señor Denis, cuenta con 62 años de edad, cédula [Datos 1], costarricense, cuenta con educación primaria completa, se desempeña como chofer de taxi desde el año 2016.

El solicitante y la señora Jackson Quirós (fallecida), establecieron relación marital desde el mes de octubre de 1986, procrearon una hija en común (quien al momento es adulta e independiente), siendo que además, la señora contaba con una hija mayor. Según se conoció, la jubilada fallecida, contaba con ingresos por su jubilación que ascendían a febrero del 2022, a (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

El señor Mora Montero, indicó en entrevista que fundamentara el Informe de Intervención NUE: 22-000957-0160-TS, que previo al fallecimiento de su esposa residía con ella y su hija menor y al momento de dicha entrevista mantenía residencia con su hija, asegurando en su momento, que era la señora Jackson quien asumía en su mayoría la responsabilidad económica del hogar, incluyendo sus necesidades personales. No obstante, en segunda entrevista en octubre del presente, reconoce que en aquella ocasión tergiversó la verdad.

Asociado a lo anterior, con base en el proceso de investigación actual, se conoció que en razón de dificultades de interacción intrafamiliar, el referido fue denunciado por violencia doméstica en el año 2020 (expediente 20-000619- 0674-VD), denuncia a partir de la cual contó con Medidas de Protección y proceso por el que egresó del hogar común desde entonces, no habiendo retornado convivencia a dicho hogar (incluso hasta la fecha). Última información otorgada por el mismo referido en fecha 13 de octubre del presente y confirmada por su hija posteriormente.

El valorado reporta de forma reciente, que desde su egreso del hogar de doña Alicia, él subarrienda una habitación de un departamento, a un amigo suyo, en Barrio Córdoba, sin embargo, esta información no pudo ser confirmada por la suscrita, mediante valoración de campo, en tanto no fue factible ubicar la dirección aportada.

Asegura sin embargo don Denis, que fruto de su trabajo y esfuerzo, así como parte de las donaciones de terceros, logró equipar su espacio de residencia y realizar las labores domésticas básicas para satisfacer sus necesidades fundamentales.

No obstante, llama la atención, que como parte de las facturas presentadas (de sus gastos mensuales), no se incluyen productos de consumo básico, parte de la dieta tradicional y que él mismo indicó consumir y preparar, por lo que permanece la duda respecto a un posible subregistro de gasto y consumo.

(Datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

El señor Denis niega contar con padecimientos de salud relevantes, así como con aseguramiento a la Caja Costarricense de Seguro Social, último aspecto que fue confirmado con base en la revisión de la base de datos del sistema de dicha Institución.

De igual forma, con base en la revisión documental respectiva, es factible indicar que el referido no cuenta con bienes muebles e inmuebles a su nombre.

Cabe rescatar que se sustenta dentro de esta investigación, que el señor Mora cuenta con antecedentes de tres denuncias en su contra, por violencia doméstica, siendo dos de ellas relacionadas con el núcleo familiar conformado en su momento por él, la señora Jackson y su hija Dennisse.

1. Normativa atinente al caso

La Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N° 9544), de interés estipula lo siguiente:

“[…]Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

1. El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.

1. El compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil…”

“[…]Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…” 

1. Datos de interés

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía la señora Alicia Rita Jackson Quirós era de ¢368,193.93 (trescientos sesenta y ocho mil ciento noventa y tres colones con 93/100) mensuales en bruto.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira el señor Mora Montero de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecida, para este caso equivale a ¢294,555.14 (doscientos noventa y cuatro mil quinientos cincuenta y cinco colones con 14/100) mensuales en bruto.

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 29 de marzo de 2022, un total de 19 días hábiles posteriores al fallecimiento de la señora Jackson Quirós.

1. Conclusiones

· [bookmark: _Int_zn32HKu7]El peritaje socioeconómico practicado al señor Dennis Montero Mora, demuestra que desde el año 2020 (por medidas de protección de una autoridad judicial) egresó del hogar que habitaba con la señora Alicia Rita Jackson Quirós y su hija, por lo que desde entonces y hasta la fecha no ha convivido con las mismas, demostrándose que durante los últimos años no existió dependencia de los ingresos de su esposa; pese a encontrarse aún casados registralmente es evidente que la relación sentimental se encontraba disuelta dada la separación de hecho por el proceso judicial establecido en el expediente 20-000619- 0674-VD, denuncia a partir de la cual contó con Medidas de Protección y proceso por el que la persona gestionante egresó del hogar común, no habiendo retornado la convivencia, configurando esta situación el hecho previsto como una de las causales para el divorcio, según el artículo N.° 48 del Código de Familia. 

· Es importante traer a colación el voto de la Sala Constitucional N° 1.151 de las 15:30 horas, del 1° de marzo de 1994 que establece que “Las uniones de hecho, cumplen funciones familiares iguales a las del matrimonio, y se caracterizan al igual que éste, por estar dotados al menos de, estabilidad (en la misma medida en que lo está el matrimonio), publicidad (no es oculta es pública y notoria), cohabitación (convivencia bajo el mismo techo, deseo de compartir una vida en común, de auxiliarse y socorrerse mutuamente) y singularidad (no es una relación plural en varios centros convivenciales). Preceptos que no se cumplen en este caso, por ende no se puede considerar que en la situación sujeto de análisis se pueda establecer que existía una relación sentimental de ningún tipo que otorgue a la persona gestionante ningún tipo de beneficio económico sobre la jubilación que recibía la señora Jackson Quirós. 

· Según certificaciones aportadas por el señor Mora Montero, se constató que no es beneficiario de una pensión por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, Magisterio Nacional o el Ministerio de Trabajo, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía. Pero cuenta con un trabajo como taxista que le permite cubrir sus necesidades desde el egreso del hogar (2020).

· Según lo concluido por la trabajadora social encargada del peritaje, se puede indicar que el señor Denis Mora Montero fue esposo de la señora Alicia Rita Jackson desde el año 1986, hasta su fallecimiento, con quien procreó una hija en común. Pero por dificultades de interacción intrafamiliar relacionadas con el referido, el mismo fue denunciado por violencia doméstica en el año 2020, hecho a partir del cual egresó del hogar común, no reintegrándose al hogar incluso hasta la fecha.

El señor Mora desde su egreso de la residencia de su esposa, debió hacerse cargo de forma independiente de la atención de sus necesidades materiales, posiblemente con base en los ingresos que obtiene como taxista. Siendo que los registros que aporta, evidencia que con su ingreso actual, logra suplir las necesidades reportadas.

No obstante, no se puede omitir, que en dicho aspecto económico, no existe al momento tanta claridad, elementos como residencia y gasto económico real, no se pudieron comprobar con base en la investigación, contándose solo con el dicho del mismo y existiendo algunas contradicciones en su relato; lo que asociado con el manejo previo de la información que hiciera (en informe de intervención), no permite a la suscrita perito descartar un manejo fraudulento de la información a fin de obtener resultados a su favor.

1. Recomendaciones  

a) Demostrado que desde el año 2020 el señor Dennis Mora Montero no convivía con la señora Alicia Jackson Quirós y que no dependía de los ingresos de esta última dada la ruptura de su relación sentimental, se estima conveniente recomendar denegar la solicitud de pensión, ya que el señor Mora Montero no cumple con el requisito de dependencia económica, así como la inexistencia de una relación sentimental que establece la normativa vigente para obtener el derecho a una pensión por fallecimiento. 

b) Cabe destacar que dicho porcentaje se define en proporción a lo reportado en el estudio socioeconómico N° 22-002672-160-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, el cual toma como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas por el señor Montero Mora.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

Anexos:

1) Dictamen Socioeconómico:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

2) Medios de notificación: 

(…)”

- 0 -
Para el presente caso, es importante desarrollar los alcances del artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, aplicable a la solicitud presentada por el señor Dennis Mora Montero, en ese sentido, se transcribe el citado artículo:
Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:
a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento. (El subrayado no es del original).
b) El compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil.
c) El cónyuge divorciado o separado judicialmente o de hecho, excompañero, que disfruta a la fecha del deceso de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte del causante.
Sobre el particular, la presente solicitud se debe analizar desde la perspectiva del inciso a) del anterior artículo, tomando en consideración que se trata de una solicitud presentada por un cónyuge, el citado inciso nos platea dos requisitos para que la solicitud de pensión sea procedente, los cuales son los siguientes:
· Que sea cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido.
· Que dependa económicamente del causante
En los informes N° 22-000957-0160-TS y 22-002672-160-TS suscritos por la licenciada Francine Montoya Paniagua, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, es claro al citar que el señor Mora Montero queda demostrado que desde el año 2020 no convivía con la señora Alicia Jackson Quirós y que no dependía de los ingresos de esta última dada la ruptura de su relación sentimental, sobre esto, por lo que no cumple con los presupuestos establecidos en el artículo 228 inciso a) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por lo que no es de recibo acoger la solicitud de pensión analizada en el presente caso, tomando en consideración que las actuaciones de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, deben estar apegadas al ordenamiento jurídico, así estipulado en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública.
Se acuerda: 	Por los argumentos anteriormente expuestos, esta Junta acuerda: 1.) Denegar la solicitud de pensión presentada por el señor Dennis Mora Montero, tomando en consideración que no cumple con los lineamientos establecidos en el artículo 228 inciso a) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, al manifestar que no dependía económicamente de la causante, y por la inexistencia de un vínculo civil o de otra naturaleza, en las condiciones que establece la normativa, así indicado en los informes N° 22-000957-0160-TS y 22-002672-160-TS suscritos por la licenciada Francine Montoya Paniagua, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología. 2.) Notificar el presente acuerdo a la persona interesada. 3.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones tomará nota para los fines correspondientes.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc122075194][bookmark: _Toc122682392]ARTÍCULO XVI
Documento Nº 1152-2022 / 1123-2022
En sesión N° 44-2022 celebrada el 22 de noviembre de 2022, artículo XIII, en lo conducente se acogió la solicitud de pensión que formuló el señor Carlos Espinoza García, cuya asignación mensual será ¢241,989.79 (doscientos cuarenta y un mil novecientos ochenta y nueve colones con 79/100), equivalente al 25% del 80%, del monto de la jubilación que recibía la señora Merlin Fernández Soto al momento de su deceso.
Los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0797-JP/DJA-2022 del 06 de diciembre de 2022, comunicaron lo siguiente:
[bookmark: _Hlk122014006]“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se informa que se recibió el pasado 10 de octubre de 2022 la gestión de la señora Isabel Fernández Soto, cédula de identidad [Datos 1], mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su hija, la jubilada judicial fallecida Merlin Fernández Soto, cédula de identidad [Datos 2], cuyo deceso acaeció el 06 de agosto de 2022.

Como antecedente es importante indicar que previamente en fecha 24 de agosto de 2022, se había recibido la solicitud de pensión incoada por el señor Carlos Eladio Espinoza García, cédula de identidad [Datos 3], en calidad de cónyuge sobreviviente de la jubilada judicial fallecida Fernández Soto. 

I. Normativa atinente al caso

Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“[…]Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

“…a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.

Tienen derecho a pensión por orfandad:

1) Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas:

1.1) Solteros menores de edad.

1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora.

1.3) Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas.

En ausencia de los derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad, tienen derecho a pensión los padres, si al momento de fallecer el causante dependían económicamente de este…” (Énfasis agregado).

[bookmark: _Hlk122014066]De conformidad con la normativa que regula la materia de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, no es posible tramitar la solicitud de la señora Isabel Fernández Soto, dado que mediante sesión N° 44-2022, celebrada el 22 de noviembre de 2022, artículo XIII esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial aprobó la pensión al señor Carlos Eladio Espinoza García, en calidad de cónyuge conforme al orden de prelación que establece el citado artículo N.° 228 de la L.O.P.J que para los efectos únicamente en ausencia de los derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad, tienen derecho a pensión los padres, si al momento de fallecer el causante dependían económicamente de este.

De esta forma, se hace del estimable conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la gestión presentada por la señora Isabel Fernández Soto, dado que normativamente no es procedente la asignación de un beneficio de pensión, así las cosas se recomienda rechazar la gestión planteada por la señora Fernández Soto y el archivo de las presentes diligencias.

Anexos:

1) Medios de notificación: 

(…)”

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1) Tener por recibido el informe de la suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0797-JP/DJA-2022 del 06 de diciembre de 2022. 2) Denegar la gestión presentada por la señora Isabel Fernández Soto, de conformidad con lo establecido en el artículo 228, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, donde se estipula que (…) En ausencia de los derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad, tienen derecho a pensión los padres, si al momento de fallecer el causante dependían económicamente de este. (…), es decir, en ausencia de los derechohabientes por viudez, tienen derecho al beneficio de pensión los padres, y ese derecho ya fue otorgado al señor Carlos Eladio Espinoza García en calidad de cónyuge sobreviviente, en sesión N° 44-2022, celebrada el 22 de noviembre de 2022, artículo XIII.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc122599668][bookmark: _Toc122682396]ARTÍCULO XVII
Documento N° 1143-2022
Los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0812-JP/DJA-2022 del 12 de diciembre de 2022, comunicaron lo siguiente:
[bookmark: _Hlk529263829][bookmark: _Hlk70067370]“A continuación, se rinde el informe con el cual se atiende la solicitud de acrecimiento de pensión presentada por la señora Shirley Villalobos Montes, cédula de identidad [Datos 1], en virtud de que las jóvenes Whitney García Villalobos, cédula de identidad [Datos 2] y Hillary García Villalobos, cédula de identidad [Datos 3], así como, el joven Ricardo José García Víquez, cédula de identidad [Datos 4], cumplieron 25 años de edad. 

I. Origen

Esta Dirección en fecha 05 de setiembre de 2022, recibe gestión suscrita por la señora Villalobos Montes, mediante la cual solicita el acrecimiento del monto de la pensión que actualmente recibe, toda vez que la joven Whitney García Villalobos y el joven Ricardo José García Víquez, cumplieron 25 años de edad, posteriormente, mediante correo electrónico del 09 de noviembre de 2022, doña Shirley solicita se adicione al estudio de acrecimiento de su pensión a la joven Hillary García Villalobos, por cuanto el 28 de noviembre de 2022 cumplió los 25 años de edad, por lo que los beneficios que devengaban producto de la muerte del servidor judicial fallecido, Ricardo Francisco García Esquivel, cesaron. 

Como antecedente, resulta importante acotar que en sesión Nº 74-2010 celebrada el 12 de agosto de 2010, artículo XXVII, de conformidad con lo que establecía el artículo N°232 de la Ley Orgánica N°7333 del Poder Judicial, el Consejo Superior acordó:

“Se dispuso: 1.) Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Shirley Villalobos Montes, cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Ricardo Francisco García Esquivel. 2.) Otorgar la pensión a favor de la señora Villalobos Montes, de los menores Witney, Hilary, Dereck, todos García Villalobos y del joven Ricardo José García Víquez, cuya asignación mensual será de ¢318.325.25 (trescientos dieciocho mil trescientos veinticinco colones con veinticinco céntimos) equivalente al 100% de la jubilación del causante, la cual será distribuida en un 50% para doña Shirley y el otro 50% para los menores Witney, Hilary, Dereck y el joven Ricardo José, a partir de la primera quincena de setiembre de 2010. Lo anterior de conformidad con el artículo 9 del Reglamento de la Caja Costarricense del Seguro Social, siendo ésta la norma más válida, a fin de que el porcentaje de la cónyuge no se vea disminuido.

Los Departamentos de Personal y Financiero Contable tomarán nota para lo que corresponda a cada uno.”

Así las cosas, actualmente el beneficio se encuentra distribuido de la siguiente forma (con monto actualizados al II semestre de 2022):

	Número Identificación
	Beneficiario
	Parentesco
	%
Pensión
	%
Beneficio
	Monto bruto

	(…)
	Shirley Villalobos Montes
	Cónyuge
	100.00%
	50.00%
	¢253,882.47

	(…)
	Dereck García Villalobos
	Hijo
	100.00%
	12.50%
	¢63,470.61
(vigente 22 años de edad)

	(…)
	Hillary García Villalobos
	Hija
	100.00%
	12.50%
	¢56,351.99
(excluida desde el 28/11/2022)

	(…)
	Whitney García Villalobos
	Hija
	100.00%
	12.50%
	¢56,671.20 
(excluida desde el 15/04/2021)

	(…)
	Ricardo José García Víquez
	Hijo
	100.00%
	12.50%
	¢41,899.46
(Suspendido desde el 30/05/2012)



II. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N.º 22-000402-727-TS recibido por esta Dirección el 30 de noviembre de 2022, suscrito por la Máster Ana Julia Vargas Montero, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Villalobos Montes.

III. Consideraciones del caso según estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

En el presente proceso figuran como beneficiarios la señora Shirley Villalobos Montes, con número de identificación: [Datos 1], con fecha de nacimiento del 17 de diciembre de 1969, tiene 52 años de edad, de estado civil viuda, con grado académico de licenciatura en Derecho, se desempeña como funcionaria en un banco estatal. Conforma familia uniparental con sus hijas de nombre: Whitney García Villalobos, de 26 años de edad, de estado civil soltera, estudiante universitaria, la cual se conoce, que al momento de la realización de la presente valoración, se encontraba excluida del beneficio de pensión, con Derek García Villalobos, de 22 años de edad, el cual se desempeña como estudiante de Enfermería en la Universidad Latina de Pérez Zeledón y Hilary García Villalobos de 25 años de edad, tiene pendiente la Licenciatura en Derecho y está cursando el Asistente Técnico de Atención Primaria (ATAP).

La señora Villalobos Montes, indica haber iniciado el presente proceso, dado que tres hijos de la persona jubilada fallecida de nombres Whitney García Villalobos, Hillary García Villalobos, hijas de la referida y Ricardo García Víquez ya no cuentan con el beneficio de la pensión. Cabe agregar que, Hillary cumplió los 25 años de edad el 28 de noviembre de 2022. Asimismo, la referida informa que su situación económica no le permite satisfacer las necesidades básicas de su núcleo familiar. 

En lo concerniente a los ingresos del núcleo familiar, la señora Shirley se desempeña como la principal proveedora, contando con un salario bruto por un monto de ¢ 1,411,964.00 mensuales, (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), siendo que cuenta con diversas deducciones de su salario por concepto de préstamos y otros rubros. Asimismo, recibe de pensión por viudez el monto de: (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) y su hijo Dereck por concepto de pensión heredada de su progenitor un total de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

(Datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

La señora Shirley informa que, al no contar con dinero suficiente para satisfacer con la totalidad de los gastos de su núcleo familiar, recurre a estrategias de sobrevivencia tales como no comprar ropa y calzado de manera regular y no utilizar dinero para actividades recreativas. Asimismo, utilizar la tarjeta de crédito como una forma de cubrir los gastos que no consigue cancelar con sus ingresos regulares.

De acuerdo con el INEC, la condición económica de la referida es de no pobreza, siendo que su ingreso per cápita el cual es de ¢239,160.00 resulta superior al establecido por la institución mencionada para la zona urbana en la que habita. En el aspecto habitacional la señora Shirley habita en casa propia. En valoración social domiciliar se observa inmueble en mal estado de preservación, sin hacinamiento, presentando mal estado en las paredes exteriores e interiores con presencia de humedad de manera generalizada en la vivienda. El techo tiene goteras y se denota presencia de polilla en los muebles de madera. Se visualiza mobiliario básico.

La valorada figura como dueña registral de la propiedad en la cual vive, además de cinco bienes más los cuales se encuentran en un promedio de 200 metros cuadrados cada uno, teniendo valores fiscales de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). Doña Shirley, informa que estas propiedades no le generan ningún tipo de ingreso económico y se encuentran al lado de la vivienda en la cual habita actualmente. En cuanto a bienes muebles tiene inscrito a su nombre un vehículo año 2008 con un valor fiscal de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), el cual utiliza para transportarse.

IV. Normativa atinente al caso

Una vez Revisados los antecedentes del caso, se establece que el beneficio de pensión que disfruta la señora Villalobos Montes, fue aprobado a la luz de lo normado en la Ley Orgánica del Poder Judicial N° 7333, artículo N.° 232; sin embargo, de conformidad con la fecha de presentación de la solicitud de acrecimiento, la gestión debe ser atendida con fundamento en lo que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente y que en su artículo N.° 229 establece:

“…Las asignaciones que caduquen acrecerán proporcionalmente las de los demás beneficiarios que se mantienen vigentes, a solicitud de ellos y siempre y cuando los requieran, previo estudio de Trabajo Social y aprobación de la Junta Administradora del Fondo.”

V. Conclusiones 

· La normativa actual vigente que regula la materia de jubilaciones y pensiones permite que la pensión acrezca cuando uno de los beneficiarios deja de percibir el beneficio, en este caso por haber alcanzado 25 años de edad; asimismo, da la posibilidad de hacer los ajustes necesarios en las cuotas asignadas de conformidad con las necesidades que presenten los beneficiarios, por lo cual desde el componente legal la señora Villalobos Montes se encuentra en facultad para presentar la solicitud.

· De los antecedentes consultados, es importante destacar que, se tiene que la señora Shirley Villalobos Montes funge como la principal proveedora de su núcleo familiar, teniendo a cargo a tres hijos mayores de edad los cuales se desempeñan como estudiantes universitarios. La referida cuenta con un salario estable proveniente de la labor que realiza en un banco estatal. 

· De acuerdo con los parámetros del INEC, la condición económica del núcleo familiar de la señora Villalobos Montes es de hogar no pobre, siendo que su ingreso per cápita resulta superior al establecido por el INEC para la zona urbana en la que habita.

· El porcentaje que recibía el joven Ricardo José García Víquez, al momento de la suspensión de su beneficio era 12.50%. del 100.00% de la jubilación que recibía su padre. Sin embargo, doña Shirley y su núcleo familiar no viven con el joven García Víquez, por lo que desde el 30 de mayo de 2012 (fecha en la que fue excluido) no han dependido de ese ingreso para solventar sus necesidades.

· El porcentaje que recibían las dos jóvenes Whitney García Villalobos y Hillary García Villalobos, al momento de la suspensión de su beneficio era 12.50% cada una del 100.00% de la jubilación que recibía su padre.

· Según lo concluido por la trabajadora social, encargada del peritaje de la señora Villalobos Montes se identifica que la señora Shirley y su familia habitan en una vivienda propia, la cual se encuentra en mal estado de preservación con presencia de humedad de manera generalizada y deterioro en sus techos y paredes. 

· Por otra parte, en el caso de la valoración de la señora Villalobos Montes, la trabajadora social concluyó que, los ingresos económicos actuales de la referida, no le permiten solventar los gastos por arreglo de su vivienda ni los relacionados con recreación y compra de vestido, siendo que el monto económico que invierte en la satisfacción de sus necesidades básicas resulta superior a la cantidad que recibe por concepto de salario y subsidio por pensión. No obstante, en el monto total de gastos mensuales se incluye la suma de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) por concepto de: “ayuda a familiares”, asimismo, la perita informó que la señora Shirley indica que ella “realiza un aporte económico mensual a sus padres siendo que lo requieren para satisfacer sus necesidades básicas.”.

· Aunado al punto anterior, si del monto de gastos mensuales concluido el cual asciende a (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), se disminuye el monto de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) que la señora Villalobos Montes proporciona a sus padres, quienes no son parte del beneficio del núcleo familiar, resultaría un total de gastos de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), con lo cual, el núcleo familiar presenta una mayor liquidez. Por consiguiente, la realidad económica de la señora Shirley Villalobos Montes para efectos de este informe, se conforma de un total de ingresos mensuales por la suma de ¢956,642.00 y un total de gastos mensuales de ¢947,176,00, quedando a favor del núcleo familiar de la solicitante un superávit de ¢9,466.00.

· Es importante destacar que el hecho generador que plantearía la redistribución de la pensión sucede con la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (reformada así por la Ley N° 9544), por lo que de otorgársele el beneficio de acrecimiento a la señora Shirley Villalobos Montes sería un máximo de 17,50%, incrementando el porcentaje de pensión de la señora Villalobos Montes de un 50.00% a un 67,50% del 80.00% de la jubilación que hubiera recibido su marido, dado que el total del beneficio por las condiciones vigentes no puede superar el 80% conforme lo así establecido en el artículo N.° 229 de la L.O.P.J. 

· A su vez, en caso de aprobarse el porcentaje incrementado de doña Shirley por 67,50% junto con el 12.50% que actualmente recibe su hijo Dereck García Villalobos, totalizaría el 80% establecido como límite de beneficio. Adicionalmente, no podría valorarse otorgar a la señora Villalobos Montes un porcentaje mayor al 67,50%, ya que, actualmente de conformidad con la Ley O.P.J., el total del beneficio por las condiciones vigentes es el 80% (máximo) y se superaría dicho límite porcentual.

· Finalmente, en este tema se debe valorar el criterio expuesto en el oficio N° 573-DE/AL-08 de fecha 21 de abril de 2008, suscrito por la licenciada Ana Patricia Álvarez Mondragón, jefa interina de la Sección de Asesoría Legal, que en lo conducente indica:
“Así las cosas, al encontrarse las pensiones dentro del Sistema de Seguridad Social, cabe recordar los principios rectores de esta materia a saber, gradualidad, solidaridad, equidad y sostenibilidad financiera. 
 
Dentro de este marco, es dable señalar que los planes de pensiones son creados por el Estado de manera obligatoria y se basan en el principio de "adecuación social", lo que significa que los beneficios otorgados por el sistema proporcionan una cierta calidad de vida a todos los contribuyentes; que implica un elemento redistributivo, donde se valora no solo el otorgar prestaciones que respondan a las necesidades del servidor y su familia, sino también observar la transición demográfica y financiera que permita garantizar la estabilidad del régimen. (énfasis agregado)”

VI. Recomendaciones

1. De la información recabada por la Trabajadora Social encargada del peritaje se muestra que el monto de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) considerado en la columna de gastos del núcleo familiar de la señora Shirley Villalobos Montes en el dictamen socioeconómico número 22-000402-727-TS, no debe considerarse dentro de los componentes de egresos en beneficio de dicho núcleo familiar, por cuanto, el monto citado es una ayuda proporcionada por doña Shirley para sus padres. Por consiguiente, el total de gastos del núcleo de la señora Villalobos Montes corresponde por la suma de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N°. 228, delimitando claramente como posibles beneficios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera.

1. En ese mismo orden de ideas, de los datos del dictamen socioeconómico se obtiene que la señora Shirley Villalobos Montes cuenta en total con un ingreso mensual líquido de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)  y un monto total de egresos de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) lo que le deja un superávit de ¢9,466.00 (nueve mil cuatrocientos sesenta y seis colones con 00/100), comprobándose así que las necesidades de la señora Villalobos Montes son solventadas en su totalidad. 

1. Adicional a lo anterior, es importante evidenciar que la pensión del joven Ricardo José García Víquez, nunca ha sido parte del ingreso del grupo familiar de doña Shirley, ya que los núcleos familiares viven por separado, lo que determina que no ha existido dependencia de este ingreso, razón por la cual, se estima conveniente recomendar no tomar en consideración el porcentaje que le fue aprobado al señor García Víquez por el 12,50%.

Por lo antes expuesto, se estima conveniente recomendar denegar la solicitud de acrecimiento presentada por la señora Shirley Villalobos Montes. Cabe destacar que dicha recomendación se define de acuerdo con lo reportado en el estudio Nº 22-000402-727-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial y a las condiciones establecidas en el artículo N.° 229 de la ley Orgánica del Poder Judicial para los acrecimientos de pensión.

No omitimos manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por sostenibilidad del fondo, pensando en el bienestar colectivo y no individualmente, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

(…)

Anexos:

1) Dictamen Socioeconómico

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Medios de notificación:

(…)”

- 0 -
Se acuerda: 	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido el oficio N° 0812-JP/DJA-2022 del 12 de diciembre de 2022, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante el cual remiten el análisis de la solicitud de acrecimiento de pensión presentado por la señora Shirley Villalobos Montes, en virtud de que las jóvenes Whitney García Villalobos, Hillary García Villalobos, y el joven Ricardo José García Víquez, cumplieron 25 años de edad. 2.) Denegar el acrecimiento de pensión presentado por la señora Villalobos Montes, con base en la información del estudio de intervención Nº 22-000402-727-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial y a las condiciones establecidas en el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, para los acrecimientos de pensión, ya que se evidencia que la pensión del joven Ricardo José García Víquez, nunca ha sido parte del ingreso del grupo familiar de doña Shirley, debido a que los núcleos familiares viven por separado, lo que determina que no ha existido dependencia de este ingreso. Además, se comprueba que las necesidades de la señora Villalobos Montes son solventadas en su totalidad sin incluir el porcentaje que le fue otorgado a sus hijas en su oportunidad. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la gestionante. 4.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, tomará nota para los fines correspondientes. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc122682399]ARTÍCULO XVIII
Documento N° 1155-2022
Los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0814-JP/DJA-2022 del 08 de diciembre de 2022, comunicaron lo siguiente:
“A continuación, se rinde el informe con el cual se atiende la solicitud de acrecimiento de pensión presentada por la señora Jacqueline Jara Villalobos cédula de identidad [Datos 1], en virtud de que la joven Susana Ramírez Sánchez cédula de identidad [Datos 2], cumplió 25 años de edad.

I. Origen

Esta Dirección en fecha 06 de setiembre de 2022, recibe gestión suscrita por la señora Jara Villalobos, mediante la cual solicita el acrecimiento del monto de pensión que actualmente recibe, toda vez que la joven Susana Ramírez Sánchez dejó de percibir el porcentaje de pensión, dado que cumplió 25 años, por lo que el beneficio que devengaba producto de la muerte del jubilado fallecido Jaime Miguel Ramírez Curco y que compartía con la señora Jara Villalobos cesó.

Como antecedente, resulta importante acotar que en sesión N.º 86-09 celebrada el 16 de setiembre de 2009, artículo XXXIV, de conformidad con lo que establecía el artículo N.° 232 de la Ley Orgánica N.° 7333 del Poder Judicial, el Consejo Superior acordó:

“Se acordó: 1.) Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Jacqueline Jara Villalobos y la menor Susana Victoria Ramírez Sánchez, por su orden, cónyuge sobreviviente e hija del exservidor judicial fallecido Jaime Miguel Ramírez Curco, cuya asignación mensual será de ¢360.075,89 (trescientos sesenta mil setenta y cinco colones con ochenta y nueve céntimos), a partir del 28 de mayo del año en curso y en razón del aumento por costo de vida se reajustará a ¢375.280,89 (trescientos setenta y cinco mil doscientos ochenta colones con ochenta y nueve céntimos), a partir del 1° julio de este año, equivalente al 100% del monto de la jubilación, la que deberá ser distribuida en partes iguales entre doña Jacqueline y la menor Susana Victoria. 2.) Denegar la pretensión de la joven Joselyn María Ramírez Sánchez, por las razones indicadas en el referido informe.

La Auditoría Judicial y los Departamentos de Personal y Financiero Contable, tomaran nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.”

Así las cosas, actualmente el beneficio se encuentra distribuido de la siguiente forma (con monto actualizados al II semestre de 2022):

	Número Identificación
	Beneficiario
	Parentesco
	%
Pensión
	%
Beneficio
	Monto

	(…)
	Jacqueline Jara Villalobos
	Esposa
	100%
	50.00%
	¢318,969.03

	(…)
	Susana Ramírez Sánchez
	Hija
	100%
	50.00%
	¢265,987.64
(Suspendida el 02/09/2018) *



*Nota: En el caso de Susana el monto está actualizado al II semestre de 2018, ya que desde el 02/09/2018 le fue suspendido el beneficio de pensión por no continuar estudiando; además, el 20 de noviembre de 2018 cumplió los 25 años de edad.

II. Normativa atinente al caso

De la revisión de los antecedentes del caso, se establece que el beneficio de pensión que disfruta la señora Jara Villalobos, fue aprobado a la luz de lo normado en la Ley Orgánica del Poder Judicial N.° 7333, artículo N.° 232; sin embargo, de conformidad con la fecha de presentación de la solicitud de acrecimiento, la gestión debe ser atendida con fundamento en lo que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N.° 9544 del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, norma actual vigente y que en su artículo N.° 229 establece:

“…Las asignaciones que caduquen acrecerán proporcionalmente las de los demás beneficiarios que se mantienen vigentes, a solicitud de ellos y siempre y cuando los requieran, previo estudio de Trabajo Social y aprobación de la Junta Administradora del Fondo.”

III. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N.º 22-000713-0721-TS recibido por esta Dirección el 29 de noviembre de 2022 y suscrito por la licenciada Myriam Liliana Solano Mora Trabajadora Social del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Jara Villalobos.

IV. Consideraciones del caso según estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

La señora Jacqueline Jara Villalobos, de nacionalidad costarricense, con número de cédula [Datos 1], registra fecha de nacimiento el 09 de setiembre de 1964, viuda del señor Jaime Ramírez Curco, ex funcionario judicial.

Se registra fecha de matrimonio de la pareja Ramírez Jara, el 02 de mayo de 2006. Se reportó convivencia estable, siendo que, finalizó con el fallecimiento del señor. 

Es madre de un hijo y una hija, producto de su primera relación marital, ambas personas adultas y con independencia económica. Con el Sr. Ramírez Curco no procreó.

Tras el fallecimiento del señor Jaime, según se relató, se suscitaron acontecimientos adicionales que debilitaron la capacidad adquisitiva de la familia, de ellas se destaca: se mantuvieron algunas deudas que se adquirieron en común y el despido de la señora Jacqueline en junio de 2011, de una empresa bancaria.

Se respalda lo antes indicado, con la revisión del reporte de cuotas obrero-patronales de la CCSS a nombre de la valorada, el que no registra cuotas aportadas a partir de junio de 2011, situación que evidencia que la señora Jacqueline, no desarrolló actividad laboral estable, observándose nuevamente, cuotas obrero patronales entre junio de 2016 y setiembre de 2017.

De la situación sociofamiliar actual y relevante para esta valoración, se conoció que habita junto con su progenitora, adulta mayor de 90 años de edad, pensionada por viudez.

(Datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). Ninguno de sus diagnósticos le ocasionan situación de incapacidad para desarrollar las actividades de la vida diaria.

La madre de la señora Jacqueline, requiere de supervisión permanente, suministrada por la valorada y de atención médica especializada, la que recibe por medios privados y por la seguridad social.

En cuanto al domicilio familiar, se conoció que ha mantenido estabilidad y seguridad, siendo que el inmueble que habita es propio. Actualmente se encuentra hipotecada cuya fecha de vencimiento es en octubre de 2046. En valoración social domiciliar, se observó que disponen de mobiliario y electrodomésticos básicos y el inmueble en buen estado de conservación, no enfrentan hacinamiento.

La economía familiar se sustenta en tres ingresos, siendo dos de ellos estables, los que corresponden a las pensiones por viudez de la referida y su madre y el tercer ingreso (inestable) corresponde a las comisiones por el desarrollo de bienes raíces (promoviendo y concretando alquileres).

La distribución de ingresos y egresos de la valorada y su grupo familiar actual, identificados por medio de la investigación socioeconómica, se muestra en el siguiente cuadro:

(Datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

Del cuadro anterior se deriva un déficit mensual de ₡183,114 en la relación ingresos-egresos. De acuerdo con la entrevista social, se conoció que, para disminuir el impacto de esa diferencia, la valorada ha optado por aplicar el endeudamiento, ya sea por medio de créditos personales rápidos o utilización de tarjetas de crédito.

Como se identificó en la revisión digital del Registro Nacional, la referida registra solamente un bien y es el que corresponde a la propiedad de la vivienda familiar. 

Como expectativa ante la solicitud planteada, la señora Jacqueline planteó "hay deudas, la hipoteca casi no la logro pagar al día, uno de nuestros ingresos es inestable. Quiero contar con un ingreso que me asegure no atrasarme en el pago de la casa".

V. Conclusiones 

· Como se indicó anteriormente, la normativa actual vigente regula la materia de jubilaciones y pensiones permite que la pensión acrezca (L.O.P.J. artículo N.° 229) que cuando uno de los beneficiarios deja de percibir el beneficio, en este caso por haber alcanzado la mayoría de edad; asimismo, da la posibilidad de hacer los ajustes necesarios en las cuotas asignadas de conformidad con las necesidades que presenten los beneficiarios, por lo cual desde el componente legal la señora Jara Villalobos se encuentra facultada para presentar la solicitud.

· De los antecedentes consultados, es importante destacar que, la señora Jara Villalobos no pertenece al mismo grupo familiar de la joven Susana Ramírez Sánchez, por lo que desde el 02 de setiembre de 2018 (fecha en la que fue suspendido el beneficio de pensión por no encontrase estudiando) no ha dependido de este ingreso para solventar las necesidades de su núcleo familiar. Adicionalmente, la señorita Ramírez Sánchez cumplió los 25 años de edad desde el 20 de noviembre de 2018.

· El porcentaje que recibía la joven Susana Ramírez Sánchez, al momento de la suspensión de su beneficio era el 50.00%. del 100% de la jubilación que recibía su padre.

· En caso de que el órgano colegiado apruebe el acrecimiento solicitado, se recalca que, pese a que el beneficio de la joven Ramírez Sánchez fue suspendido desde el 02 de setiembre de 2018, el derecho para recibirlo caducó a partir del 20 de noviembre de 2018, fecha en la que cumplió los 25 años. Asimismo, la solicitud de acrecimiento fue presentada el 06 de setiembre de 2022.

· Es importante destacar que el hecho generador que plantearía la redistribución de la pensión sucede con la vigente reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley N° 9544), por lo que, el porcentaje máximo a otorgársele a la señora Jara Villalobos es únicamente el 30.00% del 50.00% que recibía la joven Ramírez Sánchez. Lo anterior considerando que el total del beneficio por las condiciones vigentes no puede superar el 80%.

· Finalmente, en este tema se debe valorar el criterio expuesto en el oficio N.° 573-DE/AL-08 de fecha 21 de abril de 2008, suscrito por la licenciada Ana Patricia Álvarez Mondragón, jefa interina de la Sección de Asesoría Legal, que en lo conducente indica:

“Así las cosas, al encontrarse las pensiones dentro del Sistema de Seguridad Social, cabe recordar los principios rectores de esta materia a saber, gradualidad, solidaridad, equidad y sostenibilidad financiera.  

Dentro de este marco, es dable señalar que los planes de pensiones son creados por el Estado de manera obligatoria y se basan en el principio de "adecuación social", lo que significa que los beneficios otorgados por el sistema proporcionan una cierta calidad de vida a todos los contribuyentes; que implica un elemento redistributivo, donde se valora no solo el otorgar prestaciones que respondan a las necesidades del servidor y su familia, sino también observar la transición demográfica y financiera que permita garantizar la estabilidad del régimen. (énfasis agregado)”

VI Recomendaciones

a) De la información recabada por la Trabajadora Social encargada del peritaje se muestra que la valorada Jacqueline Jara Villalobos, es una adulta, jefa de hogar, que habita junto con su progenitora, adulta mayor de 90 años de edad, pensionada por viudez y de quien tiene a cargo el cuido, por cuanto su madre requiere supervisión en sus actividades cotidianas. 

b) De los ingresos familiares se conoció que, el 50% de ellos proviene de fuente inestable, ya que corresponde a comisiones por bienes raíces (alquileres) y el 12.8% corresponde al ingreso de su madre (pensión por viudez) y el restante al monto de beneficio de pensión recibe la causahabiente Jacqueline Jara Villalobos.

c) Se evidenció déficit financiero en la familia, con estrategias paliativas de riesgo, como es el incremento de deuda, atrasos en pagos (hipoteca e impuestos municipales atrasados al momento de la valoración) y como estrategia no riesgosa, se identificó la búsqueda de apoyo para suplir algunas necesidades especiales de la madre, por medio de otros familiares.

d) Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N°. 228, delimitando claramente como posibles beneficios a la persona cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera, por esta razón, no se puede considerar los gastos que incurre la señora Jara Villalobos en la atención de su madre.

e) Adicional al inmueble donde se ubica la vivienda de doña Jacqueline, no se identificaron otros bienes de valor, que permitan solventar el déficit identificado.

f) Pese a lo antes señalado, es importante evidenciar que la pensión de la joven Susana Ramírez Sánchez, nunca ha sido parte del ingreso del grupo familiar de la señora Jara Villalobos, ya que este no forma parte del mismo núcleo, lo que determina que no ha existido dependencia de este ingreso, razón por la cual se estima conveniente recomendar denegar la solicitud de acrecimiento.

g) Cabe destacar que dicha recomendación se define de acuerdo con lo reportado en el estudio de intervención N° 22-000713-0721 TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial y a las condiciones establecidas en el artículo N.° 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente para los acrecimientos de pensión.

No omitimos manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por sostenibilidad del fondo, pensando en el bienestar colectivo y no individualmente, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

(…)

Anexos:

1) Dictamen Socioeconómico

[bookmark: _Hlk125465760](Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Medios de notificación:

(…)”

- 0 -
Se acuerda: 	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido el oficio N° 0814-JP/DJA-2022 del 08 de diciembre de 2022, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0814-JP/DJA-2022 del 08 de diciembre de 2022, mediante el cual remiten el análisis de la solicitud de acrecimiento de pensión presentada por la señora Jacqueline Jara Villalobos, en virtud de que la joven Susana Ramírez Sánchez, cumplió 25 años de edad. 2.) Denegar el acrecimiento de pensión presentado por la señora Jara Villalobos, con base en la información del estudio de intervención N° 22-000713-0721 TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial y a las condiciones establecidas en el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, para los acrecimientos de pensión, ya que se evidencia que la pensión de la joven Susana Ramírez Sánchez, nunca ha sido parte del ingreso del grupo familiar de la señora Jara Villalobos, siendo que esta no forma parte del mismo núcleo, lo que determina que no ha existido dependencia de este ingreso. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la gestionante. 4.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, tomará nota para los fines correspondientes.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc122682401]ARTÍCULO XIX
Documento N° 1128-2022
La señora Celia Alpízar Paniagua, Secretaria Interina del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero – CONASSIF, mediante oficios N° CNS-1771/11 y CNS-1772/04 del 7 de diciembre de 2022, comunicó:
“El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, en el artículo 11 del acta de la sesión 1771, modificado mediante artículo 4 del acta de la sesión 1772-2022, celebradas el 21 y 28 de noviembre del 2022, respectivamente

considerando que:

Consideraciones legales

1.	El literal b) del artículo 171 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, Ley 7732, establece como función del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) aprobar las normas atinentes a la autorización, regulación, supervisión, fiscalización y vigilancia que, conforme a la ley, debe ejecutar la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef).

2.	Mediante artículo 132 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558, se establece el régimen de confidencialidad sobre la información de las entidades supervisadas. De conformidad con el inciso d) de dicho artículo 132, se exceptúa de la prohibición de divulgación la información de las entidades supervisadas declarada de interés público, calificada como tal por acuerdo unánime del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero.

3.	Con base en las normas citadas, mediante artículo 17 de la sesión 1729-2022, del 2 de mayo de 2022, el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero dispuso declarar de interés público los resultados del Indicador de Suficiencia Patrimonial de las entidades supervisadas por la Sugef y el resultado de las pruebas de tensión realizadas mediante la modalidad Bottom-Up Stress Test (en adelante BUST) de las entidades supervisadas participantes.

4.	Los artículos 1 y 12 de la Ley Protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos, Ley 8220, y 12, 12bis, 13, 13 bis y del 56 al 60 bis del Decreto ejecutivo 37045- MP-MEIC que la reglamenta, exigen una evaluación costo-beneficio de los proyectos regulatorios, cuando las normas propuestas establezcan trámites, requisitos y procedimientos que deba cumplir el administrado frente a la Administración. Estos elementos no se encuentran en los contenidos de este acto y, en virtud de ello, no corresponde hacer la valoración costo-beneficio a que refieren las normas citadas como parte del control previo.

Consideraciones sobre el Indicador de Suficiencia Patrimonial 

5.	El Comité de Basilea sobre Supervisión Bancaria estableció, desde 1988, el marco común de medición del indicador de suficiencia de capital, el cual ha sido actualizado en los distintos componentes en los años siguientes. El Indicador de Suficiencia Patrimonial ha adquirido relevancia como parámetro de medición sobre la calidad y cantidad del capital de un intermediario financiero para responder por los riesgos inherentes al negocio. En este sentido, es un parámetro de referencia sobre la fortaleza patrimonial de la entidad, ampliamente utilizado por los supervisores financieros, inversionistas internacionales, prensa especializada, agencias de calificación de riesgo y la comunidad internacional en general.

6.	Para el sector de intermediación financiera de Costa Rica, el marco metodológico para el Indicador de Suficiencia Patrimonial se encuentra establecido en el Reglamento sobre la Suficiencia Patrimonial de Entidades Financieras, Acuerdo SUGEF 3-06. Corresponde al cociente entre el capital base de la entidad supervisada y la medida de su exposición a riesgos inherentes al negocio de intermediación financiera. En Costa Rica, se ha dispuesto que el nivel mínimo prudencial que determina la calificación “Normal” para una entidad, es 10%. Adicionalmente, se han establecido niveles mínimos de composición del capital base, en función de la calidad de los instrumentos y rubros patrimoniales incluidos en su cálculo. Entre los atributos que determinan la calidad de los instrumentos a ser admitidos en el capital base, se encuentran su capacidad de absorción de perdidas sin interrumpir la marcha del negocio, y su permanencia dentro del patrimonio. Por su parte, la medición de los riesgos se basa en recomendaciones emitidas por el Comité de Basilea, a las cuales se han aplicado adecuaciones locales, de acuerdo con su mejor representación de la realidad de los mercados y la cultura de riesgo de las entidades supervisadas.

7.	En relación con el Índice de Suficiencia Patrimonial, éste proporciona información sobre la fortaleza del capital de cada entidad supervisada y sobre la capacidad para responder por los riesgos a que se enfrenta en el desarrollo de sus actividades.

El indicador se calcula mensualmente, de conformidad con lo dispuesto en el Reglamento sobre Suficiencia Patrimonial de Entidades Financieras, Acuerdo SUGEF 3-06, y es objeto de un seguimiento riguroso por parte de la Superintendencia.

El resultado del indicador es responsabilidad de cada intermediario financiero y refleja la capacidad de la entidad de soportar las pérdidas no esperadas que puedan resultar por los riesgos tomados.

Consideraciones sobre la divulgación del Indicador de Suficiencia Patrimonial

8.	El acuerdo citado representa un acercamiento a las mejores prácticas en materia de supervisión y contribuye al logro del objetivo impuesto a la Superintendencia, de velar por la estabilidad, la solidez y el eficiente funcionamiento del Sistema Financiero Nacional, según se dispone en el artículo 119 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica. Asimismo, contribuye a la construcción de un mercado financiero transparente.

9.	La divulgación de esta información promueve la disciplina de mercado y permite, a sus participantes, acceder a información clave para la toma de decisiones de inversión. Asimismo, representa un acercamiento al Pilar 3 del Acuerdo emitido por el Comité de Supervisión Bancaria de Basilea.

Consideraciones sobre los ejercicios de estrés bajo la metodología Bottom-Up Stress Test (BUST)

10.	Por su parte, el BUST constituye una herramienta de gestión de riesgo de crédito para evaluar la capacidad de resistencia de las entidades financieras participantes, en dos escenarios macroeconómicos. El escenario base de las pruebas BUST presenta los valores que eventualmente tendrían algunas variables macroeconómicas en el periodo del ejercicio, para lo que la Sugef utiliza principalmente las proyecciones del Informe de Política Monetaria del Banco Central de Costa Rica, sus informes de perspectivas y proyecciones del Fondo Monetario Internacional. El escenario adverso es elaborado para uso exclusivo del ejercicio de tensión, y describe un escenario macroeconómico adverso hipotético respecto a las proyecciones, de baja probabilidad, diseñado para evaluar la capacidad de resistencia de las entidades financieras. Las pruebas de tensión bajo la modalidad BUST requieren que las entidades participantes apliquen sus metodologías de valoración a la información real de la entidad, en los escenarios provistos por el supervisor, en una fecha de corte.

11.	Conviene destacar que los resultados obtenidos de los ejercicios de estrés están basados en escenarios hipotéticos pero plausibles, y consecuentemente no muestran una afectación real que se esté manifestando en el indicador de suficiencia patrimonial de la entidad. Si bien, el resultado del ejercicio es relevante, lo es aún más el uso que tanto el supervisor como la entidad hagan de esos resultados.

En el caso de las entidades participantes, se espera que los resultados obtenidos se incorporen, de manera efectiva e integral, en el proceso de gestión de la entidad para que las instancias de gobierno respectivas tomen las medidas que le permitan fortalecer su gestión y su base patrimonial.

En el caso de la Sugef, las pruebas de tensión permiten evaluar la capacidad de resistencia de las entidades participantes, dar seguimiento a las acciones que adopten las entidades y valorar la gestión de la entidad a partir de esos resultados.

Consideraciones sobre el adecuado uso e interpretación del Indicador de Suficiencia Patrimonial

12.	Tanto el indicador de suficiencia patrimonial de todas las entidades que realizan intermediación financiera, como las pruebas del indicador en escenarios de tensión para las entidades que participan en ellas, constituyen parte de los requerimientos de información que han debido atender las entidades durante mucho tiempo y ahora corresponden avanzar en la dirección que marcan los estándares internacionales en cuanto a divulgación de esta información.

13.	De conformidad con lo establecido en el inciso b) del artículo 131 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558, corresponde a la Superintendente General de Entidades Financieras, ejecutar los acuerdos del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y las demás funciones que le señale la ley.

14.	La declaración de interés público, contenida en el artículo 8 de la sesión 1759-2022 del 2 de mayo de 2022 del Consejo Nacional de Supervisión Financiera, requiere la definición de un conjunto de formalidades que ofrezca seguridad jurídica a las entidades obligadas al suministro de información y oriente a la Superintendencia en cuanto al contenido de la información que debe proveerse al mercado.

15.	La Superintendencia considera necesario que la divulgación este acompañada de una nota técnica y de actividades de sensibilización y conocimiento sobre la materia que se divulga, dirigidas a instituciones financieras y otras partes interesadas, como primer paso hacia un mayor nivel de transparencia que identifique el resultado individualizado de las entidades participantes en los ejercicios de tensión, en una etapa posterior, a partir de la segunda publicación.

dispuso en firme:

1.-Publicación regular del indicador de suficiencia patrimonial

a.	La Superintendencia General de Entidades Financieras publicará, en su sitio web, el resultado del Indicador de Suficiencia Patrimonial remitido por la entidad al cierre de los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año, a más tardar, al vigésimo día hábil del mes siguiente según corresponda.

b.	La primera publicación del resultado del indicador de suficiencia patrimonial se realizará con corte al 31 marzo del año 2023.

c.	La publicación debe contener la información que se indica en el siguiente cuadro:

Cuadro 1
Sistema Financiero Nacional: Entidades Supervisadas por la SUGEF
Nivel del Indicador de Suficiencia Patrimonial (ISP)
Al ___ de ________de _____

	Entidad
	Indicador de
Suficiencia
Patrimonial

	A
	

	B
	

	C
	



2.-Publicación de los resultados de la prueba BUST

a.	La primera publicación sobre el resultado del indicador de suficiencia patrimonial bajo la prueba de tensión BUST, se realizará a más tardar el 30 de abril de 2023, indicando el resultado promedio de las entidades sistémicas que participaron en las pruebas durante el año 2022, y con la información remitida por ellas. Asimismo, la publicación podrá complementarse con referencias generales a los resultados obtenidos, sin indicación del nombre de la entidad participante.

3.- Acceso a la información publicada

La Superintendencia puede disponer diferentes tipos de visualizaciones para la información que publique.

4.- Actividades de divulgación

Durante diciembre de 2022, la Superintendencia extenderá invitación a las entidades supervisadas y otras partes interesadas, para participar en las actividades de divulgación que, con motivo del acuerdo adoptado por el Conassif en el citado artículo 8 de la sesión 1729-2022 del 2 de mayo de 2022, llevará a cabo la Superintendencia General de Entidades Financieras durante febrero de 2023.

5.-Nota Técnica del indicador de suficiencia patrimonial y BUST

Poner en conocimiento de las partes interesadas notas técnicas sobre el indicador de suficiencia patrimonial y sobre los ejercicios de estrés.

Rige a partir de su comunicación.”

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de la comunicación realizada por la señora Celia Alpízar Paniagua, Secretaria Interina del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero – CONASSIF, mediante oficios N° CNS-1771/11 y CNS-1772/04 del 7 de diciembre de 2022, sobre la publicación que realizará la Superintendencia General de Entidades Financieras, en su sitio web, el resultado del Indicador de Suficiencia Patrimonial remitido por la entidad al cierre de los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año, a más tardar, al vigésimo día hábil del mes siguiente según corresponda.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc122609814][bookmark: _Toc122682403]ARTÍCULO XX
Documento N° 1136-2022
La señora Celia Alpízar Paniagua, Secretaria General interina de la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, mediante oficio N° JD-6095/08 del 9 de diciembre del 2022, comunicó el artículo 8 del acta de la sesión 6095-2022, celebrada el 8 de diciembre del 2022, numerales 2 y 3, donde se dispuso aprobar el documento técnico y el Reglamento del Sistema de Tarjetas de Pago.
Asimismo, se adjunta el archivo que contiene el documento completo y sus anexos.


…”
- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de lo comunicado por la señora Celia Alpízar Paniagua, Secretaria General interina de la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, mediante oficio N° JD-6095/08 del 9 de diciembre del 2022, sobre la aprobación del documento técnico y el Reglamento del Sistema de Tarjetas de Pago.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc122599675][bookmark: _Toc122682405]ARTÍCULO XXI
Documento Nº 1152-2022
La señora Celia Alpízar Paniagua, Secretaria General interina de la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en oficio N° JD-6097/04 del 14 de diciembre del 2022, comunicó:
“La Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en el artículo 4 del acta de la sesión 6097-2022, celebrada el 14 de diciembre del 2022,

considerando que:

A.	El artículo 2 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558, dispone que uno de sus objetivos principales es mantener la estabilidad interna de la moneda nacional, lo cual implica procurar una inflación baja y estable. 

La estabilidad de precios protege el poder adquisitivo de la población, reduce los costos de transacción e información y, además, facilita el cálculo económico. Estas condiciones favorecen la eficiente asignación de recursos en la economía y, de esta forma, inciden positivamente en la actividad económica y en la generación de empleo. 

B.	El Banco Central ejecuta su política monetaria sobre la base de un esquema de metas de inflación. Sus decisiones de política monetaria y, en particular, los ajustes en la Tasa de Política Monetaria (TPM), se fundamentan en un análisis del entorno macroeconómico actual, que incorpora la evolución prevista de la inflación, de sus determinantes macroeconómicos, entre ellos las expectativas inflacionarias y de los riesgos alrededor de esas proyecciones.  Por ello se afirma que el Banco Central conduce su política monetaria de manera prospectiva. 

[bookmark: _Hlk94004015]C.	Las presiones inflacionarias globales continúan elevadas, aunque algunas economías registran una desaceleración en meses recientes. Así, algunos bancos centrales de economías avanzadas han acentuado la postura restrictiva de la política monetaria, manifiesta sobre todo en incrementos en sus tasas de interés de referencia, mientras que en el mundo emergente existen economías para las cuales se prevé que el ciclo de aumentos en esas tasas se suavice o se encuentre en pausa. En este contexto, ha continuado el ajuste a la baja en las perspectivas de crecimiento económico mundial para el 2023. 

D.	En el ámbito local la inflación general y el promedio de indicadores de inflación subyacente registraron, en noviembre del 2022, tasas de variación interanual de 8,3% y 5,7%, en ese orden. Si bien ello significó una desaceleración por tercer mes consecutivo, esos valores aún superan el límite superior del rango de tolerancia alrededor de su meta de largo plazo (3% ± 1 punto porcentual). 

E.	Las expectativas de inflación, generadas a partir de la encuesta dirigida a analistas financieros, consultores en economía, académicos y empresarios, continuaron a la baja en noviembre. La mediana a 12 meses fue de 6,0% (7,5% en octubre) y de 4,0% a 24 meses (5,4% en octubre), este último valor se ubica en el límite superior del rango de tolerancia alrededor de la meta de inflación. 

Desde el punto de vista de la política monetaria, es necesario que las expectativas inflacionarias retornen a la meta de inflación, para evitar que el desvío entre dichos conceptos (expectativas y meta) distorsione el proceso de formación de precios y, de esta forma, retrase la reducción de la inflación. 

F.	Los precios al productor de la manufactura muestran una desaceleración en lo transcurrido del segundo semestre del año en curso, hasta alcanzar en noviembre una tasa de variación interanual de 9,8%, desde 17,6% en junio pasado. No obstante, su evolución aún es un factor de riesgo al alza sobre la inflación al consumidor.

G.	La información disponible sugiere que, en el presente episodio inflacionario, la inflación general habría alcanzado su máximo interanual en agosto último. 

Los modelos del Banco Central proyectan que la inflación general y subyacente retornarían al rango de tolerancia alrededor de la meta en el primer semestre del 2024, antes de lo previsto en la reunión previa de política monetaria (segundo semestre del 2024).     

H.	En octubre pasado el Índice Mensual de Actividad Económica creció en 2,2% en términos interanuales y a una tasa media anual de 4,9%. Esta moderación en los indicadores de producción fue prevista en el último Informe de Política Monetaria, que estimó un crecimiento anual en torno a 4,3% para el presente año. 

I.	El nivel actual de la TPM, dada la desaceleración en las expectativas de inflación observada a la fecha, señala una clara postura restrictiva de la política monetaria. El Banco Central considera que es necesario mantener dicha postura con el fin de reducir la persistencia de los altos niveles de inflación y, de esta forma, mitigar el riesgo de que se retrase la convergencia de la inflación hacia la meta. 

Por tanto, es necesario dar un espacio prudencial para que se complete la transmisión de los incrementos en la TPM (acumulan 825 puntos base en los últimos 12 meses) hacia las tasas de interés del sistema financiero.

J.	El seguimiento a la evolución de los distintos indicadores macroeconómicos es continuo, por lo que, de manera oportuna el Banco Central tomará las medidas de política monetaria necesarias, en la dirección requerida, ante cambios en el entorno macroeconómico y en las proyecciones de la inflación y sus determinantes. 

dispuso por unanimidad y en firme: 

mantener el nivel de la Tasa de Política Monetaria en 9,0% anual.”

- 0 -
Se acuerda: 	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo comunicado por la señora Celia Alpízar Paniagua, Secretaria General interina de la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en oficio N° JD-6097/04 del 14 de diciembre del 2022, sobre el artículo 4 del acta de la sesión 6097-2022, celebrada el 14 de diciembre del 2022, sobre mantener el nivel de la Tasa de Política Monetaria en 9,0% anual. 2.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO y a los Comités de Inversiones y Riesgos para lo de su cargo.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc122599677][bookmark: _Toc122682407]ARTÍCULO XXII
Documento N° 1163-2022
La señora Celia Alpízar Paniagua, Secretaria General interina de la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en oficio N° JD-6097/05, del 19 de diciembre del 2022, informó:
“La Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en el artículo 5 del acta de la sesión 6097-2022, celebrada el 14 de diciembre del 2022,

considerando que:

A.	De conformidad con lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558, uno de los objetivos prioritarios de esta entidad es mantener la inflación baja y estable.

B.	Uno de los objetivos del Plan Estratégico del Banco Central 2020-2023, aprobado por este Directorio, mediante artículo 3 del acta de la sesión 5891-2019, del 23 de agosto de 2019, es: “fortalecer el proceso de comunicación para facilitar el cumplimiento de los objetivos del Banco y aumentar su transparencia”. 

Una mejor comunicación con el público fortalece la transmisión de la política monetaria y contribuye a la formación de las expectativas de mercado, lo cual es fundamental para promover la transparencia y la rendición de cuentas del Banco Central.

C.	Como parte de los esfuerzos por fortalecer la comunicación, en forma creciente, diversos bancos centrales, particularmente en aquellos países que aplican un esquema monetario de metas de inflación, hacen de conocimiento público el calendario de sus reuniones de política monetaria.

D.	Anunciar anticipadamente dicho calendario permite reducir la incertidumbre en los mercados financieros sobre cuándo el Banco Central revisará su postura de política monetaria, lo que favorece el proceso de planeación y la toma de decisiones por parte de los agentes económicos. 

dispuso en firme:

dejar establecido que, para el 2023, la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica revisará el nivel de la Tasa de Política Monetaria (TPM) en las siguientes fechas: 25 de enero, 15 de marzo, 20 de abril, 14 de junio, 26 de julio, 20 de setiembre, 25 de octubre y 20 de diciembre.

No obstante, la Junta Directiva podrá modificar la TPM fuera de las fechas citadas, si las circunstancias así lo ameritaran.”

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo comunicado por la señora Celia Alpízar Paniagua, Secretaria General interina de la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en oficio N° JD-6097/05, del 19 de diciembre del 2022, respecto a que para el 2023, dicha Junta revisará el nivel de la Tasa de Política Monetaria (TPM) en las siguientes fechas: 25 de enero, 15 de marzo, 20 de abril, 14 de junio, 26 de julio, 20 de setiembre, 25 de octubre y 20 de diciembre. 2.) Hacerlo de conocimiento de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, así como de los Comités de Inversiones y de Riesgos, para lo de su cargo.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc122599673][bookmark: _Toc122682409]ARTÍCULO XXIII
Documento N° 1167-2022
La señora Celia Alpízar Paniagua, Secretaria General interina del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero – CONASSIF, en oficio N° CNS-1776/05, del 20 de diciembre del 2022, comunicó:
“El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, en el numeral II, artículo 5 del acta de la sesión 1776-2022, celebrada el 19 de diciembre del 2022,

En lo tocante al nombramiento del superintendente para la Superintendencia General de Valores y la Superintendencia General de Seguros.

considerando que:

A.	El pasado 1° de diciembre del 2022 venció el plazo de cinco años para el cual fue nombrada la señora María Lucía Fernández Garita, en el cargo de superintendente general de valores, de conformidad con lo dispuesto en el citado artículo 6 del acta de la sesión 1373-2017, celebrada el 07 de noviembre de 2017.

B.	Asimismo, el 10 de enero del 2023, vencerá el plazo de cinco años del nombramiento de don Tomás Soley Pérez, como superintendente general de seguros, a la luz de lo resuelto en el artículo 14 del acta de la sesión 1387-2018, celebrada el 9 de enero del 2018.

C.	El Consejo Nacional, mediante el artículo 4 del acta de la sesión 1758-2022, del 20 de setiembre del 2022, resolvió: i.- iniciar los trámites correspondientes para la contratación de una firma externa que se encargara del reclutamiento y de la selección de una terna de candidatos para el desempeño simultáneo de los puestos de Superintendente General de Valores y Superintendente General de Seguros. ii.- aprobar el perfil del puesto que debe cumplir la persona que ostente el cargo simultáneo de superintendente general de valores y superintendente general de seguros. 

D.	Mediante el artículo 9 del acta de la sesión 1770-2022, del 14 de noviembre del 2022, se conformó la Comisión de Nombramiento, para la designación de quien tendrá a su cargo, de manera simultánea, la dirección tanto de la Superintendencia General de Valores, como de la Superintendencia General de Seguros, con la representación de los señores Alberto Dent Zeledón, Alejandro Matamoros Bolaños y Sylvia Saborío Alvarado.

E.	La empresa seleccionada bajo los procedimientos de contratación correspondientes, fue Doris Peters y Asociados, S.A. Ésta realizó el proceso de reclutamiento y selección, ejecutando, entre otras, las siguientes acciones:

i)	El 22 de noviembre del 2022, entregó a la Encargada General de la Contratación, el listado con las 11 personas que se inscribieron en el proceso de reclutamiento; luego de que éste fuera comunicado al público en general por la empresa mediante publicaciones en medios de circulación nacional, todo conforme a los términos contratados.

ii)	Verificó los requisitos mínimos legales aplicables al cargo y aplicó pruebas técnicas a los candidatos, tomando en cuenta las condiciones definidas en el perfil del puesto, y utilizando técnicas y buenas prácticas asociadas a los procesos de reclutamiento y selección de personal.

iii)	Integró una nómina con los tres candidatos que obtuvieron las calificaciones más altas, entre aquellos que obtuvieron una nota igual o superior al 70%. Adicionalmente, aplicó pruebas de competencias a los candidatos que conformaron la nómina, incluyendo, entre otras cosas, una entrevista a cada candidato.

iv)	El 9 de diciembre del 2022, entregó un expediente foliado a la señora Valeria Fernández Vargas, en el cual presentó el nombre de los candidatos que conformaron la nómina, el resultado de la evaluación realizada y de las pruebas de competencias, así como un informe con las conclusiones y eventuales brechas detectadas para cada uno de los candidatos de la nómina. Asimismo, el expediente incluye la totalidad de las acciones realizadas, respecto a las actividades de reclutamiento y selección de candidatos para el desempeño simultáneo de los puestos de superintendente general de valores y superintendente general de seguros y de las 11 personas interesadas en participar y que remitieron su currículo a la empresa.

F.	La Comisión de Nombramiento citada, en el considerando D), llevó a cabo las siguientes actividades:

i.	Efectuó una sesión de trabajo con el fin de analizar: los atestados de los candidatos que conformaron la nómina; los resultados del sistema de evaluación y de las pruebas aplicadas por la empresa contratista; el informe con las conclusiones y eventuales brechas detectadas para cada uno de los candidatos de la nómina entregada por la empresa contratista. 

ii.	Con base en la información presentada por la empresa contratista, presentó a conocimiento del Consejo una terna conformada por los señores: Tomás Soley Pérez, Ramón Vargas Cordero y Xinia Ramírez Berrocal, recomendando al Consejo el nombramiento del Sr. Tomás Soley Pérez como el candidato idóneo que obtuvo la mejor puntuación de la terna y el cual reúne las condiciones idóneas para ocupar el desempeño simultáneo de los puestos de superintendente general de valores y superintendente general de seguros. 

G.	Según lo establecido en los artículos 171, inciso a, 172 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, y el artículo 28 de la Ley Reguladora de Mercado de Seguros, corresponde al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, en lo pertinente, nombrar y remover al superintendente general de valores y al superintendente general de seguros.

H.	Analizados los resultados de las entrevistas y pruebas mencionadas en los considerandos anteriores, además de los atestados académicos, técnicos y profesionales, las competencias, las habilidades personales y de liderazgo mostrados, los miembros del Consejo coincidieron de manera unánime en designar al señor Tomás Soley Pérez como superintendente general de valores y superintendente general de seguros, a partir del 11 de enero del 2023.

I.	Conforme al inciso 1) del Numeral I del artículo 5 del acta de la sesión 1776-2022, celebrada el 19 de diciembre de 2022, el Consejo estableció que para la Superintendencia General de Valores y la Superintendencia General de Seguros, existirá un solo superintendente que ejercerá el cargo. 

dispuso en firme:

nombrar al señor Tomás Soley Pérez, cédula de identidad [Datos 1], como superintendente general de valores y superintendente general de seguros, a partir del 11 de enero del 2023, con todas las atribuciones, responsabilidades y facultades propias que atribuye el ordenamiento jurídico, ello por un periodo de cinco años. A partir de esa fecha, el señor Soley Pérez ejercerá dichos cargos simultáneamente, sin que ello implique remuneración adicional alguna, esto, conforme a lo dispuesto en el numeral 2, inciso I) de este artículo.”

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo comunicado por la señora Celia Alpízar Paniagua, Secretaria General interina del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero – CONASSIF, en oficio N° CNS-1776/05, del 20 de diciembre del 2022, sobre el nombramiento del señor Tomás Soley Pérez, como Superintendente General de Valores y Superintendente General de Seguros, a partir del 11 de enero del 2023. 2.) Hacerlo de conocimiento de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para lo que corresponda.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XXIV
Documento N° 1158-2022
El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 074-2019, artículo II, tomó el acuerdo que literalmente dice:
“Manifiesta el licenciado Humberto Brenes Barahona, Profesional en Derecho 3 B de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, mediante recurso de reconsideración contra lo resuelto por este Consejo, en sesión N° 64-19 del 18 de julio de 2019, artículo XXVII, lo siguiente:

“Estimadas señoras y señores integrantes del Consejo Superior del Poder Judicial, quien suscribe, Humberto Brenes Barahona, cédula de identidad número, (…), profesional en derecho 3 B (letrado), funcionario del Despacho del Magistrado Luis Guillermo Rivas Loáiciga, Presidente de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, de conformidad con lo dispuesto en los cánones 6, incisos 1. y 2. y 13 del Reglamento al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de las Jubilaciones y Pensiones, aprobado en Corte Plena no. 17-14, artículo XXXV, del 28 de abril de 2014, el 23 de mayo del presente año, solicité, ante la Unidad de Jubilaciones y Pensiones de la Dirección de Gestión Humana me fuera declarado mi derecho jubilatorio a partir del 16 de agosto de este año, de acuerdo con lo dispuesto en el inciso b) del artículo 225 de la Ley no. 7333, vigente desde el primero de enero de 1994, -al estar dentro de los 18 meses concedido por el transitorio VI de la Ley en vigor-, así como con fundamento en la condición -cuyos requisitos cumplo- del transitorio III de la Ley no. 7302, basado en lo siguiente:
 
HECHOS:
 
Primero: laboro para el Poder Judicial como Letrado en la Sala Primera, y de forma ininterrumpida desde el 16 de febrero de 2002. Previo a dicha data laboré por cortos períodos en el mismo puesto (expediente personal).
 
Segundo: anterior a mi ingreso al Poder Judicial, laboré en varias instituciones del Poder Ejecutivo, tiempo que me fue reconocido para anualidades y jubilación (expediente personal).
 
Tercero: dentro del lapso reconocido se encuentran siete años y seis meses previos a la entrada en vigencia de la citada Ley no. 7302. De ahí, a mi edad de retiro se han de descontar tres años (expediente personal).
 
Cuarto: al momento de la promulgación y entrada en vigencia de la Ley no. 7302, laboraba para el Ministerio de Hacienda (Régimen de Hacienda). Dicho lapso, laborado para la Administración Pública desde el 15 de enero de 1985 al 31 de julio de 1992, me fueron reconocidos en el Poder Judicial para efectos de mi jubilación. Por ende, efectué el abono correspondiente a las cuotas del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (expediente personal).
 
Quinto: el próximo 4 de junio del presente año, cumpliré 57 años, así, debido a que de acuerdo con el mencionado transitorio III tengo derecho (ya adquirido) de descontar tres años a mi edad de retiro; en consecuencia, al cumplir los 57 años adquiero el derecho a mi jubilación, según se expondrá más adelante al desarrollar mis fundamentos de Derecho.
 
Entre otras cosas alegué, cumplía con la condición normada en el Transitorio III de la Ley no. 7302, dispone: “Aquellas personas, cuya edad para pensionarse o jubilarse quede establecida a los sesenta años y que, a la entrada en vigencia de esta Ley, sean o hayan sido servidores de los regímenes contemplados en esta norma, podrán descontar de la edad de retiro un año por cada dos de los años servidos y cotizados para la Administración Pública. En todo caso para poder pensionarse o jubilarse, se requerirá tener un mínimo de cincuenta y cinco años y los años servidos que determine su régimen”. (La negrita es suplida). De forma que no estaba solicitando se me actuara tal Transitorio III de la denominada “Ley Marco de Pensiones”, sino la condición adquirida por mi persona al cumplir con sus requerimientos.
 
Expliqué, a la entrada en vigor de la Ley no. 7302, laboraba para el Ministerio de Hacienda (Régimen de Hacienda), y posteriormente, de mi ingreso como servidor en el Poder Judicial, me fueron reconocidos varios años para efectos de jubilación, entre los cuales se encuentran más siete años y seis meses previos a julio de 1992. En consecuencia, de conformidad con el citado transitorio III se me debían descontar a mi edad de retiro, tres años. Así, mi edad para jubilarme sería de 57 años, no los sesenta requeridos y con ello cumplía el requisito de la edad, regulado en el inciso 2) del artículo 225 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, aplicable en mi caso por estar dentro de los 18 meses estipulados en la Ley no. 9455, que entró a regir a partir del 22 de mayo de 2018. 
 
Dicha Dirección, sin motivación de ningún tipo, envió a mi correo un oficio donde se limita a citar y transcribir dos acuerdos de ese Consejo, -Sesión no. 100-15 del 12 de noviembre de 2015, artículo LXXXVII y Sesión 106-15 del 3 de diciembre de 2015, artículo XXXIX-, simples actos, sin motivación alguna, al menos no visible en el oficio que se me remitió. De seguido, se me indicó, no cumplía con los 30 años de servicio, ni los 60 de edad al 16 de agosto de 2019, por lo cual no podía gestionar mi solicitud de mi derecho jubilatorio.
 
No obstante, omite toda concatenación fáctico-jurídica de mi caso concreto, o sea, resolvió, sin referirse a mi caso concreto, y sin brindar ningún sustento normativo, a lo cual tengo derecho.
 
Solicité a la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, se me aclarara, si eso significaba, mi gestión no sería elevada a dicho Consejo, a lo cual el viernes 5 de julio de 2019, se me respondió, era así.
 
De seguido, aludió a que la ley que regía antes de la última reforma era la 7333, la cual estuvo vigente hasta el 21 de mayo de 2018.
 
Además, transcribió los cardinales 224 y 225 de la mencionada Ley, sin hacer ningún aporte o disponer algo al respecto.
 
Valga decir, tal normativa de acuerdo con las estipulaciones transitorias de la regulación vigente (transitorio VI), resulta de aplicación hasta 18 meses después, a saber, hasta el 21 de noviembre del presente año, a quienes como mi persona cumplimos con alguno de los requisitos para acceder al derecho jubilatorio.
 
Precisamente invoqué se me aplicara el inciso b) de la Ley no. 7333, lo cual se me negó de manera automática, olvidando el derecho es una ciencia social, que se nutre de la realidad y que el ordenamiento jurídico debe ser actuado sin nada que justifique su inaplicación, máxime si como mi persona, cuento con una situación jurídica consolidada.
 
Con lo actuado hasta aquí por la administración se me niega el acceso a la justicia administrativa, en clara contravención a derechos fundamentales, -debido proceso, derecho de defensa, legalidad, igualdad, seguridad jurídica, razonabilidad, proporcionalidad e indubio pro-trabajador-.
 
Por esta razón acudo a ustedes señoras y señores miembros del Consejo para que ingresen al estudio de mi gestión y me fijen el derecho jubilatorio al cual tengo derecho de conformidad con lo estipulado en el ordenamiento jurídico, artículo 225 inciso b) de la Ley no. 7333 y de consuno con la condición actuable en mi caso del Transitorio III de la “Ley Marco de Pensiones”.
 
Asimismo, en mi petición, expuse, a través de los años la aplicación de dicha regulación transitoria no había resultado pacífica, dándose en el tiempo diversas interpretaciones. Aquí deseo detenerme por un momento para exponer lo siguiente.
 
Estimó y así lo comprenderán ustedes luego de mis razonamientos, que ese transitorio era suficientemente claro y no necesitaba ningún tipo de exégesis.
 
Obsérvese, esta normativa fijaba diáfanamente los requisitos a cumplir, a saber, años laborados con anterioridad a julio de 1992, contar con 55 años al aplicarse, y el tiempo servido que fijara el régimen jubilatorio correspondiente. 
 
Según expondré más adelante al referirme al espíritu del legislador, la versión original del mencionado transitorio sufrió dos cambios sustanciales con el único propósito de beneficiar a los trabajadores. Se eliminó de su redacción la necesidad de: contar con al menos 10 años laborados previos a 1992 y 30 años laborados cuando se actuara.
 
Por ahora, lo primordial, es concentrarse en su redacción, dado que, a la letra, estipulaba: “Aquellas personas, cuya edad para pensionarse o jubilarse quede establecida a los sesenta años y que, a la entrada en vigencia de esta Ley, sean o hayan sido servidores de los regímenes contemplados en esta norma, podrán descontar de la edad de retiro un año por cada dos de los años servidos y cotizados para la Administración Pública…”.
 
Nótese, lo que reguló fue, la facultad del trabajador de DESCONTAR DE SU EDAD DE RETIRO, UN AÑO POR CADA DOS AÑOS SERVIDOS Y COTIZADOS A LA ADMINISTRACIÓN.
 
Es claro, lo que permitió fue el descuento en la edad de retiro del servidor público, únicamente eso y ninguna otra cosa más. Nunca, posibilitó hacer un descuento al momento del cálculo de la pensión, de forma que se modificara el elemento edad en dicha fórmula de cálculo, -60 años menos el descuento resultaba desatinado- (*). No porque el Transitorio III de cita no fuera aplicable a los casos del canon 225 de la Ley 7333, -pues como se expondrá más adelante, es todo lo contrario-, se insiste, porque el transitorio de marras lo que facultaba era un descuento en la edad de retiro respecto a los 60 establecidos en la Ley 7302. Sin embargo, aquello (*) y no esto último, fue lo que por mucho tiempo se efectuó en el Poder Judicial, claro está, en contravención grosera del ordenamiento jurídico.
 
En consonancia con lo expuesto, la Procuraduría General de la República en su pronunciamiento C-088-2005 del primero de marzo de 2005, indicó: “La norma es clara y no cabe distinguir donde la ley no lo hace; esto es, que todas aquellas personas -sin distingo de régimen-, cuya edad de retiro quedó establecida en sesenta años -esto por así disponerlo la Ley Marco-. Podrían descontar de la edad de retiro un año por cada dos servidos y cotizados para la Administración…”. La negrita es suplida. 
 
Según datos de Gestión Humana de más de setecientos casos, solo unos cincuenta se habrían concedido de acuerdo con mi planteamiento, de lo cual se colige, estos son los menos y no afectan; como se ha querido hacer ver, de manera significativa el fondo de jubilaciones. Asimismo, según los propios datos de Gestión Humana, quienes podríamos obtener el derecho jubilatorio en las condiciones en las cuales el ordenamiento jurídico me faculta no alcanzamos el número de 30 personas.
 
Ahora bien, por lo desarrollado hasta aquí y se desarrollará más adelante, lo procedente de acuerdo con el ordenamiento jurídico, con apego a la literalidad de la regulación y espíritu del legislador es otorgarme mi derecho jubilatorio de consuno con lo dispuesto en el inciso b) del precepto 225 de la Ley 7333, así como al cumplir la condición regulada en el Transitorio III de la “Ley Marco”, -por lo que me debe ser actuada su consecuencia-. Así, no puede sustentarse perjuicio alguno, cuando se hace conforme a Derecho.
 
Ha de puntualizarse, solo cuando las leyes resulten oscuras o exista alguna duda en cuanto a su actuación ha de recurrirse a su interpretación. 
 
El artículo 10 del Código Civil dispone el intérprete y aplicador del ordenamiento jurídico, cuenta con varios métodos para extraer el sentido de las disposiciones jurídicas. 
 
En algunas oportunidades además tendrá que acudir a otras estipulaciones vinculadas con el significado del que se analiza. Lo cual constituye la función integradora del ordenamiento jurídico, lo cual contribuirá a develar el espíritu de la norma.
 
Por su parte, el precepto 10 de la Ley General de la Administración Pública, establece, con el propósito de delimitar los alcances de la norma cuya exégesis se realiza, ha de estimarse el fin perseguido de forma que se salvaguarden los derechos e intereses particulares. Igualmente, establece, la valoración debe efectuarse de modo integral con las regulaciones que se le relacionen (véase la sentencia de la Sala Primera no. 1031 de 11 horas 15 minutos del 31 de julio de 2014).
 
Además, la citada Cámara de Casación ha dispuesto, la interpretación normativa no puede ser tal que modifique su literalidad, espíritu o los lineamientos teleológicos que incorpora, que ha sido lo que sucedió a través de los años en el Poder Judicial. Lo que hubiere sucedido no es de mi competencia y no puede afectarme de modo alguno, en mi caso se me debe aplicar como corresponde, conforme a derecho.
 
La interpretación resulta ser un método racional usado por el operador jurídico o administrativo para desentrañar el verdadero y acertado espíritu de la estipulación, para amparar un determinado derecho o situación jurídica. Por consiguiente, dicho examen intelectivo se justifica cuando la regulación origina alguna duda en lo referido a su contenido y alcance. (Fallo de la Sala Primera no. 1536 de 9 horas 45 minutos del 14 de noviembre de 2013). 
 
De ahí, lo primordial es desentrañar el espíritu de la norma a aplicar. En lo que a los alcances o espíritu del transitorio III a la Ley no. 7302, la propia Procuraduría General de la República se ha pronunciado al respecto.
 
Como lo hizo patente en la consulta no. C-088-2005 del primero de marzo de 2005, en la cual a su vez refirió a la consulta no. C-305-2000, el propósito primordial de la promulgación del transitorio III de la Ley no. 7302, fue, el de salvaguardar los derechos de los trabajadores. 
 
Ello se desprende de las actas de la Asamblea Legislativa cuando se discutió sobre este, citados en la consulta no. C-088-2005 mencionada. La diputada Sancho Barquero, sobre el particular, expresó: “Indudablemente que el asunto que está en discusión merece un comentario importante de parte de los miembros de esta Asamblea y particularmente, a mí me interesa sobremanera el tema que se refiere a reconocer derechos adquiridos de los trabajadores. Ya en otras oportunidades había venido trabajando y exponiendo mis argumentos para defender la situación de los trabajadores que se encontraban incluidos en determinados regímenes especiales y para que ellos puedan continuar con lo que establecían esos regímenes y obtener así su pensión. Se dejó claro en varias oportunidades que era importante reconocer que los trabajadores, que los funcionarios cuando estaban en un régimen ya ellos tenían una expectativa para pensionarse con ese régimen y que por lo tanto no era conveniente, desde ningún punto de vista, obligarlos a introducirse, violenta y abruptamente en otra situación. Es decir, en todo momento he abogado por la transitoriedad, con el propósito fundamental de que el paso de una situación a otra, no se dé en forma violenta, en forma brusca, sino, como su término lo dice, en forma transitoria”. 
 
Por su parte el diputado Aguilar González, indicó: “Esta moción no es para beneficiar a unos cuantos, es para beneficiar a cien mil costarricenses que entraron a un régimen de pensiones y tienen derecho a permanecer en él y que no van a ser sujetos de un trato desigual a la ley. Porque ya la Sala Constitucional nos lo ha dicho muchas veces… esto no perjudica a nadie, sino que hace una ley más humana, más aceptable socialmente…”. 
 
Es indudable, dichos diputados fueron claros y enfáticos al respecto., siempre en aras de proteger los derechos e intereses legítimos del trabajador. Además, se eliminó de su redacción el requisito de los 30 años de servicio, así como la necesidad de haber servido por diez años antes de la entrada en vigor de tal disposición, como había sido planteado originalmente, todo con el exclusivo fin de proteger los derechos de los trabajadores. Tal como fue el caso del inciso b) del mencionado artículo 225 de la Ley no. 7333, donde se exigía como requisito en cuanto al servicio -al menos 10 años-, siendo que cuento con más de 25 años.
 
En dicha inteligencia, el procurador en la mencionada consulta concluyó: “La anterior reseña del trámite legislativo del transitorio III de la Ley n.° 7302 es útil para tener claros los alcances de esta norma y sus implicaciones respecto al tema en consulta. Al respecto, obsérvese que la versión definitiva del transitorio no exige, como sí lo hacia la propuesta original, 10 años de servicio para poder reducir proporcionalmente los sesenta años de la edad de retiro en un año por cada dos servidos y cotizados. De esa forma, todos aquellos servidores que a la entrada en vigencia de la Ley n.° 7302 (15 de julio de 1992) tuviesen dos o más años servidos y cotizados para un régimen especial de pensiones, podrán reducir, en los términos ya indicados, su edad de retiro, siempre que al momento de jubilarse cuenten, al menos con cincuenta y cinco años. Aunado a lo anterior, se desechó también de la propuesta original del transitorio, el requisito de contar con treinta años de servicio para poder optar a la jubilación, (esto no se puede pasar por alto) estableciéndose, más bien, que para poder pensionarse o jubilarse, se requerirá tener un mínimo de cincuenta y cinco años “y los años servidos que determine su régimen… Así las cosas, al quedar establecida la edad de retiro en sesenta años de edad, y mientras ésta se mantuvo, por así disponerlo el numeral 2 de la Ley Marco o bien la reforma introducida por la Ley 7333, en el caso del régimen de jubilaciones y pensiones judiciales, resulta lógico e irremediablemente necesaria la aplicación del Transitorio III de aquel cuerpo normativo, que permitía descontar de la edad de retiro un año por cada dos servidos y cotizados, con la condición de que la edad no podría ser inferior a los cincuenta y cinco”. (La negrita es suplida). 
 
Resulta indudable, en mi caso por ninguna razón se puede dejar de actuar la condición del mencionado Transitorio III de la Ley no. 7302, en relación con el inciso b) del precepto 225 de la Ley no. 7333. dado que cumplo con los presupuestos normados en dicho transitorio y tal norma.
 
Sobre el particular, la Sala Constitucional ha resuelto en lo que interesa: “…Lo relevante en cuanto a la situación jurídica consolidada, precisamente, no es que esos efectos todavía perduren o no, sino que -por virtud de mandato legal o de una sentencia que así la haya declarado- haya surgido ya a la vida jurídica una regla, clara y definida, que conecta a un presupuesto fáctico (hecho condicionante) con una consecuencia dada (efecto condicionado). Desde esta óptica, la situación de la persona viene dada por una proposición lógica del tipo “si…, entonces…”; vale decir: si se ha dado el hecho condicionante, entonces la “situación jurídica consolidada” implica que necesariamente, deberá darse también el efecto condicionado. En ambos casos (derecho adquirido o situación jurídica consolidada), el ordenamiento protege -tornándola intangible- la situación de quien obtuvo el derecho o disfruta de la situación, por razones de equidad y de certeza jurídica…”. Sentencia no. 7642-2005 de 11 horas 39 minutos del 17 de junio de 2005. Al respecto, pueden consultarse también los fallos números 2765 de 15 horas 03 minutos del 20 de mayo de 1997 y 1119-1990 de 14 horas del 18 de setiembre de 1990, sea, que desde los inicios del Tribunal Constitucional ha tenido claro los alcances del derecho adquirido y la situación jurídica consolidada. Esta última la cual resulta aplicable en mi caso concreto, dado que al cumplir las condiciones de la norma transitoria, se me debe aplicar la consecuencia dada, -efecto condicionado-, descuento en mi edad de retiro de un año por cada dos años servidos y cotizados antes de 1992.
 
Además, como se constata, en forma alguna la Procuraduría General de la República ha aludido a la necesidad de contar para su aplicación con treinta años de servicio, si no que ha mencionado los años servidos que determine el régimen a actuar. Una interpretación de dicho tipo contraviene abiertamente el espíritu del legislador y conlleva imponer un requisito no contemplado normativamente, lo cual quebranta el principio de legalidad administrativo, principio rector en el ámbito de la Administración y el cual no puede pasarse por alto sin vulnerar derechos constitucionales fundamentales, como lo son el de igualdad, proporcionalidad, razonabilidad e indubio pro-operario o trabajador. 
 
Ejemplo claro de esto lo constituía la normativa vigente en aquel entonces que se actuaba a los funcionarios judiciales. A diferencia de la Ley derogada hace cerca de un año (preceptos 224 y 225 de la Ley no. 7333, vigente desde el primero de enero de 1994,- previo a su reforma-), en su predecesora (Ley no 6869 del 9 de noviembre de 1983) existía una sola disposición (cardinal 231), donde se regulaba lo relativo al tema de la jubilación. Lo anterior denota, las distintas posibilidades de acceder a la jubilación no pueden estimarse como ordinarias y extraordinarias, si no únicamente según se dijo, como distintas formas de jubilarse, a saber, con la jubilación completa (años servidos y edad), o bien, con una jubilación proporcional (retiro facultativo, ya que el funcionario puede acogerse a una jubilación proporcional), sea porque se alcanzan los años de servicio (30) o la edad, como en mi caso (60 años con el descuento del 2X1). 
 
De la letra del transitorio III de la Ley no. 7302, se tiene que son tres los requisitos para acceder a su actuación: contar con al menos 55 años (tengo 57), haber servido tiempo con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley no. 7302 (laboré por más de siete años antes de la entrada en vigencia de la Ley no. 7302, desde enero de 1985 a julio de 1992) y por último contar con los años que fije el régimen al que se pertenece (que para el caso de la jubilación proporcional y facultativa, es de 10 años y yo cuento con más de 25 años de servicio (sumando los laborados en el Poder Judicial a los reconocidos). 
 
Nótese, el Transitorio III de modo alguno fija 30 años de servicio, -como se ha interpretado erróneamente-, sino que alude al lapso que indique el régimen con sustento en el cual se acoja a la jubilación, que en mi caso son 10 años, de acuerdo con lo dispuesto en el inciso b) del artículo 225 de la Ley no. 7333. 
 
Al respecto, según se desarrollará más adelante la Corte Plena en su oportunidad, dispuso la limitación de la edad, refiriéndose a los 60 años y 30 años de servicio, lo era únicamente para el caso de las jubilaciones que denominó ordinarias; ya que para las que nombró extraordinarias, el derecho jubilatorio se adquiría a los 55 años, de acuerdo a la Ley Orgánica del Poder Judicial, así como al menos 10 años de servicio. Lo cual resultaba conteste con el espíritu del legislador, que para la época, era conocido por las altas esferas de la Institución; el cual no puede cambiar con el paso del tiempo, dicho espíritu no se encuentra sujeto a interpretación, ni resulta vulnerable a los cambios actuariales sufridos por el Fondo de Pensiones. Esto porque lo que motivó al legislador fue un aspecto histórico, social, fáctico y jurídico e invariable, que los condujo a dictar la norma como lo hicieron, por lo que se insiste, resulta inquebrantable.
 
Al tomarse los acuerdos que dejaron sin aplicación el Transitorio III de marras, se ha incurrido, a efectos de motivarlos en el yerro de referir a dictámenes, resoluciones, y/o pronunciamientos de distintos despachos judiciales, de la Procuraduría General de la República y de la SUPEN, pero, sin un fundamento claro y concreto por parte del Consejo, no al menos en lo que al caso que planteo.
 
Además, se alude a distintos instrumentos en los cuales se señala, dicen algo, que no desarrollan, como lo pertinente a los 30 años de servicio, ya que la Procuraduría no ha referido a ello, y si la Auditoría Judicial o la Dirección Jurídica aluden a ello lo hacen infundadamente.
 
También, se ha mencionado lo dicho por la Superintendencia General de Pensiones, pero, como mera referencia, porque no encuentro motivación alguna al respecto, lo que hacen es desarrollar una falacia de autoridad, cuando afirma no resulta posible aplicar el Transitorio III junto con el artículo 225 de la Ley 7333, lo cual no resulta válido al momento de sustentar una resolución administrativa.
 
Ha de hacerse notar, contrario a lo indicado por esa Superintendencia, el inciso b) ibid. Tienen su génesis en el Transitorio III a la “Ley Marco de Pensiones”, ello ya que, aunque en el canon que le antecede, la edad de retiro se estableció en 62. No obstante, cuando se regula el retiro facultativo y proporcional se fijó en 60, precisamente porque unos dos años antes, mediante la “Ley Marco de Pensiones” la edad de retiro se había aumentado a esos 60 años, y el citado transitorio de se dictó con el fin exclusivo de que a las personas quienes cumplían sus condiciones descontaran de esa edad de retiro, un año por cada dos laborados antes de 1992. Así, resulta claro, el cardinal 225 de la Ley 7333, tuvo su origen y/o inspiración en el Transitorio III de marras, -siendo ese el espíritu del legislador-, contrario a la infundada y aventurada postura de la SUPEN.
 
Ha de adicionarse, resulta peligroso y contra legem lo externado por la citada Superintendencia, dado que no se pueden hacer excepciones donde la ley no lo hace, faculta o dispone, como es el caso de estudio. Nótese, no hay disposición alguna que preceptué el Transitorio III no se aplica en conjunto con el artículo 225 de la Ley 7333. Ello, atenta contra el principio de legalidad administrativo y acarrea responsabilidad a quien actué de dicha forma. En consecuencia, en este caso no resulta factible acudir a interpretación de ningún tipo de exégesis para fundamentar dicha exclusión y de hacerse se sustituiría al legislador en su tarea de interpretación autentica de la ley.
 
De ahí, en mi caso concreto, según la concatenación factico-jurídica que he realizado, al aplicárseme el Transitorio III de la “Ley Marco de Pensiones” en asocio con el inciso b) del artículo 225 de la Ley 7333, se me debe aplicar el descuento de tres años en la edad de mi retiro, según lo establecía el citado transitorio. 
 
En consecuencia, al cumplir la edad de 57 de años el cuatro de junio del presente años, me hice acreedor al derecho a jubilarme bajo las condiciones dispuestas en las citadas normas.
 
No resolverlo de dicha forma, como en derecho corresponde, conlleva una flagrante vulneración al ordenamiento jurídico, -Derecho de la Constitución-, en los principios de legalidad, igualdad, proporcionalidad, razonabilidad e indubio pro-trabajador.
 
Además, desde ya hago patente mis dudas acerca de la vinculatoriedad de las resoluciones de esa Superintendencia en cuanto al Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial, al menos en lo que se refiere a la interpretación falaz que efectuó sobre la aplicación del Transitorio III de la “Ley Marco de Pensiones”. En todo caso, al carecer lo dispuesto por la SUPEN de motivación no pueden afectar mi situación jurídica consolidada, ni mi derecho a jubilarme de acuerdo el ordenamiento jurídico que corresponde, según los hechos y derecho expresados.
 
[bookmark: _Hlk7604849]De conformidad con lo dispuesto en el inciso b) del artículo 225 de la LOPJ (derogado), en asocio con lo estipulado en el Transitorio III de la “Ley Marco de Pensiones” aplicables a mi caso, -por estar dentro de los 18 meses dispuestos en la norma transitoria que reformó el régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial-, para acceder a la jubilación proporcional el requisito es contar con al menos 10 años de laborar para el Poder Judicial. Igualmente, dicho apartado faculta al retiro facultativo al cumplir la edad de retiro, aunque no se tengan los 30 años de servicio. Requerirlo de dicha forma vulnera el principio de legalidad (artículos 11 de la Constitución Política y 11 de la Ley General de la Administración Pública). E implicaría actuar contra legem, al exigir un requisito no contemplado en la Ley. Recuérdese, de consuno con lo estipulado en el mencionado canon 225, puede accederse a la jubilación facultativa, sea porque se alcanzan los 30 años de servicio -inciso a)-, cuyo cálculo se realizaría proporcionalmente a los años servidos, o bien, al llegar a la edad de 60 años - inciso b)-, en proporción a los años servidos, con lo que la pensión no es completa.
 
Pareciera, lo que han entendido las distintas instituciones, dependencias y órganos internos como externos al Poder Judicial, solo existe el inciso a) del citado cardinal 225, -30 años de servicio- ya que los exigen para la pensión proporcional del inciso b), -que no tiene como requisito, esa cantidad de años servidos-. Lo peor en conjunto con los 60 años de servicio, según la exégesis falaz de la SUPEN, como si se tratara de la jubilación completa del precepto 224 que le precede. Así una vez más, resulta diáfano el quebranto al principio de legalidad y la resolución contraria a derecho al exigir ambos requisitos edad y años servidos, cuando le regulación contiene dos apartados separados y disimiles.
 
Por consiguiente, mi situación, es “singular”, y se encuentra contemplada en la condición del Transitorio III y lo estipulado en el inciso b) del artículo 225 de marras, ya que con el descuento normado en el Transitorio III de la Ley no. 7302, alcancé la edad de 60 años requerida para jubilarme, -al cumplir mis 57 años (con los tres de descuento)-. Asimismo, tengo más de 55 años, tiempo laborado y reconocido en el Poder Judicial antes de agosto de 1992 (más de siete años), así como más de diez años de servicio en la Institución -más de 25 años-, motivo por el cual puedo acogerme a la jubilación facultativa y proporcional a la que el ordenamiento jurídico me otorga derecho. La denegación de ese derecho y el desconocimiento de mi situación jurídica consolidada -su condición-, comportaría una actuación contra legem, abiertamente arbitraria y contraria al derecho de la constitución. Ninguna consulta, dictamen, directriz, ni reglamento pueden oponerse al ordenamiento jurídico a fin de negarme mi derecho. 
 
La Corte Plena en el año 1992, sesión no.49-92 del 7 de octubre de 1992, artículo XVII, tuvo claro, de acuerdo con el ordenamiento jurídico al expresar: “…Por otra parte, como la limitación de la edad lo es sólo para las jubilaciones ordinarias, en el caso de las extraordinarias regirán los 55 años que para ellas dispone la Ley Orgánica del Poder Judicial, que en todo caso no pueden obtenerse con menos de 10 años de servicio…”.
 
Lo anterior sustenta mis alegaciones en cuanto a que, en mi caso, para jubilarme requiero tener al menos 10 años de servicio, -o reconocidos- en el Poder Judicial y cotizados, -cuento con más de 25 años-, nunca los 30 de servicio que de un tiempo para acá se han venido exigiendo, sin ningún tipo de sustento normativo.
 
Debe quedarle claro a este Consejo, contrario a lo que parece entender la Dirección de Gestión Humana y algunos otros órganos y dependencias internos y externos al Poder Judicial, la aplicación a mi persona de la condición del Transitorio III de la Ley no. 7302, no significa, que pretendo jubilarme a su amparo, si no como lo he expuesto con claridad, lo hago con fundamento en el inciso b) del precepto 225 de la Ley 7333.
 
En lo concerniente a los precedentes administrativos, la Sala Primera ha dispuesto, aunque constituyen un parámetro a ser tomado en cuenta en los motivos del acto. Sin embargo, no imposibilitan un cambio de criterio mientras este sea fundamentado. (Sobre el particular consúltese la sentencia no. 1039 2012 de 11 horas del 24 de agosto de 2012). Por consiguiente, la Administración puede variar lo que ha venido resolviendo, siempre que lo haga de forma motivada. Se insiste, contrario a lo dicho como razón para denegar mi jubilación, no existe ningún criterio de la Procuraduría General de la República, donde se haya establecido como requisito para optar por la jubilación facultativa -proporcional-, regulada en el inciso b) del artículo 225 citado, contar con 30 años de servicio, ello ha sido una errónea interpretación de la Auditoría Judicial, Gestión Humana y Dirección Jurídica, que han llevado a error al Consejo Superior que ustedes conforman en la actualidad. 
 
En todo caso si fuera así, lo ha sido con un indudable quebranto del ordenamiento jurídico, he recalcar, el Transitorio III de la “Ley Marco”, aludió solo a la posibilidad de descontar a la edad de retiro un años por cada dos laborados antes de 1992, que en mi caso al sobrepasar los siete años servidos desde 1985, me hacen acreedor a un descuento de 3 años en mi edad de jubilación, sea que de conformidad con lo regulado en el cardinal 225, inciso b) de la Ley 7333, adquirí mi derecho al cumplir los 57 años de edad, el pasado 4 de junio.
 
Las actuaciones administrativas atentan contra mi situación jurídica consolidada, porque al cumplir la condición del mencionado transitorio, entonces se me debe actuar la consecuencia dada, -efecto condicionado-. 
 
De no procederse conforme en Derecho corresponde, toda actuación resulta contraria al ordenamiento jurídico, -principios de: legalidad, seguridad jurídica, razonabilidad, proporcionalidad, legalidad, igualdad e indubio pro-trabajador. Asimismo, en mis circunstancias vulneran mi derecho y situación jurídica consolidada, como lo he argumentado. 
 
Ruego resolver conforme a Derecho”.
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Sobre la gestión presentada ante este Órgano, es menester señalar que, la Sala Constitucional en resolución de las trece horas y cinco minutos de veintidós de febrero de dos mil diecinueve del expediente 18-007819-0007-CO, respecto al agotamiento de la vía administrativa en el tema de jubilaciones y pensiones en el Poder Judicial, dispuso lo siguiente: 
 
“Igualmente, lo único que la acción suspende en vía administrativa es el dictado de la resolución final en los procedimientos tendentes a agotar esa vía, que son los que se inician con y a partir del recurso de alzada o de reposición interpuestos contra el acto final, salvo, claro está, que se trate de normas que deben aplicarse durante la tramitación, en cuyo caso la suspensión opera inmediatamente”. (Subrayado pertenece al original).
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En línea con lo anterior, la Dirección Jurídica mediante oficio DJ-718-2019 del seis de marzo del año en curso, estableció los alcances de esta suspensión, señalando que:

“Es importante acotar que, según disposición de la Sala Constitucional sobre los efectos jurídicos de la interposición de la acción, ésta no suspende la vigencia de las normas impugnadas; sin embargo, el aviso publicado en el Boletín Judicial sólo afectara los procesos judiciales pendientes en los cuales se discuta la aplicación de lo impugnado, advirtiendo que lo único que no puede hacerse en dichos procesos, es dictar sentencia o bien, el acto en que haya de aplicarse lo cuestionado en el sentido en que lo ha sido. Asimismo, hace saber la autoridad constitucional que, lo único que la acción suspende en vía administrativa es el dictado de la resolución final de los procedimientos tendentes a agotar esa vía, que son lo que se inician con y a partir del recurso de alzada o de reposición interpuestos contra el acto final, salvo, claro está, que se trate de normas que deben aplicarse durante la tramitación, en cuyo caso la suspensión opera inmediatamente.”
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Asimismo, este órgano mediante acuerdo tomado en la sesión N° 66-19 celebrada el 24 de julio de 2019, tuvo por rendido el informe N° DJ-2257-2019 del 11 de julio de 2019, solicitado al máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico, en sesión N° 45-19, celebrada el 17 de mayo de 2019, artículo XXIV; relacionado con el agotamiento de la vía administrativa en cuanto a la labor de este órgano en las solicitudes de jubilación y pensión o cualquier otra gestión. Siendo que, el citado informe señala:

“Que a la fecha es el Consejo Superior por disposición del transitorio I de la ley 9544 el órgano que funge en este sentido como administrador hasta el establecimiento de la Junta Administrativa.
 
Por lo anterior, los efectos prácticos de la publicación de la medida de suspensión se refieren a pausar las resoluciones finales en fase recursiva que tenga que hacer el órgano superior como máximo jerarca en los casos que exista alguna impugnación sobre el acto que otorgue o deniegue la solicitud de jubilación o pensión basada en la normativa a examen constitucional, pues en estos casos efectivamente existe un agotamiento de la vía administrativa tal como lo señaló la Sala Constitucional.
 
Dado lo anterior, nada impide que el Consejo Superior dicte actos finales del respectivo procedimiento jubilatorio, en el entendido de que si se entrare a la fase recursiva en contra del indicado acto final, no sería posible resolver un acto firme, hasta tanto no se resuelva la acción de inconstitucionalidad.” (Subrayado pertenece al original).”
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Por tanto, de conformidad con la disposición de la Sala Constitucional y el criterio jurídico establecido por la Dirección Jurídica, este Consejo Superior se ve imposibilitado para conocer recursos en alzada sobre asuntos relacionados con jubilaciones y pensiones y por ende, agotar la vía administrativa en esta materia.

Por lo antes expuesto y en razón de que la resolución del presente asunto produciría el agotamiento de la vía administrativa, por mayoría se acordó: 1.) Suspender el conocimiento del recurso de reconsideración interpuesto por el licenciado Humberto Brenes Barahona, Profesional en Derecho 3B de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, contra el acuerdo tomado por este Consejo en sesión N° 64-19 del 18 de julio de 2019, artículo XXVII, hasta tanto la Sala Constitucional resuelva lo pertinente a la Acción de Inconstitucionalidad dentro del expediente 18-007819-0007-CO. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del licenciado Humberto Brenes Barahona.

El integrante Carlos Montero Zúñiga vota por que el Consejo no conozca los asuntos referentes a la Administración del Fondo, debido a que considera que el Consejo Superior perdió la competencia para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018. Y que la norma no previó una extensión del plazo. Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley. La Dirección de Gestión Humana tomará nota para los fines correspondientes.”
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El licenciado Humberto Brenes Barahona, Profesional en Derecho 3B de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, mediante correo electrónico del 16 de diciembre de 2022, remitió:
“Mediante oficio no. 9132-19 del 9 de setiembre de 2019, de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia, se me informó, en sesión no. 74-19 del Consejo Superior del Poder Judicial, celebrada el 21 de agosto de 2019, artículo II, —documento N° 8487-19 / 9826-19. se acordó en lo que interesa: “1.) Suspender el conocimiento del recurso de reconsideración interpuesto por el licenciado Humberto Brenes Barahona, Profesional en Derecho 3B de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, contra el acuerdo tomado por este Consejo en sesión N° 64-19 del 18 de julio de 2019, artículo XXVII, hasta tanto la Sala Constitucional resuelva lo pertinente a la Acción de Inconstitucionalidad dentro del expediente 18-007819-0007-CO. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del licenciado Humberto Brenes Barahona”.

Dado que dicha acción de inconstitucionalidad fue resuelta por la Sala Constitucional mediante sentencia no. 11957-2021, de 17 horas del 25 de mayo de 2021, solicitó se sirvan resolver el mencionado recurso de reconsideración, dado que corresponde ahora a esa Junta conocer y decidir sobre la materia de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial.

Debido al tiempo que se ha extendido el conocimiento de dicha impugnación, solicito a tan digno Órgano Colegiado se sirvan resolver a la mayor brevedad posible, conforme en Derecho corresponde.”
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Manifestaciones de los integrantes:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán señala que, comprende lo que el señor desea, pero a la Junta, este tema no le ha sido trasladado, sino que, entiende, es el Consejo el que suspende conocer o resolver el recurso, y solicita se le ayude a aclarar este aspecto porque, cree que la competencia actual es una cosa, pero el recurso, en su momento, lo recibió el Consejo Superior, y su resolución queda suspendida por una acción que, al parecer, es la que indica don Humberto. Y señala que estos son los limbos legales que quedan en las gestiones similares, pero que, en mi humilde parecer, debe existir un acuerdo del Consejo Superior, donde conozca el tema y se declare la competencia de la otra instancia, en este caso, de la JUNTA. Además, menciona que, al estarse frente a un tema de derechos, y siendo necesario valorar y aplicar la normativa que corresponda, si la Junta se abocara a resolver el recurso, se requerirá el concurso de la Asesoría Jurídica de la JUNTA, y que su posición, es que este tema debe ser atendido por el Consejo Superior, resolver lo que esa instancia considere oportuno valorando el acuerdo al que hace mención el señor Brenes Barahona, porque, con lo visto aquí, no hay una declaratoria o acuerdo del Consejo Superior, que justifique el no conocer o no resolver recurso.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de la comunicación suscrita por el licenciado Humberto Brenes Barahona, Profesional en Derecho 3B de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, y previamente a resolver lo que corresponda, trasladar a la Dirección de la JUNAFO, para que, en conjunto con la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, analicen y remitan un informe sobre lo indicado por el licenciado Brenes Barahona.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc122682412]ARTÍCULO XXV
Documento N° 1141-2022
La licenciada Alejandra Azofeifa Ureña, Fiscalizadora, y la licenciada Ruth Houed Caamaño, Asistente Técnica, ambas del Área de Investigación para la Denuncia Ciudadana de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República, mediante oficio N° DFOE-DEC-4357 del 08 de diciembre de 2022, comunicaron:
“La Contraloría General de la República recibió una denuncia respecto a una presunta irregularidad relacionada con el pago de dietas otorgado a una regidora municipal, jubilada del Poder Judicial por incapacidad absoluta y permanente desde el año 1996, siendo que sobre el caso particular, solicita un criterio sobre la procedencia del pago de dietas de conformidad con la normativa vigente.

Ante este panorama, una vez valorada la gestión y según se conversó con el Lic. Eduardo Chacón Monge, se considera que el asunto que se pone en conocimiento hace referencia a materia cuya competencia prevalente recae sobre esa Junta Administradora, y por ende, procede al direccionamiento de la presente gestión. Así las cosas, se le remite la citada denuncia que consta de cuatro documentos en formato PDF, con el propósito de que sea valorada y de ser el caso, se ejecuten todas las acciones correspondientes para su debida e integra atención, desde luego, en el marco de sus competencias.

Una vez concluido el estudio, se deberá informar los resultados pertinentes a las instancias que correspondan y al denunciante – esto último cuando y en lo que proceda – a la dirección electrónica señalada como medio para recibir notificaciones. Además, se le indica que podrá prescindir de la comunicación a esta Contraloría General de los resultados y/o acciones finales en las que desemboque el trámite de la gestión remitida.

Este direccionamiento se da con fundamento en el artículo 11 de los “Lineamientos para la atención de denuncias planteadas ante la Contraloría General de la República[footnoteRef:2]”, el cual señala lo siguiente: [2:  1 Resolución del Despacho Contralor R-DC-82-2020, publicada en el diario oficial La Gaceta 266 del 5 de noviembre de 2020.
] 


“(...) Artículo 11.- Análisis de admisibilidad. (...) / En caso de que los hechos denunciados sean competencia de otra instancia, se advertirá así a la persona denunciante y se archivará la gestión. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 17 del Reglamento a la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública (ley N.° 8422), de resultar pertinente se podrá canalizar la gestión al competente. (...) ”. (El resaltado corresponde al original).

Finalmente, se le insta a guardar las previsiones contenidas en los numerales 6° de la Ley General de Control Interno, Nro. 8292 y 8° de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, Nro. 8422, en torno al resguardo de la confidencialidad en el manejo de la documentación y la identidad del denunciante.

Aunado a los citados artículos, se recalcan los numerales 10 y 18 del Reglamento a la Ley contra la Corrupción y Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, 2 en los cuales se indica que el denunciante tendrá derecho a que su identidad sea protegida, en todo momento, desde la interposición de la denuncia, así como durante y luego de concluido el proceso de investigación.”

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota del oficio N° DFOE-DEC-4357 del 08 de diciembre de 2022, suscrito por la licenciada Alejandra Azofeifa Ureña, Fiscalizadora, y la licenciada Ruth Houed Caamaño, Asistente Técnica, ambas del Área de Investigación para la Denuncia Ciudadana de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República, y trasladarlo a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, para que realice el respectivo estudio e informe a esta Junta, sobre la demanda recibida ante la Contraloría General de la República.
La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo que corresponda.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
ARTÍCULO XXVI
Documento N° 11-2023
El señor Miguel Ángel García Martínez, Jubilado Judicial, mediante nota recibida el 12 de diciembre de 2022, presentó la siguiente gestión:
“Se le saluda cordialmente y a la vez se le solicita aclarar el oficio: N. 0424-DJA-2022, esto puesto que la ley 9796 del año 2019, que es la ley para redimensionar o rediseñar la contribución solidaria obligatoria especial, claramente en su artículo 1, refiere que es en relación al régimen de pensiones del Poder judicial, referido en la Ley Orgánica del Poder Judicial, N. 8 de 1937, por su parte el artículo: 2, de dicha ley, refiere que el ámbito de aplicación (es decir espacio o marco en que surtirá efectos esta le)y es en lo atiente a la Ley Orgánica del Poder Judicial N. 8 de 1937, por último se reforma en la ley N. 9796, en su artículo 7, la Ley Orgánica del Poder Judicial, N. 8 de 1937. Así las cosas, dado que yo me pensioné en el año 2015, con el régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial que se creó en la ley 7333 del año 1993, es a dicho régimen de jubilaciones y sus reformas al que hay que atender para establecer el monto y la contribución obligatoria que me corresponde pagar, la obligatoria (común) y la contribución obligatoria especial. La Junta no puede, extender, mutuo propio, o aplicar efectos de la ley 9796, del año 2019, a mi persona, a lo sumo puede y debe aplicar la ley 9544 del año 2018, que vino a crear un nuevo régimen de pensiones, así como el artículo 236 y 236 bis, que se refieren en este oficio. Dichos numerales están vigentes y no han sido derogados. La ley 9796 es clara al indicar que la misma tiene efectos para las personas que adquirieron su derecho, o están en el régimen de jubilación de la Ley Orgánica del Poder Judicial, N. 8 de 1937; ese es su ámbito de aplicación (ver los artículos citados de la ley 9796, en especial artículo 2). La ley 9796 del año 2019, según ella misma lo indica, tiene su ámbito de aplicación (efectos) en el régimen de jubilaciones dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial, N. 8, de 1937, tan sólo. No es posible extender su campo de aplicación (por interpretación) al régimen de jubilaciones dispuesto en la Ley Orgánica del Poder judicial N. 7333 del año 1993 y sus reformas; o a la reforma integral del régimen, efectuado por ley 9544 del año 2018. 

Así las cosas, en primer lugar, me parece, que la cita de la ley 9796 del año 2019, expuesta en su oficio, no resulta procedente, por no ser la misma aplicable, y tener su campo de efectividad en donde expresa y claramente la ley indica. Creo necesario que me aclare esto. Sea, porqué la Junta aplica y cobra conforme la ley 9796 la “contribución obligatoria especial y solidaria” a ciertos jubilados, que se jubilaron con un régimen al que dicha ley no es aplicable?. Esto obedece a una interpretación no procedente. Ruego revisar este punto. Parece que están cobrando una contribución (o tributo) mayor al que dispone la ley. 2 

En segundo lugar, en el oficio de marras, se afirma en el oficio de comentario, que la contribución obligatoria común, y la contribución obligatoria especial, constituyen contribuciones al fondo, no son tributos. Ello, claramente, violenta lo dispuesto en el fallo de la Sala, último, referente al régimen de jubilaciones del Poder Judicial, en que afirma que ambos constituyen tributos, e incluso, en virtud de ello, declaró inconstitucional el párrafo en que el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el que se afirma que la Junta, previos estudios técnicos (actuariales) y autorización de la SUPEN, puede variar factores tales como edad de retiro, o montos de contribuciones, estableciendo que ello sólo puede hacerse por ley (son tributos). Ver resolución de la Sala Constitucional N. 2021011957, del expediente: 18-007819-007-CO. 

Reitero, con todo respeto, que creo merezco una explicación, que es necesario aclarar estos aspectos. 

Al referir la Sala que constituyen las contribuciones dichas “tributos”, su jurisprudencia es vinculante, erga omnes, por lo que no puede venir a contradecir, en mi criterio, la Junta, o su administrador, dicho fallo, afirmando que no son tributos, como se hace en el oficio multicitado. Tal vez ello obedece a que pregunté: ¿Cuál es la norma o ley, concreta, que faculta a la Junta a recaudar tales tributos (sea la contribución obligatoria solidaria común y la contribución obligatoria solidaria especial?. Ya la Junta había dicho que no hay norma que les faculte a cobrar o deducir tributo alguno, ahora, en contra del pronunciamiento de la Sala Constitucional, dice que no son tributos, todo para evadir la respuesta y afirmar que la ley, en el artículo 239 inciso C, les faculta a hacerlo, sea a deducir las cotizaciones (que lo que deducen son cotizaciones y no tributos, por tanto, están facultados). 

Evidentemente, si son tributos, la interpretación debe ser restrictiva, de donde no cabe aplicarse, o cobrarse un monto por un tributo a personas que no corresponde, por ley, el mismo, sino otro. 

Yerros, o mentiras, no sé. Por lo menos pido claridad en la explicación, merezco ello, como “cliente”, según la Junta, de la misma y como persona que es jubilada y contribuye a pagar los gastos de administración. 

Agradeciendo la comunicación del recibido de la presente, así como la contestación en los términos de ley, a mi correo …”
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En relación con lo anterior, el licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante oficio N° 0001-AJ/DJA-2023 del 9 de enero de 2023, comunicó:
“En atención a la nota presentada por el señor Miguel García Martínez, recibida en la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), el día lunes 12 de diciembre de 2022, esta Asesoría Jurídica procede a realizar el siguiente análisis, en aras de aclarar lo solicitado por el gestionante.

1.- Sobre la gestión:

A manera de resumen, el señor Miguel García Martínez, expone en su escrito las siguientes interrogantes:

Indica que, al jubilarse en el año 2015, lo que le aplica es lo normado en la Ley N° 7333 (Reforma Integral a la Ley Orgánica del Poder Judicial) y no lo regulado en la Ley N° 8 (Ley Orgánica del Poder Judicial), por ende, las modificaciones realizadas en la Ley N° 9796 (Ley para rediseñar y redistribuir los recursos de la contribución especial solidaria), solo son vinculantes a la Ley N° 8, en razón de que, en su texto, modifica únicamente a esta última.

· Menciona que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, está creando un impuesto ilegal al aplicar la contribución especial solidaria, y que de conformidad con la sentencia N° 2021011957 emitida por la Sala Constitucional, es una práctica que está prohibida, debido a que ese voto eliminó del artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial el siguiente párrafo: “Con base en el resultado de los estudios actuariales, y con autorización de la Superintendencia de Pensiones, la Junta Administrativa podrá modificar los parámetros iniciales establecidos en esta ley respecto de los requisitos de elegibilidad, el perfil de beneficios, así como los aportes y las cotizaciones de los servidores judiciales y de las jubilaciones y las pensiones previstos en la ley, siempre que esto sea necesario para garantizar el equilibrio actuarial del Régimen”.

Es menester mencionar que la gestión presentada por el señor García Martínez, fue valorada a cabalidad, el anterior resumen se presenta con la finalidad de puntualizar los elementos que se desarrollaran en el presente escrito.

2.- Antecedentes relevantes:

Es importante recalcar que la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en otras oportunidades le ha brindado respuesta al señor Miguel García sobre el presente tema, véase los siguientes oficios:

Oficio N° 0051-DJA-2022.




Oficio N° 0055-DJA-2022.




Oficio N° 0424-DJA-2022.




3.- Sobre el análisis de fondo:

a.- Alcances de la aplicación de la Ley N° 9796 (Ley para rediseñar y redistribuir los recursos de la contribución especial solidaria).

El señor Miguel García Martínez, expone en su escrito, la disconformidad en cuando a la actuación por parte de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial -entiéndase su aparato administrativo-, de aplicarle la Ley N° 9796 denominada “Ley para rediseñar y redistribuir los recursos de la contribución especial solidaria”, debido a que en su texto integral indica que se reforma el inciso a) del artículo 236 bis de la Ley N.º 8, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 29 de noviembre de 1937, y el gestionante se mantiene en la posición de que esa ley es distinta a la Ley N° 7333 denominada Reforma Integral a la Ley Orgánica del Poder Judicial, sin embargo, esta Asesoría Jurídica está en desacuerdo con la interpretación presentada por el gestionante, debido a que la Ley N° 8 y la Ley N° 7333 siguen siendo la misma, únicamente que una reforma la otra, en decir, no se trata de leyes diferentes, se trata de la misma ley. Bajo este orden de ideas, como se puede observar en el artículo 1 de la Ley 7333 denominada “Reforma Integral a la Ley Orgánica del Poder Judicial”, indica textualmente “Modifícase la Ley Orgánica del Poder Judicial, N° 8 del 29 de noviembre de 1937 y sus reformas …”, es decir, nunca derogó la Ley N° 8, solo la modificó, por ende, sigue tratándose de la misma Ley Orgánica del Poder Judicial. 

Bajo esta inteligencia, si una nueva reforma de ley indica que es vinculante a la Ley N° 8 o a la Ley N° 7333, debe interpretarse que se trata del mismo cuerpo normativo, entiéndase la Ley Orgánica del Poder Judicial, debido a que conforman un mismo texto. 

Por esto, es imperativo recalcar la voluntad del legislador, al aprobar en la Ley N° 9796 denominada “Ley para rediseñar y redistribuir los recursos de la contribución especial solidaria”, lo siguiente:

ARTICULO 1- Objeto de la ley. El objeto de esta ley es contribuir con las finanzas públicas del país aplicando un rediseño de los topes de pensión máxima y de la pensión exenta de la contribución especial solidaria establecida sobre los regímenes de pensiones especiales contenidos en los artículos 3 de la Ley N.º 9383, Ley Marco de Contribución Especial de los Regímenes de Pensiones, de 29 de julio de 2016; 236 bis de la Ley N.º 8, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 29 de noviembre de 1937 y en el artículo 71 de la Ley N.º 2248, Ley de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, de 5 de setiembre de 1958, que contemplan los regímenes del Poder Judicial y el Magisterio Nacional, respectivamente. (El subrayado en negrita se adiciona).

ARTÍCULO 2- Ámbito de aplicación. Esta ley se aplicará a los regímenes de pensiones establecidos en las siguientes leyes:

(…)

d) La Ley N.º 8, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 29 de noviembre de 1937. Esta ley no será aplicable a las personas cubiertas por el régimen de Invalidez, Vejez y Muerte que administra la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS). (El subrayado en negrita se adiciona).

ARTÍCULO 4- Pensión máxima universal exenta de la contribución especial solidaria. Todas aquellas jubilaciones, pensiones unitarias o las multipensiones derivadas de los regímenes contributivos y no contributivos incluidos en el artículo 2 de esta ley, salvo las complementarias que están reguladas en la Ley N.º 7983, Ley de Protección al Trabajador, de 16 de febrero de 2000 y cualquier otra complementaria que exista en la Administración Pública, conferidas a una misma persona por causas legales distintas, que superen los montos que se dirán, según el régimen salarial público al que pertenezcan, estarán sujetas a la contribución especial solidaria creada mediante las leyes indicadas en los artículos 1 y 2 de la presente ley.

Los montos exentos de la contribución especial solidaria son los siguientes:

(…)

b) Hasta los seis (6) salarios base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial para el caso de las pensiones y jubilaciones contempladas en la Ley N. º 8, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 29 de noviembre de 1937.

ARTÍCULO 7- Reforma del inciso a) del artículo 236 bis de la Ley N.º 8, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 29 de noviembre de 1937 (El subrayado en negrita se adiciona).

Se reforma el inciso a) del artículo 236 bis de la Ley N.º 8, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 29 de noviembre de 1937. El texto es el siguiente:

Artículo 236 bis- Contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados

Además de la cotización común establecida en el artículo anterior, los pensionados y los jubilados, cuyas prestaciones superen los montos que se fijarán, contribuirán de forma especial, solidaria y redistributiva, de acuerdo con la siguiente tabla:

a) Sobre el exceso del monto de seis (6) salarios base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial y hasta por el veinticinco por ciento (25%) de dicho tope, contribuirán con el treinta y cinco por ciento (35%) de tal exceso.

Como se puede observar en el texto, es claro que la intención del legislador es aplicar los alcances de la Ley N° 9796 al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como a sus beneficiarios, esto se ratifica en el artículo 7, en donde reforma textualmente el artículo 236 bis de la Ley Orgánica del Poder judicial, -ya sea Ley N° 7333 o Ley N° 8- considerando que es el mismo cuerpo normativo, según se desarrolla líneas atrás.

b.- Sobre la aplicación de la contribución especial solidaria.

El señor García Martínez expone que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, está creando un impuesto ilegal al aplicar la contribución especial solidaria, y que de conformidad con la sentencia N° 2021011957 emitida por la Sala Constitucional, es una práctica que está prohibida. Al indicar que se derogó el siguiente párrafo del artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial:

“Con base en el resultado de los estudios actuariales, y con autorización de la Superintendencia de Pensiones, la Junta Administrativa podrá modificar los parámetros iniciales establecidos en esta ley respecto de los requisitos de elegibilidad, el perfil de beneficios, así como los aportes y las cotizaciones de los servidores judiciales y de las jubilaciones y las pensiones previstos en la ley, siempre que esto sea necesario para garantizar el equilibrio actuarial del Régimen”.

Es importante aclarar que la JUNAFO en ningún momento, ha realizado alguna actuación conforme a los lineamientos de ese párrafo derogado, el órgano tiene conocimiento de dicha derogatoria desde el momento en que la estimable Sala Constitucional notificó la resolución supracitada.

En el presente oficio, quedó demostrado que la Ley N° 9796 denominada “Ley para rediseñar y redistribuir los recursos de la contribución especial solidaria”, aplica a la Ley N° 8 y a la Ley N° 7333, debido a que las dos conforman el mismo cuerpo normativo, entiéndase Ley Orgánica del Poder Judicial, por ende, la JUNAFO no está actuando fuera del marco de legalidad, en otras palabras, no está creando una contribución o impuesto nuevo, por el contrario, de conformidad con el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, se está aplicando obligatoriamente lo estipulado en la normativa, debido a que dicha contribución fue creada por el legislador y no por la JUNAFO.

En adición a lo anterior, el señor García Martínez consulta concretamente cual es la normativa que faculta a la JUNAFO para aplicar la contribución especial solidaria; en atención a dicha pregunta, se le recalca lo desarrollado líneas atrás, dicha disposición la incorporó la Asamblea Legislativa en la Ley N° 9796 denominada “Ley para rediseñar y redistribuir los recursos de la contribución especial solidaria”, bajo esta disposición legal, el órgano y su aparato administrativo, están en la obligación de aplicarla conforme lo establece dicha ley, por lo que no se está actuando en contra del marco de legalidad, lo cierto del caso es que, se puede denominar tributo o contribución, pero la Junta no puede dejar de aplicarlo, en razón de que hay una ley que lo regula.

4.- Conclusiones:

Se debe aclarar al señor Miguel García Martínez, que cuando la Asamblea Legislativa aprobó la Ley N° 9796 denominada “Ley para rediseñar y redistribuir los recursos de la contribución especial solidaria” y al indicar que aplicaba a la Ley N° 8 “Ley Orgánica del Poder Judicial”, se refería a esta y sus reformas, entiéndase que también es vinculante a la Ley N° 7333 “Reforma Integral a la Ley Orgánica del Poder Judicial”, debido a que se trata del mismo cuerpo normativo, por lo que no es de recibo lo indicado por el señor García Martínez al referir que no le aplica las disposiciones de la N° 9796.

La JUNAFO entiende los alcances de la sentencia N° 2021011957 emitida por la Sala Constitucional, por lo que nunca ha modificado los parámetros iniciales establecidos en la Ley Orgánica del Poder judicial, respecto de los requisitos de elegibilidad, el perfil de beneficios, así como los aportes y las cotizaciones de los servidores judiciales y de las jubilaciones y las pensiones.

La JUNAFO no ha creado nuevos impuestos o contribuciones adicionales a las ya existentes legalmente, lo que ha realizado a este momento, es aplicar los alcances de la normativa, para el presente caso se debe entender que son los lineamientos de la Ley N° 9796 denominada “Ley para rediseñar y redistribuir los recursos de la contribución especial solidaria”, que son vinculantes a la Ley Orgánica del Poder Judicial, ya sea Ley N° 8, Ley N° 7333 o Ley N° 9544, que todas estas conformas el mismo cuerpo normativo, cada una de ellas son actualizaciones que realiza el parlamento con el pasar del tiempo.

La interpretación presentada por el señor García Martínez, nace de la técnica de redacción emitida por parte de la Asamblea Legislativa, al momento de aprobar la Ley N° 9796 denominada “Ley para rediseñar y redistribuir los recursos de la contribución especial solidaria”, debido a esto, entiende el gestionante que son leyes diferentes, sin embargo, para la JUNAFO siempre ha sido clara la intensión del parlamento al momento de emitir dicho cuerpo normativo, por lo que, si persiste la disconformidad por parte del gestionante, se insta a presentarla ante el órgano correspondiente para dirimir dicho tema.

De esta forma, se deja rendido el informe con relación a la consulta presentada por el por el señor Miguel García Martínez, en nota del lunes 12 de diciembre de 2022.”

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de la gestión presentada por el señor Miguel Ángel García Martínez, Jubilado Judicial, mediante nota recibida el 12 de diciembre de 2022. 2.) Tener por recibido y aprobado el criterio emitido por la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, mediante oficio N° 0001-AJ/DJA-2023 del 9 de enero de 2023 y hacer de conocimiento del petente.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
-o0o-
A las diez horas once minutos terminó la sesión.


Doctor Juan Carlos Segura Solís           Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Presidente Junta Administradora          Secretario Junta Administradora
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San José, 6 de diciembre de 2022 
 
Señores Junta Administradora del Fondo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial.  
 
 
Objetivo: 
 
Determinar las estructuras de tasas que se emplearán en el Estudio Actuarial del Fondo del 
Poder Judicial con corte al 31/12/2022. 
 
Objetivos específicos: 
 


a) Realizar un análisis histórico de las tasas 
 
b) Recomendar una estructura de tasas de descuento 
 
 
 
 
  


Correo: raul@actuarios.cr 


Web:    www.actuarios.cr 
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Análisis Histórico  
 
Las tasas de interés mostraron una disminución a finales del año 2018, principalmente la 
de política monetaria; sin embargo, el BCCR 
aumentó la tasa de política monetaria por 
primera vez desde junio del 2020, la cual pasó 
de 0.75% a 1.25%. Pero dada la presión 
inflacionaria, cuyo origen está en el aumento del 
nivel de actividad económica y al aumento de 
las materias primas al 30 de setiembre su valor 
se ubicó en 8.50%. 
.  
 
En el caso de la tasa básica pasiva, esta cerró el 
año 2021 en 2.90%, principalmente, debido a los 
niveles altos de liquidez presentes en el sistema 
financiero, lo cual conlleva a las entidades 
financieras a reducir las tasas. No obstante, al 
30 de setiembre su valor se encontraba en 
5.85%.  
 
La curva soberana observada al mes de octubre 
de 2022, a diferencia de lo observado 
previamente, es prácticamente plana con un 
valor mínimo de 8.86% y máximo de 9.45%. 
Esto se debe al de ajuste de las tasas como respuesta al proceso inflacionario observado 
durante el 2022. Conforme la inflación seda las tasas tenderán a disminuir y los valores de 


Correo: raul@actuarios.cr 


Web:    www.actuarios.cr 
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la curva comenzarán a ajustarse, algo que ya se puede observar en la diferencia de la curva de 
octubre con respecto a la de setiembre de 2022.  
 
En el caso del Fondo de jubilaciones y pensiones del 
Poder Judicial los rendimientos nominales se han 
mantenido entre 4.71% y 8.51%. Los últimos meses, 
el rendimiento nominal promedio es de 7.31%, como 
se muestra en el gráfico #3. 
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Los rendimientos mostraron una caída significativa 
a partir de julio, igual que los demás gestores de 
portafolio.  
 
El rendimiento acumulado nominal anualizado es de 
6.12% y en términos reales es de -8.75%. Sin 
embargo, la inflación está cediendo en los últimos 
dos meses, pues presenta una reducción 1.71%.  
 
 
 
  


Gráfico #4 
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Análisis 
 


Para el 2022 el rendimiento observado del 5.16% es muy inferior al valor del escenario 
pesimista planteado inicialmente. Esto debido a las situaciones extraordinarias presentadas. 
 
La duración actual de la cartera 
es de 4.02 años.  Se espera que la 
reducción en la inflación 
provoque una disminución en las 
tasas y esto a su vez produzca una 
plusvalía de los instrumentos 
actuales. Sin embargo, este 
proceso puede tomar algunos 
meses. 
 
No obstante, el proceso de 
desaceleración inflacionaria 
puede tomar gran parte del 2023, 
provocando que la tasa real tarde 
un poco más en recuperarse. 
  


Cuadro # 1 


Correo: raul@actuarios.cr 


Web:    www.actuarios.cr 


Año Tasa Año Tasa Año Tasa
2022 5.10% 2022 4.65% 2022 5.41%
2023 5.25% 2023 4.51% 2023 5.51%
2024 5.36% 2024 4.38% 2024 5.62%
2025 5.41% 2025 4.25% 2025 5.74%
2026 5.41% 2026 4.12% 2026 5.85%
2027 5.41% 2027 4.00% 2027 5.79%
2028 5.41% 2028 3.88% 2028 5.74%
2029 5.41% 2029 3.76% 2029 5.50%
2030 5.36% 2030 3.65% 2030 5.50%
2031 5.30% 2031 3.50% 2031 5.50%
2032 5.25% 2032 3.50% 2032 5.50%
2033 5.20% 2033 3.50% 2033 5.50%
2034 5.14% 2034 3.50% 2034 5.50%
2035 5.09% 2035 3.50% 2035 5.50%
2036 5.04% 2036 3.50% 2036 5.50%
2037 4.99% 2037 3.50% 2037 5.50%
2038 4.94% 2038 3.50% 2038 5.50%
2039 4.89% 2039 3.50% 2039 5.50%
2040 4.85% 2039 3.50% 2039 5.50%


2041 en 
adelante


4.50%
2041 en 
adelante


3.50%
2041 en 
adelante


5.50%


Tasas reales empleadas para los diferentes escenarios


Escenario Medio Escenario Pesimista Escenario optimista
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El tipo cambio no muestra una tendencia clara, pero ha de esperarse un leve aumento en 
los primeros meses del 2023. Sin embargo, la aprobación de los Eurobonos eliminar en 
gran medida la presión cambiaría.  
 
 
 
Recomendación 
 
Para efectuar una propuesta sobre una estructura de tasas se debe tomar en cuenta los 
siguientes elementos: 
 
a) Inflación debería continuar con una disminución, hasta alcanzar los objetivos del 
BCCR en el 2024. Sin embargo, para el 2023 se tomará la expectativa que muestra el BCCR 
para noviembre del 5.9%. 
b) Tipo de cambio presentará un leve aumento. 
c) Se espera una disminución de las tasas de interés y una plusvalía de los instrumentos 
existentes. Por lo tanto, se espera un rendimiento nominal entre el 8% y 10%. 
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Para el 2023 se esperaría una tasa real entre un 1.98% y un 3.87%. Así, para el escenario 
medio se tomará el promedio un 2.93%. Para los siguientes años no se observa la necesidad 
de hacer ajustes con lo planteado 
en el 2022. En el cuadro #2 se 
muestra la recomendación. 
 


  


Cuadro # 2 
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Año Tasa Año Tasa Año Tasa
2023 2.93% 2023 1.98% 2023 3.87%
2024 5.36% 2024 4.38% 2024 5.62%
2025 5.41% 2025 4.25% 2025 5.74%
2026 5.41% 2026 4.12% 2026 5.85%
2027 5.41% 2027 4.00% 2027 5.79%
2028 5.41% 2028 3.88% 2028 5.74%
2029 5.41% 2029 3.76% 2029 5.50%
2030 5.36% 2030 3.65% 2030 5.50%
2031 5.30% 2031 3.50% 2031 5.50%
2032 5.25% 2032 3.50% 2032 5.50%
2033 5.20% 2033 3.50% 2033 5.50%
2034 5.14% 2034 3.50% 2034 5.50%
2035 5.09% 2035 3.50% 2035 5.50%
2036 5.04% 2036 3.50% 2036 5.50%
2037 4.99% 2037 3.50% 2037 5.50%
2038 4.99% 2038 3.50% 2038 5.50%
2039 4.94% 2039 3.50% 2039 5.50%
2040 4.89% 2040 3.50% 2040 5.50%
2041 4.85% 2041 3.50% 2041 5.50%


2042 en 
adelante


4.50%
2042 en 
adelante


3.50%
2042 en 
adelante


5.50%


Elaboración propia


Tasas reales empleadas para los diferentes escenarios


Escenario Medio Escenario Pesimista Escenario optimista
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Quedo a su disposición para ampliar o aclarar cualquier aspecto relacionado con este 
informe. 
 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
Actuario Raúl Hernández González, MBA 
Cédula N° 2-443-650 
Miembro 016152 del Colegio de Ciencias Económicas 
 


Correo: raul@actuarios.cr 


Web:    www.actuarios.cr 





				2022-12-06T12:30:05-0600

		RAUL HERNANDEZ GONZALEZ (FIRMA)
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I. INFORMACIÓN GENERAL. 
 


1.1 Antecedente:  


 


En atención a lo consignado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial en sesión N.°18-2020 del 01 de junio de 2020 artículo VI, 


la Dirección de la Junta Administradora del FJPPJ, Subproceso Administrativo 


Financiero, realizó el análisis comparativo de títulos valores de las inversiones relativas 


al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con los estados remitidos por 


el BCR Custodio. 


 


Asimismo, en cumplimiento con lo establecido en el Reglamento de Gestión de Activos 


artículo N.º 53 sobre el control de cumplimientos de las condiciones del servicio de 


custodia de valores, que establece: 


 


“…Las entidades reguladas deben observar que las entidades de custodia, a lo largo del 
tiempo cumplan con lo siguiente: 
 
a. El envío por parte de las confirmaciones de cualquier movimiento en las cuentas de 


los fondos, luego que estos se produzcan. 
 


b. Reporte periódico a la entidad regulada del detalle de títulos bajo su custodia, así 
como los ingresos y salidas de efectivo producto del pago de intereses, dividendos, 
comisiones y cualquier otro que corresponda. 


 
c. Control de las transacciones que registra la entidad de custodia. Para lo anterior, los 


mecanismos de control deben procurar al menos la conciliación diaria de las 
posiciones. 
 


d. Las operaciones con valores por cuenta de los fondos administrados deben ser 
aceptadas por la entidad regulada ante la entidad de custodia, dentro de los plazos del 
ciclo de liquidación…” 


 


1.2 Procedimiento: 


 


El procedimiento que se realiza consiste en constatar los instrumentos financieros, que 


respaldan las inversiones con títulos valores desmaterializados1, así como los títulos 


valores físicos, relativos a las negociaciones directas efectuadas con recursos 


económicos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial; lo anterior, de 


acuerdo con la información obtenida con corte al 31 de octubre de 2022. 


 
1Son anotaciones en cuenta que carecen de un documento físico. 
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1.3 Situaciones detectadas: 


 


En cuanto a los cupones se realizaron varios intentos con el propósito de determinar el 


método más adecuado para ejecutar la conciliación de éstos, lo cual generó la inversión 


de tiempo y esfuerzo dado la complejidad de la estructura de la información contenida 


en el estado de cuenta, producto de lo cual se identificó: 


 


 Los cupones se reflejaban agrupados por número de ISIN y fecha de vencimiento 


por lo que no es factible conciliarlos individualmente. 


 Se identificó que algunos cupones presentan tasas y montos de interés que difieren 


levemente a los registrados en el Sistema Integrado de Carteras de Inversión 


(diferencias en decimales).  


 


Por otra parte, es importante indicar que algunas diferencias presentadas en meses 


anteriores, correspondían a la diferencia en la metodología del cálculo de intereses para 


inversiones con tasa variable; sin embargo, conforme la reunión sostenida con el BCR 


Custodio se determinó que éstas diferencias corresponden a cupones de intereses 


proyectados (dado que la tasa de interés se calcula en la fecha de inicio de cada cupón), 


por lo que no se reflejan en los resultados obtenidos en la presente conciliación. 


 


Para este período, el análisis comparativo de la información brindada por los emisores 


y ente custodio, contra los controles que para los efectos se llevan de los instrumentos 


del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se presenta diferencias de 


escasa relevancia, a continuación, el detalle:  
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II. SEGUIMIENTO Y CONCLUSIONES 


 
En términos generales se considera que los resultados del análisis comparativo de 


instrumentos son satisfactorios, con excepción de la conciliación de los cupones, siendo 


que hay diferencias no significativas las cuales se deben a: 


 El Custodio del Banco de Costa Rica (BCR), remite estado de cuenta que no 


contiene toda la información necesaria, para conciliar con el Sistema de Cartera 


de Inversiones (SCI). 


 En algunos cupones, se presentan diferencias entre el monto del Sistema de 


Cartera de Inversiones (SCI) y el contenido en los estados de cuenta del BCR, 


esto producto de ajustes en el proceso de convertir tasas brutas a tasa neta, 


conforme la exoneración del impuesto sobre la renta que goza el FJPPJ.    


En complemento a lo anterior, se determinó que las diferencias encontradas son 


justificables, para lo cual se subsanaron las diferencia que existía en los cupones en 


colones.  


 
 
 
 
 


Lcda. Yesenia Flores Chacón 


Jefa, a.i. Subproceso Administrativo Financiero 


Dirección de la JUNAFO 
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N.° de Oficio  Fecha Recepción Tema Principal Status

SP-244-2020. 9/3/2022

SUPEN indica que mediante oficio 1083-SC-2022 del 03 de febrero de

2022,seconsultaaestaSuperintendenciasobrelacondicióninterinadela

actual Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del

PoderJudicial,dadoquelossuplentesnopuedendesignarsecomotitulares

en propiedad administrando la Junta. (Asesor Jurídico debe remitir

propuesta de Reglamento que regule la actuación de los miembros

suplentes)

PENDIENTE

SP-833-2022 1/8/2022

SUPENautoriza prorrogasolicitadaenoficioN°0216-DJA-2022del11de

juliode2022enlacuallaJUNAFOsolicitaextensiónparalapresentación

del perfil tecnológico de la JUNAFO en el presente año 2022

PENDIENTE

SP-960-2022 25/8/2022

La SUPEN da por recibido el oficio N.°0193-DJA-2022 referente a las

observaciones y requerimiento actuariales relacionados a la valuación

actuarial con corte a diciembre 2021. Se dan por recibido todos los

requerimientosaexcepcióndelosrequerimientos6y7,loscualesdeben

ser debidamente atendidos. 

Elpunto6seráanalizadoporlaJUNAFOenreunióndel22denoviembre

del2022,elpunto7yafueatendidoremitiendoelcumplimientodelplande

acción al 30 de setiembre del 2022 

CERRADO, en sesión extraordinaria de Junta 

N.° 45-2022 celebrada el 22 de noviembre del 

2022, la JUNAFO conoció las recomendaciones 

actuariales presentadas en el "Informe de 

Valuación actuarial del Régimen de Jubilaciones 

y Pensiones del Poder Judicial, periodo 2021", 

con oficio N.° 0726-JUNAFO-2022, se comunica 

el acuerdo a la SUPEN

SP-1181-2022 6/10/2022

EnatenciónalosoficiosN.°0310-DJA-2022yN.°0606-JUNAFO-2022,del

20y28desetiembre2022laSUPENindica quelasolicituddereflejareste

canon enla cuenta6.01.06, obedecea disposicionesdel EnteContralor,

según lo dispuesto por las Normas Técnicas Sobre Presupuesto Público

“4.2.14,incisob),aparteiii)Transferencias”,yademásnoesfactibledejar

derealizar elcobro entiempo yforma, yaque seestaría infringiendola

normativa aplicable.  

PENDIENTE

SP-1298-2022 25/10/2022

Atender punto b del estudio con corte a diciembre del 2020. Atender

requerimiento 6 del oficio N.° SP-565-2022 y el Plan de Recuperación

Actuarial 2021

CERRADO, en sesión extraordinaria de Junta 

N.° 45-2022 celebrada el 22 de noviembre del 

2022, la JUNAFO conoció el informe de los 

indicadores actuariales establecidos en el Plan 

de Recuperación, con fecha del 18 de setiembre 

de 2022, suscrito por el máster Raúl Hernández 

González, Actuario Matemático, con oficio N.° 

0727-JUNAFO-2022, se comunica el acuerdo a 

la SUPEN

SP-1446-2022

30/11/2022

SUPEN remite de nuevo consulta del inciso b) del artículo 67 del

Reglamento de Gestión de Activos. PENDIENTE
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Número de plan Tema Principal

Avance mes 

anterior (set)

Avance mes 

actual (oct)

Resumen del avance Observaciones Status

FJPPJ007

Estado de cuenta

Que cada afiliado al régimen

reciba de forma mensual un

estado de sus cotizaciones.

13% 13%

EnesperaquelaDirecciónde

Gestión Humana actualice y

migrelosregistrosantiguosde

tiempo laborado en la institución 

al nuevo sistema SIGA-GH.

LaDireccióndeGestiónHumanaseencuentraenprocesoderealizarunaactualizacióny

migraciónderegistrosantiguosdetiempolaboradoenlainstituciónalnuevosistemaSIGA-

GHrazónporlacualelSubprocesodeJubilacionesyPensionesdelaDireccióndela

JUNAFOseencuentraalaesperadelacomunicaciónyconfirmaciónporpartededicha

Dirección de las fechas, cronograma y condiciones del proyecto.



FJPPJ008

Regla IV

Designaciónporroldenotaa

unMagistradodeCortePlena

parasuestudioaprofundidad

y emisión de criterio.

36% 36%

Se solicitó reunión con el

Despacho de la Presidencia

para tratar el avance de esté

tema en Corte Plena.

Se solicitaron a la DJ y a la

DGH los respectivos informes.

LaDirecciónJurídicaremitióelcriteriosolicitadoporCortePlenael01dejuliodel2022

CriterioN°DJ-C-296-2022,referenciaderecepcióndelaSecretariadelaCorteN°7658-

2022.

Concorreodel03deagostodel2022seleconsultaalaSecretaríadelaCortesiGestión

HumanarindiósuinformealoquelaSecretariaindicaqueefectivamente,GestiónHumana

yarindióelrespectivoinforme,remitidoconoficioN.°PJ-DGH-AP-2847-2022el18dejulio

del 2022.

Concorreoelectrónicodel6dejunio,del07dejulio,del03deagosto,del30deagosto,

del05deoctubre,del04y09denoviembreseconsultaalaSecretariadelaCortesila

Corte Plena a conocido los informes solicitados y si hay algún avance en el tema,

indicando que no hay avance en la agenda para conocer el tema.

FJPPJ009

Revaloración

Recuperación de sumas

giradas de más.

67% 71%

A la espera del avance en el

cobrodelassumaspagadasde

más por parte de DJ.

ConoficioN.°526-DJ/CA-2022del5deabrildel2022firmadoporlaMs..ArgiliGómezSiu

SubdirectoradelaDirecciónJuridicaindicaqueseprocederáconelcobroadministrativoa

losexmagistradosjubiladosyexmagistradasjubiladasysusbeneficiariossegúnlosmontos

indicadosporlaDireccióndelaJUNAFOenoficio N.°0146-JP-DJA-2022del17demarzo

2022.SehamantenidoelseguimientoconstantealaDirecciónJuridicasobreestoscasos,

razónporlacualel13deoctubredel2022elLicenciadoLeonardoChavarríaChinchilla

mediantecorreoelectrónicoremiteunaactualizacióndelostrámites,indicandoquese

encuentranenlaetapadebúsquedadelocalizacionesparanotificaralaspartesyenla

redacción estándar para el auto de inicio.

FJPPJ012

Gobernanza T.I



Definirelmarcodegestiónde

TI, conforme establece el

artículo 8 del Reglamento

General de Gestión de la

Tecnología de Información.

18% 20%

Se concluyó con la fase de

contratacióndelaempresaque

llevará a cabo el perfil

tecnológico de la JUNAFO

Se iniciara con la fase de ejecución para el próximo año

FJPPJ013

Revisión Aplicación 2x1

Para la revisión de las

pensiones otorgadas bajo el

transitorio III de la Ley 7302.

35% 39%

SeestáalaesperaquelaDGH

haga entrega del informe de

avance.

Concorreoelectrónicodel05de octubredel2022elLicenciadoCarlosLizano,Jefedel

Subproceso Administrativo de Personal, indica que para finales de octubre estarán

realizandolaentregadelsegundoavance,delosresultadosalcanzadosaesafecha,se

podráestimarconformeeltrabajopendiente,siesposiblequeelproyectofinaliceeste

mismoañooserequierasolicitaralConsejoSuperiorunaprórrogaparaelaño2023que

permita la culminación.

FJPPJ014

Recuperación Actuarial

2020

Recomendaciones Actuariales. 50% 50%

Se inicio la confección del

informede cierrepara elPlan

deRecuperaciónActuarialpara

el periodo 2020

ElrégimendelFJPPJmantieneunacondicióndedéficitactuarialyconformenormativaes

necesariopresentaranualmenteunplanderecuperaciónactuarialyuninformedecierre

del anterior, aunque las actividades estipuladas se mantengan en el tiempo.

FJPPJ015

Reglamento de

Información Financiera

JUNAFO

Implementación del

Reglamento de Información

Financieraparalacontabilidad

de la JUNAFO.

25% 63%

Seavanzóconelcumplimiento

delaacción4y5,setrabajaen

las acciones 6 y 7.

Seinformaquesehatrabajadoenlastareasindicasenelplandeacción,delocual

remitenlasevidencias,esimportanteindicarquelastareas4,5,6y7vandelamano,por

loquesetrabajanintegralmente.Loanteriornoafectalafechadefinalizacióndelplande

acción.

FJPPJ016

1. Establecimiento de

Sistema de Gestión de

Calidad

2. Procedimientos

1.Implementacióndelossellos

de calidad

2. Manuales de procedimientos 

paraactividadessignificativas:

gestión de activos,

acumulación, desacumulación

y comunicación.

53% 55%

Lamayoríadelasaccionesde

este plan vencen el próximo

2023 y 20204

Enelplandeacción"GestióndeCalidad" laDireccióntieneunexcelenteavanceenla

acreditaciónconCEGECA,paraelsellodegestióndocumentallaDireccióntieneun75%

deacreditación,paraelsellogestióndeprocesossehaavanzadoenun31%,paraelsello

degestiónorganizacionalsetieneunavancede25%.Lasaccionesdel plandeacción

"Procedimientos" tiene su vencimiento para el 2023.  

FJPPJ018

Cultura de riesgos

Implementar la metodología

para la valoración de los

riesgos no financieros, y los

procesos de autoevaluación de 

riesgos del Fondo que

contribuyanconelsistemade

controlinterno/Seguimientoa

la política de solvencia 

51% 70%

Esteeselplandeaccióncon

mejoravance,uncumplimiento

perfecto en las fechas de

vencimiento.

Se cumplió con la sub acción número 3.2 y la 4.1 del plan de acción "Riesgos no

Financieros",conlaacciónnúmero3delplandeacción"AutoevaluacióndeRiesgosdel

FondoqueContribuyanconelSistemadeControlInterno"yseconcluyoelplandeacción

"Estudios o Análisis Relacionados con la Situación Financiera y Actuarial"

FJPPJ019

Recuperación Actuarial

2021

Recomendaciones Actuariales. 75% 75%

PlandeRecuperaciónActuarial

del 2021

ConoficioN.°0313-DJA-2022del21desetiembredel2022,setrasladaalaJUNAFOlos

indicadoresactuarialesconfeccionadosporelactuarioRaúlHernándezG.encumplimiento

de el plan de acción FJPPJ019 plan de recuperación actuarial 2021. Está pendiente para la 

reunión del 22 de noviembre con la JUNAFO la discusión de las recomendaciones

actuariales e indicadores del plan de acción.

39% 49%

Plan de acción con avance 

constante, al día con el 

cumplimiento de fechas

Plan de acción con avance 

estancado, fechas de 

cumplimiento al día

Plan de acción sin avance 

Simbología 
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Fecha Promedio Cant Planes

31/1/2022 39% 10

28/2/2022 39% 10

31/3/2022 33% 12

30/4/2022 37% 12

31/5/2022 43% 12

30/6/2022 48% 13

31/7/2022 51% 13

31/8/2022 52% 13

30/9/2022 56% 13

31/10/2022 58% 13

30/11/2022 61% 13
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Oficio

Se atendió con el 

oficio N.°

Fecha de envío Tema Principal

SP-1367-2022

N. 0392-DJA-2022 15/11/2022

LaSUPENsolicitaunanalisisderiesgosypruebasdeestrésqueseharealizadosobreel

portafolio de inversiones

SP-1355-2022

Tramitado NA

LaSUPENhacela aclaraciónsobrelaidentificacióndeentidadessistémicasparaefecto

delReglamentosobreIdoneidadyDesempeñodelosMiembrosdelÓrganodeDireccióny

de la Alta Gerencia de Entidades y Empresas Supervisadas, Acuerdo CONASSIF 15-22.N 

SP-A258-2022 Tramitado NA

SUPEN indica modificación en el Portal SUPEN directo registro y actualización de roles

Control de oficios atendidos al 30 de noviembre 2022
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Informe Seguimiento Función de Cumplimiento noviembre.pdf
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I. ANTECEDENTES 


 
El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) fue creado el 09 de 


junio de 1939, como un régimen básico del primer pilar del Sistema Nacional de 


Pensiones (SNP) costarricense, sustituto al régimen del IVM administrado por la Caja 


Costarricense de Seguro Social, de adscripción obligatoria para los trabajadores del 


Poder Judicial, de capitalización colectiva y beneficio definido. Desde su creación se 


mantuvo bajo la administración directa del Consejo Superior y de la Corte Plena; con la 


promulgación en mayo del 2018, de la reforma impuesta mediante la Ley N°. 9544 a la 


Ley Orgánica del Poder Judicial, se crea un nuevo órgano encargado de administrar el 


régimen de jubilaciones y pensiones de este Poder de la República. La Junta 


Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), en 


el artículo N°. 239 de dicha ley indica lo siguiente: 


 


“…Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia 
funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga 
la ley.” 
 


Al crearse la JUNAFO como un órgano de desconcentración máxima, debe formar parte 


de los regulados por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) y del Consejo Nacional 


de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) tal y como lo indican los artículos 


N°. 237 y N°. 241 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, según se detalla a continuación: 


 
“Artículo 237-Los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones deberán ser 
gestionados de conformidad con la Ley N.º 7983, Ley de Protección al Trabajador, de 16 
de febrero de 2000, y la normativa que al efecto ha establecido el Consejo Nacional de 
Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones 
(SUPEN)”. 


 
Artículo 241  
“…La supervisión y la regulación de la Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones del Poder Judicial estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones 
(Supén) y del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), 
respectivamente, de conformidad con las atribuciones que les otorga la ley. La Junta 
Administradora estará sujeta al cobro por supervisión previsto en los artículos 173 y 174 
de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997. 
Dicho cobro se calculará sobre los ingresos anuales que haya recibido la Junta 
Administrativa por la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial.” (Lo subrayado no corresponde al original) 


 
En virtud de lo anterior la SUPEN ejerce el papel de supervisor y regulador de la 


JUNAFO, así como del régimen básico administrado, mediante reuniones y oficios en 


los cuales indican las pautas, mejoras y lineamientos a seguir por la JUNAFO y su 


cuerpo administrativo. 


 


Conviene destacar que dadas las modificaciones establecidas en la reforma a la Ley 


Orgánica del Poder Judicial acontecida con la promulgación con la Ley 9544, según las 


atribuciones ahí dispuestas, para efectos de tratamiento contable y tributario 


independiente, resulta necesario la creación de personerías jurídicas distintas para la 


adecuada gestión y separación de sus patrimonios, conforme se puede apreciar en el 


siguiente detalle. 
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Tabla N.° 1 


Grupo de Interés Económico del Poder Judicial 


NOMBRE DE PERSONA JURIDICA IDENTIFICACIÓN FECHA DE CREACIÓN 


Corte Suprema de Justicia, Poder 


Judicial (PJ).  


Ley N°. 8 


2-300-042155 01 de Octubre de 1826 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones 


del Poder Judicial (FJPPJ).  


Ley N°. 34 


3-110-759688 09 de Junio de 1939  
(Se crea figura jurídica independiente 


en el año 2018) 


Junta Administradora del Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial (JUNAFO).  


Ley N°.9544 


3-007-792932 22 de Mayo de 2018  
(Se juramenta el 27 de enero de 


2020) 


 


Mediante dictamen N.° C-021-2021 de fecha 29 de enero de 2021, la Procuraduría 


General de la República aclara la naturaleza jurídica de la JUNAFO y su relación con el 


Poder Judicial, estableciendo en las conclusiones de su dictamen que este cuerpo 


colegiado es un Órgano de desconcentración máxima del Poder Judicial, con quien no 


rompe su relación interorgánica, manteniendo su personal una relación de empleo 


público. 


 


Al aclararse la relación de empleo público de los funcionarios que laboren para la 


JUNAFO y su naturaleza jurídica, así como la indicación de que esta “no interrumpe su 


relación orgánica con el Poder Judicial”, en sesión N°. 26-2021, Art. XXXI del 06 de abril 


de 2021, el honorable Consejo Superior decide crear una estructura administrativa 


propia para este nuevo cuerpo colegiado, con el fin de que coadyuve en la persecución 


de los objetivos definidos por ley para la JUNAFO. Es menester resaltar que, por temas 


de gestión presupuestaria, es hasta enero de 2022 que la Dirección de la JUNAFO 


conforma su estructura administrativa mediante el nombramiento interino de las plazas 


necesarias para la gestión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


 


II. FUNCIÓN DE CUMPLIMIENTO 


 
Como parte de las líneas de defensa para el adecuado control interno necesarias para 


los entes supervisados por la SUPEN, es requerido contar con una persona o unidad 


encargada de la Función de Cumplimiento, como parte de los órganos de control de la 


organización. El Reglamento de Gobierno Corporativo establece en su artículo N.°37 el 


objetivo de esta función es promover y vigilar que la entidad opere con integridad y en 


cumplimiento de leyes, reglamentos, con las políticas, códigos y otras disposiciones 


internas. 


 


La unidad o función de cumplimiento debe tener autoridad, independencia de la Alta 


Gerencia, recursos y brindar reportes directamente al Órgano de Dirección. 


 


La función de cumplimiento debe, entre otras: 


 


• Asesorar al Órgano de Dirección y la Alta Gerencia sobre el cumplimiento de 


leyes, reglamentos, códigos, normativa, políticas, procedimientos y otras 


normas, principios y estándares aplicables a la entidad o a los Vehículos de 


Administración de Recursos de Terceros. 
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• Actuar como punto de contacto dentro de la entidad para las consultas de 


cumplimiento de los miembros del personal, y proporcionar orientación y 


capacitación al personal sobre el cumplimiento de las leyes, reglamentos, 


códigos, normativa, políticas, procedimientos y otras normas. 


• Proporcionar informes por separado al Órgano de Dirección sobre los esfuerzos 


de la entidad en las áreas antes mencionadas y sobre cómo la entidad administra 


su riesgo de cumplimiento. 


• Cualquier otra función establecida mediante regulación específica del supervisor. 


 


Mediante la sesión N° 01-2022 del 3 de enero de 2022 artículo XIII la JUNAFO avala la 
designación de la estructura administrativa inicial de la Dirección de la JUNAFO, 
incluyendo la designación interina de la Licenciada Vanessa Mesén Arroyo como 
encargada de la Función de Cumplimiento a partir del 10 de enero de 2022. 
 


II. SEGUIMIENTO 


 
A continuación, se detallan los oficios tramitados por la SUPEN y los planes de acción 


necesarios para cumplir con los requerimientos de dicho Ente, también se resumen 


oficios tramitados y seguimientos a los planes de acción respectivos. 


 
2.1 Control de oficios: 


El cuadro de control de oficios muestra las comunicaciones remitidas por la SUPEN 


durante el mes de noviembre de 2022, mismos que se encuentran en trámite conforme 


el siguiente detalle: 


TABLA N.° 2 
Oficios en trámite 


 


 


N.° de Oficio Fecha Recepción Tema Principal Status


SP-244-2020. 9/3/2022


SUPEN indica que mediante oficio 1083-SC-2022 del 03 de febrero de


2022, se consulta a esta Superintendencia sobre la condición interina de la


actual Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del


Poder Judicial, dado que los suplentes no pueden designarse como titulares


en propiedad administrando la Junta. (Asesor Jurídico debe remitir


propuesta de Reglamento que regule la actuación de los miembros


suplentes)


PENDIENTE


SP-833-2022 1/8/2022


SUPEN autoriza prorroga solicitada en oficio N° 0216-DJA-2022 del 11 de


julio de 2022 en la cual la JUNAFO solicita extensión para la presentación


del perfil tecnológico de la JUNAFO en el presente año 2022


PENDIENTE


SP-960-2022 25/8/2022


La SUPEN da por recibido el oficio N.°0193-DJA-2022 referente a las


observaciones y requerimiento actuariales relacionados a la valuación


actuarial con corte a diciembre 2021. Se dan por recibido todos los


requerimientos a excepción de los requerimientos 6 y 7, los cuales deben


ser debidamente atendidos. 


El punto 6 será analizado por la JUNAFO en reunión del 22 de noviembre


del 2022, el punto 7 ya fue atendido remitiendo el cumplimiento del plan de


acción al 30 de setiembre del 2022 


CERRADO, en sesión extraordinaria de Junta 


N.° 45-2022 celebrada el 22 de noviembre del 


2022, la JUNAFO conoció las recomendaciones 


actuariales presentadas en el "Informe de 


Valuación actuarial del Régimen de Jubilaciones 


y Pensiones del Poder Judicial, periodo 2021", 


con oficio N.° 0726-JUNAFO-2022, se comunica 


el acuerdo a la SUPEN


SP-1181-2022 6/10/2022


En atención a los oficios N.° 0310-DJA-2022 y N.° 0606-JUNAFO-2022, del


20 y 28 de setiembre 2022 la SUPEN indica que la solicitud de reflejar este


canon en la cuenta 6.01.06, obedece a disposiciones del Ente Contralor,


según lo dispuesto por las Normas Técnicas Sobre Presupuesto Público


“4.2.14, inciso b), aparte iii) Transferencias”, y además no es factible dejar


de realizar el cobro en tiempo y forma, ya que se estaría infringiendo la


normativa aplicable.  


PENDIENTE


SP-1298-2022 25/10/2022


Atender punto b del estudio con corte a diciembre del 2020. Atender


requerimiento 6 del oficio N.° SP-565-2022 y el Plan de Recuperación


Actuarial 2021


CERRADO, en sesión extraordinaria de Junta 


N.° 45-2022 celebrada el 22 de noviembre del 


2022, la JUNAFO conoció el informe de los 


indicadores actuariales establecidos en el Plan 


de Recuperación, con fecha del 18 de setiembre 


de 2022, suscrito por el máster Raúl Hernández 


González, Actuario Matemático, con oficio N.° 


0727-JUNAFO-2022, se comunica el acuerdo a 


la SUPEN


SP-1446-2022
30/11/2022


SUPEN remite de nuevo consulta del inciso b) del artículo 67 del


Reglamento de Gestión de Activos. PENDIENTE
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2.2 Control de Planes de Acción 


 


Para el desarrollo de un adecuado alineamiento a los requerimientos normativos, ha 


sido necesario elaborar una serie de planes de acción para la ejecución de actividades 


o casos específicos que por su complejidad, coordinación de áreas involucradas y 


capacidad instalada, no son posibles de atender de forma inmediata y  que son 


directamente monitoreados por la SUPEN con el fin de controlar su adecuada ejecución, 


su incumplimiento pueden derivar en sanciones o multas por parte de dicho Ente, en 


razón de lo cual resulta de vital importancia mantener un constante monitoreo y 


seguimiento sobre el cumplimiento de las actividades indicadas. 


 
TABLA Nº. 3 (anexo 1) 


Planes de Acción en Trámite 
 


 


Número de plan Tema Principal
Avance mes 


anterior (set)


Avance mes 


actual (oct)
Resumen del avance Observaciones Status


FJPPJ007


Estado de cuenta


Que cada afiliado al régimen


reciba de forma mensual un


estado de sus cotizaciones.


13% 13%


En espera que la Dirección de


Gestión Humana actualice y


migre los registros antiguos de


tiempo laborado en la institución 


al nuevo sistema SIGA-GH.


La Dirección de Gestión Humana se encuentra en proceso de realizar una actualización y


migración de registros antiguos de tiempo laborado en la institución al nuevo sistema SIGA-


GH razón por la cual el Subproceso de Jubilaciones y Pensiones de la Dirección de la


JUNAFO se encuentra a la espera de la comunicación y confirmación por parte de dicha


Dirección de las fechas, cronograma y condiciones del proyecto.


FJPPJ008


Regla IV


Designación por rol de nota a


un Magistrado de Corte Plena


para su estudio a profundidad


y emisión de criterio.


36% 36%


Se solicitó reunión con el


Despacho de la Presidencia


para tratar el avance de esté


tema en Corte Plena.


Se solicitaron a la DJ y a la


DGH los respectivos informes.


La Dirección Jurídica remitió el criterio solicitado por Corte Plena el 01 de julio del 2022


Criterio N° DJ-C-296-2022, referencia de recepción de la Secretaria de la Corte N° 7658-


2022.


Con correo del 03 de agosto del 2022 se le consulta a la Secretaría de la Corte si Gestión


Humana rindió su informe a lo que la Secretaria indica que efectivamente, Gestión Humana


ya rindió el respectivo informe, remitido con oficio N.° PJ-DGH-AP-2847-2022 el 18 de julio


del 2022.


Con correo electrónico del 6 de junio, del 07 de julio, del 03 de agosto, del 30 de agosto,


del 05 de octubre, del 04 y 09 de noviembre se consulta a la Secretaria de la Corte si la


Corte Plena a conocido los informes solicitados y si hay algún avance en el tema,


indicando que no hay avance en la agenda para conocer el tema.


FJPPJ009


Revaloración


Recuperación de sumas


giradas de más.
67% 71%


A la espera del avance en el


cobro de las sumas pagadas de


más por parte de DJ.


Con oficio N.° 526-DJ/CA-2022 del 5 de abril del 2022 firmado por la Ms.. Argili Gómez Siu


Subdirectora de la Dirección Juridica indica que se procederá con el cobro administrativo a


los exmagistrados jubilados y exmagistradas jubiladas y sus beneficiarios según los montos


indicados por la Dirección de la JUNAFO en oficio N.° 0146-JP-DJA-2022 del 17 de marzo


2022. Se ha mantenido el seguimiento constante a la Dirección Juridica sobre estos casos,


razón por la cual el 13 de octubre del 2022 el Licenciado Leonardo Chavarría Chinchilla


mediante correo electrónico remite una actualización de los trámites, indicando que se


encuentran en la etapa de búsqueda de localizaciones para notificar a las partes y en la


redacción estándar para el auto de inicio.


FJPPJ012


Gobernanza T.I


Definir el marco de gestión de


TI, conforme establece el


artículo 8 del Reglamento


General de Gestión de la


Tecnología de Información.


18% 20%


Se concluyó con la fase de


contratación de la empresa que


llevará a cabo el perfil


tecnológico de la JUNAFO


Se iniciara con la fase de ejecución para el próximo año


FJPPJ013


Revisión Aplicación 2x1


Para la revisión de las


pensiones otorgadas bajo el


transitorio III de la Ley 7302.


35% 39%


Se está a la espera que la DGH


haga entrega del informe de


avance.


Con correo electrónico del 05 de octubre del 2022 el Licenciado Carlos Lizano, Jefe del


Subproceso Administrativo de Personal, indica que para finales de octubre estarán


realizando la entrega del segundo avance, de los resultados alcanzados a esa fecha, se


podrá estimar conforme el trabajo pendiente, si es posible que el proyecto finalice este


mismo año o se requiera solicitar al Consejo Superior una prórroga para el año 2023 que


permita la culminación.


FJPPJ014


Recuperación Actuarial


2020


Recomendaciones Actuariales. 50% 50%


Se inicio la confección del


informe de cierre para el Plan


de Recuperación Actuarial para


el periodo 2020


El régimen del FJPPJ mantiene una condición de déficit actuarial y conforme normativa es


necesario presentar anualmente un plan de recuperación actuarial y un informe de cierre


del anterior, aunque las actividades estipuladas se mantengan en el tiempo.


FJPPJ015


Reglamento de


Información Financiera


JUNAFO


Implementación del


Reglamento de Información


Financiera para la contabilidad


de la JUNAFO.


25% 63%


Se avanzó con el cumplimiento


de la acción 4 y 5, se trabaja en


las acciones 6 y 7.


Se informa que se ha trabajado en las tareas indicas en el plan de acción, de lo cual


remiten las evidencias, es importante indicar que las tareas 4, 5, 6 y 7 van de la mano, por


lo que se trabajan integralmente. Lo anterior no afecta la fecha de finalización del plan de


acción.


FJPPJ016


1. Establecimiento de


Sistema de Gestión de


Calidad


2. Procedimientos


1. Implementación de los sellos


de calidad


2. Manuales de procedimientos 


para actividades significativas:


gestión de activos,


acumulación, desacumulación


y comunicación.


53% 55%


La mayoría de las acciones de


este plan vencen el próximo


2023 y 20204


En el plan de acción "Gestión de Calidad" la Dirección tiene un excelente avance en la


acreditación con CEGECA, para el sello de gestión documental la Dirección tiene un 75%


de acreditación, para el sello gestión de procesos se ha avanzado en un 31%, para el sello


de gestión organizacional se tiene un avance de 25%. Las acciones del plan de acción


"Procedimientos" tiene su vencimiento para el 2023.  


FJPPJ018


Cultura de riesgos


Implementar la metodología


para la valoración de los


riesgos no financieros, y los


procesos de autoevaluación de 


riesgos del Fondo que


contribuyan con el sistema de


control interno/ Seguimiento a


la política de solvencia 


51% 70%


Este es el plan de acción con


mejor avance, un cumplimiento


perfecto en las fechas de


vencimiento.


Se cumplió con la sub acción número 3.2 y la 4.1 del plan de acción "Riesgos no


Financieros", con la acción número 3 del plan de acción "Autoevaluación de Riesgos del


Fondo que Contribuyan con el Sistema de Control Interno" y se concluyo el plan de acción


"Estudios o Análisis Relacionados con la Situación Financiera y Actuarial"


FJPPJ019


Recuperación Actuarial


2021


Recomendaciones Actuariales. 75% 75%
Plan de Recuperación Actuarial


del 2021


Con oficio N.° 0313-DJA-2022 del 21 de setiembre del 2022, se traslada a la JUNAFO los


indicadores actuariales confeccionados por el actuario Raúl Hernández G. en cumplimiento


de el plan de acción FJPPJ019 plan de recuperación actuarial 2021. Está pendiente para la 


reunión del 22 de noviembre con la JUNAFO la discusión de las recomendaciones


actuariales e indicadores del plan de acción.


39% 49%


Plan de acción con avance 


constante, al día con el 


cumplimiento de fechas


Plan de acción con avance 


estancado, fechas de 


cumplimiento al día


Plan de acción sin avance 


Simbología 
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Gráfico N.°1 


 
 


Fuente: Excel planes de acción  


 
Para este informe de noviembre del 2022 se observa claramente un avance constante 
y progresivo en los planes de acción, la Administración ha realizado importantes 
esfuerzos para el cumplimiento de todas las acciones que componen los planes. 
 
Este 2022 ha sido muy provechoso en el adelanto de los planes de acción, lo que nos 
permite avanzar en temas administrativos y mejorar de forma significativa el trabajo 
cotidiano de la Dirección de la JUNAFO 
 
2.3 Otros seguimientos 


 


III. CONCLUIDOS 


 
La Función de Cumplimiento ha venido trabajando en el Plan de Trabajo para el 2023, 


el mismo se encuentra concluido, no obstante, debe ser aprobado por la JUNAFO en 


sesión de Junta para el mes de Enero 2023. 


 


Con oficio N.° 0416-DJA-2022 del 02 de diciembre del 2022 se le informó a la 


Superintendencia de Pensiones la conclusión del Informe de auditoría actuarial, en 
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atención al Reglamento Actuarial aprobado por Consejo Nacional de Supervisión del 


Sistema Financiero (CONASSIF) en su artículo N.° 19 el cual, para lo que interesa, 


indica lo siguiente:  


 


“Artículo 19. Auditoria actuarial externa  
“[…] El régimen debe llevar a cabo una auditoría actuarial externa de la última 


valuación después de realizar tres valuaciones actuariales anuales 


consecutivas. Se exime de esta disposición al régimen que no encargue más 


de tres valuaciones actuariales anuales consecutivas a un mismo actuario 


externo o firma actuarial…].” (el subrayado no corresponde al original) 


 


3.1 Oficios atendidos 


 


TABLA N°. 4 
Oficios atendidos 


 
 


Los oficios con estado de “tramitado” son únicamente de conocimiento y/o cumplimiento por parte de la 


JUNAFO, no requieren oficio de respuesta. 
 


3.2 Planes de acción concluidos 


 
Se concluyo el plan de acción número 5 del plan “Cultura de Riesgos” N.° FJPPJ018, 


denominado “Estudios o Análisis Relacionados con la Situación Financiera y Actuarial 


del Fondo”.   


 
3.3 Otros concluidos 
 
No hay temas extraordinarios concluidos. 


 
IV. GESTIÓN MENSUAL 


 
En este apartado se evidencia el cumplimiento de las labores normales que se deben 
ejecutar todos los meses por parte de la Administración, en acatamiento a los 
lineamientos de la SUPEN. 
 
Tal y como lo establece el artículo N°. 237 de la Ley 9544 que reforma la Ley Orgánica 
del Poder Judicial, indica: 
 


“Los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones deberán ser gestionados de 
conformidad con la Ley N°. 7983, Ley de Protección al Trabajador, de 16 de 
febrero de 2000, y la normativa que al efecto ha establecido el Consejo Nacional 
de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de 
Pensiones (Supén).” 


 
En concordancia con lo anterior, el Manual de Información de Regímenes Colectivos de 
SUPEN, establece: 
 


Oficio
Se atendió con el 


oficio N.°
Fecha de envío Tema Principal


SP-1367-2022 N. 0392-DJA-2022 15/11/2022


La SUPEN solicita un analisis de riesgos y pruebas de estrés que se ha realizado sobre el


portafolio de inversiones


SP-1355-2022 Tramitado NA


La SUPEN hace la aclaración sobre la identificación de entidades sistémicas para efecto


del Reglamento sobre Idoneidad y Desempeño de los Miembros del Órgano de Dirección y


de la Alta Gerencia de Entidades y Empresas Supervisadas, Acuerdo CONASSIF 15-22.N 


SP-A258-2022 Tramitado NA SUPEN indica modificación en el Portal SUPEN directo registro y actualización de roles


Control de oficios atendidos al 30 de noviembre 2022
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“El presente Manual de Información tiene como propósito conjuntar en un solo 
documento las instrucciones y procedimientos necesarios para el suministro de la 
información que deben enviar a la Superintendencia de Pensiones, en adelante 
SUPEN, los Regímenes Colectivos al amparo de lo establecido en la Ley de 
Protección al Trabajador, Nº 7983.” 


 


1. En virtud de lo expuesto, mensualmente se efectúa la carga de información en 


la Ventanilla Electrónica de Servicios de SUPEN (VES) dentro de los 5 primeros 


días hábiles de cada mes, se realiza el envío de información, con total éxito, de 


los siguientes rubros: 


 


a) RI: Reporte de Inversiones. 


b) CV: Compras y ventas de Inversiones. 


c) RL: Manejo Liquidez. 


d) SN: Saldos Contables. 


e) AF: Carga Afiliados 


f) MA: Carga de Archivos Movimientos Afiliados. 


g) Datos Personales, Pensionados y Movimientos de Pensionados     


                                             


2. Mediante correo electrónico el 30 de noviembre del 2022 se remitió a la SUPEN 


las evidencias de los planes de acción cuyas acciones tenían vencimiento el 30 


de noviembre 2022, cumpliendo en tiempo y forma las fechas propuestas en 


cada uno de los planes. 


 
3. Se llevó a cabo el 02 de diciembre del 2022 la sesión regular mensual del Comité 


de Inversiones del mes de noviembre. 


 


4. Se llevó a cabo el 07 de diciembre del 2022 la sesión regular mensual del Comité 


de Riesgos del mes de noviembre. 


 
5. Programación de divisas: con oficio N.° 0421-DJA-2022 del 06 de diciembre 


2022, se remitió el correo a SUPEN con la programación operaciones de compra 
y venta de divisas para el trimestre que comprende los meses de diciembre 2022 
a febrero del 2023. 


 
6. Ejecución de compra-venta de moneda: todos los jueves de forma semanal se 


ha comunicado por correo electrónico, las compras de dólares efectivamente 
ejecutadas. 


 
V. REQUERIMIENTO DE OTRAS DEPENDENCIAS 


 
En el mes de noviembre de 2022 se recibió por parte de la CONASSIF el oficio N.° 1768-
08 del 22 de noviembre del 2022, en relación con la modificación del artículo 15 y la 
adición de un transitorio VI al Reglamento de Gestión de Activos. 
 


La remisión del presente informe tiene como fin poner en conocimiento la labor que 


efectúa la Función de Cumplimiento dando seguimiento a las gestiones de la SUPEN 


en su papel de supervisor y regulador de la JUNAFO y del FJPPJ, por lo que se somete 


a conocimiento del “Máximo Órgano de Dirección” encargado de la administración de 


este régimen conforme dicta la normativa aplicable. 
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Así mismo este informe revela los esfuerzos que hace la Administración en todas sus 


áreas por cumplir en tiempo y forma los lineamientos establecidos. 


 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


Licda. Vanessa Mesén Arroyo 


Encargada de la Función de Cumplimiento 
 Junta Administradora del Fondo  


de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
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Planes%20de%20acción%20noviembre.xlsx
noviembre

		Status de Planes de Acción

		N.		Número de plan		Oficio SUPEN		Proyecto		Tema Principal		Avance mes anterior (set)		Avance mes actual (oct)		Resumen del avance		Observaciones		Status

		4		FJPPJ007
Estado de cuenta		SP-1461-2020.		Emisión de estados de cuenta		Que cada afiliado al régimen reciba de forma mensual un estado de sus cotizaciones.		13%		13%		En espera que la Dirección de Gestión Humana actualice y migre los registros antiguos de tiempo laborado en la institución al nuevo sistema SIGA-GH.		La Dirección de Gestión Humana se encuentra en proceso de realizar una actualización y migración de registros antiguos de tiempo laborado en la institución al nuevo sistema SIGA-GH razón por la cual el Subproceso de Jubilaciones y Pensiones de la Dirección de la JUNAFO se encuentra a la espera de la comunicación y confirmación por parte de dicha Dirección de las fechas, cronograma y condiciones del proyecto.
		350						1		135				amarillo		estancado		250

		5		FJPPJ008
Regla IV				Aplicación de cobros por aplicación de Regla IV		Designación por rol de nota a un Magistrado de Corte Plena para su estudio a profundidad y emisión de criterio.		36%		36%		Se solicitó reunión con el Despacho de la Presidencia para tratar el avance de esté tema en Corte Plena.
Se solicitaron a la DJ y a la DGH los respectivos informes.		La Dirección Jurídica remitió el criterio solicitado por Corte Plena el 01 de julio del 2022  Criterio N° DJ-C-296-2022, referencia de recepción de la Secretaria de la Corte N° 7658-2022.
Con correo del 03 de agosto del 2022 se le consulta a la Secretaría de la Corte si Gestión Humana rindió su informe a lo que la Secretaria indica que efectivamente, Gestión Humana ya rindió el respectivo informe, remitido con oficio N.° PJ-DGH-AP-2847-2022 el 18 de julio del 2022.
Con correo electrónico del 6 de junio, del 07 de julio, del 03 de agosto, del 30 de agosto, del 05 de octubre, del 04 y 09 de noviembre se consulta a la Secretaria de la Corte si la Corte Plena a conocido los informes solicitados y si hay algún avance en el tema, indicando que no hay avance en la agenda para conocer el tema.		350						2						verde 		al día		150

		6		FJPPJ009
Revaloración				Aplicación de cobros por aplicación de Revaloración		Recuperación de sumas giradas de más.		67%		71%		A la espera del avance en el cobro de las sumas pagadas de más por parte de DJ.		Con oficio N.° 526-DJ/CA-2022 del 5 de abril del 2022 firmado por la Ms.. Argili Gómez Siu Subdirectora de la Dirección Juridica indica que se procederá con el cobro administrativo a los exmagistrados jubilados y exmagistradas jubiladas y sus beneficiarios según los montos indicados por la Dirección de la JUNAFO en oficio  N.° 0146-JP-DJA-2022 del 17 de marzo 2022. Se ha mantenido el seguimiento constante a la Dirección Juridica sobre estos casos, razón por la cual el 13 de octubre del 2022 el Licenciado Leonardo Chavarría Chinchilla mediante correo electrónico remite una actualización de los trámites, indicando que se encuentran en la etapa de búsqueda de localizaciones para notificar a las partes y en la redacción estándar para el auto de inicio.		350						3

		7		FJPPJ012
Gobernanza T.I
				Plan Gobernanza T.I. 2021		Definir el marco de gestión de TI, conforme establece el artículo 8 del Reglamento General de Gestión de la Tecnología de Información.		18%		20%		Se concluyó con la fase de contratación de la empresa que llevará a cabo el perfil tecnológico de la JUNAFO		Se iniciara con la fase de ejecución para el próximo año		350						4

		8		FJPPJ013
Revisión Aplicación 2x1		SP-458-2021.		Revisión Ampliación 2x1		Para la revisión de las pensiones otorgadas bajo el transitorio III de la Ley 7302.		35%		39%		Se está a la espera que la DGH haga entrega del informe de avance.		Con correo electrónico del 05 de  octubre del 2022 el Licenciado Carlos Lizano, Jefe del Subproceso Administrativo de Personal, indica que para finales de octubre estarán realizando la entrega del segundo avance, de los resultados alcanzados a esa fecha, se podrá estimar conforme el trabajo pendiente, si es posible que el proyecto finalice este mismo año o se requiera solicitar al Consejo Superior una prórroga para el año 2023 que permita la culminación.		350						5

		9		FJPPJ014
Recuperación Actuarial 2020				Recuperación Actuarial-2020		Recomendaciones Actuariales.		50%		50%		Se inicio la confección del informe de cierre para el Plan de Recuperación Actuarial para el periodo 2020		El régimen del FJPPJ mantiene una condición de déficit actuarial y conforme normativa es necesario presentar anualmente un plan de recuperación actuarial y un informe de cierre del anterior, aunque las actividades estipuladas se mantengan en el tiempo.		350						6

				FJPPJ015
Reglamento de Información Financiera JUNAFO				Reglamento de información financiera JUNAFO		Implementación del Reglamento de Información Financiera para la contabilidad de la JUNAFO.		25%		63%		Se avanzó con el cumplimiento de la acción 4 y 5, se trabaja en las acciones 6 y 7.		Se informa que se ha trabajado en las tareas indicas en el plan de acción, de lo cual remiten las evidencias, es importante indicar que las tareas 4, 5, 6 y 7 van de la mano, por lo que se trabajan integralmente. Lo anterior no afecta la fecha de finalización del plan de acción.		350						7

				FJPPJ016
1. Establecimiento de Sistema de Gestión de Calidad
2. Procedimientos						1. Implementación de los sellos de calidad
2. Manuales de procedimientos para actividades significativas: gestión de activos, acumulación, desacumulación y comunicación.		53%		55%		La mayoría de las acciones de este plan  vencen el próximo 2023 y 20204		En el plan de acción "Gestión de Calidad"  la Dirección tiene un excelente avance en la acreditación con CEGECA, para el sello de gestión documental la Dirección tiene un 75% de acreditación, para el sello gestión de procesos se ha avanzado en un 31%, para el sello de gestión organizacional se tiene un avance de 25%. Las acciones del  plan de acción "Procedimientos" tiene su vencimiento para el 2023.  		350						8

				FJPPJ018
Cultura de riesgos						Implementar la metodología para la valoración de los riesgos no financieros, y los procesos de autoevaluación de riesgos del Fondo que contribuyan con el sistema de control interno/ Seguimiento a la política de solvencia 		51%		70%		Este es el plan de acción con mejor avance, un cumplimiento perfecto en las fechas de vencimiento.		Se cumplió con la sub acción número 3.2 y la 4.1 del plan de acción "Riesgos no Financieros", con la acción número 3 del plan de acción "Autoevaluación de Riesgos del Fondo que Contribuyan con el Sistema de Control Interno" y se concluyo el plan de acción "Estudios o Análisis Relacionados con la Situación Financiera y Actuarial"		350						9

		9		FJPPJ019
Recuperación Actuarial 2021				Recuperación Actuarial-2020		Recomendaciones Actuariales.		75%		75%		Plan de Recuperación Actuarial del 2021		Con oficio N.° 0313-DJA-2022 del 21 de setiembre del 2022, se traslada a la JUNAFO los indicadores actuariales confeccionados por el actuario Raúl Hernández G. en cumplimiento de el plan de acción FJPPJ019 plan de recuperación actuarial 2021. Está pendiente para la reunión del 22 de noviembre con la JUNAFO la discusión de las recomendaciones actuariales e indicadores del plan de acción.		350						10

												39%		49%



				Simbología 

				350						Plan de acción con avance constante, al día con el cumplimiento de fechas

				250						Plan de acción con avance estancado, fechas de cumplimiento al día

				100						Plan de acción sin avance 
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Oficio N° 0048-AJ/DJA-2022 


 


San José, 7 de diciembre de 2022 


 


Doctor 


Juan Carlos Segura Solís 


Presidente 


Junta Administradora del FJPPJ 


S.          D. 


 


Asunto: Criterio jurídico respecto del 


tipo de relación laboral que mantiene el 


nuevo personal contratado por la 


JUNAFO con el Poder Judicial. 


  


Estimado señor: 


 En atención al acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 13-2022 celebrada el 21 de marzo 


de 2022, artículo XVIII, comunicado mediante oficio N° 0222-JUNAFO-2022, del 29 de 


marzo de 2022, en donde solicitan criterio jurídico sobre la gestión presentada por el señor 


Hernán campos Vargas, se procede a manifestar lo siguiente: 


I.- SOBRE LA GESTIÓN PRESENTADA: 


El jubilado judicial Hernán campos Vargas, mediante correo electrónico recibido el 


16 de marzo de 2022, comunicó lo siguiente: 


“En primer lugar agradezco la información brindada en este folleto, 


considero que esta práctica de compartir datos de la marcha de nuestro Fondo de 


Jubilaciones con las personas Jubiladas y Pensionadas del Poder Judicial, es 


muestra de una buena práctica de rendición de cuentas y transparencia en la 


gestión. 
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Me parece que hay alguna terminología muy técnica que podría 


simplificarse para una mejor comprensión, considerando que muchas de las 


personas que recibimos la información, no necesariamente tenemos una 


formación que nos permita procesar de manera idónea los datos suministrados. 


En segundo lugar, no coincido con la interpretación que se está haciendo 


en relación con lo dicho por la Procuraduría General de la República, sobre el 


tipo de relación laboral que rige al personal que se contrata con recursos del 5 x 


1.000. (Aporte que hacemos para atender los Gastos de Administración del 


Fondo) 


Para una mejor explicación copio parte de la información que se nos 


brinda en el Folleto. 


Es importante mencionar que, la Procuraduría General de la República 


(PGR) mediante el dictamen C-021-2021, aclaró la naturaleza jurídica de la 


Junta, su relación con el Poder Judicial y el régimen de empleo público aplicable 


a su personal administrativo. 


Detalle de conclusiones destacadas del dictamen de la PGR-C-021 


1. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial es un órgano con grado de desconcentración máxima del Poder 


Judicial para la administración de dicho régimen, dotado de personalidad 


jurídica instrumental para la gestión más eficiente de su propio presupuesto y de 


los recursos que componen el aludido fondo. 


2. La naturaleza jurídica de la Junta, a la que el artículo 239 de la Ley 


Orgánica del Poder Judicial le confiere poderes – incluso normativos – que 


inciden directamente en la gestión de los recursos humanos a su cargo; no desliga 
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a su personal del Poder Judicial, con el que sigue manteniendo una relación de 


empleo público. (El sombreado es suplido) 


De ahí que, la Junta decide declarar en la sesión N° 006-2021, que es un 


órgano del Poder Judicial con personalidad jurídica instrumental independiente, 


con grado de desconcentración máximo en lo referente a la administración del 


régimen del FJPPJ, pero que conserva relación con este Poder de la República 


como un órgano administrativo inserto en la estructura vertical del Poder Judicial 


, con la Corte Plena como superior jerárquico; que cuenta con capacidad de 


contratación de nuevo personal que no se desliga del Poder Judicial y de su 


régimen de empleo público y que es capaz de gestionar su propio presupuesto y 


patrimonio. (El sombreado es suplido) 


Mi interpretación sobre lo expresado por la Procuraduría General de la 


República, en el oficio C-021-2021, respecto del tipo de relación laboral del 


personal que laboraba para el Poder Judicial en diferentes dependencias y que a 


partir de la entrada en vigencia de la Reforma a nuestro Régimen Jubilatorio se 


ubica físicamente y presupuestariamente bajo el alero de la Junta Administradora 


del Fondo, es el personal que mantiene la relación de Empleo Público, porque sus 


salarios se siguen pagando con recursos del Presupuesto del Poder Judicial. 


No sucede lo mismo con el "nuevo personal" contratado con los recursos 


provenientes del 5 x 1.000, que se paga con el Presupuesto de la Junta 


Administradora del Fondo, en este caso, su relación laboral es de naturaleza 


"privada", a este personal no se le puede considerar servidores/as públicas, 


porque sus salarios NO se pagan con Presupuesto Público. 


Me interesa conocer cuál es la opinión de la Junta Administradora del 


Fondo sobre este particular y, si estarían en disposición de hacer una consulta 
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sobre el particular a la Procuraduría General de la República para dilucidar este 


tema, yo con mucho gusto me comprometo a elaborar el proyecto de consulta a la 


Procuraduría y presentarlo a la Junta Administradora.” 


II. SITUACIÓN EXPUESTA:  


Se desprende de la gestión planteada por el señor Campos Vargas que su inquietud 


radica en la interpretación que, a su criterio, debe realizarse al dictamen C-021-2021 


emitido por parte de la Procuraduría General de la República, mediante el cual aclaró la 


naturaleza jurídica de la Junta, su relación con el Poder Judicial y el régimen de empleo 


público aplicable a su personal administrativo. 


Según refiere el señor Hernán Campos, su interpretación del criterio emitido por la 


Procuraduría General de la República respecto del "nuevo personal" contratado con los 


recursos provenientes del 5 x 1.000, que se paga con el Presupuesto de la Junta 


Administradora del Fondo, se da en el sentido de que la naturaleza de contratación de dicho 


personal es "privada", en razón de lo cual, no se les puede considerar servidores o 


servidoras públicas, por cuanto sus salarios no se pagan con presupuesto Público. 


Con base en lo anterior, el señor Campos Vargas requiere conocer la opinión de la 


Junta Administradora del Fondo sobre este particular, asimismo, plantea la opción de 


solicitar criterio a la Procuraduría General de la República para dilucidar este tema. 


III- ANÁLISIS DEL CASO: 


Previo a hacer referencia al quid del asunto, resulta de gran importancia reseñar que 


la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República (Ley N° 6815 del 27 de 


setiembre de 1982 y sus reformas), establece en sus artículos 4 y 5 una serie de requisitos 


de admisibilidad que deben ser cumplidos a efecto de solicitar una consulta a la 


Procuraduría General de la República, para el respectivo análisis. 
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Las citadas normas disponen literalmente que: 


“Artículo 4: Consultas: Los órganos de la Administración Pública, por 


medio de los jerarcas de los diferentes niveles administrativos, podrán consultar 


el criterio técnico-jurídico de la Procuraduría; en cada caso, deberán acompañar 


la opinión de la asesoría legal respectiva, salvo el caso de los auditores internos, 


quienes podrán realizar la consulta directamente”. 


“Artículo 5: Casos de excepción: No obstante, lo dispuesto en los artículos 


anteriores, no son consultables los asuntos propios de los órganos administrativos 


que posean una jurisdicción especial establecida por ley”. 


En virtud del análisis de esas normas, la Procuraduría ha desarrollado tres requisitos 


mínimos de admisibilidad de las consultas:  


a) Que las interrogantes versen sobre temas jurídicos en genérico, lo cual implica 


que no se cuestione un caso concreto que esté pendiente o deba ser resuelto por la 


Administración, que no se trate de un asunto sobre el cual ya se emitió un acto 


administrativo o una decisión concreta, que no involucre una materia que es competencia 


de otro órgano, que no pretenda la revisión de informes o criterios legales, ni que 


corresponda a un asunto judicial en trámite.  


b) Que se acompañe el criterio de la asesoría legal de la institución sobre todos los 


temas cuestionados y, 


 c) Que la consulta sea formulada por el jerarca administrativo de la institución. (Al 


respecto ver pronunciamientos Nos. C-158-2008 del 12 de mayo de 2008, C-157-2013 del 


19 de agosto de 2013, C-121-2014 del 8 de abril de 2014, C-99-2016 de 29 de abril de 


2016, OJ-061-2017 de 29 de mayo de 2017 y C-219-2019 de 7 de agosto de 2019).  
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En ese sentido, debe apuntarse que la jurisprudencia administrativa ha anotado que 


la precisión y claridad en el cuestionamiento sobre el cual se requiere el criterio del órgano 


superior consultivo, también resulta un requisito esencial de admisibilidad, pues, la 


imprecisión en el objeto de la consulta, impide conocer la duda jurídica del consultante y 


rendir de manera adecuada y precisa, el criterio pretendido. (Véanse al respecto los 


pronunciamientos Nos. C-136-2006 de 3 de abril de 2006, C-077-2018 de 19 de abril de 


2018, C-247-2018 de 21 de setiembre de 2018, C-146-2019 de 29 de mayo de 2019, entre 


otros).  


De lo anterior se puede extraer, asimismo, que se la Administración está facultada 


para solicitar criterio a la Procuraduría, cuando no tenga claridad sobre un tema jurídico, 


además, debe aportarse el criterio legal correspondiente y las interrogantes deben versar 


sobre cuestiones jurídicas genéricas. 


En este sentido, se aclara, la función consultiva de la Procuraduría General tiene por 


objeto, de conformidad con los artículos 3.b y 4 de su Ley Orgánica, atender las consultas 


que la administración pública le planteé, por medio de sus jerarcas, sobre el alcance y 


sentido de las normas jurídicas y los diferentes institutos jurídicos del ordenamiento. 


En el caso particular que inquieta al señor Hernán Campos, debe indicarse que por 


parte de la Asesoría Jurídica de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial, no existen dudas en cuanto a la interpretación que debe 


hacerse del criterio C-021-2021, emitido por la Procuraduría General de la República el 29 


de enero de 2021, en torno a la aclaración sobre la naturaleza jurídica de la Junta 


Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, su relación con 


el Poder Judicial y el régimen laboral aplicable a sus colaboradores, en el entendido que ha 


quedado diáfanamente especificado por parte de dicho órgano consultivo que, la Junta 
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Administradora continúa perteneciendo al Poder Judicial y por ende, su personal sigue 


siendo empleados y empeladas públicas. 


Es importante tomar en consideración los siguientes aspectos a fin de entender el 


criterio discutido:   


La Procuraduría General de la República al momento de emitir el criterio C-021-


2021, en fecha 29 de enero del 2021, desconocía que el Poder Judicial trasladaría plazas o 


que crearía la dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 


del Poder Judicial. Nótese que la creación y traslado de plazas ocurrió hasta el día 06 de 


abril del 2021, por lo cual, no podía la Contraloría contemplar en su dictamen, tales 


aspectos. 


A mayor abundamiento, la Comisión de Clasificadores del Ministerio de Hacienda, 


ubica a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 


como un órgano desconcentrado al que le fue asignado el código 1.1.1.1.770.301, como 


parte del Sector Público Costarricense, en alineamiento al dictamen N°. C-021-2021 


emitido la Procuraduría General de la República. 


Asimismo, hay que recordar que la Contraloría General de la República en el 


dictamen DAC-4802 del 15 de diciembre del año 2021, establece que la comisión de 


administración del cinco por mil que posee la Junta Administradora, constituye una 


contribución parafiscal, que le obliga a aplicar la Ley de Contratación Administrativa, esto 


refuerza la tesis de que existe relación de empleo público. 


Se debe destacar que, el criterio de la Procuraduría General de la República N° C-


021-2021, señala claramente que “cuenta con capacidad de contratación de nuevo 


personal que no se desliga del Poder Judicial y de su régimen de empleo público”, por lo 


cual, resulta evidente que, el nuevo personal que la Junta ha contratado, no se desliga del 


Poder Judicial ni de su régimen de empleo público. 







 
 


Oficio N° 0048-AJ/DJA-2022 


 


Cabe aclarar que, cuando se hace referencia a dependencias públicas en el 


ordenamiento jurídico costarricense, se entiende por ente una persona jurídica plena. Es 


decir, se trata de una organización pública que es centro último de imputación de derechos 


y obligaciones. Los órganos, en cambio, forman parte de los entes, cumplen funciones 


determinadas y gozan de mayor o menor independencia según sea su nivel de 


desconcentración (en el caso de los entes, se habla de descentralización, que es un concepto 


muy distinto).  


En ese sentido, en el dictamen de la Procuraduría N°C-305-2009, del 28 de octubre, 


sostuvo: 


“La desconcentración es una técnica de distribución de competencias en 


favor de órganos de una misma persona jurídica, por la cual un órgano inferior se 


ve atribuida una competencia en forma exclusiva, para que la ejerza como propia, 


en nombre propio y bajo su propia responsabilidad. 


Ahora bien, no se trata de cualquier tipo de competencia, sino de una 


competencia para resolver, para decidir en forma definitiva sobre una materia 


determinada por el ordenamiento. Esta atribución se funda en la necesidad de 


especializar ciertos órganos en materias específicas, de manera que se satisfagan 


en mejor forma los cometidos públicos. Desde esa perspectiva, desconcentrar es 


especializar funcionalmente determinados órganos, sin que se desliguen 


orgánicamente tales competencias de la estructura originaria”. 


Corolario de lo anterior, se justifica la configuración de la Junta Administradora del 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, como un órgano de desconcentración 


máxima, por lo que, pese a contar con personería jurídica instrumental, no se trata de un 


ente sino un órgano y como tal, forma parte y depende de dicho poder de la República. 
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IV.- CONCLUSIONES: 


Tomando en consideración la naturaleza jurídica de esta Junta, el artículo 239 de la 


Ley Orgánica del Poder Judicial, con su reforma por la Ley N° 9544, se concluye: 


1.- Los colaboradores de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones, aunque adscritos a ésta, son empleados del Poder Judicial, ya que ni la 


desconcentración ni la personalidad jurídica instrumental de la Junta, tiene la fuerza de 


cambiar la relación de empleo que vincula a los funcionarios de la Junta con ese Poder de la 


República, pues, la Junta sigue, aunque independiente, siendo un órgano del Poder Judicial 


(norma 239 de la LOPJ). 


2.- El régimen jurídico laboral aplicable a los colaboradores de la Junta, es el mismo 


que el que se contempla para las personas servidoras judiciales activas, claro está, con las 


salvedades que la Junta pueda aplicar, en el ejercicio de sus competencias y autonomía 


administrativa, tal y como se lo otorgó la ley, pero en lo no regulado por esa Junta, será de 


aplicación lo dispuesto por el Poder Judicial. 


3.- No resulta atendible la solicitud de plantear una consulta jurídica a la 


Procuraduría General de la República respecto del tipo de relación laboral del personal 


contratado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, por cuanto para esta Junta Administradora la naturaleza de su personal es 


indiscutiblemente pública, tal cual se ha indicado en el dictamen que se cuestiona.  


4.- Si bien, la Junta Administradora y su aparato administrativo, si financia con una 


comisión por gastos administrativos que surge de deducir un cinco por mil de los sueldos 


que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a 


cargo del Fondo, lo cierto del caso es que ese cúmulo de dinero constituye una contribución 


parafiscal, inyectándose al presupuesto del Poder Judicial, asignándole un programa 
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presupuestario numerado 951, el cual se utiliza para los gastos que se requieran, aplicando 


la normativa atinente de recursos públicos.  


V.- RECOMENDACIONES: 


1.- Conforme a lo anteriormente expuesto, esta Asesoría Jurídica recomienda 


rechazar la gestión planteada por el señor Hernán Campos Vargas. 


De esta forma, se deja rendido el criterio solicitado por la Junta Administradora del 


Fondo de Jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 13-2022 celebrada el 21 


de marzo de 2022, artículo XVIII, para lo que a bien estimen disponer. 


Atentamente;  


 


 


 


 


Lic. Eduardo Chacón Monge 


Asesor Jurídico a.í.  


Dirección de la Junta Administradora del Fondo 


de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 


Lic. Diego Mora Araya 


Asesor Jurídico a.í.  


Dirección de la Junta Administradora del Fondo 
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Observaciones documentos relacionados con traslado de cotizaciones



Documento Anexo-Metodología Liquidación Actuarial



Las siguientes fórmulas se deben expresar como aproximaciones y no como igualdad, dado el supuesto de distribución uniforme de muertes (supuesto de linealidad) en el documento:



 = * t (donde t está entre 0 y 1)



= * t (donde t está entre 0 y 1)





Las siguientes fórmulas son solo ciertas si las tablas de mortalidad e invalidez se construyeron bajo un proceso de múltiples decrementos; si fueron construidas individualmente, se deben transformar para usar la fórmula indicada. Para la segunda fórmula, adicionalmente, no es una igualdad, por lo que se debe expresar como una aproximación:







* t (donde t está entre 0 y 1)





Las siguientes fórmulas no son ciertas, por cuanto el supuesto de distribución uniforme de muertes (supuesto de linealidad) aplica para la mortalidad y no para la sobrevivencia (probabilidad de no morir):



 = * t (donde t está entre 0 y 1)



* t (donde t está entre 0 y 1)





La siguiente fórmula es una aproximación y no una igualdad. Si empieza en t=1, debe terminar en ω-edad-1. Esta anualidad se paga al final del periodo; por lo que el ajuste por pago en m-ésimos no es el correcto, ya que corresponde al ajuste para la aproximación de la anualidad vitalicia anticipada y no para la aproximación de la anualidad vitalicia vencida que se muestra:









La siguiente fórmula es una aproximación y no una igualdad. Si empieza en t=1, debe terminar en k-1. El ajuste por pago en m-ésimos no es el correcto, ya que corresponde al ajuste para la aproximación de la anualidad vitalicia anticipada y no para la aproximación de la anualidad temporal vencida que se muestra:









En las siguientes fórmulas, se muestra una aproximación de la tasa nominal, sin embargo, se debería utilizar la igualdad 1+nominal = (1+real)*(1+inflación). Adicionalmente, si se conocen los beneficiarios por muerte (viuda(s,o,os) e hijos) se puede utilizar dicha información para los periodos que aplican; si no, se pueden utilizar las probabilidades de dejar beneficios por sucesión.













Falta que se muestren las fórmulas que se utilizan para traer a valor presente las cotizaciones (sin costo actuarial).



En el documento Anexo N. 3 Información Técnica solo dice “Para determinar el costo a valor presente se utiliza la información del IPC” y no menciona la estimación de los rendimientos generados por la gestión de las inversiones.



En el documento Anexo N. 2 Manual del Usuario se indica que “Si algunos meses la aplicación devuelve cero en el costo actuarial, esto puede deberse a que no había costo asociado, ya que la persona no había cumplido requisitos. Por ejemplo haber estado cotizando 5 años” (sic), pero en algunos de los ejemplos, se estima costo actuarial sin que la persona haya cotizado 5 años o más, o el tiempo que determine la norma a la fecha de las cotizaciones. Específicamente, el artículo 234 de la ley indica que se deben trasladar los recursos mediante liquidación actuarial, si la persona no cumplía los requisitos para acceder a un beneficio (por invalidez o sus derechohabientes por sucesión), técnicamente, no se debe estimar costo actuarial ya que no hubo cobertura, lo que sería equivalente a una liquidación financiera.



No se adjuntó la metodología utilizada para la estimación del valor presente de las cuotas por reconocer de otros regímenes de pensiones. De igual manera, en el Reglamento suministrado CIRCULAR Nº 163-2016, se identifica el siguiente proceso de cálculo en el artículo 13:

“(…)

La inflación acumulada, aplicada a cada cuota desde la fecha de inicio del reconocimiento, conforme la siguiente fórmula:

(IPC final/ IPC inicial) * 100-100=X,

Donde:

X=Cuota*(1+X/100)

IPC: Índice de precios al consumidor

Para el cálculo del rendimiento mensual real, que de igual forma se menciona en el artículo 12, se observará la siguiente fórmula:

RNR= 1+RN del plazo /1+IPC del plazo

Donde:

RNR: Rendimiento Nominal Real

RN del plazo: Es el rendimiento nominal según el plazo desde la fecha de inicio.

IPC del plazo: Es la inflación acumulada según el plazo desde la fecha de inicio

La sumatoria de las cuotas indexadas por la inflación acumulada más el rendimiento mensual real de las inversiones, constituyen la suma a cobrar a la persona gestionante.

”

Sin embargo, en una de las consultas que ingresó a SUPEN en meses anteriores, se muestra la siguiente leyenda relacionada con la metodología, la cual no coincide con lo indicado en el Reglamento:



[image: ]



Inicialmente, se identificó que para traer las cotizaciones a valor presente usando solo inflación, se toma la inflación mensual, pero si esta fue negativa, se pone cero; esto es incorrecto, por cuanto, aunque los salarios de los trabajadores no pueden disminuir, traer las cotizaciones a valor presente usando solo inflación, no es para reconocer la pérdida de poder adquisitivo, sino para que los montos de las cotizaciones se tomen a una misma fecha.



Una situación similar ocurre con la estimación de los rendimientos reales que hubiere generado el fondo que, según la leyenda anterior, tampoco pueden ser negativos; lo que no se ajusta a la técnica ni a la realidad, porque la gestión de las inversiones no hace inmune a un fondo de tener rendimientos reales negativos. Adicionalmente, no queda clara la forma en que se estiman los rendimientos que hubieren generado esas cuotas de haber ingresado al Fondo desde un inicio; lo anterior por cuanto, la rentabilidad que se toma se divide entre doce para obtener un rendimiento mensual, cuando esta metodología (dividir entre doce) solo es correcta si el rendimiento anual se estimó como un rendimiento mensual por doce; si el rendimiento anual se tomó del periodo completo (rentabilidad obtenida para los 12 meses), pasar a rendimiento mensual requiere de otra fórmula. Además, tampoco queda clara la forma en que se suman cada uno de los términos de las fórmulas, donde se observó que el proceso suma la cuota actualizada por inflación más los rendimientos reales; pero si se decide mantener el cálculo de inflación y rendimientos por separado, en lugar de solamente usar el rendimiento nominal, la fórmula tendría 3 términos (al cancelar el primer término de la primera y última igualdad de la ecuación) por la propiedad distributiva, dado que 1+nominal = (1+real)*(1+inflación) = 1+real+inflación+real*inflación.



Por último, se considera importante mencionar que para el cálculo de la deuda, se tome el hecho de que una parte de las cuotas a reconocer, serán trasladadas por el régimen básico a las que aportó el trabajador; puede ser un porcentaje pequeño dadas las diferencias en porcentajes de cotización y las deducciones por liquidación actuarial; esto con el objetivo de aliviar un poco las finanzas del trabajador durante su periodo de acumulación.
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9 de diciembre del 2022

JD-6095/08





Señores

Sistema Financiero Nacional 





Estimados señores:



La Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en los numerales 2 y 3, del artículo 8 del acta de la sesión 6095-2022, celebrada el 8 de diciembre del 2022,



considerando que:



A.	De conformidad con lo dispuesto en los artículos 1, 4 y 5 de la Ley de Comisiones máximas del sistema de tarjetas, Ley 9831, corresponde al Banco Central de Costa Rica (BCCR) determinar las comisiones máximas de intercambio que podrán cobrar los emisores, así como las comisiones máximas de adquirencia y los límites máximos a otras comisiones y cargos que establezcan los proveedores de servicio por el uso de los dispositivos de pago, independientemente de su denominación, con el objetivo de promover la eficiencia y seguridad del sistema de tarjetas de pago y garantizar el menor costo posible para los afiliados, siguiendo para ello las mejores prácticas internacionales.



B.	El Banco Central de Costa Rica está también autorizado para determinar, con fundamento en los criterios técnicos pertinentes, comisiones de intercambio y adquirencia diferenciadas que conduzcan al buen funcionamiento, la eficiencia y seguridad del sistema de pagos costarricense, siempre que garantice el menor costo posible para los afiliados.



C.	Con base en el mandato de la Ley 9831, la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica (BCCR), mediante el artículo 7 de la sesión 6090-2022, del 2 de noviembre de 2022, aprobó en firme remitir en consulta pública, a la luz de lo establecido en el numeral 3, artículo 361, de la Ley General de la Administración Pública, Ley 6227, el estudio técnico referente a la Fijación ordinaria de comisiones del sistema de tarjetas de pago del 2021 y el Reglamento del Sistema de Tarjetas, mediante publicación en el Alcance 237 del diario oficial La Gaceta 212, del lunes 7 de noviembre de 2022.



D.	Mediante oficio DSP-0195-2022 del 2 de diciembre de 2022, la División Económica y la División Sistemas de Pago, y mediante el oficio CJAJ-008-2022 de la asesoría legal de la Gerencia, y después de considerar las observaciones y sugerencias recibidas durante el proceso de consulta pública, tanto desde el punto de vista técnico como jurídico, presentaron una nueva versión del documento técnico para incorporar la información relevante al proceso de consulta pública, con los siguientes cambios:



· Establecer la comisión máxima de adquirencia transfronteriza en 1,25%.

· Mejoras de redacción de párrafos específicos, particularmente en la sección 1.2.1., De las comisiones a clientes.



Asimismo, se presentó una propuesta revisada del Reglamento del Sistema de Tarjetas de Pago en línea con los objetivos establecidos en la Ley 9831, con los siguientes cambios, respecto de la versión enviada en consulta pública:



· La inclusión de una definición de estación de servicio en el Artículo 2.

· Mejoras en la redacción del nuevo Artículo 9, para incorporar las observaciones recibidas de la Superintendencia General de Entidades Financieras en la temática de las tarjetas prepago.

· Requerir la interoperabilidad de las redes de cajeros automáticos y terminales punto de venta para las marcas internacionales American Express, Mastercard y Visa, con excepción para las redes de cajeros automáticos que dispongan de menos de 50 cajeros automáticos y a las redes de terminales punto de ventas que dispongan de menos de 5 000 afiliados. Dichos cambios se efectúan en los nuevos artículos 27 y 28. 

· La delimitación de los nuevos límites máximos a las comisiones de intercambio y adquirencia para operaciones de pago locales y transfronterizas. Dichos cambios se efectúan en los nuevos artículos 40, 41, 42 y 43.

· Mejoras en la redacción de diversos artículos, en atención de las sugerencias recibidas de los participantes del proceso de consulta pública.



E.	Ambas propuestas cumplen con el principio constitucional de razonabilidad (el que, a su vez, incluye los principios elementales de justicia, lógica y conveniencia), puesto que es:

i.	Necesaria: Por cuanto existe una obligación legal a cargo del Banco Central de Costa Rica de llevar a cabo esta fijación de comisiones en un plazo preestablecido y bajo condiciones determinadas. 

ii.	Idónea: Porque se trata de una fijación sustentada en información y estudios técnicos objetivos y procedentes que consideraron las mejores prácticas internacionales y la particular situación de nuestro país en esta materia.

iii.	Proporcionada: Los porcentajes recomendados para cada comisión máxima y el costo de las terminales de pago, fueron cuidadosamente calibrados para cumplir el objetivo de promover la eficiencia y seguridad del sistema de tarjetas de pago y garantizar el menor costo posible para los afiliados.



F.	De conformidad con lo establecido en los artículos 14 y 16 de la Ley 9831, las comisiones máximas que establezca el Banco Central deberán entrar a regir el 1° de enero de cada año, o conforme lo indique el mismo Banco en su resolución general, garantizando un periodo prudencial que les permita a los proveedores de servicio realizar los cambios tecnológicos necesarios para pasar de las comisiones vigentes a las nuevas comisiones máximas establecidas. 



dispuso en firme:



2.	Aprobar el documento técnico y el Reglamento del Sistema de Tarjetas de Pago, cuyos textos son los siguientes:



REGLAMENTO del sistema de tarjetas de pago



CAPÍTULO I

[bookmark: _Toc121233718]DEL OBJETO



Artículo 1.	Objeto del reglamento. El presente reglamento regula las comisiones máximas que podrán ser cobradas por los proveedores del sistema de tarjetas sobre el procesamiento de transacciones que utilicen dispositivos de pago, así como todos los elementos que permiten desarrollar la eficiencia y seguridad del sistema de tarjetas, y garantizar el menor costo posible para los afiliados, conforme con lo dispuesto en la Ley de comisiones máximas del sistema de tarjetas (Ley 9831).



En reconocimiento de la importancia del sistema de tarjetas, se regula su funcionamiento, de conformidad con las disposiciones establecidas en la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica (Ley 7558) y el Tratado sobre sistemas de pago y de liquidación de valores de Centroamérica y República Dominicana (Ley 8876), para propiciar su seguridad jurídica, su desarrollo y fortalecimiento como elementos vitales en la unicidad del sistema de pagos costarricense.

[bookmark: _Toc121233719]

CAPÍTULO II

disposiciones GENERALES



Artículo 2.	Definición de términos. Para los fines del presente reglamento deben aplicarse las siguientes definiciones:



Adquirente: proveedor de servicios que ha suscrito un contrato con un afiliado, para la aceptación y el procesamiento de operaciones con dispositivos de pago que reporten una transferencia de fondos al afiliado.

Afiliado: persona física o jurídica que acepta operaciones de pago y es el destinatario de los fondos objeto de la operación de pago.

ARESEP: Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos.

Autenticación: procedimiento que permite al emisor comprobar la identidad del cliente o la validez de la utilización de un dispositivo de pago, incluida la utilización de credenciales de autenticación reforzada del cliente.

Autenticación reforzada del cliente: autenticación basada en la utilización de dos o más elementos independientes entre sí, categorizados como conocimiento (algo que solo conoce el cliente), posesión (algo que solo posee el cliente) e inherencia (algo que es el cliente), de forma que la vulneración de uno de los elementos no compromete la fiabilidad de los demás.

BCCR: Banco Central de Costa Rica.

BIN: Siglas de Bank Identification Number, o número de identificación del emisor (IIN). Es un número que se usa para identificar una cartera emisora o adquirente con fines de autorización y compensación de transacciones. El BIN se encuentra ubicado entre los primeros dígitos del número del dispositivo de pago.

Cajero automático (ATM por sus siglas en inglés): dispositivo electromecánico que permite a los clientes retirar dinero en efectivo, consultar el saldo, transferir fondos, pagar servicios, cambiar claves de seguridad, aceptar depósitos y realizar otras transacciones o trámites. 

Cliente: persona física o jurídica titular de un dispositivo de pago suministrado por un emisor y que autoriza una transacción con dicho dispositivo.

Comisión de intercambio local (CIL): valor porcentual cobrado por un emisor a un adquirente, directamente o por medio de un tercero, sobre el monto de la operación de pago local.

Comisión máxima de intercambio local (CMIL): valor porcentual máximo establecido por el BCCR para la comisión de intercambio local que podrá ser cobrado por un emisor a un adquirente sobre el monto de la operación de pago local.

Comisión de adquirencia local (CAL): comisión cobrada por el adquirente nacional al afiliado en relación con las operaciones de pago locales, resultante de la suma de la comisión de intercambio local, el costo de marca y el costo del adquirente nacional. Serán consideradas parte de la comisión de adquirencia las retribuciones acordadas en la relación comercial entre el adquirente nacional y el afiliado y que estén directamente relacionados con la prestación del servicio de adquirencia, incluidos los pagos netos, descuentos, incentivos o cualquier otra retribución recibida por el adquirente de parte del afiliado relacionada con el pago de bienes y servicios a través de un dispositivo de pago.

Comisión máxima de adquirencia local (CMAL): valor porcentual máximo establecido por el BCCR para la comisión de adquirencia local que podrá ser cobrada por un adquirente a un afiliado sobre el monto de la operación de pago local. 

Comisión de intercambio transfronteriza (CIT): valor porcentual establecido por la marca de tarjetas que podrá ser cobrado por un emisor extranjero a un adquirente nacional, directamente o por medio de un tercero, sobre el monto de la operación de pago transfronteriza. 

Comisión máxima de intercambio transfronteriza (CMIT): valor porcentual máximo establecido por el BCCR para la comisión de intercambio transfronteriza que podrá ser cobrado por un emisor extranjero a un adquirente nacional sobre el monto de la operación de pago transfronteriza. 

Comisión de adquirencia transfronteriza (CAT): comisión cobrada por el adquirente nacional al afiliado en relación con las operaciones de pago transfronterizas, resultante de la suma de la comisión de intercambio transfronteriza, el costo de marca y el costo del adquirente nacional. Serán consideradas parte de la comisión de adquirencia transfronteriza las retribuciones acordadas en la relación comercial entre el adquirente nacional y el afiliado, y que estén directamente relacionados con la prestación del servicio de adquirencia transfronteriza, incluidos los pagos netos, descuentos, incentivos o cualquier otra retribución recibida por el adquirente de parte del afiliado relacionada con el pago de bienes y servicios a través de un dispositivo de pago.

Comisión máxima de adquirencia transfronteriza (CMAT): valor porcentual máximo establecido por el BCCR para la comisión de adquirencia transfronteriza que podrá ser cobrada por un adquirente local a un afiliado sobre el monto de la operación de pago transfronteriza. 

Corresponsal financiero: cualquier establecimiento comercial que establece relaciones de negocio con una entidad financiera para ofrecer servicios a sus clientes, a nombre y por cuenta de ésta.

Costo de marca: comisiones cobradas por la marca de tarjetas al adquirente y/o al emisor por conceptos como autorización, compensación, liquidación y otros relacionados con las operaciones de pago.

Dispositivo de pago: instrumento de pago EMV, en sus diferentes presentaciones: tarjetas de débito, crédito o prepago, así como calcomanías, llaveros, relojes de pulsera, brazaletes, anillos, dispositivos móviles como tabletas y teléfonos inteligentes, o cualquier otro tipo de instrumento EMV emitido o habilitado por el emisor bajo una marca de tarjeta y que se encuentre vinculado a cuentas de débito, cuentas de crédito, cuentas prepago o cualquier otro tipo de cuentas de fondos de los clientes.

División Sistemas de Pago: área del BCCR responsable del desarrollo y operación del Sistema Nacional de Pagos. 

Emisor: proveedor de servicio que ha suscrito un contrato con el cliente, con el fin de proporcionarle un dispositivo de pago para realizar sus transacciones. 

EMV: siglas de “Europay-MasterCard-VISA”. Es un estándar internacional de interoperabilidad de las tarjetas de pago con circuito integrado, terminales de puntos de venta (POS) y cajeros automáticos, para la autenticación de las transacciones de pago realizadas por un cliente.

EMVCo: organización internacional de carácter privado creada para facilitar la interoperabilidad y la aceptación mundial de las transacciones de pago seguras, mediante la gestión y evolución de las especificaciones EMV y los procesos de prueba relacionados.

Estación de servicio: empresa que realiza ventas de combustibles para el transporte terrestre, aéreo o marítimo que son sujetos de fijación de precios por parte de la ARESEP.

Interoperabilidad: capacidad de dos o más sistemas o componentes para intercambiar y usar información con fines de procesamiento y liquidación de transacciones con dispositivos de pago.

Ley 9831: Ley de comisiones máximas del sistema de tarjetas del 21 de marzo del 2020.

Ley 6227: Ley General de la Administración Pública del 2 de mayo de 1978.

Ley 8968: Ley de Protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales, del 5 de setiembre del 2011

Liquidación: proceso mediante el cual se pagan en firme las obligaciones provenientes de las operaciones de pago aceptadas o de los saldos netos resultantes de su compensación, de acuerdo con las normas de funcionamiento del sistema de tarjetas.

Marca de tarjeta: empresa nacional o internacional que facilita su infraestructura tecnológica para registrar, transportar, procesar, almacenar, compensar o liquidar operaciones realizadas por medio del sistema de tarjetas de pago y por lo cual cobra, a los demás proveedores de servicio, comisiones y cargos en virtud de las relaciones comerciales que establezca.

Monto de pago rápido: 50 mil colones para operaciones realizadas en moneda local o 100 dólares de los Estados Unidos de América o su equivalente para operaciones realizadas en cualquier otra moneda.

Norma complementaria: instrumento normativo emitido por la División Sistemas de Pago, para desarrollar a nivel técnico y operativo las disposiciones del presente reglamento, en el que se incluyen normas técnicas, manuales, formularios o cualquier otro documento para establecer las condiciones de funcionamiento del sistema, o para especificar responsabilidades, derechos y requerimientos de las partes involucradas.

Organizaciones de beneficencia: toda aquella asociación o fundación para obras de bien social, científico o cultural que ha cumplido con los requisitos aplicables a la atención de solicitudes para recibir donaciones deducibles del impuesto a las utilidades por parte del donante, establecidos por la Dirección General de Tributación, y se encuentran registradas en la lista de entes autorizados para recibir donaciones deducibles de la renta bruta de los donantes publicada en la página web del Ministerio de Hacienda.

Operación de pago: toda instrucción cursada por un afiliado a su proveedor de servicios, por la que se solicita la ejecución de una acreditación de fondos a su cuenta por el uso de un dispositivo de pago por parte de su cliente.

Operación de pago local: toda operación de pago procesada por un adquirente nacional, realizada por un cliente dentro del país, utilizando un dispositivo de pago emitido por un emisor nacional.

Operación de pago rápido: operaciones de pago locales que se realizan en forma presencial, con un dispositivo de pago emitido por un emisor nacional, por un valor inferior o igual al monto de pago rápido, que no requieren de la autenticación del cliente por parte del afiliado para su autorización, es decir que, no debe exigirse al cliente la presentación de su documento de identificación, la firma del comprobante de pago (“voucher”), la digitación del PIN o el uso de cualquier otro mecanismo de autenticación reforzada del cliente.

Operación de pago transfronteriza: toda operación de pago procesada por un adquirente nacional, realizada por un cliente dentro del país, utilizando un dispositivo de pago emitido por un emisor extranjero.

Pago sin contacto: funcionalidad que permite pagar una transacción mediante el acercamiento del dispositivo de pago a menos de 2 centímetros de la terminal de punto de venta (POS), utilizando tecnología de identificación por radiofrecuencia incorporada a dichos dispositivos.  

Pasarela de Pagos: proveedor de servicio que gestiona la autorización y el procesamiento de la operación de pago entre el adquirente y el afiliado.

PCI DSS (Payment Card Industry Data Security Standard): estándar de seguridad de datos para la industria de tarjeta de pago, consiste en una guía que ayuda a las organizaciones que procesan, almacenan y/o transmiten datos de tarjetahabientes (o titulares de tarjeta), a asegurar dichos datos, con el fin de evitar los fraudes que involucran tarjetas de pago débito y crédito. 

PIN: Siglas de “Personal Identification Number”; es una contraseña utilizada por dispositivos electrónicos como el teléfono móvil, las terminales de puntos de venta (POS) o los cajeros automáticos, para autenticar a un cliente y permitirle acceso a un sistema.

Procesador de pagos: proveedor de servicio que gestiona la autorización y el procesamiento de la operación de pago entre el adquirente y el emisor. 

Proveedor de servicio: cualquier persona física o jurídica que participa en la cadena de provisión de transacciones de pago del sistema de tarjetas de pago, sea por cuenta propia o de terceros, pudiendo actuar para los efectos como emisor, adquirente, marca de tarjeta, procesador de pagos, pasarela de pagos, entre otros.

Servicio digital transfronterizo: servicio proveído por plataformas tecnológicas que permiten por medio de un adquirente transfronterizo ofrecer productos y servicios para ser consumidos dentro del territorio nacional. 

SINPE-TP: Sistema Nacional de Pago Electrónico en el Transporte Público.

Sistema de tarjetas de pago: conjunto de proveedores de servicio, afiliados, clientes, infraestructuras tecnológicas, dispositivos de pagos, protocolos y procedimientos que participan o se relacionan con el ordenamiento, aceptación, procesamiento, compensación y liquidación de transacciones de pago.

Tarjeta prepago: tarjeta EMV, recargable, emitida por los bancos, mutuales, cooperativas de ahorro y crédito y empresas financieras no bancarias bajo una marca de tarjeta, asociada a una cuenta que dispone de un depósito previo de fondos. 

Terminal de punto de venta (POS): terminal electrónica utilizada por los afiliados (datáfono, teléfono móvil (tap on phone, m-pos, otros), tableta o cualquier otro), diseñadas para validar el dispositivo de pago, capturar la información de la transacción de pago y autenticar al cliente, con el propósito de enviar dicha información para su respectiva autorización por parte del emisor del dispositivo de pago.

Transacciones de pago: operaciones de pago, retiros y depósitos de efectivo y cualquier otra transacción ejecutada por el cliente en cualquier canal, que implique un movimiento de fondos sobre su cuenta, al utilizar su dispositivo de pago.



Artículo 3.	Del alcance. El presente reglamento es de acatamiento obligatorio para todos los participantes del sistema de tarjetas de pago, ya sea, emisor, adquirente, afiliado, cliente, proveedor de servicio, marca de tarjeta, pasarela de pagos, procesador de pagos o cualquier otra persona física o jurídica que intervenga en el procesamiento de transacciones de pago, sin distinguir si dicho participante es sujeto de supervisión o no por parte de alguna de las superintendencias del sector financiero nacional bajo la coordinación del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF).



CAPÍTULO III

DE LA ESTRUCTURA FUNCIONAL DEL SISTEMA DE TARJETAS DE PAGO



Artículo 4.	Estructura de los órganos técnicos. El desarrollo del Sistema de Tarjetas de Pago se apoya en los siguientes órganos técnicos de asesoría y construcción:



a)	Director de la División Sistemas de Pago:

Propone a la Gerencia del BCCR la posición técnica con respecto al Sistema de Tarjetas de Pago, tomando en consideración para ello las observaciones y recomendaciones de la Comisión Asesora del Sistema de Tarjetas de Pago, los proveedores de servicios y otros. Es responsable de la actualización, oficialización y divulgación de la norma complementaria y normas técnicas asociadas al Sistema de Tarjetas de Pago; la implementación de los lineamientos y políticas aprobadas en el presente reglamento por parte de la Junta Directiva del BCCR; y la promoción de las mejores prácticas de industria para su desarrollo y aplicación.



b)	Comisión Asesora del Sistema de Tarjetas de Pago:

Colabora en la definición de las reglas de operación y en el desarrollo del Sistema de Tarjetas de Pago, así como en la definición, revisión y actualización de la norma complementaria y normas técnicas. Sus recomendaciones no serán vinculantes para el BCCR. Los representantes de cada sector serán responsables de elevar a la Comisión las sugerencias y observaciones de las entidades que componen la industria que representan, debiendo mantener a su sector permanentemente informado sobre las observaciones o recomendaciones que emita este cuerpo colegiado. La Comisión podrá conformar equipos técnicos integrados con especialistas que le asesoren en temas específicos o para que realicen estudios relacionados con el Sistema de Tarjetas de Pago. 



Los resultados de su trabajo serán presentados a la División Sistemas de Pago para lo correspondiente según el inciso a) de este mismo artículo.



La Comisión se reunirá cada vez que la Dirección de la División Sistemas de Pago los convoque. Este órgano estará integrado por: 



1. El director de la División Sistemas de Pago o quién este designe, quien la coordinará.

2. Un representante de la Dirección de Apoyo al Consumidor del Ministerio de Economía, Industria y Comercio de Costa Rica (MEIC).

3. Dos representantes de la Red de Organizaciones de Consumidores creada de conformidad con lo dispuesto en el decreto 37899-MEIC.

4. Dos representantes de la Cámara de Comercio de Costa Rica.

5. Un representante de la Cámara Nacional de Comerciantes Detallistas y Afines

6. Un representante de la Cámara Nacional de Turismo (CANATUR).

7. Dos representantes de la Asociación Bancaria Costarricense (ABC), de los cuales uno debe de ser de una entidad adquirente y el otro de una entidad emisora no adquirente.

8. Dos representantes de la Cámara de Bancos y Financieras (CBF), de los cuales uno debe ser de una entidad adquirente y el otro de una entidad emisora no adquirente.

9. Un representante de los proveedores de servicios no emisores, determinado por la División Sistemas de Pago.



Los representantes deben poseer amplio conocimiento técnico y experiencia en temas relacionados con el Sistema de Tarjetas de Pago.



En enero de cada año el BCCR solicitará a las Cámaras y Asociaciones la designación de los representantes respectivos. Ninguna entidad asociada a una de las cámaras o asociaciones listadas arriba podrá tener más de un representante en la Comisión. El representante puede ser reelecto o removido de acuerdo con la decisión de su asociación o cámara. Igual procedimiento se sigue para el reemplazo de un representante ante renuncia al cargo o porque deje de laborar para la entidad que representa.



Artículo 5.	De la norma complementaria. Para aquellos elementos del presente reglamento que requieran un mayor detalle técnico y operativo, se autoriza al director de la División Sistemas de Pago del BCCR para emitir y oficializar la norma complementaria y las normas técnicas correspondientes al sistema de tarjetas de pago. 



Artículo 6.	Cumplimiento del marco regulatorio. Los proveedores de servicio deben someterse a las disposiciones establecidas en el presente reglamento y cumplir con los lineamientos y acuerdos de tipo operativos definidos en la norma complementaria y normas técnicas del Sistema de Tarjetas de Pago. 



Es responsabilidad del proveedor de servicios conocer las disposiciones del marco normativo que esté publicado en la página web del BCCR.



CAPÍTULO Iv

DE LOS DISPOSITIVOS DE PAGO



Artículo 7.	Requerimientos para los dispositivos de pago. Los emisores deberán garantizar que cuando se emitan los dispositivos de pago, estos cumplan con los estándares EMV, que incorporen la tecnología de pago sin contacto y que tengan habilitada la funcionalidad de PIN en línea activo o en forma alternativa, algún método de autenticación reforzada del cliente propio del dispositivo de pago. 



Artículo 8.	Tarjeta de Ciudadano de Oro. Los emisores podrán emitir a las personas adultas mayores tarjetas de pago con las características físicas, tecnológicas y de funcionamiento definidas por el BCCR en la Norma Técnica de la Tarjeta de Ciudadano de Oro, de forma que por medio de dichas tarjetas puedan acceder a los beneficios monetarios dispuestos por la Ley Integral para la Persona Adulta Mayor (Ley 7935). Dichas tarjetas deberán ser ofrecidas sin costo para el cliente, con excepción de los casos de sustitución por pérdida o robo de la tarjeta.



De previo a la emisión de este tipo de tarjetas, los emisores deberán reportar al BCCR los códigos BIN utilizados, para fines de su identificación y uso en el servicio SINPE-TP.



Artículo 9.	Tarjetas prepago. Los bancos, mutuales, cooperativas de ahorro y crédito y empresas financieras no bancarias podrán emitir tarjetas prepago EMV recargables. El monto máximo de depósito mensual en la cuenta asociada a la tarjeta prepago será de 100 mil colones, pudiendo ser recargadas electrónicamente por un tercero, siempre que los fondos provengan de cuentas emitidas por estas mismas entidades o bien, de forma presencial, en las diferentes agencias de estas entidades financieras o de sus corresponsales financieros. 



Con la emisión de esta tarjeta se debe posibilitar al cliente asociarle un número de teléfono móvil para permitir su recarga por medio de la plataforma SINPE Móvil provisto por estas entidades.



En tarjetas prepago emitidas para empresas públicas o empresas privadas domiciliadas en Costa Rica, el monto máximo de depósito se definirá según las necesidades de la empresa.



Cuando se trate de tarjetas prepago nominativas, estas podrán ser utilizadas para el pago en cualquier establecimiento comercial, o bien para el retiro de efectivo en cajeros automáticos. Cuando se trate de tarjetas prepago al portador, únicamente podrán ser utilizadas para realizar pagos en el Sistema Nacional de Pago Electrónico en el Transporte Público (SINPE-TP).



De previo a la emisión de las tarjetas prepago al portador, los emisores deberán reportar al BCCR los códigos BIN utilizados, para fines de su identificación y uso en el servicio SINPE-TP.



Artículo 10.	Diseño de las tarjetas de pago. Para facilitar la identificación de las funcionalidades disponibles en la tarjeta de pago, el emisor deberá imprimir al lado derecho de esta y contiguo al chip, el símbolo reconocido internacionalmente para la identificación del pago sin contacto y al lado izquierdo el símbolo de firma digital, en caso de que la tarjeta de pago incorpore estas tecnologías y siempre conforme a los estándares técnicos y reglas definidos por las marcas de tarjeta.



Artículo 11.	De la cuenta IBAN. Toda tarjeta de crédito, débito y prepago debe tener asociada una cuenta IBAN, cuyo número debe embozarse o imprimirse en el anverso, o ante imposibilidad técnica en el reverso de la tarjeta, de forma continua, en ambos casos, en la parte inferior de la tarjeta.



Artículo 12.	Solicitud o cambio de PIN. Los emisores deberán brindar a sus clientes las facilidades necesarias para obtener el PIN de sus dispositivos de pago y realizar su cambio en los canales de internet banking, banca móvil, cajeros automáticos y plataforma de servicios presencial. En el caso de los canales digitales propios la solicitud y cambio de PIN deberá brindarse sin costo alguno para el cliente. En caso de que la solicitud o cambio de PIN se realice en una plataforma de servicios presencial, o en cajeros automáticos operados por terceros, el emisor podrá cobrar por el servicio brindado. 



CAPÍTULO v

DE LAS TRANSACCIONES DE PAGO



Artículo 13.	Autenticación del cliente. Toda operación de pago que se realice en forma presencial por un valor mayor al monto de pago rápido, realizada con un dispositivo de pago emitido o habilitado por un emisor nacional, requiere de la autenticación del cliente con PIN en línea en el POS, o en forma alternativa, utilizando algún mecanismo de autenticación reforzada del cliente, siendo el emisor del dispositivo de pago el responsable de esta autenticación como autorizador de la transacción. En el caso de transacciones realizadas con dispositivos de emisores extranjeros, el cliente se autenticará según el mecanismo definido por el propio emisor.

Los emisores de dispositivos de pago deberán divulgar e informar a sus clientes en el uso adecuado de los diferentes mecanismos de autenticación reforzada utilizados.



Artículo 14.	Flujo de la operación de pago en el POS. Los adquirentes deberán garantizar el siguiente flujo al momento de realizar la operación de pago en el POS: a) el afiliado ingresa el monto por cobrar en el POS; b) el POS habilita automáticamente la funcionalidad de banda, chip con contacto o sin contacto y muestra la moneda y el monto a cobrar al cliente, según la especificación técnica definida en la norma complementaria; c) el cliente desliza, inserta o aproxima al POS su dispositivo de pago; d) para transacciones superiores al monto de pago rápido, se solicita la autenticación del cliente (PIN en línea o en forma alternativa, algún mecanismo de autenticación reforzada del cliente ), esto para dispositivos emitidos localmente, y en el caso de transacciones realizadas con dispositivos de emisores extranjeros, el cliente se autenticará según el mecanismo definido por el propio emisor); e) el POS solicita al emisor del dispositivo de pago la autorización; f) si la autorización es aprobada, el afiliado acepta el pago; si es denegada, finaliza la transacción; g) el emisor nacional del dispositivo de pago envía la notificación electrónica de la operación de pago al cliente.



Artículo 15.	Comprobante de la transacción de pago. Para toda transacción de pago realizada dentro del territorio nacional, se entregará el comprobante impreso de dicha transacción, únicamente a solicitud del cliente. En el caso de transacciones de pago realizadas en POS sin capacidad de impresión de comprobante (tap on phone, m-pos y otros), el afiliado deberá advertir al cliente sobre esta condición, de que no se le podrá imprimir el comprobante, para que este decida si realiza o no la transacción.



Artículo 16.	Mecanismo de prevención de fraudes en pago rápido. Se deberá exigir la autenticación reforzada del cliente en la quinta operación de pago rápido consecutiva o cuando la sumatoria de los montos de las operaciones de pago rápido consecutivas supere los 150 mil colones. Estos controles aplicarán para las operaciones de pago locales e internacionales consecutivas que se efectúen en el plazo máximo de 30 días naturales contados desde la última operación de pago que se exigió la autenticación reforzada, debiendo reiniciarse el contador de cantidad de operaciones y el saldo acumulado cuando las fechas de las operaciones de pago consecutivas superen este límite de tiempo.  Esta regla no aplicará para las operaciones de pago realizadas en peajes y en el transporte público.



Artículo 17.	Notificación al cliente. Los emisores nacionales deben notificar electrónicamente a sus clientes, en menos de un minuto, todas las transacciones de pago ya sean estas iniciadas en redes propias o de terceros. En la notificación deben incluirse los siguientes datos, según corresponda: nombre del afiliado o nombre del cajero automático; ciudad; país; fecha; hora; marca de la tarjeta y número de la tarjeta (enmascarada, últimos 4 dígitos); número de autorización; número de referencia; moneda y monto; en el orden antes detallado; así como número de teléfono y correo electrónico donde el cliente pueda comunicarse para consultas sobre la transacción de pago realizada.



Artículo 18.	Canales para la notificación. Los emisores deberán notificar gratuitamente las transacciones de pago por al menos un canal (correo electrónico, mensaje de datos SMS, push notification u otros). El emisor podrá cobrar el costo de la notificación realizada por medio de otro canal, adicional al gratuito, siempre que sea electivo para el cliente y se le informe de previo las implicaciones y costo que tiene este mecanismo.  Los clientes están en la obligación de brindar y mantener actualizada la información requerida para ser correctamente notificados (correo electrónico, número de teléfono u otro).



Artículo 19.	Monitoreo de transacciones. Los emisores deberán mantener sistemas informáticos, herramientas de gestión de riesgos o similares, para darle seguimiento a las transacciones de pago de los clientes, de manera que con el análisis del comportamiento de consumo y el uso de técnicas especializadas, puedan detectar operaciones sospechosas y mitigar el riesgo de fraude en los sistemas de tarjetas de pago.



Artículo 20.	Liquidación de transacciones en BCCR. Las operaciones de pago efectuadas en colones con dispositivos de pago emitidos en el territorio nacional deben liquidarse sobre las cuentas de fondos mantenidas por los proveedores de servicio en el BCCR, utilizando para esos efectos la infraestructura de pagos interbancarios del BCCR. 



Artículo 21.	De la acreditación de fondos al afiliado. Los adquirentes deberán acreditar y dejar disponibles en la cuenta del afiliado, los fondos producto de las operaciones de pago en colones liquidadas en el BCCR y en moneda extranjera liquidadas en los corresponsables bancarios, a más tardar dos horas después de dicha liquidación. 



Artículo 22.	Procesamiento de transacciones de SINPE-TP. Los emisores deben preparar sus infraestructuras tecnológicas y procedimientos operativos para procesar transacciones de SINPE-TP, de conformidad con las guías de implementación de las marcas de tarjetas y las normas técnicas emitidas por el BCCR para dichas transacciones.



CAPÍTULO vI

DE LOS RECLAMOS



Artículo 23.	Reclamo del cliente ante el emisor. Los clientes podrán presentar al emisor el reclamo sobre transacciones de pago no autorizadas, a más tardar 120 días naturales después de la fecha de registro de la transacción de pago.



Para tales fines, los emisores deberán disponer de canales ágiles, sin costo y de fácil acceso para la presentación del reclamo del cliente. Cada reclamo presentado por el cliente deberá contar con un número de gestión que permita al cliente solicitar información sobre el estado de su reclamo y hacer llegar cualquier otra información que estime relevante para el caso.



El emisor dispondrá de 30 días naturales, contados desde la fecha de presentación del reclamo, para efectuar una investigación y responder al reclamante. Al finalizar dicho plazo, si el emisor no cuenta con las pruebas que demuestren que ha mediado dolo por parte del cliente, deberá devolverle inmediatamente la totalidad del monto reclamado. 

Mientras se encuentren en estado de investigación, los montos sujetos a reclamo no generarán ningún tipo de interés, costo, gasto, multa, comisión u otros cargos para el cliente, siempre y cuando el reclamo se resuelva a su favor.



Es deber del emisor mediar en todo momento por los intereses del cliente. En ningún caso, el emisor podrá remitir al cliente con terceros proveedores o afiliados para resolver sus reclamos, ni supeditar la devolución de los fondos reclamados a la previa adquisición de un seguro.



Artículo 24.	Devolución inmediata de fondos. Ante un reclamo, los emisores deberán devolver al cliente (disponibilidad de fondos inmediatos), contra la presentación de este, los montos reclamados para los siguientes casos: 



a) Las operaciones de pago rápido. 

b) Las operaciones presenciales por montos superiores al monto de pago rápido, en las que no coincide la firma del voucher con la firma del titular del dispositivo de pago, cuando estas se realicen con un dispositivo de pago que no disponga de autenticación reforzada.  Los emisores podrán solicitar de previo a la acreditación de los fondos, evidencia de la denuncia formal presentada ante el organismo de investigación judicial (OIJ).

c) Los cargos que estén asociados a la gestión administrativa del reclamo, en los casos en que el reclamo se haya resuelto a favor del cliente.

d) Los cargos por seguros, asistencias y otros cargos por servicios que no hayan sido expresamente autorizados por el cliente.

e) La transacción de pago ocurrida antes de que el dispositivo de pago y los códigos de seguridad reforzada fueran recibidos a satisfacción por el cliente.

f) La transacción de pago efectuada después de que el cliente reporte su dispositivo de pago como mal utilizado, perdido o robado ante el emisor. Para estos efectos, los emisores deberán habilitar canales ágiles las 24 horas del día, todos los días del año, que le permitan al cliente realizar su reporte y recibir un número de comprobante del trámite realizado.

g) La transacción de pago debitada más de una vez o que resulte de una ejecución defectuosa o tardía por parte de un proveedor de servicios del sistema de tarjetas. 

h) La transacción de pago que exceda el saldo disponible en la cuenta de débito o prepago, o el saldo disponible para pagos resultante del límite máximo crediticio acordado o autorizado expresamente por el cliente.



En el caso de las operaciones de pago antes indicadas, el emisor dispondrá de 30 días naturales, contados desde la fecha de presentación del reclamo para efectuar una investigación. Al finalizar dicho plazo, si el emisor cuenta con las pruebas que demuestren que ha mediado dolo por parte del cliente, podrá recuperar los montos previamente devueltos.



Artículo 25.	Reclamos por incumplimiento del proveedor del servicio. Los clientes, los afiliados y los proveedores de servicio del sistema de tarjetas de pago deben presentar su reclamo de incumplimiento del presente reglamento, en una primera instancia, ante el proveedor del servicio al cual se le imputa el incumplimiento, quién deberá resolver al reclamante en un plazo máximo de 30 días naturales. En caso de que el afectado no considere satisfactoria la respuesta, podrá interponer su reclamo ante el BCCR para que se informe del posible incumplimiento e inste a las partes a resolver las diferencias. De mantenerse la inconformidad con la resolución, el BCCR procederá a trasladar el incumplimiento respectivo ante la Comisión Nacional del Consumidor o la autoridad competente que corresponda, para que esta inicie el procedimiento sancionatorio correspondiente.



CAPÍTULO vII

DE LOS CAJEROS AUTOMÁTICOS



Artículo 26.	Requerimientos para las redes de cajeros automáticos. Las redes de cajeros automáticos deberán operar sus infraestructuras con la capacidad de aceptar el estándar EMV e idealmente la tecnología sin contacto. Los proveedores del servicio de cajeros automáticos, en todos los casos, deberán informarle al cliente el costo de la transacción, previo a que esta se realice.



Artículo 27.	Interoperabilidad en cajeros automáticos. Las redes de cajeros automáticos ubicadas en el territorio nacional deben permitir el procesamiento de transacciones de pago realizadas con tarjetas EMV emitidas por cualquier emisor nacional, de las marcas American Express, Mastercard y VISA. Quedan exentos de esta disposición las redes que dispongan de menos de 50 cajeros automáticos.



CAPÍTULO vIII

DE LAS TERMINALES DE PUNTOS DE VENTA (POS)



Artículo 28.	Interoperabilidad de los POS. Las redes de terminales de puntos de venta (POS) ubicadas en el territorio nacional, deben permitir el procesamiento de operaciones de pago realizadas con dispositivos de pago EMV, emitidos por cualquier emisor nacional o extranjero, de las marcas American Express, Mastercard y VISA. Quedan exentos de esta disposición las redes de terminales puntos de venta (POS) que dispongan de menos de 5 000 afiliados.



En atención al inciso h) del numeral 15 de la Ley 9831, las empresas internacionales o nacionales propietarias de las marcas de tarjetas, deberán permitir a cualquier proveedor de servicios registrado en el BCCR actuar como adquirente de dicha marca en el mercado nacional, siempre que cumpla con los estándares técnicos y reglas definidos por la marca para operar con su sistema.



El proceso de adhesión al sistema de la marca deberá brindarse en igualdad de condiciones, ser expedito y transparente, evitando cualquier condición de exclusividad, o el condicionamiento de que, para ser adquirente, deba también, ser emisor de dicha marca.



Artículo 29.	Requerimientos de los POS. El adquirente debe asegurarse que el afiliado tenga habilitados POS con la capacidad de aceptar dispositivos de pago que sigan los estándares EMV, cumplan con la certificación PCI aplicable a cada categoría de POS, la tecnología de pago sin contacto y la capacidad de autenticar al cliente mediante el uso del PIN en línea.



Artículo 30.	Accesibilidad del POS. El afiliado debe asegurarse de tener la infraestructura adecuada en el punto de venta, de modo que el adquirente pueda instalar el POS de forma que se mantenga fácilmente accesible para el cliente (al alcance de su mano), ubicado en el mismo lugar en donde recibe el bien o servicio, con el propósito de que dicho cliente pueda realizar la operación de pago por sí mismo, utilizando la funcionalidad de pago sin contacto, sin desprenderse de su dispositivo de pago. El POS debe brindar la facilidad de visualizar el monto y la moneda a cobrar de conformidad con las especificaciones técnicas emitidas en la norma complementaria, de modo que el cliente tenga total certeza sobre el monto que se le estará cargando, antes de ejecutar la acción de pago. 



Artículo 31.	De la seguridad de la información del dispositivo de pago. En ninguna circunstancia podrá el afiliado solicitar al cliente la entrega de su dispositivo de pago o la información contenida en dicho dispositivo, con el fin de visualizar o capturar sus datos, en atención a las disposiciones establecidas en la Ley 8968 de Protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales.



Artículo 32.	De la aceptación de pagos por parte del afiliado. El afiliado deberá aceptar todas las operaciones de pago que el cliente solicite, sin discriminar por el monto de la operación de pago o el tipo de dispositivo de pago. 



Artículo 33.	Suspensión del servicio de adquirencia. En caso de detectar algún incumplimiento regulatorio por parte del afiliado, el adquirente deberá exigirle las acciones correctivas que correspondan. En caso de mantenerse el incumplimiento por un período mayor a 30 días naturales, el adquirente deberá suspender la prestación del servicio al afiliado, previa comunicación de este proceder, sin responsabilidad para el adquirente por la afectación que pueda sufrir el afiliado.



Artículo 34.	Reporte de operaciones y costos para los afiliados. El adquirente deberá entregar o poner a disposición de sus afiliados diariamente y sin ningún costo, un reporte de las transacciones de pago autorizadas con el detalle de los movimientos, comisiones y retenciones de impuestos. Para estos efectos, el adquirente podrá utilizar cualquier canal electrónico disponible (sitio web, correo electrónico, aplicaciones en el teléfono móvil u otro) para que el afiliado pueda disponer de esa información y verificar la acreditación de fondos en sus cuentas.



Adicionalmente, el adquirente deberá entregar o poner a disposición de sus afiliados un reporte de costos mensual en el que consten detalladamente todas las comisiones aplicables, los beneficios otorgados (si aplican) y cualquier otro flujo de fondos existente entre el adquirente y el afiliado, que demuestre que no ha superado la comisión máxima de adquirencia definida en este reglamento. Las retenciones de impuestos efectuadas durante el mes formarán parte del estado de cuenta, pero no del cálculo para la comisión máxima de adquirencia.



CAPÍTULO IX

DEL SUMINISTRO DE INFORMACIÓN



Artículo 35.	Registro de proveedores de servicio. Los proveedores de servicio, domiciliados o no, que operan en el mercado nacional, deberán registrarse ante el BCCR, acatando los lineamientos de contenido, forma y tiempo establecidos en la norma complementaria. 



Artículo 36.	Responsables de información. Los proveedores de servicio deberán designar formalmente una persona responsable de atender todas las solicitudes de información y consultas relacionadas con su operación.  Todas las solicitudes de información sobre el sistema de tarjetas serán enviadas por el BCCR a este responsable, por lo que los proveedores de servicio deberán mantener actualizada la información que permita contactarlos.



Artículo 37.	Suministro de información. Los proveedores de servicio y afiliados deben suministrar al BCCR, al correo sistemadetarjetasdepago@bccr.fi.cr, lo siguiente:



a) Información requerida para la determinación de las comisiones máximas del sistema de tarjetas de pago. 

b) Reportes semestrales de cobros prestados entre proveedores de servicio que incluyan el valor de todos los cargos y beneficios otorgados a cada uno de los emisores y adquirentes afiliados, de conformidad con lo detallado en la norma complementaria.  

c) Cualquier otra información estadística que se le solicite para evaluar el desempeño y la evolución de los sistemas de tarjetas de pago. 



Artículo 38.	Acceso público a la información. El BCCR publicará, en su página web y en los medios de comunicación que determine, el registro de proveedores de servicio, las tasas máximas definidas, la información recibida de los proveedores de servicio, con la máxima desagregación posible, así como los estudios realizados, estándares internacionales, mejores prácticas, comisiones imperantes en otros países y mercados y cualquier otra información relevante para el buen funcionamiento del sistema de tarjetas. No obstante, no se podrá publicar información protegida por el principio de confidencialidad de la información y de los datos personales, según la legislación vigente.



Artículo 39.	Registro Público de Sanciones: El Banco Central de Costa Rica llevará el registro de los proveedores de servicio y afiliados que hayan sido objeto de una sanción administrativa por el incumplimiento de la Ley 9831 y del Reglamento del Sistema de Tarjetas de Pago. Para efectos de los principios de transparencia y calidad de la información, dicho registro será de acceso público, disponible en la página web del BCCR, y deberá contener el detalle de los incumplimientos, así como las sanciones impuestas. La información que conste en dicho registro será actual y veraz.



CAPÍTULO X

DE LAS COMISIONES



Artículo 40.	De la comisión máxima de intercambio local. Para todo tipo y monto de operaciones de pago locales, tipos de dispositivo de pago y actividades comerciales, los emisores podrán cobrar al adquirente la comisión máxima de intercambio de 1,50%. Se exceptúan de esta comisión las siguientes actividades: a) estaciones de servicio, b) servicios de recarga de vehículos eléctricos, c) peajes, d) servicios de transporte, regulados por la ARESEP, y e) organizaciones de beneficencia, a las cuales se les aplicará una comisión máxima de intercambio de 1,00%.



Artículo 41.	De la comisión máxima de adquirencia local. Para todos los tipos y montos de operaciones de pago locales, tipos de dispositivo de pago y actividades comerciales aplicará la comisión máxima porcentual de adquirencia local de 2,00%. 



Se exceptúan de esta comisión las siguientes actividades: a) estaciones de servicio, b) servicios de recarga de vehículos eléctricos, c) peajes, d) servicios de transporte, regulados por la ARESEP, y e) organizaciones de beneficencia, a las cuales se les aplicará una comisión máxima de adquirencia de 1,50%.



No se considerarán parte de la comisión máxima de adquirencia local, las comisiones que establezca el adquirente en relación con la pérdida, daño o mal uso de las terminales puntos de venta, las comisiones cobradas por el emisor asociadas a la facturación en cuotas, ni los cobros por servicios adicionales prestados al afiliado que no estén relacionados directamente con el pago de bienes y servicios mediante un dispositivo de pago, tales como, pero sin limitarse a: servicios de facturación, contabilidad, manejo de inventarios, análisis de datos, otros.



Los adquirentes nacionales acordarán con cada marca la definición del porcentaje de cada uno de los componentes que conforman la comisión de adquirencia local, de modo que la suma de estos no supere los límites máximos definidos, y de forma tal que se incentive que los adquirentes nacionales continúen procesando las operaciones de pago locales. 



Artículo 42.	De la comisión máxima de intercambio transfronteriza. Para todos los tipos y montos de operaciones de pago transfronterizas, tipos de dispositivos de pago y actividades comerciales aplicará una comisión máxima de intercambio transfronteriza de 1,25%. 



Se exceptúan de esta comisión las siguientes actividades: a) estaciones de servicio, b) servicios de recarga de vehículos eléctricos, c) peajes, d) servicios de transporte, regulados por la ARESEP, y e) organizaciones de beneficencia, a las cuales se les aplicará una comisión máxima de intercambio transfronterizo de 1,00%. 



Artículo 43.	De la comisión máxima de adquirencia transfronteriza. A todos los tipos y montos de operaciones transfronterizas, tipos de dispositivo de pago y actividades comerciales se les aplicará una comisión máxima de adquirencia transfronteriza de 2,50%. 



Se exceptúan de esta comisión las siguientes actividades: a) estaciones de servicio, b) servicios de recarga de vehículos eléctricos, c) peajes, d) servicios de transporte, regulados por la ARESEP, y e) organizaciones de beneficencia, a las cuales se les aplicará una comisión máxima de intercambio transfronterizo de 1,50%.



Artículo 44.	Del cobro por la terminal de punto de venta. El adquirente podrá, adicional a las comisiones máximas de adquirencia, aplicar un cobro máximo mensual de 12.500 colones por el costo de la terminal de punto de venta requerida para operar. 



Artículo 45.	De las comisiones sobre operaciones de pago con tarjeta no presente. Para las operaciones de pago con tarjeta no presente, sean estas locales o transfronterizas, y adicional a la comisión máxima de adquirencia local o transfronteriza, el adquirente podrá cobrar un monto por transacción para proteger al afiliado de contra cargos frente al uso no autorizado de dispositivos de pago, siempre y cuando el afiliado haya suscrito un contrato de servicios antifraude con su proveedor de servicios.



Artículo 46.	Comisiones de las operaciones de pago en moneda extranjera: Para toda operación de pago adquirida en el territorio nacional con un dispositivo de pago de un emisor nacional, las marcas de tarjetas no pueden establecer comisiones diferenciadas a emisores y adquirentes, en virtud de la moneda acordada entre el afiliado y el cliente.



Artículo 47.	Comisiones de las operaciones de pago de servicios digitales transfronterizos. Para toda operación de pago que provenga de un servicio digital transfronterizo, procesada por un adquirente fuera del territorio nacional, las marcas de tarjetas deben cobrar al emisor del dispositivo de pago, una comisión igual a como si dicha transacción fuera procesada por un adquirente nacional.



Las marcas de tarjetas deberán apegarse a las listas de servicios digitales transfronterizos definidas por el Ministerio de Hacienda para el cobro del Impuesto al Valor Agregado en cumplimiento de este artículo.



Artículo 48.	Comisión por transacciones realizadas en cajeros automáticos. Los proveedores de servicios propietarios de redes de cajeros automáticos deben presentar al BCCR una propuesta de comisiones a cobrar para las transacciones realizadas por clientes de otros proveedores de servicio en sus cajeros automáticos, con la justificación y el estudio de costos respectivo. Con base en esta información el BCCR analizará y definirá la tarifa interbancaria aplicable para cada tipo de transacción. 



Artículo 49.	De la verificación de las comisiones máximas: Los emisores, adquirentes y afiliados serán responsables de verificar el cumplimiento de las comisiones definidas en este reglamento, y podrán presentar al director de la División de Sistemas de Pago las pruebas que demuestren cualquier falta, para que el BCCR actúe de conformidad con el Capítulo X. De las Sanciones del presente reglamento.



CAPÍTULO XI

DE LAS SANCIONES



Artículo 50.	Disposición general. Las infracciones a las disposiciones legales serán sancionadas conforme a lo dispuesto por los artículos 6, 7, 8, 9 y 10 de la Ley 9831 y la Ley 7472, según corresponda. 



Artículo 51.	Procedimiento previo. Cuando se detecte una infracción a las disposiciones legales, el director de la División Sistemas de Pago enviará un informe a la División Asesoría Jurídica del BCCR que contendrá el criterio técnico sobre lo sucedido, con el fin de que se valore la procedencia de la apertura de un procedimiento administrativo, de una investigación más exhaustiva o del archivo del caso, según corresponda, para los presuntos incumplimientos que puedan dar origen a la aplicación de sanciones. La recomendación que emita la División Asesoría Jurídica del BCCR será enviada a la Junta Directiva del BCCR para lo que en derecho corresponda.



Artículo 52.	Órgano competente para aplicar la sanción. La aplicación de las sanciones a las que se refiere la Ley 9831 es competencia de la Junta Directiva del BCCR. Por ende, corresponderá a esta Junta Directiva iniciar el procedimiento administrativo respectivo para determinar la procedencia o no de una sanción, de conformidad con el procedimiento administrativo previsto en la Ley 6227.



Artículo 53.	Del pago de sanciones administrativas al BCCR. Las sanciones administrativas que el BCCR imponga deberán ser pagadas a la orden del BCCR, dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha en que quede firme el acto final correspondiente.



CAPÍTULO XII

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Transitorio I. Plazos para atender esta regulación. Los proveedores de servicios deberán de cumplir con las regulaciones establecidas en el presente reglamento, según el siguiente cronograma: 

		
Responsable

		Tarea

		Plazos



		Proveedor de Servicios

		Entregar el primer reporte semestral de cobros entre proveedores de servicio al BCCR (artículo 37)

		1 de agosto 2023



		

		Implementar la interoperabilidad en POS y cajeros automáticos (artículos 27 y 28)



		A más tardar, diciembre 2023 para las marcas Mastercard y VISA

A más tardar diciembre del 2024 para la marca AMEX



		

		Enviar la propuesta de comisiones por uso de cajeros automáticos (artículo 48)	

		A más tardar, julio 2023



		Emisor

		Habilitar la funcionalidad de cambio de PIN (artículo 13)

		1 de julio del 2023 en el sitio web, banca móvil, cajeros automáticos y plataforma de servicios presenciales 



		

		Implementar el mecanismo de prevención de fraudes (artículo 17)

		A partir del 1 de julio del 2024



		Adquirente

		Implementar el incremento en el monto de pago rápido (artículo 2)

		Dos meses después de la entrada en vigencia de este reglamento



		

		Activar en el POS (datáfono, tap on phone, m-pos, otros) la solicitud de autenticación del cliente mediante el PIN en línea (artículo 29).

		A más tardar 31 de diciembre del 2023



		

		Aplicar la comisión máxima de adquirencia e intercambio local (artículos 40 y 41)

		Dos meses después de la entrada en vigencia de este reglamento



		

		Aplicar la comisión máxima de intercambio transfronteriza (artículo 42)

		A más tardar el 1 de julio del 2023
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Resumen



El 24 de marzo del 2020 fue publicado en el Alcance N° 57 a la Gaceta N° 59, el Decreto Legislativo N° 9831, Comisiones Máximas del Sistema de Tarjetas. Según lo establece el artículo 1 de esa ley, su objeto “es regular las comisiones cobradas por los proveedores de servicio sobre el procesamiento de transacciones que utilicen dispositivos de pago y el funcionamiento del sistema de tarjetas, para promover su eficiencia y seguridad, y garantizar el menor costo posible para los afiliados”, delegando en el Banco Central de Costa Rica (BCCR) la responsabilidad de “emitir la regulación y vigilar su cumplimiento, en atención del interés público y garantizar el menor costo posible para los afiliados, siguiendo las mejores prácticas internacionales”.



Por su parte, el artículo 14 establece la obligatoriedad del BCCR de revisar las comisiones máximas autorizadas por concepto de adquirencia, intercambio y otras comisiones al menos una vez al año de forma ordinaria, y ajustarlas para alcanzar los objetivos de la ley. 



Para ello, la División Sistemas de Pagos del BCCR recolecta información sobre el sistema costarricense de tarjetas, a fin de evaluar su desempeño frente a la nueva regulación, y la División Económica realiza las comparaciones internacionales a fin de sustentar, técnicamente, las comisiones máximas propuestas en cada revisión ordinaria anual.  



Así, en conjunto, el equipo de trabajo (en adelante, el Equipo Técnico) prepara y sugiere las recomendaciones de política aquí contenidas, uniendo la pericia de cada una de estas divisiones.



Producto de esta labor, el Equipo Técnico recomienda a la Junta Directiva del BCCR:



· Utilizar la metodología de comparación internacional de comisiones de intercambio y adquirencia como la mejor herramienta técnica disponible, actualmente, por el BCCR para garantizar el menor costo posible para el afiliado, de conformidad con la ordenanza de la Ley 9831.



En particular, la teoría económica detalla múltiples desventajas a la modelación basada en costos, debido a que no genera los incentivos suficientes a los proveedores de servicio para promover la eficiencia, y su uso devendría en una contrariedad a los objetivos de la Ley 9831. Por otra parte, el BCCR no dispone de información actualizada para realizar una modelación bajo la metodología de la prueba de indiferencia para el comerciante.



· Mantener la diferenciación de los límites máximos a las comisiones de intercambio y adquirencia entre operaciones de pago locales y transfronterizas, en concordancia con el artículo 4 de la Ley 9831, por cuanto esto conduce al buen funcionamiento, la eficiencia y seguridad del sistema costarricense de pagos y al menor costo para el afiliado.  



· Establecer las comisiones máximas generalizadas a las operaciones de pago locales en 1,50% para el intercambio y en 2,00% para la adquirencia. Ambas comisiones máximas serían aplicables en el año 2023.



Esta propuesta de comisiones máximas se fundamenta en la técnica de regulación por comparación (yardstick competition), que permite contrastar el precio del bien o servicio que se pretende regular, en este caso las comisiones de intercambio y adquirencia, con los precios -comisiones- aplicables a proveedores regulados de distintos territorios, pero para la misma industria -el sistema de tarjetas de pago- considerando los contextos de desarrollo de sus mercados y economías.



En el caso de las operaciones de pago locales, el ejercicio se desarrolla a partir de información para 70 países, que conforman un total de 197 observaciones durante el periodo 2010 a 2022. La información contiene a los 30 países del Espacio Económico Europeo (EEE), así como la totalidad de los miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), con excepción de Japón, para el cual no se logró encontrar información. 



De esta forma, se atiende la disposición legal establecida en el artículo 1 de la Ley 9831, de que la regulación emitida por el BCCR debe garantizar el menor costo posible para los afiliados, siguiendo las mejores prácticas internacionales, en este caso, la comparación con países pertenecientes a la OCDE y el EEE, típicamente referentes de buenas prácticas para el sistema de tarjetas y en sistema de pagos en general.



Esta técnica permitió delimitar el intervalo  para la comisión máxima de intercambio local, con un punto medio de 1,25%, y el intervalo  para la comisión máxima de adquirencia local, con un punto medio de 1,91%. La propuesta de comisiones aplicables al año 2023 que se presenta en este estudio permite avanzar hacia el intervalo que sugiere el modelo en el caso del intercambio, y se encuentra dentro del intervalo obtenido para la adquirencia.  



Con esta propuesta, la comisión máxima de intercambio local para Costa Rica en el 2023 alcanzaría el percentil 96 de la OCDE, y sería similar a la de Chile, país latinoamericano miembro de esta organización que en febrero de 2022 estableció un tope máximo de intercambio de 1,48% para las tarjetas de crédito. También el tope máximo es menor a las comisiones de intercambio de otros países miembros de este organismo internacional, particularmente, a las de Estados Unidos (1,60%), en el 2020. Sin embargo, las comisiones propuestas todavía serían más altas al intercambio máximo de 0,60% establecido en Chile para tarjetas de débito.



A pesar de las disminuciones emprendidas por el BCCR desde noviembre del 2020, la propuesta para el año 2023 todavía arrojaría comisiones de intercambio superiores a los topes máximos vigentes para el EEE de 0,30% para tarjetas de crédito y 0,20% para tarjetas de débito.



[bookmark: _Hlk86926012]En cuanto a la comisión de adquirencia, el país tendría menores comisiones que las reportadas para Estados Unidos (2,26%) y México (2,15%) en el 2020, ambos miembros de la OCDE. No obstante, la comisión máxima de adquirencia propuesta sería aún superior a la comisión de adquirencia promedio para la OCDE, estimada en 1,07% (con un mínimo de 0,37% para España y un máximo de 2,26% para Estados Unidos). 



Cabe resaltar que, dado que el valor imputado en el modelo econométrico corresponde a un promedio, es posible que algunas empresas de dichos territorios enfrenten comisiones de adquirencia local superiores a las máximas propuestas para Costa Rica. 



Con la comisión máxima de adquirencia para pagos locales propuesta para el año 2023, se estima una disminución en los costos que enfrentarían los afiliados de 13.600 millones de colones. 



· Mantener el límite máximo de 2,50% a la comisión de adquirencia transfronteriza, puesto que la información disponible en la comparación internacional no permite realizar modificaciones al límite establecido desde el 2020.



· Establecer una comisión máxima de intercambio transfronterizo de 1,25%.



El nivel propuesto para la comisión de intercambio transfronterizo abre un margen neto de adquirencia de 125 puntos base para cubrir los costos de los proveedores adquirentes nacionales por concepto de autorización, compensación y liquidación frente a las marcas de tarjetas y sus costos internos. Con esta solución, el BCCR estaría salvaguardando la provisión de este tipo de operaciones de pago, en conjunto con el objetivo del menor costo posible para los afiliados.



· Mantener las comisiones máximas de intercambio y adquirencia para actividades particulares en 1,00% y 1,50% respectivamente. Las actividades a las que aplicarían ambas comisiones son las estaciones de servicio, servicios de recarga de vehículos eléctricos, peajes, servicios de transporte regulados por la ARESEP y organizaciones de beneficencia. Dichos límites aplicarían tanto a las operaciones de pago locales como transfronterizas. 



· Mantener el límite máximo de ¢12.500 a la comisión mensual aplicable a las terminales punto de venta, ante la ausencia de cambios significativos en los insumos utilizados para determinar esta comisión, vigente desde marzo del 2022.



· Aumentar el monto de pago rápido de ¢30.000 o su equivalente en moneda extranjera a ¢50.000 o US$100 para garantizar que el 90% de las operaciones de pago presenciales no requieran de la autenticación del cliente mediante un mecanismo de seguridad reforzada, en línea con el objetivo de eficiencia para los pagos con tarjeta.



[bookmark: _Toc324930932]Así, el presente documento tiene como propósito atender la fijación ordinaria de las comisiones del sistema de tarjetas de pago del año 2022 conforme lo establece la Ley 9831. Se presenta el informe como un análisis transparente de rendición de cuentas que el BCCR debe exponer a la ciudadanía, al sector comercial, a los proveedores de servicios de pago y al sistema financiero. 



[bookmark: _Toc118378104]Introducción
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La Ley 9831, publicada en el Alcance N° 57 a La Gaceta N° 59 del martes 24 de marzo del 2020, otorga al BCCR el mandato de regular y vigilar el sistema de tarjetas, un componente esencial del sistema de pagos.



En particular, la Ley 9831 faculta al BCCR a determinar las comisiones máximas de intercambio y adquirencia para el sistema de tarjetas, así como cualquier otro elemento necesario para desarrollar sus objetivos. 



Este documento incorpora dos elementos regulatorios esenciales. Primeramente, un informe del desarrollo y funcionamiento del sistema de tarjetas de pago costarricense para el año 2021, que muestra su evolución y desempeño frente a la regulación del BCCR. Para ello, la División Sistemas de Pago recolectó información directamente de las entidades proveedoras de servicios del sistema de tarjetas. 



Por su parte, la Sección 2. incluye el desarrollo de la técnica regulatoria de comparación internacional de comisiones de intercambio y adquirencia para operaciones de pago locales y transfronterizas, según cada caso analizado. La modelación econométrica fue desarrollada por la División Económica del BCCR. Adicionalmente, en esta sección se incorporan las recomendaciones efectuadas por el Equipo Técnico y las razones de necesidad, idoneidad y proporcionalidad por las cuales se plantean dichas recomendaciones. 



Finalmente, las conclusiones se desarrollan en el Sección 3. y los Anexos en la Sección 4. Vale resaltar que el Anexo 1 exhibe las responsabilidades asignadas al BCCR bajo la Ley de Comisiones Máximas del Sistema de Tarjetas.



[bookmark: _Toc118378105][bookmark: _Toc156801449][bookmark: _Toc158697898][bookmark: _Toc324930947]1.	El sistema de tarjetas de pago en el 2021



[bookmark: _Toc118378106]1.1	Actividad del sistema de tarjetas de pago



Un pago típico con tarjeta involucra a cuatro participantes de la cadena de pagos – el cliente, la entidad financiera del cliente (emisor de la tarjeta), el comerciante (afiliado) y la entidad financiera del afiliado (el adquirente). El cliente recibe la tarjeta del emisor, que puede tratarse de una tarjeta prepago, de débito o crédito habilitada para efectuar compras en el punto de venta o por internet. Al recibir un pago en el punto de ventas (POS), el afiliado genera un mensaje de autorización del pago en el momento de la transacción, indicando el monto del pago y la moneda. El mensaje pasará desde el adquirente hasta el emisor de la tarjeta, de forma que este último pueda comprobar si existen fondos suficientes en la cuenta asociada a la tarjeta, lo que le permitirá enviar un mensaje de confirmación o bloqueo del pago al afiliado, por la misma terminal POS. 



Posteriormente, las marcas de tarjetas efectúan un proceso de compensación y liquidación de las operaciones de pago, que calcula la posición neta individual de cada emisor y adquirente, incluyendo las comisiones de intercambio y las comisiones de la marca. Para el año 2021, los sistemas de compensación de las marcas Visa y Mastercard se liquidaron sobre las cuentas de las entidades emisoras en el BCCR a través del SINPE, en tanto la liquidación de las transacciones de tarjetas de marca American Express se realizó sobre las cuentas de afiliados y tarjetahabientes en el Banco BAC Credomatic, que opera como único emisor y adquirente de esta marca. Dada la regulación emitida por el BCCR que ordena la apertura de la adquirencia de American Express (AMEX), a más tardar el 1 de enero de 2023, se espera que en el último trimestre del 2022 se abra el procesamiento de esta marca a los adquirentes Promerica y LAFISE, en tanto los adquirentes Banco de Costa Rica, Banco Nacional de Costa Rica, Banco Popular y de Desarrollo Comunal y Scotiabank ofrecerían el servicio de adquirencia AMEX en el 2023, de forma que la liquidación de las operaciones locales se efectúe a través del SINPE, como el resto de las marcas internacionales. 



Por su parte, el afiliado recibe los fondos en una cuenta asociada al servicio de adquirencia, en tanto el cliente recibe el descargo en tiempo real de los fondos cuando utiliza una tarjeta de débito y prepago, y un registro de crédito cuando utiliza una tarjeta con este servicio. 



Las operaciones antes descritas podrían suceder en condiciones donde el emisor y el adquirente son entidades diferentes, lo que resultaría en una relación cuatripartita, o bien, la misma entidad podría fungir como emisor y adquirente, lo que daría como resultado una relación tripartita. 



Múltiples comisiones caracterizan al mercado de los pagos con tarjetas, y esas comisiones varían en tamaño y formato según la negociación que realice cada parte con el emisor de la tarjeta y el adquirente. La comisión de intercambio es pagada por el adquirente al emisor en la forma de un porcentaje sobre el valor del pago, cada vez que el cliente paga con su tarjeta. Con la intención de atender este costo, el adquirente cobra al afiliado una comisión de adquirencia que está compuesta por el costo de proveer el servicio (incluyendo su utilidad), más la comisión que debe trasladar al emisor de la tarjeta (la comisión de intercambio). 



En atención de la Ley 9831, el BCCR establece una comisión máxima de adquirencia conformada por dos partes: una comisión máxima porcentual sobre el valor del pago, y una comisión máxima fija mensual por la terminal punto de venta y la tecnología de telecomunicación, de forma que no es posible cobrar al afiliado otras comisiones por la prestación del servicio básico de adquirencia. Ambas comisiones funcionan como un tope, con lo cual el adquirente y el afiliado pueden negociar libremente menores comisiones, pero nunca superar el máximo establecido por el BCCR.



El cliente también enfrenta comisiones muy variadas. La más típica, en el caso de las tarjetas de débito es la comisión de una anualidad. El cliente también recibe beneficios para motivar el uso de las compras con tarjetas, como pueden ser descuentos en comercios, programas de recompensa (se le devuelve un porcentaje del valor de las compras realizadas con tarjeta) y facilidades de pago a plazo sin intereses en el caso de las tarjetas de crédito.



Para el año 2021 el mercado costarricense contó con 38 emisores de tarjetas de débito que ofrecieron 6.622.833 tarjetas habilitadas para pagos, y 35 emisores de tarjetas de crédito cuya colocación resultó en 2.495.006 plásticos (los Anexos 2 y 3 incluyen el detalle de los emisores de débito y crédito), para un total de 9.117.839 tarjetas al cierre del año (Cuadro 1).



Los emisores de tarjetas de crédito reportaron una menor cantidad de tarjetas respecto del 2020, pero una mayor cantidad de clientes. Es posible que la disminución de estas tarjetas se deba a una menor cantidad de clientes con más de un plástico, que también disminuyó respecto del 2020.  Así, la cantidad de dispositivos de pago por cliente de crédito disminuyó de 1,60 en el 2020 a 1,55 en el 2021. La colocación de tarjetas de crédito fue dominada por la banca privada que emitió el 85% de estas tarjetas.



Por su parte, el segmento de las tarjetas de débito continuó creciendo, tanto en cantidad de plásticos como de clientes. En el 2021, el 72,3% de los plásticos de débito fueron emitidos por la banca pública y la cantidad de tarjetas por cliente fue de 1,15. 



El porcentaje de tarjetas con actividad aumentó respecto del 2020, pasando de 53% a 69% en las tarjetas de débito y de 61% a 64% en las tarjetas de crédito. Este mayor uso de los dispositivos de pago también se reflejó en la cantidad de pagos efectuados con cada tipo de dispositivo: 69 pagos con tarjeta de débito y 63 con tarjeta de crédito, frente a 53 pagos en el 2020 para cada tipo de tarjeta.



El 69% de los pagos efectuados por los clientes nacionales correspondieron a operaciones de pago locales[footnoteRef:2] con tarjeta presente, un 17% a operaciones de pago locales con tarjeta no presente (comercio en línea) y el restante 14% de forma transfronteriza[footnoteRef:3]. [2:    De acuerdo con el artículo 2 del Reglamento del Sistema de Tarjetas de Pago, una operación de pago es local cuando es procesada por un adquirente nacional y realizada por un cliente dentro del país, utilizando un dispositivo de pago emitido por un emisor nacional. ]  [3:    Se refiere a las operaciones de pago realizadas con un dispositivo de pago emitido por un emisor nacional que fueron procesadas por un adquirente extranjero. ] 
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Respecto de las marcas de tarjetas, para el segmento de tarjetas de débito es posible encontrar tarjetas de las marcas American Express, Mastercard y Visa, además de una marca propietaria local de un emisor. Por su parte, en el segmento de crédito, además de las marcas antes indicadas, se ofrecen tarjetas de las marcas propietarias BAC Credomatic, Credix World y Credisiman.



En el 2021 el servicio de adquirencia fue ofrecido por diez entidades: BAC Credomatic, Banco de Costa Rica, Banco Davivienda, Banco Nacional de Costa Rica, Banco Promerica, Coopenae y Scotiabank de Costa Rica que adquieren pagos para las marcas Mastercard y Visa.  Por su parte, el Banco Popular y de Desarrollo Comunal ofrece el servicio de adquirencia bajo la marca Visa.



En el caso de las empresas Credix World y Credisiman, ambas operan bajo sistemas cerrados, actuando como emisores de tarjetas de crédito de su propia marca y adquirentes de los pagos, únicamente en establecimientos comerciales asociados a su grupo empresarial. La adquirencia para la marca American Express fue ofrecida de forma exclusiva por BAC Credomatic[footnoteRef:4].  [4:     El Anexo 4 resume los servicios ofrecidos por los adquirentes asociados a cada red de tarjetas.] 




Al cierre del 2021 se registraron 132.516 afiliados al sistema de tarjetas (ver Cuadro 2), 6.630 menos respecto del 2020. En ellos se mantienen instaladas 192.477 terminales puntos de venta de distintos tipos, siendo las terminales más frecuentemente contratadas los POS tradicionales (89%). Los afiliados que únicamente contrataron terminales para comercio en línea representaron el 6% del total de afiliados, en tanto las terminales M-POS y los de tecnología Tap on phone concentraron el 4% cada uno. El 13% de la cantidad total de afiliados contrató más de un tipo de terminal para recibir pagos presenciales y no presenciales. 
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No es posible afirmar que exista una menor aceptabilidad de los pagos con tarjeta de parte de los afiliados al observar únicamente el indicador de cantidad de afiliados, ya que, dado que un mismo afiliado puede contratar a más de un proveedor adquirente, la cantidad de afiliados del Cuadro 2 no puede interpretarse como la cantidad total de empresas que aceptan pagos con tarjeta. En este sentido, si el afiliado contrató a más de un adquirente en el 2020, pero un único adquirente en el 2021, el reporte del Cuadro 2 denotará una menor cantidad de afiliados, incongruente con lo que ocurriría en la realidad. No obstante, esta opción es factible para los afiliados de mayor tamaño, pero no para las micro y pequeñas empresas.



Nótese también, el cambio en la cantidad de afiliados que en el 2020 sólo contaban con POS tradicionales, pero que en el 2021 contrataron más de un tipo de terminal (casi 11.700), así como el crecimiento en la cantidad de afiliados que contrataron el comercio en línea (100%), lo que sugiere una diversificación en la tecnología que están ofreciendo los adquirentes. 



Así, la cantidad de terminales promedio por afiliado aumentó desde 1,38 a 1,45. Esta cantidad de terminales no considera las terminales propias de los comercios, sino únicamente las otorgadas por los adquirentes. 



Para el año 2021, los adquirentes reportaron 540 millones de pagos con tarjeta por un valor de ¢9.574 miles de millones, un 49,6% más en la cantidad de pagos registrada en el 2020, y un 46,3% en el valor. El pago promedio fue un valor de ¢17.723.



Cabe indicar que, tanto la cantidad como el valor de los pagos con tarjetas reportados por los adquirentes para el 2021 superaron a los niveles reportados para el 2019, previo a la pandemia, cuando la cantidad de operaciones de pago era de 395 millones y el valor de ¢7.197 miles de millones.



[bookmark: _Toc118378107]1.2	De las comisiones a clientes y afiliados vigentes en el 2021



1.2.1	De las comisiones a clientes



En el 2021, los clientes pagaron comisiones por un valor de ¢17.990 millones a los emisores, ¢6.474 millones menos que en el 2020. Dicha disminución se percibió tanto en las tarjetas de débito como en las de crédito, pero el efecto fue dominado en el segmento de débito, según se puede apreciar en el Cuadro 3.



En total, los 38 emisores de tarjetas de débito efectuaron cobros a sus clientes por la suma de ¢13.203 millones, 4.312 millones menos que en el 2020. Los cargos más importantes fueron las anualidades (59%) cobradas por 14 emisores y la renovación de plásticos (35%) cobradas por 26 emisores. 



A pesar de que el 42% de los emisores de débito considera que los cargos a clientes aumentaron respecto del 2020, dicho aumento no se refleja en los datos, pues la reducción en el costo de las anualidades, que pasó de ¢12.910 millones en el 2020 a ¢7.793 millones en el 2021, es superior al incremento de la renovación de los plásticos, pasando de ¢4.079 millones en el 2021 a ¢4.641 millones en el 2021, para un aumento de ¢652 millones adicionales.



[bookmark: _Hlk120870015]Adicionalmente, el 58% de los emisores de débito consideró que en el 2021 los beneficios otorgados a sus clientes fueron peores a los de 2020, no obstante, el valor de estos beneficios comerciales fue superior en el 2021, aunque por ¢20 millones (de ¢1.845 millones en el 2020 versus ¢1.865 millones en el 2021). En términos relativos, los beneficios comerciales representaron el 0,04% del valor total de pagos reportado por los emisores de débito. Los descuentos en comercios fueron el principal beneficio ofrecido por los emisores de débito, pero únicamente 7 de los 38 emisores indicó ofrecerlos.



Considerando los cargos y beneficios otorgados por el emisor, el acceso a una tarjeta de débito supone un costo neto anual de ¢1.994 para el cliente. Este costo fue menor al del 2020 (¢2.827) en vista de la reducción en el cobro de anualidades.
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Por su parte, los 35 emisores de crédito efectuaron cobros a sus clientes por la suma de ¢4.651 millones, casi ¢2.300 millones menos que en el 2020. Los cargos más importantes fueron las mensualidades (38%), reportadas en 6 entidades, y el cobro por inactividad o saldo mínimo (14%) reportado por un único emisor. 



El 37% de los emisores de crédito indicó que los cargos a clientes aumentaron respecto del 2020. Dichos aumentos se documentaron sólo en la renovación o entrega del plástico. En particular, los cargos por mensualidades y por inactividad o saldo mínimo disminuyeron ¢4.215 millones, como un efecto generado por la Ley Contra la Usura Crediticia que considera ambos costos como parte de la tasa de interés y otros cargos que aplican a las operaciones crediticias. 



Respecto de los beneficios comerciales otorgados a los clientes, el 69% de los emisores de crédito señaló que en el 2021 estos fueron peores a los de 2020, no obstante, el valor de los beneficios aumentó ¢2.480 millones respecto del 2020 (¢39 884 millones). Considerando el valor de las ventas reportadas por los emisores, los clientes de crédito recibieron el 1,15% del valor de sus pagos mediante programas de lealtad, porcentaje muy similar al de 2020 (1,13%). Dichos programas fueron ofrecidos por 25 de los 35 emisores de crédito.



En promedio, cada tarjeta de crédito tuvo un costo anual de ¢1.864 al cliente, experimentando una reducción importante en comparación a los ¢2.745 reportados en el 2020. No obstante, considerando los cargos y beneficios otorgados por los emisores de crédito, el acceso a una tarjeta de crédito no supone un costo neto para el cliente, pues más bien reciben beneficios valorados en 9,1 veces los cargos enfrentados. 



En este punto, cabe referirse al concepto de beneficios comerciales otorgados por el emisor y su diferencia respecto de lo que la teoría regulatoria considera como bienestar económico. 



Tradicionalmente, las marcas de tarjetas, sus emisores y adquirentes han privilegiado la posición del cliente mediante el encubrimiento de los costos asociados a la entrega y uso de los dispositivos de pago, a la vez que otorgan beneficios comerciales en la forma de devolución de fondos para promover un mayor uso de estos dispositivos.  Ello porque, estos usuarios finales tienen una menor disposición a pagar que los comerciantes afiliados. Es bajo este razonamiento, que los sistemas de tarjetas han justificado la existencia de la comisión de intercambio como un método eficaz para más que cubrir los costos del emisor, sobrecargando la comisión de adquirencia que enfrentan los afiliados. 



El caso costarricense sigue esta misma práctica comercial, pero no a nivel generalizado, pues los tarjetahabientes de débito únicamente perciben, bajo la forma de beneficios comerciales, el 0,04% del valor de los pagos efectuados, mientras que para los tarjetahabientes de crédito el porcentaje es 1,13%. La determinación de a cuáles dispositivos de pago y clientes se brindan estos esquemas comerciales recae única y exclusivamente en los emisores y en las marcas de tarjetas, de conformidad con sus fines de rentabilidad y lucro, mediante una evidente segmentación de clientes.



Como se indicó anteriormente, entre el año 2020 y el 2021, los beneficios comerciales recibidos por los tarjetahabientes de débito aumentaron en veinte millones de colones, en tanto para los tarjetahabientes de crédito el aumento fue de ¢2.480 millones, para un aumento total de beneficios comerciales de ¢2.500 millones.



Por su parte, y desde el punto de vista de la teoría económica, en el bienestar del consumidor influyen tanto los ingresos como los costos que asume el consumidor al participar de cierta actividad. Desde esta perspectiva, el beneficio comercial entregado por los emisores a los tarjetahabientes en la forma de descuentos, puntos, millas o cash back se considera un ingreso, mientras que los cargos a clientes como membrecías o mensualidades corresponden al costo de participar en el sistema de tarjetas. 



Así, para obtener una evaluación integral del impacto de la regulación sobre el consumidor, es necesario considerar tanto los beneficios comerciales, como los costos que enfrentó el consumidor en el 2021 respecto del 2020. Si todo lo demás permanece constante (ceteris paribus), un aumento en el valor de los beneficios y una disminución de los costos, conducen a un efecto equivalente a un aumento en el ingreso real disponible de los consumidores, y por tanto, una mejora en términos de su bienestar[footnoteRef:5].  [5:   El argumento delineado supone que el consumidor presenta preferencias monotónas, como un supuesto de uso común en el análisis económico.] 




En el caso que nos compete para el sistema de tarjetas de pago costarricense, además del aumento en el valor de los beneficios comerciales otorgados por los emisores de débito y crédito en el 2021, los tarjetahabientes se beneficiaron con una reducción de costos estimada en ¢6.610 millones de colones, de los cuales, ¢2.298 millones están asociados al uso de los dispositivos de crédito y ¢4.312 millones a los dispositivos de débito. De esta forma, ceteris paribus, los clientes aumentaron su ingreso disponible en ¢9.109 millones.



1.2.2	De las comisiones a comercios afiliados



El 24 de noviembre de 2020 entraron en vigor las comisiones máximas de adquirencia establecidas por el BCCR, de 2,50% de forma generalizada y 1,50% para las estaciones de servicio, organizaciones de beneficencia, peajes y el transporte remunerado de personas sujeto a regulación. Adicionalmente, el BCCR estableció un cobro máximo de ¢20.000 mensuales por la terminal punto de venta. Dichos topes estuvieron vigentes en todo el 2021.



Información recolectada en los proveedores adquirentes muestra que en el 2021 los afiliados enfrentaron costos de aceptación de pagos con tarjetas de ¢172.482 millones, de los cuales el 91,6% correspondió a la comisión porcentual, el 7,6% al cobro de terminales puntos de venta y el 0,4% a otros rubros, tales como el cobro por POS dañados o perdidos, gestiones de interconexión con cajas y otras soluciones digitales.
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En cuanto al cobro por terminal punto de venta, este se reportó en el 40% de los afiliados al sistema de tarjetas. De la cantidad total de terminales POS tradicionales, únicamente se cobró el 47% con un costo mensual promedio de ¢8.460. Las aplicaciones Tap on phone son las que menos se cobraron (únicamente el 10%), con un costo mensual promedio de ¢1.361, según se puede apreciar en el Cuadro 4.



El Cuadro 5 muestra las comisiones porcentuales de adquirencia vigentes al 31 de diciembre del 2021. Dichas comisiones se reportaron dentro de los límites máximos establecidos por el BCCR, y no se recibieron denuncias por parte de afiliados sobre posibles incumplimientos de parte de los adquirentes.



A nivel del segmento cuatripartito, la comisión porcentual de adquirencia más baja fue de 0,25% para la actividad de supermercados, seguida de 0,60% para estaciones de servicio y 1,00% en agencias de viaje, organizaciones de beneficencia, restaurantes y otros comercios. Para el segmento tripartito, las comisiones de adquirencia más bajas fueron de 0,00% en centros educativos, restaurantes, supermercados y otros comercios, seguidas de ocio y espectáculos en 0,25% y estaciones de servicio en 0,50%.



Cabe indicar que algunas de las comisiones de adquirencia mínimas y promedios reportadas para actividades específicas registraron aumentos al comparar el corte de las comisiones al 31 de diciembre de 2020 y el del 2021. Así, por ejemplo, para el segmento cuatripartito, los centros educativos registraron un aumento en la comisión mínima desde el 0,50% al 1,50%, los restaurantes del 0,50% al 1,00% y los servicios de transporte del 1,00% al 1,25%. A nivel de las comisiones promedio, las estaciones de servicio se incrementaron desde el 1,11% al 1,22% y los supermercados del 2,34% a 2,42%.



En el segmento tripartito, también se reportaron aumentos en las comisiones mínimas de las estaciones de servicio (de 0,01% a 0,50%) y en las farmacias (de 1,00% a 1,10%), pero a diferencia del segmento cuatripartito donde no se registran disminuciones en las comisiones mínimas, en el tripartito sí se registraron disminuciones en las actividades de restaurantes y supermercados (de 0,25% a 0,00%) y el transporte de pasajeros (de 1,50% a 1,25%). Las comisiones de 0,00% se ofrecen a muy pocos afiliados.



En todos los casos, la comisión moda, es decir, la que se cobra más frecuentemente, coincide con el tope máximo establecido por el BCCR, sea de 2,50% o 1,50% según la actividad.



Considerando el monto total cobrado a los afiliados y el valor de las ventas reportadas, las comisiones promedio implícitas fueron de 1,99% en el segmento cuatripartito y 1,47% en el tripartito, para un promedio general de 1,80% lo que representa una disminución de 88 puntos base respecto de la comisión promedio implícita del 2020[footnoteRef:6].  [6:     Para los efectos comparativos con otras regiones y países incluidos en la regresión estadística de comisiones de adquirencia para operaciones de pago local, debe utilizarse el valor de 1,80% como comisión promedio de adquirencia para Costa Rica en el 2021.] 
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La distribución del valor total adquirido por rango de comisiones porcentuales de adquirencia para el 2021 fue de 52,30% en el rango de comisiones de 2,26% a 2,50%, 19,63% en el rango de comisiones entre 2,01% y 2,25% y el restante 28,7% en el rango de 0,00% a 2,00%. 



Las entidades adquirentes también ofrecieron beneficios a los afiliados preferentes, bajo la forma de promociones y premios a clientes tarjetahabientes, pautas publicitarias, entrega de POS sin costo, visitas por instalación, atención de averías y reprogramaciones sin costo, entrega de papelería, entre otras. Si bien estos beneficios no se contabilizan como ingresos de fondos para los afiliados, algunos de estos elementos pueden tener un impacto en el nivel de ventas de estos, y consecuentemente, en sus ingresos finales. El valor de los beneficios otorgados fue de ¢3.832 millones.



[bookmark: _Toc118378108]1.3	Del impacto de la regulación sobre los proveedores de servicios del sistema de tarjetas



De la sección anterior se desprende que, en el 2021, el sistema de tarjetas mantuvo una dinámica positiva, tanto a nivel de la cantidad de clientes y dispositivos habilitados para pagos, como a nivel de la cantidad de terminales puntos de venta, la cantidad y valor de los pagos. Se mantienen los beneficios a clientes y afiliados en un rango muy similar al 2020, y se reportan menores costos por disponer de una tarjeta de débito o crédito, así como un menor costo en el servicio de adquirencia, conforme a los objetivos de la Ley 9831.



El segmento de las tarjetas de crédito mostró un menor dinamismo en cuanto a la cantidad de plásticos disponibles, pero no a nivel de la cantidad y valor de los pagos efectuados con estos dispositivos, donde más bien se registró un crecimiento importante. Es posible que en su reactivación estén pesando algunos elementos asociados a la Ley Contra la Usura Crediticia, que no forma parte del análisis integral desarrollado en la sección anterior.



Nótese que la evidencia recopilada señala una disminución en el costo que enfrentan los clientes al disponer de una tarjeta, lo que en términos económicos se traduce en mayores beneficios, sin menoscabo de los beneficios comerciales otorgados por los emisores en forma de puntos, millas o cash back. Ambos elementos reflejan un aumento en la eficiencia del servicio de emisión que, vía la competencia, fomenta que los emisores atraigan a los tarjetahabientes. No obstante, y debido a la regulación del BCCR, esta forma de atracción de clientes no recayó sobre los afiliados, quienes también enfrentaron menores comisiones, conforme con la ordenanza de la Ley 9831. 



La División Sistemas de Pago consultó a los proveedores de servicios emisores y adquirentes sobre el impacto de la regulación establecida en cumplimiento de la Ley 9831, las estrategias adoptadas para mitigar el impacto sufrido y los retos que enfrentan a futuro. Las consultas se efectuaron en una sección de opinión de la encuesta de recolección de información regulatoria solicitada para este informe, y tiene por objeto incorporar en la regulación, todos aquellos elementos que permitan a los proveedores ofrecer sus servicios en un contexto de eficiencia y mejora continua.



En términos del impacto sobre las entidades (ver Figura 1), la mayor afectación que perciben los proveedores es la disminución de los ingresos de intercambio, y, por ende, una menor rentabilidad para el servicio de emisión. No obstante, algunos emisores que cuentan con pocos clientes y dispositivos indicaron que su actividad principal no es la emisión de tarjetas como tal, por lo que las disminuciones en los ingresos de intercambio tienen un bajo impacto en sus ingresos totales. Básicamente, el servicio se ofrece como un valor agregado a sus clientes.
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De acuerdo con los emisores y adquirentes, existió una reducción en la rentabilidad de los servicios de emisión y adquirencia producto del aumento en los costos de marca y procesamiento y de los menores ingresos asociados a las reducciones de las comisiones máximas de intercambio y adquirencia.



Dentro de los otros impactos se señalan elementos a nivel del sistema financiero, tales como la desaceleración en la profundización bancaria, el deterioro en la capacidad de recaudación de impuestos y la trazabilidad de los pagos. Dichos elementos no se reflejan en los indicadores de la evolución y dinámica del sistema de tarjetas en el 2021, que más bien experimentó un crecimiento importante respecto del 2020. 



Para los emisores de tarjetas de crédito, existe preocupación en el estancamiento del saldo crediticio, la afectación por la Ley de Usura y la disminución en los beneficios a sus clientes. 

Algunos proveedores de servicio también se refirieron a la dificultad y carga operativa que supone el suministro de la información regulatoria al BCCR.



Dentro de los retos señalados por los emisores y adquirentes (Ver Figura 2) se mencionan aumentar el volumen de sus negocios (lograr que sus clientes utilicen más los dispositivos de pago) e incursionar en nuevos segmentos y productos, con el fin de alcanzar posiciones más rentables en los servicios de emisión y adquirencia. 



Adicionalmente, se incluyen como retos la adopción de más tecnología y el cumplimiento de algunas fechas límite establecidas en la regulación del BCCR. En otros temas, se señala el conocer los verdaderos costos de los servicios de emisión, ya que los sistemas de las marcas internacionales para la extracción de información son complejos, gestionar nuevos proveedores de servicios para minimizar costos y seguir ofreciendo el servicio de adquirencia para operaciones de pago transfronterizas. 
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En línea con los retos antes indicados, los emisores y adquirentes adoptarían las siguientes estrategias para mitigar el impacto de las reducciones en las comisiones de intercambio y adquirencia (Ver Figura 3): rediseñar promociones a clientes y afiliados, mejorar la gestión de costos, buscar nuevos nichos de mercado y ajustar las comisiones a clientes y afiliados. 



Otras estrategias se refieren a la reducción de la publicidad, utilizar modelos para seleccionar a los clientes de crédito y reducir la morosidad, entre otros.



La encuesta de recolección de información regulatoria incluyó un ítem sobre los temas regulatorios que los proveedores de servicio consideran que el BCCR debe atender en los próximos años para alcanzar los objetivos establecidos en la Ley 9831. Dentro de los aspectos señalados destacan la regulación a las comisiones de las marcas internacionales, revisar el margen neto de adquirencia, elevar el monto de pago rápido, establecer un protocolo de contracargos, reducir y simplificar la afiliación de las pequeñas empresas al sistema de tarjetas y de pagos electrónicos, y buscar un trato fiscal equitativo de los pagos con tarjeta frente a las transferencias electrónicas, en detrimento del uso del efectivo.



[image: ]



[bookmark: _Toc118378109]1.4	De la vigilancia al sistema de tarjetas de pago



La División Sistemas de Pago vigila el cumplimiento de la regulación establecida por el BCCR para el sistema de tarjetas por parte de los proveedores de servicio adquirentes y emisores. Para el año 2022, las tareas de vigilancia se concentraron sobre la implementación del PIN en línea en operaciones presenciales por montos mayores al pago rápido. En términos generales, se encontró un gran compromiso de ambos proveedores de servicio para atender la regulación con la mínima fricción al cliente.

 

Al mes de agosto del 2022, el 100% de las tarjetas de 17 de los 38 emisores de débito y 17 de los 35 emisores de crédito ya cuentan con la tecnología de PIN en línea. En total, el 46% de las tarjetas de débito y el 30% de las tarjetas de crédito emitidas localmente permiten la autenticación de pagos presenciales con PIN. Del lado de los adquirentes, durante el mes de setiembre se efectuó un taller de pruebas a la programación de los datáfonos, con el fin de que se garantice que todas las tarjetas habilitadas pueden autenticarse en montos superiores al pago rápido.  En vista de las pruebas efectuadas y de los tiempos estimados por los adquirentes para actualizar el software en todas las terminales disponibles, se estima necesario ampliar la fecha máxima de actualización para las terminales punto de ventas al 31 de diciembre de 2023.



Para los efectos de difusión de información, prevención del fraude y educación financiera, el BCCR cuenta con una campaña informativa que explica la operativa del PIN, desde el punto de vista del cliente. Adicionalmente, en la página web del BCCR es posible consultar los canales disponibles por cada emisor de tarjetas para solicitar y modificar el PIN, en atención al artículo 13 del Reglamento del Sistema de Tarjetas de Pago vigente.



Respecto de la prohibición de la exclusividad de adquirencia para la marca AMEX, se corrobora el avance de la marca para cumplir la fecha límite establecida por el BCCR. Se espera que en el último trimestre del 2022 se atienda la liquidación de las operaciones de pago locales para esta marca en la plataforma SINPE.



Adicionalmente, en marzo del 2022 se completó el registro de proveedores de servicios, de conformidad con el artículo 33 del reglamento antes indicado. Ello permitió que dieciséis entidades que hasta el momento no formaban parte de la base de datos del BCCR se incorporaran con información para los años 2020 y 2021. A la fecha, el registro de proveedores incluye a 53 entidades, entre marcas de tarjeta, procesadores, emisores y adquirentes. La información pública se encuentra disponible en la página web del BCCR: https://www.bccr.fi.cr/sistema-de-pagos/tarjetas-de-pago-(d%C3%A9bito-y-cr%C3%A9dito) 



En cuanto a los reportes de cobros que deben entregar las marcas de tarjetas a los emisores y adquirentes, (artículo 35 del Reglamento del Sistema de Tarjetas de Pago), la División Sistemas de Pago mantiene en revisión el formato final aplicable a dichos reportes. Dados los avances que se mantienen con las marcas, se recomienda ampliar la fecha máxima de entrega al 1 de mayo de 2024.



Desde que la Ley 9831 entró a regir, en noviembre de 2020 y hasta la fecha, no se han recibido denuncias por incumplimiento a la regulación.



[bookmark: _Toc118378110]2.	Propuesta Regulatoria 



El presente apartado se refiere a la propuesta regulatoria planteada para la revisión ordinaria de las comisiones máximas del sistema de tarjetas del año 2022. Con el objetivo de documentar estadística y técnicamente la propuesta, se incluye un breve apartado de los elementos que guiaron al diseño de la política sugerida para cada tipo de operaciones de pago, sean estas locales o transfronterizas.



[bookmark: _Toc118378111]2.1	De la regulación por comparación



La evidencia internacional consultada sobre el establecimiento de las comisiones de intercambio de los sistemas de tarjetas de pago hace referencia a dos modelos regulatorios distintos:



· Modelos basados en costos, aplicados en Australia, Estados Unidos y Sudáfrica.

· Prueba de indiferencia para el comerciante, aplicado por en el Espacio Económico Europeo.



La primera metodología establece que las comisiones de intercambio deben reflejar los costos incurridos por los proveedores del servicio de adquirencia y emisión. De acuerdo con Börestam y Schmiedel[footnoteRef:7] (2011), por lo general, únicamente se consideran tres categorías de costos: i) costos de procesamiento del pago, ii) garantía de pago y iii) periodo de financiamiento[footnoteRef:8].  [7:     Börestam y Schmiedel, 2011, pág. 32.]  [8:   La garantía de pago y el periodo de financiamiento son elementos que se circunscriben principalmente al ámbito de las tarjetas de crédito. La garantía de pago se refiere al requisito de que el comerciante afiliado reciba los fondos aun cuando el tarjetahabiente no cancele al emisor el monto de la transacción. El periodo de financiamiento contempla que el tarjetahabiente no tiene que pagar inmediatamente por la compra.] 




Una desventaja de esta metodología es que, al depender la generación de la información de los emisores y adquirentes, existe el incentivo de reportar costos mayores para obtener un precio mayor, así como potenciar la selección de tecnologías que no son costo-eficientes, ya que entre mayores sean los costos, más alta es la rentabilidad que se le permite al operador; por tanto, su aplicación no garantizaría que las comisiones de intercambio así establecidas se sitúen cerca de la tarifa socialmente óptima[footnoteRef:9].  [9:     Wright, 2012, pág. 775. 
] 




A ello se suma la dificultad de que el regulador pueda controlar/conocer la verdadera información de costos, y la no consideración de elementos de demanda en los precios, es decir, información sobre los comerciantes afiliados y consumidores tarjetahabientes como usuarios finales de los servicios.



De acuerdo con las mejores prácticas de regulación de la OCDE[footnoteRef:10], los modelos regulatorios deben fomentar la transparencia, la eficiencia y la búsqueda del bienestar social. En el caso particular de Costa Rica, el informe de Estudios Económicos de la OCDE del 2020 señala que[footnoteRef:11], [10:     OCDE, The Governance of Regulators, Best Practice Principles for Regulatory Policy, OECD (2014). Disponible públicamente en (accesado el 23 de setiembre de 2022): http://dx.doi.org/10.1787/9789264209015-en ]  [11:     OCDE, Estudios Económicos de la OCDE: Costa Rica 2020, OECD. Disponible públicamente en (accesado el 23 de setiembre de 2022):
https://www.oecd-ilibrary.org/docserver/84cbb575-es.pdf?expires=1667505478&id=id&accname=oid048336&checksum=7C3A82B885BCC57EE70416F88CC3F634 ] 


 

“La regulación de precios máximos es el tipo de regulación de incentivos más común en los países de la OCDE. Son la principal alternativa a las regulaciones de la tasa de rentabilidad, donde los precios se establecen tomando en cuenta los costos de producción de la empresa y el margen permitido por el regulador o acordado entre el regulador y la empresa…

… A diferencia de las regulaciones de tasa de rentabilidad, la regulación de precios máximos no requiere información detallada y continua sobre costos y demandas. En cambio, el objetivo de la regulación de precios máximos es ofrecer incentivos adecuados para que la empresa revele los costos e induzca técnicas de menor costo” (página 101). 



Así, en consideración de las recomendaciones de la OCDE y dadas las limitaciones metodológicas antes mencionadas, se considera que la utilización de una técnica basada en costos no permitiría garantizar que los costos estimados para el sistema de tarjetas costarricense sean eficientes, tal y como lo requiere la Ley 9831.



La segunda metodología es la prueba de indiferencia para el comerciante, o “prueba del turista”. Consiste en establecer la comisión de intercambio en un nivel tal que el comerciante afiliado enfrente el mismo costo que tendría al aceptar un pago con medios electrónicos o con efectivo, de forma que sea indiferente entre aceptar ambos instrumentos de pago. La prueba fue propuesta por Rochet y Tirole (2011) y plantea un escenario donde un cliente que no repetirá una compra (un turista) se presenta para realizar una transacción[footnoteRef:12]. El turista, además de una tarjeta, posee el suficiente efectivo para efectuar la compra. La comisión de intercambio cumple la prueba de indiferencia si el comerciante afiliado está dispuesto a aceptar el pago con tarjeta, es decir, si el pago con tarjeta no aumenta el costo operativo para el comerciante. [12:   La intuición detrás de suponer un cliente que no repetirá la compra (un turista), es eliminar del análisis la situación donde el comerciante afiliado acepta pagos con tarjetas incluso si estas son más costosas que otros medios de pago. Los comerciantes estarían dispuestos a aceptar tarjetas con un costo superior que otros medios de pago para aumentar la calidad del servicio ofrecido. De esta manera los comerciantes pueden aumentar el precio de su producto, atraer nuevos clientes, o no perder a los antiguos. Técnicamente, aunque este comportamiento supone un beneficio individual para el comerciante, no lo es a nivel agregado y por lo tanto no es relevante para el test de indiferencia.] 




En estricto sentido teórico, una comisión de intercambio que cumpla con la prueba del turista ayuda a maximizar el excedente de los consumidores y de los comerciantes. Los consumidores utilizan el medio de pago que les provea más beneficios, mientras que los costos operativos para los comerciantes no se incrementan al aceptar dichos medios de pago. 



La implementación de la metodología de la prueba de indiferencia para el comerciante requiere de información detallada sobre los costos pecuniarios (bajo la forma de comisiones pagadas a los proveedores de servicios) y no pecuniarios (la valoración de los tiempos y otros recursos) que enfrentan los comerciantes por el uso del efectivo y las tarjetas de pago. El BCCR no dispone de información actualizada sobre estos elementos.



En línea con las fijaciones ordinarias de comisiones correspondientes a los años 2020 y 2021, la propuesta regulatoria se sustenta en la modelación teórica de comparación internacional. Ello porque, esta metodología, reconocida en la teoría económica como una herramienta de la regulación, permitiría alcanzar el objetivo de la Ley 9831 respecto del mínimo costo para el afiliado, pues las redes de tarjetas utilizan infraestructuras muy similares en todos los países donde ofrecen sus servicios, de forma que, si otros sistemas de tarjetas sirven este tipo de operaciones de pago bajo condiciones de eficiencia mejores a las costarricenses (entendida como menores comisiones de intercambio y adquirencia), debería ser posible operar el sistema de tarjetas de Costa Rica al menos bajo los mismos parámetros, de modo que todos los proveedores de pago involucrados (emisores, adquirentes y marcas de tarjetas) se adapten al cambio regulatorio que ordena la aplicación de la Ley 9831. 



Así, el método de comparación permitiría a los operadores costarricense recuperar, mediante la delimitación de las comisiones máximas de intercambio y adquirencia, los costos generados eficientemente.  



Para los fines del desarrollo de la técnica de comparación internacional, el Equipo Técnico también ha dado seguimiento a las actuaciones de otros bancos centrales y autoridades de la competencia respecto de la regulación a los sistemas de tarjetas. El Anexo 8 muestra los elementos destacados para Andorra, Bosnia Herzegovina, Chile, Nueva Zelanda, Reino Unido y Paraguay, que recientemente han emitido normativa aplicable a sus sistemas de tarjetas de pago.



[bookmark: _Toc118378112]2.2	Comisiones máximas aplicables a operaciones de pago locales



A partir del análisis de la información regulatoria recabada de proveedores de servicios del sistema de tarjetas de pago, que incluye estadísticas sobre la actividad, ingresos y comisiones de los proveedores de servicios, afiliados y tarjetahabientes; así como de la valoración de las estrategias y retos de los proveedores de servicios frente a dicha regulación, el Equipo Técnico recomienda mantener la técnica de regulación por comparación desarrollada mediante modelos econométricos que permiten estimar las comisiones que debería alcanzar el país para el caso de las operaciones de pago locales, que en el 2021 representaron el 96% de la cantidad y el 87% del valor total de ventas adquiridas en el territorio nacional.



Para implementar este análisis, se actualizó la base de datos de comisiones de intercambio y adquirencia utilizada en la fijación ordinaria de comisiones del año 2021. Esto da como resultado un panel que abarca a 70 países, para un total de 197 observaciones que datan en algunos casos desde el 2010[footnoteRef:13]. La base incluye a los 30 países que conforman el EEE, así como la totalidad de los países miembros de la OCDE, con excepción de Japón, para el cual no se logró encontrar información. De esta forma, se atiende la disposición legal establecida en el artículo 1 de la Ley 9831, de que la regulación emitida por el BCCR debe garantizar el menor costo posible para los afiliados, siguiendo las mejores prácticas internacionales. [13:   Que el panel inicie en el 2010, cuando relativamente pocas jurisdicciones regulaban este tipo de comisiones, permite identificar la respuesta de las comisiones cuando un país pasa de ser no regulado a ser regulado. Además, mediante la incorporación de efectos fijos de tiempo se estima la dinámica de las comisiones a lo largo del tiempo.] 




La base de datos también contiene información sobre una gama de variables de control, tales como la densidad de población, el número de cajeros automáticos y la tenencia de cuentas en entidades financieras, que permiten capturar información sobre la demanda de los pagos con tarjeta y las economías de escala que pudieran estar presentes en el ofrecimiento de los servicios de emisión y adquirencia. 



La estrategia empírica consiste en utilizar un método de regresión lineal que permita, a partir de una comparación con otros países, identificar las comisiones de intercambio y adquirencia que se esperaría observar en Costa Rica. Como una prueba de robustez, estas comisiones se contrastan con los resultados obtenidos a partir de distintos supuestos de modelación, muestras más restrictivas o metodologías econométricas alternativas. Dichos ejercicios sugieren comisiones relativamente similares a la que se presentan en la estimación principal. El detalle de la construcción de base de datos, las estimaciones y pruebas de robustez se incluye en el Anexo 9. 



Los principales resultados de las regresiones lineales son los siguientes:



· Comisión de intercambio para operaciones de pago local: la regresión lineal estimada indica que la comisión de intercambio para Costa Rica con regulación corresponde a 1,25%, con un intervalo de confianza de 95% igual a [1,14%, 1,37%]. Dado que el 69% de los países que conforman la muestra recopilada para este estudio regulan el intercambio, el insumo que alimenta el modelo de regresión corresponde en su mayoría a una comisión máxima. En consecuencia, el resultado de 1,25% sería la comisión de intercambio máxima esperada para Costa Rica. Por su parte, el intervalo de confianza permite evaluar la incertidumbre de la estimación.



A manera de comparación, el intervalo de confianza estimado sugiere comisiones más bajas a la observada en Estados Unidos para el 2020 de 1,60%, al máximo regulado en Chile para tarjetas de crédito, de 1,48% e inferiores a la registrada para Canadá de 1,40%. Por otra parte, las comisiones estarían en línea con las observadas en Colombia (1,30%), México (1,35%) o Turquía (1,32%). Sin embargo, las comisiones son más altas al intercambio máximo de 0,60% establecido en febrero de 2022 en Chile para tarjetas de débito.



Asimismo, y de acuerdo con la Figura 4, el intervalo de confianza estimado para Costa Rica estaría dentro del intervalo de comisiones de intercambio observadas para la OCDE, que van desde un mínimo de 0,30% (correspondiente al EEE) hasta un máximo de 1,60% (correspondiente a Estados Unidos). No obstante, la comisión máxima estimada para Costa Rica sería equivalente a 6,25 veces la comisión de débito máxima vigente en el EEE y 4,2 veces la comisión máxima de crédito. Además, se encuentra por encima del promedio de la OCDE, de 0,53%.



Al efectuar la comparación con países de ingreso mediano alto, donde se ubica Costa Rica según la clasificación del Banco Mundial, la parte superior e inferior del intervalo de confianza estimados mediante la regresión lineal, ubicarían al país muy cerca de la mediana (1,35%) y promedio (1,18%) de este grupo de países.



[image: ]



· Comisión de adquirencia para operaciones de pago local: el resultado del modelo de regresión lineal sugiere que la comisión de adquirencia en Costa Rica se ubicaría en 1,91%, con un intervalo de confianza igual a [1,69%, 2,13%]. En este caso, dado que el 9% de los países que conforman la muestra regulan adquirencia, la base de datos mediante la cual se estima el modelo de regresión contiene en su mayoría comisiones promedio de adquirencia. Por lo tanto, y según se detalla en el Anexo 9, el resultado de la regresión lineal se ajusta para incorporar la distribución de las comisiones observadas para Costa Rica durante el 2021, y de esta manera obtener la comisión máxima de adquirencia. El resultado de 1,91%, con un intervalo de confianza igual a [1,69%, 2,13%], contiene el ajuste efectuado para reflejar la comisión máxima de adquirencia.



Dentro del intervalo de confianza de la comisión de adquirencia estimada para Costa Rica se encuentran las comisiones de adquirencia para las operaciones locales de países miembros de la OCDE y del EEE, tales como Finlandia (1,90%) y México (2,15%).  
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En términos comparativos, el intervalo de confianza estimado para las comisiones de adquirencia promedio permitiría a Costa Rica alcanzar comisiones más bajas que los países de América Latina que no forman parte de la OCDE (2,80%) e incluso posicionarse dentro del rango de [1,52%, 2,15%] que engloba a los países de América Latina que sí son miembros de la OCDE.  



Al efectuar la comparación con países de ingreso mediano alto, las comisiones nacionales en promedio estarían por debajo del promedio y mediana de las comisiones de adquirencia de este grupo (2,45% y 2,15% respectivamente).



Además, la Figura 5 muestra que la comisión de adquirencia promedio observada para Costa Rica durante el 2021 (de 1,80%), ya se ubica en el rango de comisiones promedio sugerido por el modelo. No obstante, en atención al objetivo de la Ley 9831 de garantizar el menor costo posible para los afiliados, aún habría espacio para reducir la comisión máxima de adquirencia, que para el año 2022 es de 2,25%. Nótese que este valor todavía se encuentra por encima del límite superior del intervalo de confianza de 2,13% que indica el modelo.   



Las comisiones de intercambio y adquirencia locales estimadas para Costa Rica, así como sus intervalos de confianza respectivos, se muestran en el Cuadro 6.



Vale resaltar que, del conjunto de países miembros de la OCDE y el EEE, únicamente Corea del Sur regula las comisiones de adquirencia para las operaciones de pago locales[footnoteRef:14]. Por lo tanto, los valores que se obtienen son para las comisiones de adquirencia promedio y es posible que algunas empresas, en particular las micro y pequeñas empresas de los grupos de países antes indicados, enfrenten comisiones de adquirencia para operaciones de pago local superiores a los sugeridos por el modelo econométrico para Costa Rica. [14:   Al respecto, consultar el documento “FSC Reforms Card Processing Fee Rates” de la Comisión de Servicios Financieros de Corea del Sur, disponible en (accesado el 23 de setiembre de 2022): https://fsc.go.kr/eng/pr010101/22195 ] 
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El Equipo Técnico recomienda establecer, para las operaciones de pago locales en el año 2023, la comisión máxima de intercambio en 1,50% y la comisión máxima de adquirencia en 2,00%. Estas comisiones son, además, congruentes con el horizonte de reducción propuesto en la segunda fijación ordinaria.



Se estima que la disminución propuesta para la comisión de adquirencia en el 2023, beneficiaría a más del 50% de los afiliados[footnoteRef:15] con una reducción de ¢13.600 millones en la adquisición de pagos con tarjeta. La disminución en costos estimada alcanzaría a todos los sectores comerciales y tamaños de empresas.  [15:   La comisión máxima de 2,50% equivale a la moda y la mediana de las comisiones reportadas. 
La estimación supone que el valor de las operaciones de pago locales tiene un crecimiento de 9,9% en 2022 y 7,9% en el 2023, y que la disminución en costos por aceptar pagos con tarjeta únicamente aplica a los afiliados que al 31 de diciembre de 2021 enfrentaban comisiones de adquirencia entre 2,00% y 2,25%.] 




[bookmark: _Toc118378113]2.3	Comisiones máximas aplicables a las operaciones de pago transfronterizas



Mediante la nota ABC-0079-2022 del 06 de octubre de 2022, la Asociación Bancaria Costarricense (ABC) señaló al BCCR que, “para una parte relevante de las transacciones transfronterizas, el monto máximo de comisión (2,50% correspondiente al límite máximo de adquirencia transfronteriza) determinado por el BCCR no resulta suficiente para cubrir los costos asociados al procesamiento adquirente; esto está generando pérdidas cuantiosas para las entidades adquirentes producto de la estructura de comisiones que se deben pagar a las marcas”. (el subrayado no forma parte del original y se agrega para mayor claridad)



La situación descrita por la ABC también fue expuesta al BCCR mediante la opinión de los proveedores del servicio de adquirencia recolectada como información regulatoria para la revisión de comisiones máximas del año 2022, específicamente, en las consultas referidas a los impactos que ha tenido la regulación para sus entidades, los retos y estrategias a seguir para disminuir dichos impactos y las mejoras regulatorias que consideran se deben aplicar para atender los objetivos de la Ley 9831, según se puede apreciar en el Cuadro 7.



Cabe indicar que, el artículo 41 del Reglamento del Sistema de Tarjetas de Pago establece que el costo máximo de adquirencia incluye a la comisión de intercambio transfronterizo, las comisiones de marca por concepto de autorización, compensación y liquidación aplicables a estas operaciones y el costo propio del adquirente nacional. La suma de estos tres elementos no puede superar el 2,50%, que es el límite máximo de adquirencia para operaciones de pago transfronterizas establecido por el BCCR. En ningún caso, la comisión máxima de intercambio transfronterizo podría superar el 2,00%.



Al establecer este artículo como una norma operativa del sistema de tarjetas, el BCCR esperaba, desde la fijación ordinaria de comisiones del 2021, que el conjunto de adquirentes nacionales acordara, con cada marca de tarjetas, la forma en que harían operativo este límite máximo, como parte de la relación privada y comercial que desarrollan, ya que ello garantizaría la provisión de las operaciones de pago transfronterizas dentro de los parámetros de eficiencia establecidos por el BCCR.



A la fecha, el Equipo Técnico desconoce si el conjunto de los proveedores adquirentes nacionales y las marcas internacionales han tratado de llegar a un acuerdo sobre las comisiones de marca y el intercambio transfronterizo que les permita operar en un ambiente de eficiencia dentro de los límites máximos establecidos por el BCCR. Empero, en virtud de la prevalencia de una dinámica no acorde a lo esperado por el BCCR, el Equipo Técnico estimó necesario realizar los ajustes regulatorios requeridos para garantizar la provisión de este tipo de operaciones. 



En línea con la modelación de las comisiones aplicables a las operaciones de pago locales, las recomendaciones técnicas para las operaciones de pago transfronterizas se basan en la metodología de comparación internacional, aun cuando la información disponible no sea suficiente para recurrir a una regresión econométrica, considerando las comisiones aplicables a estas operaciones de pago en otras jurisdicciones.
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2.3.1	Comisión máxima de intercambio transfronteriza



A diferencia de la comisión de intercambio local, que es determinada por la legislación nacional, un regulador o por acuerdo entre los emisores locales, la comisión de intercambio transfronterizo es establecida de forma unilateral y autónoma por las marcas internacionales, salvo en el EEE, donde un acuerdo vigente hasta octubre de 2024, estableció que las comisiones de intercambio para tarjetas emitidas fuera del EEE serían de 0,2% para tarjetas de débito y 0,3% para las de crédito en transacciones con tarjeta presente, y de 1,15% y 1,50% en pagos con tarjeta no presente, según se trate de una tarjeta de débito o crédito. 



Las marcas de tarjetas no hacen públicas sus comisiones de intercambio transfronterizo aduciendo que esta es información comercial estratégica, cuyo conocimiento y uso por terceras personas podría afectar sus derechos comerciales y económicos. No obstante, algunas legislaciones sí ordenan su publicación, como el EEE y más recientemente Australia[footnoteRef:16]. [16:    Banco de Reserva de Australia; “Review of Retail Payments Regulation Conclusions Paper October 2021”. Disponible en (accesado el 23 de setiembre de 2022): 
https://www.rba.gov.au/payments-and-infrastructure/review-of-retail-payments-regulation/conclusions-paper-202110/pdf/review-of-retail-payments-regulation-conclusions-paper-202110.pdf ] 




La información recopilada de estas comisiones para distintos países y territorios se muestra en el Cuadro 8. Para Estados Unidos y Canadá, las comisiones para las tarjetas de consumo no premium se ubican entre 1,0% y 1,60% dependiendo del tipo de pago (con tarjeta presente o no presente) y del tipo de tecnología para la autenticación del cliente, mientras que para las tarjetas premium se ubican entre 1,80% a 1,98% y para las tarjetas de empresa en 2,0% con independencia de tipo de pago o la forma de autenticación del cliente. 



Comparativamente, cuando un cliente de crédito utiliza la tarjeta de un emisor perteneciente al EEE en un pago adquirido en Estados Unidos o Canadá, el emisor del EEE recibe una comisión 6,6 veces más alta (resultado del cociente entre 1,98% por 0,30%) de la que recibe un emisor norteamericano o canadiense cuando su cliente paga con el mismo tipo de plástico de crédito en el EEE.  Estas diferencias se reducen a 1.32 veces en el caso de un pago con tarjeta no presente, con 48 p.b. a favor del emisor perteneciente al EEE. 
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Es en este contexto que, en la fijación ordinaria de comisiones máximas del año 2021, se estableció el 2,0% como límite máximo al intercambio transfronterizo, coincidente con el límite máximo que las marcas habían indicado para Costa Rica. Adicionalmente, se estipulaba la obligatoriedad de que los costos del servicio de adquirencia no podrían sobrepasar el máximo de 2,50%, incluyendo dentro de estos costos, la comisión de intercambio transfronterizo, los costos de marca y el costo propio del adquirente.



Bajo esta dinámica, el BCCR estaría respetando la libertad de concurrencia de las partes para fijar las comisiones de intercambio internacional, a la vez que estaría resguardando los intereses de los adquirentes nacionales, permitiendo que el sistema de tarjetas disponga de flexibilidad para autorregular la actividad económica en la que participan marcas y adquirentes, en línea con sus objetivos comerciales para diferenciar las mismas según los tipos de dispositivo, canales de servicio y procedencia de los emisores. Pero ello se haría siempre dentro de los límites máximos y las demás normas funcionales y operativas dispuestas para el sistema de tarjetas costarricense, pues sólo de esta forma, el BCCR podría alcanzar los objetivos de eficiencia y menor costo posible para el afiliado, en atención del interés público, de conformidad con la Ley 9831.



No obstante, y tras nueve meses desde que entró a regir esta norma, los adquirentes y la ABC siguen alegando pérdidas en el procesamiento de las operaciones de pago transfronterizo y solicitan al BCCR intervenir para hacer operativa la distribución de los costos de intercambio transfronterizo, los costos de marca y los costos propios presentes dentro del límite máximo a la comisión de adquirencia para operaciones de pago transfronterizas. 



El BCCR envió en noviembre de 2022[footnoteRef:17], dos propuestas regulatorias diferentes en consulta pública, para que cualquier persona física o jurídica que se sintiera afectada por las distintas propuestas, pudiera oponerse o respaldar las opciones sugeridas, presentando toda la fundamentación técnica, legal y estadística que sustenta su decisión.  [17:  Artículo 7 del acta de la sesión de Junta Directiva del BCCR 6090-2022, celebrada el 2 de noviembre de 2022. El plazo de la consulta pública se extendió desde el lunes 7 de noviembre de 2021, cuando el estudio técnico y el Reglamento del Sistema de Tarjetas de Pago fueron publicados en el Alcance N°237 a La Gaceta N°212, hasta el lunes 21 de noviembre de 2022. ] 




De las observaciones recibidas al finalizar el plazo de la consulta pública se tienen los siguientes beneficios e inconvenientes señalados por los distintos participantes para cada una de las opciones regulatorias: 



Opción 1: Mantener la comisión máxima de intercambio transfronterizo en 2,00% (vigente en este nivel desde noviembre de 2020).



Beneficios: 

· Permitiría a los emisores internacionales, cubrir sus costos de operaciones.

· Permitiría a los emisores internacionales, no eliminar incentivos a los turistas que visitan Costa Rica.

· Permitiría a las marcas internacionales, seguir diferenciando las comisiones de intercambio transfronterizo por tipo de tarjeta.

· Es la medida regulatoria menos intervencionista, al permitir que sean las fuerzas del mercado las que determinen la distribución de los costos de adquirencia.

· Una marca internacional de tarjetas está anuente a revisar sus costos frente a los adquirentes nacionales.



Inconvenientes:

· No permitiría a los adquirentes nacionales, cubrir sus costos de operaciones.

· El conjunto de adquirentes nacionales podría no tener la capacidad, frente a las marcas de tarjetas, para acordar un margen neto de adquirencia capaz de cubrir todos sus costos, particularmente, los costos propios.



Opción 2: Establecer una comisión máxima de intercambio transfronterizo de 1,25%.



Beneficios:

· Disminuye el nivel de pérdidas alegado por los adquirentes.

· Es una solución viable para no incrementar la comisión máxima de adquirencia transfronteriza.



Inconvenientes:

· No se ha documentado una regulación a las comisiones de intercambio transfronterizo. Lo que existen son acuerdos privados entre las marcas.

· Posible afectación del turismo, si el emisor internacional bloquea las operaciones de pago hacia Costa Rica.

· Posible afectación al consumidor extranjero, si el emisor no puede cubrir los costos de procesamiento y le implementa un cobro.

· Interviene en las relaciones privadas comerciales de las marcas, con sus adquirentes y emisores internacionales.



Respecto de la mejor opción que, en criterio de los participantes sería la más conveniente para el sistema costarricense de tarjetas de pago, del total de las 24 entidades participantes, 11 no se pronunciaron a favor ni en contra de las propuestas, 2 indicaron que no están de acuerdo con ninguna de las opciones, 4 consideraron como más beneficioso la opción 1 y 7 consideraron de mayor beneficio a la opción 2.



Luego de analizados todos los elementos aportados por los distintos participantes de la consulta pública, el Equipo Técnico recomienda a la Junta Directiva del BCCR, establecer una comisión máxima de intercambio transfronterizo de 1,25%. Ello porque abre un margen suficiente para que el proveedor adquirente pueda cubrir los costos de procesamiento y liquidación de operaciones transfronterizas, particularmente, los costos de marca y los propios de adquirente. 



De acuerdo con información aportada por la Asociación Bancaria Costarricense para la fijación ordinaria de comisiones del 2021, en promedio, los costos de marca ascienden a 95 puntos base, lo que deja 30 puntos base de margen para recuperar los costos propios del adquirente y generar utilidades. Desde el enfoque regulatorio basado en incentivos, competería a los adquirentes mejorar su eficiencia interna para garantizar sus intereses económicos.



Nótese (ver Cuadro 8) que la comisión de intercambio transfronterizo más baja establecida por Mastercard para Australia, en el caso de los emisores no pertenecientes al espacio de Asia Pacífico, es 0,65%, mientras que para el caso del EEE es 0,20% y 0,30% en pagos presenciales con tarjetas de débito y crédito respectivamente; de forma que el BCCR todavía no habría alcanzado los niveles preferenciales que las propias marcas de tarjetas brindan a ambos territorios.



El principal riesgo de la presente regulación es que las marcas de tarjetas o los emisores del resto del mundo, bloqueen las operaciones de pago transfronterizo procesadas por adquirentes nacionales. A la fecha, no se ha documentado el bloqueo de operaciones transfronterizas al EEE, ni en Australia.

 

Con esta solución, el BCCR estaría salvaguardando la provisión de este tipo de operaciones de pago, en conjunto con el objetivo del menor costo posible para los afiliados, de conformidad con el mandato de la Ley 9831.



2.3.2	Comisión máxima de adquirencia transfronteriza



El Equipo Técnico obtuvo información pública de países que, vía la regulación o un acuerdo de partes, cuentan con un tope máximo a las comisiones de adquirencia de operaciones de pago transfronterizas. Dentro de estos países se encuentran Paraguay, Jordania y Pakistán, por la vía de la regulación, y Argentina por la vía del acuerdo de partes. La información disponible se detalla en el Cuadro 9.



Cabe referirse al caso del Paraguay, donde el Banco Central del Paraguay (BCP) estableció un tope a las comisiones de adquirencia de 5,0% para tarjetas de crédito y 3,0% en tarjetas de débito desde el 2016.[footnoteRef:18] Este tope aplica a las operaciones de pago locales y transfronterizas, según confirmó el BCP al BCCR.  [18:  Las tasas máximas definidas por el BCP se encuentran en el documento “Comisiones a comercios/establecimientos adheridos por servicios de intermediación de pagos a través de tarjetas de crédito y débito”. Disponible en (accesado el 26 de setiembre de 2022): 
https://www.bcp.gov.py/userfiles/files/Ley_5476_comisiones_comercios_tasas_maximas_210316.pdf] 




Posteriormente, en agosto de 2020 y mediante la Ley N° 6588 se estableció una única comisión máxima de adquirencia del 3,0%, que incluye a las operaciones con tarjetas emitidas por entidades del exterior.[footnoteRef:19] Dicha ley surgió en el contexto de la emergencia sanitaria por el COVID-19, y quedó sin vigor al derogarse el estado de alerta sanitaria el pasado 18 de abril de 2022, mediante el Decreto 6939[footnoteRef:20].  [19:    La Ley N° 6588 se puede consultar en (accesado el 26 de setiembre de 2022):
https://www.bacn.gov.py/archivos/9316/LEY%206588.pdf ]  [20:    Derogatoria del Decreto N°3456/2020 “Por el cual se declara estado de emergencia sanitaria en todo el territorio nacional para el control del cumplimiento de las medidas sanitarias dispuestas en la implementación de acciones preventivas ante el riesgo de expansión del coronavirus (Covid-19)”, y el Decreto N° 3442/2020 “Por el cual se dispone la implementación de acciones preventivas ante el riesgo de expansión del coronavirus (Covid-19) al territorio nacional”. Disponible en (accesado el 26 de setiembre del 2022):
https://www.presidencia.gov.py/url-sistema-visor-decretos/index.php/ver_decreto/29806 ] 
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En atención de este nuevo decreto, y para los efectos de regulación por comparación efectuada por el BCCR, la comisión máxima de intercambio transfronteriza del Paraguay pasó de 3,00% en la revisión ordinaria de comisiones correspondiente al año 2021, al 5,00% en la presente revisión ordinaria de comisiones.



De acuerdo con el Cuadro 9. las comisiones de adquirencia transfronterizas reguladas para estos países se ubican entre 0,80% la más baja, (Argentina en operaciones de pago con tarjetas de débito) y 5,0% el Paraguay como la comisión más alta. La moda y la mediana de este conjunto de comisiones se ubica en 2,50%. En virtud de ello, la recomendación técnica es mantener la comisión máxima de adquirencia transfronteriza en 2,50%, coincidente con la moda y la mediana del grupo de países regulados. 



Es entendible que existen diferencias entre las economías y el desarrollo de los pagos electrónicos para este grupo de países. No obstante, bajo la técnica de comparación internacional, si en Jordania y Pakistán los operadores adquirentes pueden ofrecer sus servicios en el contexto de eficiencia definido por sus reguladores, con un máximo 2,50% y en Argentina con comisiones todavía menores, debería ser factible que el sistema costarricense se ajuste para operar de una forma similar. 



[bookmark: _Toc118378114]2.4	Comisión máxima aplicable a la recarga de vehículos eléctricos 



Con fundamento en la Ley 9518, Ley de Incentivos y Promoción para el Transporte Eléctrico (Ley N°9518), el Decreto Ejecutivo No. 41561-MP-MINAE sobre Declaratoria de Interés Público y Nacional del Plan de Descarbonización, y el Decreto Ejecutivo 41642-MINAE “Reglamento para la construcción y funcionamiento de la red de centro de recarga eléctrica para automóviles eléctricos por parte de las empresas distribuidoras de energía eléctrica”, la ARESEP emitió la Resolución RE-0129-IE-2020 del 16 de diciembre de 2020, que establece la “Fijación de Oficio de la Tarifa Aplicable en los Centros de Recarga Rápida para Vehículos Eléctricos (T-VE) por Tiempo de Recarga Relacionados con la Red de Centros de Recarga Eléctrica para Automóviles Eléctricos Establecida por medio del Decreto Ejecutivo 41642-MINAE”.



De acuerdo con las conclusiones de la resolución de ARESEP, los centros de recarga rápida son un seguro para brindar confiabilidad y fomentar el uso de los vehículos eléctricos, en tanto el uso de la tarifa por tiempo de recarga permitirá establecer una señal de precio que incida sobre los hábitos de consumo eficiente. 



Así, en atención de los decretos antes indicados y la resolución tarifaria emitida por la ARESEP, el Equipo Técnico recomienda establecer una comisión máxima de intercambio de 1,00% y una comisión máxima de adquirencia de 1,50% a los servicios de recarga ofrecidos por las electrolineras, en igual condición que las estaciones de servicio, servicios de transporte público y peajes regulados por la misma ARESEP. Dichas comisiones aplicarían a las operaciones de pago locales y transfronterizas. 



[bookmark: _Toc118378115]2.5	Comisión máxima de la terminal punto de ventas



En el caso de la comisión máxima aplicable a la terminal punto de venta, el Equipo Técnico revisó los insumos utilizados en el establecimiento de estas comisiones y se determinó que no es necesario actualizar la comisión, manteniéndose en un máximo de ¢12.500 para cualquier tipo de terminal.



El establecimiento de esta comisión considera el costo de una terminal punto de venta con características 3G+Wifi+Ethernet, los impuestos aduaneros, seguros y fletes, el costo asociado al proceso de programación e instalación de un chip de telecomunicación que debería cargarse al menos una vez al mes, así como el costo de certificar el software instalado frente a la marca. Como parte de la estimación del costo mensual, se asume que la terminal punto de venta requiere de al menos un mantenimiento al año para garantizar su normal funcionamiento.



La vida útil de la terminal es determinada con el Reglamento a la Ley de Impuesto sobre la Renta (Decreto Ejecutivo 14445-H publicado en el Alcance N°29 de la Gaceta N°181 del 23 de setiembre de 1998), vía la homologación de términos con el concepto “equipo electrónico especializado” para el cual aplica una vida útil de cinco años, y, por consiguiente, una depreciación lineal de 20%.



[bookmark: _Toc118378116]2.6	Monto de pago rápido



Información recopilada por la División Sistemas de Pago, se refiere a la cantidad y valor de los pagos con tarjeta. El Cuadro 10. muestra el porcentaje de la cantidad de pagos respecto del valor máximo del pago, según cada tipo de dispositivo, sea de débito o crédito.



Como puede apreciarse, para el año 2021, el 91% de los pagos con tarjeta de débito y el 81% de los pagos con tarjeta de crédito son por valores menores o iguales a ¢30.000, y, por lo tanto, no requieren la autenticación del cliente mediante la digitación del PIN en línea u otra medida de seguridad reforzada.
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De mantenerse ese mismo límite, una mayor cantidad de pagos, particularmente con tarjetas de crédito, deberían ser objeto de autenticación. Por ello, y a solicitud de los emisores de tarjetas, se recomienda ampliar el monto de pago rápido hasta los ¢50.000 y los US$100, de forma que el 90% de los pagos estén exentos de la autenticación del cliente.



[bookmark: _Toc118378117]2.7	Del desarrollo de la propuesta técnica



El desarrollo de esta propuesta se ha conducido siempre dentro de las mejores prácticas para la elaboración de política pública, particularmente de la que señala la OCDE sobre la toma de decisiones en materia de política del consumidor[footnoteRef:21]: [21:  OCDE; “Recommendation of the Council on Consumer Policy Decision Making”. Disponible públicamente en (accesado el 22 de julio de 2021): 
https://legalinstruments.oecd.org/en/instruments/OECD-LEGAL-0403 
] 




· Se cuantificó la evolución del sistema de tarjetas de pago en el 2021 con el fin de mostrar la dinámica del sistema frente a la regulación. El análisis efectuado muestra un desempeño positivo.



· Se analizó la necesidad, idoneidad y proporcionalidad de mantener la modelación por comparación internacional para el establecimiento de las comisiones máximas de intercambio y adquirencia, a fin de alcanzar los objetivos de la Ley 9831, específicamente, el de menor costo posible para los afiliados. 



· Se razonó sobre la efectividad mostrada en la diferenciación de los límites máximos a las comisiones de intercambio y adquirencia para operaciones locales y transfronterizas, emprendida en la revisión ordinaria de comisiones correspondiente al año 2021. Todos los elementos de valor y supuestos esbozados en su momento se mantienen presentes y no se detectaron situaciones que sugieran la necesidad de reversar estas medidas de diferenciación de comisiones. 



· Se evaluó la naturaleza y magnitud de la reducción en costos que recibirían los afiliados al reducir la comisión máxima de adquirencia para operaciones de pago local en 25 puntos base, estimada esta disminución en ¢13.600 millones que alcanzaría a todos los sectores comerciales y tamaños de empresas. 



· Se discutió sobre la conveniencia de mantener la comisión máxima de adquirencia para las operaciones de pago transfronterizas en 2,50%, y se proponen dos soluciones para contrarrestar un efecto no deseado sobre la eficiencia del sistema de tarjetas, alegado por los adquirentes nacionales, de que estarían operando con pérdidas en la atención de este tipo de operaciones.



Las propuestas serían enviadas a consulta pública, para que los participantes del sistema de tarjetas de pago que se sientan afectados puedan referirse a la opción regulatoria que sea más apropiada a los intereses del sistema de tarjetas de pago. Es entendido que, cada participante que desee presentar su posición, deberá fundamentarla técnica, legal y estadísticamente, dentro del plazo de consulta pública. Toda la información enviada será considerada como pública.



Finalizado el plazo de consulta pública, el BCCR analizaría toda la información recibida y establecerá la regulación final con fundamento en los costos y beneficios que los participantes documenten.



· Se validó que todas las medidas de regulación sugeridas están en línea con las potestades regulatorias del BCCR y la diferenciación de comisiones que establece el artículo 4 de la Ley 9831. En particular, la diferenciación de las comisiones entre operaciones de pago locales y transfronterizas se abordó con detalle en la revisión ordinaria de comisiones del año 2021, y sirve de base para avanzar, en esta oportunidad, sobre el alcance de los objetivos encomendados por ley al BCCR.



Así las cosas, por medio de la valoración de la necesidad, idoneidad y proporcionalidad de las medidas propuestas por el Equipo Técnico, se determinó que las acciones planteadas están debidamente justificadas y reafirman el objetivo de política pública del BCCR de dotar al país de un sistema de pagos seguro y eficiente.



[bookmark: _Toc118378118]3.	Conclusiones y recomendaciones



El artículo 14 de la Ley 9831, Ley de Comisiones Máximas del Sistema de Tarjeta establece la obligatoriedad del BCCR de revisar las comisiones máximas autorizadas por concepto de adquirencia, intercambio y otras comisiones al menos una vez al año de forma ordinaria y ajustarlas para alcanzar los objetivos de la ley: promover la seguridad y eficiencia del sistema de tarjetas de pago, y garantizar el menor costo posible para los afiliados.



En atención a lo anterior, la División Sistemas de Pagos del BCCR actualizó la información recolectada sobre el sistema costarricense de tarjetas para evaluar su desempeño frente a la nueva regulación. Por su parte, la División Económica del BCCR realizó las comparaciones internacionales, a fin de sustentar, técnicamente, las comisiones máximas propuestas. Así, en conjunto, el Equipo Técnico preparó y sugiere las recomendaciones de política aquí contenidas, uniendo la experticia de cada una de estas divisiones.



Como punto de partida, se recomienda mantener la modelación por comparación internacional para el establecimiento de las comisiones máximas de intercambio y adquirencia, a fin de alcanzar los objetivos de la Ley 9831, específicamente, el de eficiencia y el de menor costo posible para los afiliados. Asimismo, se recomienda mantener la diferenciación en los límites máximos a las comisiones de intercambio y adquirencia entre operaciones de pago locales y transfronterizas. 



Se considera idóneo reducir la comisión máxima de intercambio a 1,50% y la comisión máxima de adquirencia a 2,00%, ello para las operaciones de pago locales. La propuesta regulatoria incluye, además, mantener la comisión máxima mensual de ¢12.500 por terminal punto de venta que sería aplicable a cualquier tipo de terminal (datáfono, M-POS, Tap on phone o cualquier otra), así como la comisión máxima de adquirencia porcentual para operaciones de pago transfronterizas en 2,50%. 



Las comisiones exceptuadas para las actividades de estaciones de servicio, organizaciones de beneficencia, servicios de transporte regulados por la ARESEP y los peajes, también mantendrían las comisiones máximas de 1,00% en intercambio y 1,50% en adquirencia, tanto para operaciones locales como para las transfronterizas. A este grupo de actividades se unirían las electrolineras, de forma que las comisiones máximas aplicables a las recargas de vehículos eléctricos sean similares a las de los servicios regulados por ARESEP antes indicados.



Para garantizar la cobertura de las operaciones de pago transfronterizas, se propone establecer una comisión máxima de intercambio transfronterizo de 1,25%, que permitiría cubrir los costos de procesamiento y liquidación de este tipo de operaciones de pago, para salvaguardar su provisión. 



Finalmente, se recomienda ampliar el monto de pago rápido desde los ¢30.000 hasta los ¢50.000 y los US$100, de forma que el 90% de los pagos estén exentos de la autenticación del cliente mediante un mecanismo de seguridad reforzada, en línea con el objetivo de eficiencia para los pagos con tarjeta.



La División Sistemas de Pago dio seguimiento a la implementación del PIN en línea, al registro de proveedores de pago en el BCCR, y continúa desarrollando los formatos del reporte de cobros que deben entregar las marcas de tarjetas a los emisores y adquirentes. De estas tareas, es claro el compromiso de los proveedores del sistema de tarjetas de pago para atender la regulación del BCCR. 



Desde la primera fijación ordinaria efectuada por la Junta Directiva del BCCR en setiembre del 2020, se han recibido consultas sobre distintos aspectos normativos de parte de proveedores de servicio, así como de afiliados y personas físicas y jurídicas, mas no denuncias por incumplimiento a la regulación.



Este informe técnico se presenta como un análisis transparente de rendición de cuentas que el BCCR debe presentar a la ciudadanía, el sector comercial y el sistema financiero. Es importante recalcar que el tipo de análisis desarrollado debe considerarse como un ejercicio dinámico, y por lo tanto, susceptible de actualizaciones capaces de incorporar cambios no previstos en los mercados. 



[bookmark: _Toc118378119]4.	Anexos



Anexo 1. Ley de Comisiones Máximas del Sistema de Tarjetas



La Ley de Comisiones Máximas del Sistema de Tarjetas, Ley N° 9831, tiene por objeto regular las comisiones máximas cobradas por los proveedores de servicio sobre el procesamiento de transacciones que utilicen dispositivos de pago y el funcionamiento del sistema de tarjetas de pago, para promover su eficiencia y seguridad, y garantizar el menor costo posible para los afiliados. Esta ley fue publicada en el Alcance N° 57 a La Gaceta N° 59 del martes 24 de marzo del 2020.



Dentro de las responsabilidades que establece esta ley al BCCR se encuentran:



· Emitir la regulación a la ley y vigilar su cumplimiento (art 1 y 15).

· Determinar las comisiones máximas de intercambio que cobrarán los emisores (art 4).

· Determinar las comisiones máximas de adquirencia y límites máximos a otras comisiones y cargos que establezcan los proveedores por el uso de dispositivos de pago (art 4).

· Requerir a los proveedores de servicio y afiliados, toda la información necesaria para cumplir con los objetivos de la ley (art 5).

· Guardar la confidencialidad de la información individual que le suministren las personas físicas y jurídicas (art 5).

· Sancionar administrativamente el incumplimiento de las disposiciones establecidas en la ley (art 6, 7, 8, 9 y 10), y llevar un registro público de dichas sanciones (art 12).

· Publicar permanentemente, en su página web y en los medios de comunicación o electrónicos que determine, las comisiones máximas establecidas. Asimismo, deberá publicar la información suministrada por los proveedores de servicio, con la máxima desagregación posible, así como los estudios realizados para determinar las comisiones máximas y cualquier otra información relevante, incluyendo los estándares internacionales y mejores prácticas sobre el sistema de tarjetas, así como las comisiones imperantes en los países miembros de la OCDE y otros mercados que mantenga disponible (art 13).

· Revisar las comisiones de forma ordinaria al menos una vez al año, pudiendo realizar revisiones extraordinarias fundamentadas en estudios técnicos, en caso de que detecte desviaciones importantes en el cumplimiento del objetivo de la ley. Las nuevas comisiones entrarán a regir el 1° de enero de cada año, o conforme lo indique el BCCR (art 14).

· El BCCR deberá seguir un proceso de consulta pública, de conformidad con lo establecido en la Ley 6227, Ley General de la Administración Pública, para la determinación de las comisiones máximas del sistema de tarjetas; debiendo comunicar al Ministerio de Economía, Industria y Comercio (MEIC), las comisiones o cargos máximos determinados, el estudio realizado, la metodología empleada y la documentación de respaldo requerida, para que dicho ente emita su criterio dentro del plazo establecido en la Ley 6227. El criterio del MEIC no es vinculante para el BCCR, pero sí está obligado a analizar dichas observaciones y responder a las mismas, pudiendo efectuar los ajustes que considere necesarios antes de publicar las comisiones y cargos máximos que entrarán a regir una vez hayan sido publicados en La Gaceta (art 16).



Anexo 2. Entidades emisoras de tarjetas de débito
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Fuente:  Elaboración propia con base en la información suministrada por los emisores.



Anexo 3. Entidades emisoras de tarjetas de crédito
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Fuente: Elaboración propia con base en la información suministrada por los emisores.



Anexo 4. Entidades proveedoras de servicio de adquirencia
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Nota:    Se considera un sistema abierto cuando el servicio de adquirencia es ofrecido a cualquier tipo de comercio, a solicitud del afiliado; y un sistema cerrado cuando el servicio solo es ofrecido a un comercio particular, donde solo es posible adquirir operaciones de pago con tarjetas emitidas por el organizador del esquema cerrado, que actúa como emisor y adquirente. 

Fuente: Elaboración propia con base en la información suministrada por adquirentes.



Anexo 5. [bookmark: _Toc324930948]Comisiones de adquirencia vigentes al 31 de diciembre de 2019

(porcentajes)
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Nota:    La actividad de transporte de pasajeros incluye los servicios de transporte remunerado de personas sujeto de regulación por parte de la ARESEP, tales como autobuses de ruta regular, taxis de flota roja y naranja, tren y cabotaje, así como otras actividades de transporte de pasajeros, como por ejemplo servicios privados de transporte, limosinas, transporte acuático, vuelos chárteres, entre otros.

Fuente: Elaboración propia con base en la información suministrada por los adquirentes.



Anexo 6. Comisiones de adquirencia vigentes al 31 de diciembre de 2020

(porcentajes)
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Nota:      La actividad de transporte de pasajeros incluye, además de las actividades exceptuadas por el BCCR con comisiones de adquirencia de 1,50%, a otras actividades de transporte de pasajeros tales como servicios privados de transporte, limosinas, transporte acuático, vuelos chárteres.

Fuente:  Elaboración propia con base en la información suministrada por los adquirentes.



Anexo 7. Comisiones de adquirencia vigentes al 31 de diciembre de 2021

(porcentajes)
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Fuente:  Elaboración propia con base en la información suministrada por los adquirentes.



Anexo 8. Del proceso de consulta pública



En cumplimiento del literal c), artículo 16 de la Ley 9831, el BCCR envió en consulta pública el estudio técnico referente a la Fijación ordinaria de comisiones máximas del sistema de tarjetas de pago 2021 y la propuesta de Reglamento del Sistema de Tarjetas de Pago, extendiéndose el plazo de la consulta desde el lunes 7 de noviembre de 2021, cuando ambos fueron publicados en el Alcance N°237 a La Gaceta N°212, hasta el lunes 21 de noviembre de 2022. 



Finalizado este plazo, se recibieron 24 notas de las siguientes personas físicas y jurídicas:
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Dentro del listado de entidades resalta el Ministerio de Economía, Industria y Comercio, ya que, de acuerdo con el procedimiento para la determinación de comisiones o cargos máximos establecido en la Ley 9831, el BCCR debe comunicar directamente a este ministerio para que emita su criterio (no vinculante), dentro del plazo establecido para la consulta. El oficio VM-OF-081-22, del 21 de noviembre del 2022 fue recibido en tiempo y derecho, conforme lo establecido en el artículo 16 de la Ley 9831.



Se adjunta la nota del Ministerio de Economía, Industria y Comercio.



		



		





		DM-OF-081-22

21 de noviembre del 2021

		Anexo DM-OF-081-22







Anexo 9. Experiencias internacionales recientes respecto de los sistemas de tarjetas de pago



Andorra



Mediante la Ley 24/2021 del 14 de octubre de 2021, se establece una comisión máxima de intercambio para las tarjetas de crédito de 0,3%, y para las de débito de 0,2%, coincidentes con las determinadas en el EEE. 



De acuerdo con la exposición de motivos presentada en la ley, no es posible justificar diferencias en cuanto al nivel de tasas de intercambio en las operaciones realizadas en Andorra con respecto a las realizadas en el EEE, puesto que las condiciones, el procesamiento técnico y los riesgos de la operación son esencialmente idénticos. 



Con la ley se busca que el establecimiento de las tasas de intercambio por parte de los esquemas de tarjetas, así como de cualquier otra transferencia o tarifa que éstos impongan y que tenga un objeto o efecto equivalente a las tasas de intercambio en cualquiera de los esquemas de tarjetas de pago, sea transparente y promueva la eficiencia de las transacciones de pago con tarjeta que se produzcan en el territorio de Andorra[footnoteRef:22]. [22:  “Llei 24/2021, del 14 d’octubre, de les taxes d’intercanvi aplicades a les operacions de pagament amb targeta”. Disponible en (accesado el 29 de setiembre de 2022): https://www.afa.ad/es/recursos/normativa/llei-24-2021-del-14-d2019octubre-de-les-taxes-dintercanvi-aplicades-a-les-operacions-de-pagament-amb-targeta/llei-24-2021.pdf ] 




Bosnia y Herzegovina



El 14 de abril de 2022 la Asamblea Nacional aprobó la “Ley de comisiones interbancarias por operaciones de pago basadas en tarjetas de pago” (“ЗАКОН О МЕЂУБАНКАРСКИМ НАКНАДАМА КОД ПЛАТНИХ ТРАНСАКЦИЈА НА ОСНОВУ ПЛАТНИХ КАРТИЦА”), que establece comisiones idénticas a las definidas en el EEE, es decir, una comisión máxima de intercambio para tarjetas de crédito de 0,3% y para tarjetas de débito de 0,2%.[footnoteRef:23]   [23:  “ЗАКОН О МЕЂУБАНКАРСКИМ НАКНАДАМА КОД ПЛАТНИХ ТРАНСАКЦИЈА НА ОСНОВУ ПЛАТНИХ КАРТИЦА” Disponible en (accesado el 29 de setiembre de 2022):  https://unijauprs.org/wp-content/uploads/2022/05/Sl-gl-RS-broj-038-22-18-23.pdf ] 




Chile



El 06 de agosto de 2021 fue publicada la Ley N° 21.365 “Regula las tasas de intercambio de tarjetas de pago”[footnoteRef:24], para establecer condiciones tarifarias orientadas a la existencia de un mercado de tarjetas competitivo, inclusivo, transparente y con fuerte penetración, y que asimismo considere el resguardo del eficiente y seguro funcionamiento del sistema de pagos minorista. [24:    Ley N° 21.365 “Regula las tasas de intercambio de tarjetas de pago” (accesado el 29 de setiembre de 2022):
https://ctdi.hacienda.cl/marco-normativo ] 




La Ley N° 21.365 señala que la regulación de las tasas de intercambio está a cargo del Comité para la Fijación de Límites a las Tasas de Intercambio, constituido como un organismo de carácter técnico, autónomo, que se relaciona con el presidente de la República a través del Ministerio de Hacienda. El Comité está integrado por las siguientes personas:



a) Un miembro designado por el Ministro de Hacienda.

b) Un miembro designado por el Consejo del Banco Central de Chile.

c) Un miembro designado por la Comisión para el Mercado Financiero.

d) Un miembro designado por la Fiscalía Nacional Económica.



De acuerdo con los artículos segundo transitorio y cuarto transitorio, se otorgaba un plazo de seis meses, contados desde la entrada en vigor de la ley, para que el Comité definiera los primeros límites preliminares y vinculantes a las tasas de intercambio. En línea con dicho mandato legal, el 5 de febrero de 2022 el Comité comunicó los respectivos límites[footnoteRef:25], que se detallan en el Cuadro 1.  [25:   Comité para la Fijación de Límites a las Tasas de Intercambio. “Comunicado. Se publican los límites preliminares y vinculantes a las tasas de intercambio de tarjetas de pago”. Disponible en (accesado el 29 de setiembre de 2022): https://ctdi.hacienda.cl/resoluciones-y-comunicados/comunicado-propuesta-preliminar-de-tasas-de-intercambio/comunicado-propuesta-preliminar-de-tasas-de-intercambio ] 
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Dichos límites fueron establecidos a partir de una metodología basada en costos de los emisores[footnoteRef:26]. Actualmente el comité continúa con el proceso de determinación de límites a las tasas de intercambio definitivas. [26:   Comité para la Fijación de Límites a las Tasas de Intercambio. “Anexo Metodológico de propuesta preliminar de tasas”. Disponible en (accesado el 29 de setiembre de 2022): https://ctdi.hacienda.cl/resoluciones-y-comunicados/anexo-metodologico-de-propuesta-preliminar-de-tasas/anexo-metodologico ] 




Más información sobre el Comité para la Fijación de Límites a las Tasas de Intercambio está disponible en el siguiente enlace: https://ctdi.hacienda.cl/ 



Nueva Zelanda



El 13 de mayo de 2022 se aprobó la Ley del Sistema de Pago Minorista 2022 (“Retail Payment System Act 2022”), con el propósito de promover la competencia y la eficiencia en el sistema de pagos minoristas para el beneficio a largo plazo de los comerciantes y consumidores en Nueva Zelanda[footnoteRef:27].  [27:  “Retail Payment System Act 2022”. Disponible en (accesado el 29 de setiembre de 2022): https://www.legislation.govt.nz/act/public/2022/0021/latest/whole.html ] 




Esta ley surge a partir de estudios y procesos de consulta pública realizados desde el 2016 por el Ministerio de Empresa, Innovación y Empleo (“Ministry of Business, Innovation and Employment”), que concluyeron que las comisiones que enfrentaban los comercios, en especial los más pequeños, eran relativamente altas comparadas a Australia o el Reino Unido. Esto deriva en altos costos de operación para los comercios, lo que impide su crecimiento.[footnoteRef:28]  [28:  Los estudios realizados en la materia por el Ministerio de Empresa, Innovación y Empleo (“Ministry of Business, Innovation and Employment”) se encuentran disponibles en (accesado el 29 de setiembre de 2022):
https://www.mbie.govt.nz/business-and-employment/business/competition-regulation-and-policy/retail-payment-systems/ ] 




La Ley del Sistema de Pago Minorista 2022 establece en la “Subparte 3—Estándar de fijación de precios inicial” (“Subpart 3—Initial pricing standard”), la comisión de intercambio máxima para las tarjetas de crédito es 0,80% por transacción.



Por su parte, para las tarjetas de débito, el máximo establecido es:

a) En el caso de pagos presenciales con contacto: 0,00%.

b) En el caso de pagos presenciales sin contacto: 0,20%.

c) Para pagos no presenciales: 0,60%.



En caso de que, al 1 de abril de 2021 existieran comisiones más bajas a las antes indicadas, la ley estableció que no se pueden aumentar, quedando vigentes las mínimas registradas a esa fecha, tanto para operaciones con tarjetas de débito como de crédito.



Reino Unido



Con la salida del Reino Unido de la Unión Europea, Mastercard y Visa implementaron cambios en las comisiones de intercambio transfronterizas para pagos no presenciales que se realizan entre el Reino Unido y el EEE. Dichos cambios provocaron que las comisiones de intercambio de estas transacciones transfronterizas con tarjetas de débito y crédito se incrementaran de 0,2% y 0,3% a 1,15% y 1,5%, respectivamente.



Ante este incremento en las tasas, el Regulador de Sistemas de Pago (“Payment Systems Regulator”) de Reino Unido le indicó al Comité Selecto del Tesoro del Parlamento (“Treasury Select Committee”) que no se ha encontrado evidencia que muestre que se han suscitado cambios significativos en los costos para los emisores de permitir transacciones en línea a través de tarjetas emitidas por el EEE en el Reino Unido, o de tarjetas emitidas por el Reino Unido en el EEE[footnoteRef:29].  [29:   Payment Systems Regulator. “PSR response to the Treasury Select Committee inquiry - Card Payment Fees”. Disponible en (accesado el 29 de setiembre de 2022): 
https://committees.parliament.uk/publications/8461/documents/85670/default/ ] 




Visa y Mastercard por su parte han alegado que el mayor costo es principalmente producto de una probabilidad de fraude más alta en las transacciones transfronterizas que en las domésticas, lo que obliga a dedicar recursos a detectar y eliminar este tipo de delitos.[footnoteRef:30]   [30:   Visa. “Letter from Visa Europe, relating to cross-border interchange fees, dated 3 August”. Disponible en (accesado el 29 de setiembre de 2022): 
https://committees.parliament.uk/publications/28459/documents/171158/default/ 
Mastercard. “Letter from Mastercard, relating to cross-border interchange fees, dated 2 August”. Disponible en (accesado el 29 de setiembre de 2022): https://committees.parliament.uk/publications/28458/documents/171157/default/ ] 




El Regulador de Sistemas de Pago actualmente prepara una investigación para determinar la racionalidad de los incrementos en las comisiones, así como sus impactos esperados. El proceso de consulta pública cerró el 2 de agosto de 2022[footnoteRef:31]. [31:  Payment Systems Regulator. “Consultation paper Market review of UK-EEA consumer cross-border interchange fees. An update and draft terms of reference. June 2022”. MR22/2.1 Market review of UK-EEA consumer cross-border interchange fees. Disponible en (accesado el 29 de setiembre de 2022):
https://www.psr.org.uk/media/0gfaxvbc/psr-mr22-2-1-cross-border-interchange-fees-draft-tors-jun-2022.pdf ] 




Anexo 10. De la metodología de estimación para las comisiones máximas de intercambio y adquirencia



I. Introducción



Seguidamente se presenta el análisis que respalda la propuesta sobre el nivel de las comisiones de intercambio y adquirencia para las operaciones de pago locales. El objetivo de la metodología es identificar las comisiones que se esperarían para Costa Rica. Para este análisis, se actualizó el panel de datos de comisiones de intercambio y adquirencia para tarjetas de crédito utilizado en la segunda fijación ordinaria a las comisiones del sistema de tarjetas. 



La base de datos inicia en el 2010, e incluye 70 países y un total de 197 observaciones. De los países representados, el 69% regulan las comisiones de intercambio y el 9% las comisiones de adquirencia. La información sobre comisiones de intercambio y adquirencia se obtiene de informes producidos por bancos centrales, autoridades de competencia o marcas de tarjetas. Además de las comisiones de intercambio y adquirencia, se utilizan datos sobre diferentes variables de control, que incluyen densidad de población, índice de capital humano, número de cajeros automáticos, o posesión de cuentas en entidades financieras, entre otras.  



Como estrategia empírica, mediante una regresión lineal se estiman los valores esperados para Costa Rica, dadas las características observables. En la selección del modelo se consideraron distintas combinaciones de variables de control, y se utilizó el criterio de información de Akaike con una corrección para tamaños de muestra pequeños (AICc) y el criterio de información bayesiana (BIC). 



A continuación, se presenta el análisis de regresión lineal efectuado para estimar la comisión de intercambio, seguido del realizado para la comisión de adquirencia (que incluye a la comisión de intercambio como un costo del servicio de adquirencia). Luego, se presenta un análisis de robustez a estimaciones alternativas, que considera, entre otros, el uso de modelos de variable dependiente truncada, estimar los intervalos de confianza mediante el método de remuestreo (Bootstrap), o utilizar variables instrumentales. 



Posterior a dichos análisis se encuentra el detalle de la construcción de la base de datos. Finalmente, se presentan las pruebas estadísticas que estudian el cumplimiento de los supuestos del análisis de regresión lineal de la estimación principal. 



Es además importante señalar que el material necesario para reproducir los resultados, así como la referencia a las fuentes a partir de las cuales se construye la base datos, se encontrarán disponibles en el sitio web del BCCR: 

https://www.bccr.fi.cr/sistema-de-pagos/tarjetas-de-pago-(d%C3%A9bito-y-cr%C3%A9dito).



II. Comisión de intercambio 



La especificación de regresión lineal que se analiza toma la forma: 





Donde: 

   es la variable dependiente, que corresponde a la comisión de intercambio en el país ; 

 es una variable dicotómica igual a 1 si el país  tiene regulación a la comisión de intercambio, y 0 en caso contrario;

    es un vector de variables de control para el país , cuyo vector de coeficientes asociado es ; 

    es una constante; y 

    es el término de error. 



La regresión lineal proporciona un modelo predictivo. A partir de los coeficientes estimados y las características observables para Costa Rica, se calcula la comisión de intercambio esperada para el país, tanto en el escenario con regulación como sin ella. 



El Cuadro 1 presenta los resultados obtenidos. La columna (1) muestra el resultado de estimar la ecuación (1) únicamente al incluir la variable dicotómica de si es un país con regulación, i.e., se impone que . Nótese que de acuerdo con el R² ajustado de la columna (1), la presencia de la regulación explica cerca del 33% de la variación en las comisiones de intercambio que se observa en la muestra. 



Por otra parte, la columna (2) corresponde a los resultados obtenidos con el criterio de información de Akaike con una corrección para tamaños de muestra pequeños (AICc), mientras que la columna (3) incluye las estimaciones al controlar por las variables seleccionadas mediante el criterio de información bayesiano (BIC)[footnoteRef:32]. Finalmente, las columnas (4) y (5) incluyen efectos fijos de tiempo en las regresiones, para los modelos AICc y BIC, respectivamente.  [32:   El cambio en el número de observaciones al incluir las variables de control se debe a que existen países cuyas variables pueden no estar disponibles para ciertos años.] 




Respecto al coeficiente , que indica el efecto de la regulación sobre las comisiones de intercambio, se encuentra que es relativamente estable entre las diferentes especificaciones. A partir de este coeficiente se puede concluir que la regulación se asocia con una reducción en las comisiones de intercambio de alrededor de 60 puntos base. Este efecto es estadísticamente significativo al 1%. 



Una vez obtenidos los resultados de la ecuación (1), se estiman los valores esperados para Costa Rica. En las últimas dos filas del Cuadro 1 se presentan estos valores según cada modelo, tanto para el caso no regulado como el caso regulado. 
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Para un mayor detalle en el análisis, considérese primero el caso sin regulación. Si se excluyen los resultados de la columna (1), donde no se considera ninguna variable de control, se estima que el promedio de la comisión de intercambio esperada para la Costa Rica sin regulación es 1,86%, con un intervalo de confianza de 95% igual a [1,74%, 1,99%][footnoteRef:33].  [33:  Los intervalos de confianza se obtienen a partir del Método Delta, es decir, se aplica una aproximación de Taylor (Oehlert, 1992). Esto es posible puesto que los coeficientes de regresión son variables aleatorias, y por lo tanto una aproximación de Taylor permite conocer el error estándar de transformaciones de dichas variables.] 




Una posible consideración es que, para el caso de los países sin regulación, la comisión de intercambio que se utiliza en las estimaciones puede representar una comisión promedio, a diferencia de los países con regulación, donde las comisiones en los datos corresponden a valores máximos. De ser ese el caso, se necesitaría ajustar la estimación por la estructura de comisiones de intercambio en Costa Rica. En particular, durante el 2021, las actividades comerciales sujetas a una comisión de intercambio de 1% (como las estaciones de servicio) representaban el 8,4% de los ingresos de intercambio para los emisores, mientras que el resto de las actividades poseían una comisión de intercambio de 2%. Al tomar esta estructura de ingresos y comisiones de intercambio, se concluye que la comisión de intercambio es 1,94% [1,80%, 2,08%] para el caso de Costa Rica sin regulación[footnoteRef:34]. [34:   El valor de 1,94% se obtiene como solución a la ecuación 1,86% = 1% * ponderación del 1% + comisión máxima * ponderación de la comisión máxima, es decir, 1,86% = 1% * 0,084 + comisión máxima * 0,916. Una ecuación similar se resuelve para los intervalos de confianza. ] 




De acuerdo con la última fila del Cuadro 1, el caso con regulación implica una reducción de aproximadamente 60 puntos base en cada especificación. Después de excluir los resultados de la columna (1), la comisión de intercambio promedio corresponde a 1,25% [1,14%, 1,37%].



Para colocar el resultado del modelo correspondiente al caso con regulación en perspectiva, en la Figura 1 se presentan países miembros de la OCDE que se encuentren como máximo a 30 puntos base de los límites del intervalo de confianza para intercambio con regulación. Se aprecia que las comisiones de intercambio en el intervalo de confianza [1,14%, 1,37%] sitúan a Costa Rica en niveles inferiores al promedio de 1,60% observado en Estados Unidos para el 2020, por debajo del máximo intercambio definido en Chile para tarjetas de crédito en febrero de 2022, de 1,48%, o por debajo de la comisión de 1,40% de Canadá. 



Por otra parte, las comisiones están en línea con las observadas en Colombia, México o Turquía, y por encima de las comisiones máximas de intercambio establecidas en febrero de 2022 en Chile para tarjetas de débito, de 0,60%. Cabe denotar que, a pesar de estos avances, el límite mínimo del intervalo estimado para Costa Rica estaría por encima de los niveles vigentes para el EEE de 0,30% para crédito y 0,20% para débito.
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Otro tipo de comparación que se puede realizar es respecto al grupo de 48 países en la muestra que regulan intercambio. Nótese que al 2022, la comisión máxima de intercambio para este grupo corresponde a 1,48%, con una mediana de 0,30%. La Figura 2 muestra dónde se ubica el intervalo de confianza estimado para Costa Rica respecto a la distribución de comisiones de este grupo de países.   



Vale destacar que los resultados del modelo están en línea con los estimados en la segunda fijación ordinaria a las comisiones del sistema de tarjetas de 2021. En dicha ocasión se utilizó la misma metodología de comparación internacional, y las estimaciones arrojaron una comisión de intercambio equivalente a 1,93% [1,73%, 2,14%] para el caso sin regulación, y de 1,17% [1,05%, 1,30%] para el caso con regulación.
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III. Comisión de adquirencia bruta



La información sobre comisiones de adquirencia bruta, entendida como la comisión que el proveedor adquirente cobra al afiliado y que incluye a la comisión de intercambio como parte de sus costos, a nivel de países es más difícil de encontrar que la de intercambio. Este hecho se puede deber a que la mayoría de los países únicamente regulan intercambio. En la muestra que se utiliza, se dispone de información sobre la comisión de adquirencia bruta para 40 países, de los cuales sólo seis la regulan (Argentina, Corea del Sur, Jordania, Pakistán, Paraguay y Uruguay).



Para estimar la comisión de adquirencia bruta se plantea una regresión lineal similar a la de la ecuación (1), con la diferencia de que la variable dependiente  es la comisión de adquirencia bruta. Adicionalmente, dado que hay relativamente pocos países con regulación sobre las comisiones de adquirencia, la variable  hace referencia a regulación sobre comisiones de intercambio 



Sobre este último punto, como parte de las pruebas de robustez se muestra que el resultado se mantiene si se amplía la definición de regulación para que incorpore regulación sobre intercambio o adquirencia. Desde un punto de vista metodológico, es importante incluir la regulación de intercambio en este tipo de análisis, puesto que el motivo principal de muchas jurisdicciones al regular el intercambio es precisamente que al ser este un porcentaje importante de la comisión de adquirencia, los topes al intercambio produzcan una disminución en la adquirencia. Eso explica que la mayoría de las jurisdicciones implementen ese tipo de regulación en lugar de ocuparse directamente en la adquirencia. Por ejemplo, cuando Nueva Zelanda indagó qué tipo de política era conveniente para reducir las comisiones que pagan sus comerciantes, concluyó que los límites a las comisiones de intercambio eran una forma efectiva de ejercer presión a la baja sobre la comisión de adquirencia (MBIE, 2021, pág. 17). En el caso costarricense, la Ley 9831 ordena al BCCR el establecimiento de una comisión máxima de adquirencia.



El Cuadro 2 presenta los resultados obtenidos. La columna (1) muestra el resultado de estimar la ecuación (1) sin ningún tipo de variable control, es decir únicamente se incluye la variable dicotómica de si es un país con regulación. En este caso, la presencia de la regulación explica cerca del 39% de la variación en las comisiones de adquirencia bruta que se observa en la muestra. La columna (2) presenta los resultados según el AICc, y la columna (3) según el BIC. Por su parte, en las columnas (4) y (5) se presentan los resultados al controlar por efectos fijos de tiempo para los modelos seleccionados por el AICc y el BIC, respectivamente. 
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Todos los resultados de las especificaciones del Cuadro 2 sugieren que la regulación tiene un efecto negativo y estadísticamente significativo al 1% sobre las comisiones de adquirencia bruta. Al controlar por otros factores, la comisión de adquirencia bruta se reduce en aproximadamente 58 puntos base al regular las comisiones de intercambio.



Las dos últimas filas del Cuadro 2 presentan los escenarios de comisiones de adquirencia bruta con y sin regulación esperados para Costa Rica. Si se estima un promedio de los resultados de las especificaciones de las columnas (2) a la (5), los resultados muestran que, sin regulación, la comisión de adquirencia bruta ronda los 2,36% [2,16%, 2,55%], mientras que, con regulación, la comisión disminuye hasta los 1,78% [1,60%, 1,95%].



Dado que la mayoría de los países no regulan adquirencia, la información en la base de datos puede corresponder a comisiones promedio. De ser ese el caso, se necesitaría ajustar la estimación por la estructura de comisiones de adquirencia observada en Costa Rica. En particular, el Cuadro 3 presenta la distribución del valor total de ventas adquiridas por nivel de comisión de adquirencia se presenta durante el 2021.
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Al ajustar las estimaciones obtenidas de acuerdo con dicha distribución[footnoteRef:35], se concluye que la comisión de adquirencia para Costa Rica en un escenario sin regulación corresponde a 2,72% [2,44%, 2,99%], mientras que con regulación la comisión de adquirencia para Costa Rica es de 1,91% [1,69%, 2,13%]. [35:    El tipo de ajuste sigue la misma lógica que en el caso de intercambio. Por ejemplo, para el escenario sin regulación corresponde a 2,36% = 1% * ponderación del [0%, 1,00%] + 1,25% * ponderación del (1,00%, 1,25%] + 1,50% * ponderación del (1,25%, 1,50%] + 1,75% * ponderación del (1,50%, 1,75%] + 2% * ponderación del (1,75%, 2,00%] + comisión máxima * ponderación del (2,00%, 2,50%].] 




Como lo muestra la Figura 3, dentro del intervalo de confianza para la comisión máxima de adquirencia local que se estima para Costa Rica con regulación, se encuentran las comisiones de países miembros de la OCDE como México y Finlandia. Vale indicar que, de los países del EEE y de la OCDE, únicamente Corea del Sur regula las comisiones de adquirencia, por lo tanto, las cifras de la figura representan en su mayoría tasas promedio. 



En consideración de lo anterior, para algunos proveedores de servicios de pago en esos países, las comisiones de adquirencia pueden ser más altas que las que se presentan en la Figura 3. 
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La Figura 4 compara el intervalo de confianza obtenido para la comisión de adquirencia de Costa Rica con regulación respecto a las comisiones de los seis países que regulan adquirencia. Para este caso, al 2022, la comisión máxima de adquirencia corresponde a 5%, con una mediana de 1,90%. El cambio más relevante en este aspecto es Paraguay, que a raíz de la pandemia por COVID-19, mediante la Ley N° 6588, redujo de manera temporal su comisión máxima de adquirencia a 3%[footnoteRef:36]. Cuando se deroga el estado de emergencia sanitaria en abril de 2022, la comisión máxima vuelve a los niveles prepandémicos establecidos por el Banco Central de Paraguay[footnoteRef:37].   [36:   La Ley N° 6588 se puede consultar en (accesado el 14 de setiembre de 2022):
https://www.bacn.gov.py/archivos/9316/LEY%206588.pdf ]  [37:  Las tasas máximas definidas por el Banco Central de Paraguay se encuentran en el documento “Comisiones a comercios/establecimientos adheridos por servicios de intermediación de pagos a través de tarjetas de crédito y débito”. Disponible en (accesado el 14 de setiembre de 2022):
https://www.bcp.gov.py/userfiles/files/Ley_5476_comisiones_comercios_tasas_maximas_210316.pdf ] 
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En conclusión, el Cuadro 4 resume las comisiones para operaciones de pago locales estimadas para Costa Rica de acuerdo con la comparación internacional. 
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IV. Pruebas de robustez



A continuación, se evalúa cómo cambian los resultados anteriores al estimar las comisiones con modelos alternativos[footnoteRef:38]: [38:   En este estudio no se incluyen los métodos de aprendizaje estadístico (“machine learning”), que se presentaron en los informes correspondientes a la primera y segunda fijación ordinaria a las comisiones del sistema de tarjetas. Esto se debe a que, si bien arrojan resultados relativamente similares a la estimación principal, metodológicamente no se consideran apropiados, al ser modelos intensivos en la cantidad de datos que requieren para su correcta implementación. Los algoritmos de aprendizaje estadístico tienden a ser menos precisos al reconocer patrones conforme la muestra sea más reducida (Kokol, Kokol & Zagoranski, 2022).] 




1. Modelos de regresión truncados: 



Mientras que el modelo de regresión lineal no impone ninguna restricción a las comisiones, es de esperar que las comisiones sean necesariamente mayores a cero como mínimo, o mayores a los costos asociados en particular. Para tratar estos casos, se pueden utilizar modelos de variable dependiente truncada. 



Se estiman estos modelos bajo dos supuestos sobre el punto de truncamiento. Un primer punto de partida es que el punto de truncamiento es en cero, tanto para intercambio como adquirencia. 



El segundo supuesto es que el punto de truncamiento sucede en el mínimo de la comisión de intercambio y adquirencia observada en la muestra, es decir, 0,27% y 0,36%, respectivamente. Ambos valores corresponden al caso de España. Además, se estima cada modelo con las variables seleccionadas por los criterios de información de AICc y BIC. 



El Cuadro 5, muestra las comisiones de adquirencia e intercambio obtenidas en el modelo de regresión truncada para Costa Rica en el escenario con regulación.
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2. Transformación logarítmica de la variable dependiente: 



Relacionado al punto anterior, al no existir ningún tipo de restricción en la estimación de los coeficientes, cabe la posibilidad de que un modelo de regresión lineal genere predicciones negativas. Sin embargo, ese no es el caso para las comisiones de adquirencia obtenidas en el presente estudio, y para las comisiones de intercambio, únicamente 2 de 934 predicciones son negativas. De igual forma, la estimación principal nunca sugiere una predicción negativa para Costa Rica. 



Una manera de garantizar que las predicciones sean positivas es recurrir a una transformación logarítmica de la variable dependiente. En ese caso, para el escenario con regulación, la comisión de intercambio es de 1,02% con un intervalo de confianza de 95% de [0,84%, 1,20%]. Por su parte, la comisión de adquirencia es de 1,78% con un intervalo de confianza de [1,53%, 2,04%]. 



3. Inclusión de efectos no lineales en la regresión: 



Para permitir la presencia de efectos no lineales en la regresión, se estima una especificación donde se incluyen como potenciales candidatos en la selección del modelo los términos cuadráticos de las variables de control. Los resultados sugieren pocos cambios respecto a la estimación principal, con una comisión de intercambio de 1,16% con un intervalo de confianza de [1,02%, 1,30%], y una comisión de adquirencia de 2,14% con un intervalo de confianza de [1,75%, 2,53%].



4. Método bootstrap:



Una manera alternativa de obtener los intervalos de confianza de las predicciones de las comisiones es mediante el método bootstrap (Wooldridge, 2002, Capítulo 12). Este método de remuestreo permite obtener una estimación no paramétrica de la distribución empírica de las comisiones de intercambio y adquirencia. 



Para desarrollar este ejercicio, se realizan 1.000 remuestreos, y para muestra obtenida se sigue el mismo tipo de análisis presentado en la estimación principal. Esto da como resultado una comisión de adquirencia o intercambio promedio, según sea el caso, para cada iteración. 

De esta manera es posible obtener una distribución del parámetro de interés, que se presenta en la Figura 5, a partir de la cual se construyen los intervalos de confianza. 



Para el caso del intercambio el intervalo de confianza de 95% obtenido es de [1,07%, 1,50%], mientras que para la adquirencia es de [1,28%, 2,80%]. Asimismo, la mediana de ambas distribuciones es similar a las comisiones obtenidas en la estimación principal, siendo de 1,28% para el intercambio y 1,94% para la adquirencia.
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5. Regresión robusta:



El método de regresión robusta permite analizar cambios en los resultados obtenidos producto de observaciones atípicas. Esto se consigue mediante la asignación de ponderadores a cada observación, que varían en sentido inverso a su nivel de influencia (medida por el tamaño de sus residuos), que cambian de manera iterativa hasta alcanzar un punto de convergencia[footnoteRef:39]. En ese caso, la comisión de intercambio es de 1,21% con un intervalo de confianza de [1,06%, 1,36%]. Por su parte, la comisión de adquirencia es de 1,86% con un intervalo de confianza de [1,50%, 2,22%][footnoteRef:40]. [39:  Un mayor detalle de los métodos de regresión robusta se puede encontrar en Rousseeuw &   Leroy (1987).]  [40:  Para el caso de la regresión robusta se presentan los resultados de la estimación que generó los intervalos de confianza más amplios. El promedio de la estimación puntual de los modelos sugeridos por los criterios de selección estadística es 1,23% para intercambio y 1,91% para adquirencia.] 




6. Omitir al Espacio Económico Europeo (EEE) en la estimación: 



Los países miembros del Espacio Económico Europeo sobresalen por contar con las comisiones de intercambio máximas más bajas de la muestra. Si bien existe heterogeneidad en las características sociales, económicas y financieras de sus miembros, es pertinente analizar hasta qué punto las estimaciones obtenidas para Costa Rica pueden ser influenciadas por la regulación de este bloque. Para esto, se procede a estimar el modelo principal, pero sin considerar los 30 países que conforman el EEE. Además, se enfoca el análisis para el caso de la comisión de intercambio, que es la comisión regulada en el EEE. Los resultados van en línea con los obtenidos anteriormente, con una comisión de intercambio para el escenario con regulación equivalente a 1,27% [1,14%, 1,39%].



7. Restringir la muestra a los países regulados: 



Como una prueba adicional, se estima el modelo principal, pero luego de restringir la muestra a los países que al igual que Costa Rica, son regulados. Con esto, la base de datos se conforma de 48 países y un total de 95 observaciones. En ese caso, la comisión de intercambio es de 1,31% con un intervalo de confianza de [1,17%, 1,45%]. Por su parte, la comisión de adquirencia es de 2,22% con un intervalo de confianza de [2,04%, 2,39%].



8. Ampliar la definición de regulación:



En el análisis principal, la variable regulación hace referencia a regulación en las comisiones de intercambio. Esto se debe a que son relativamente pocos los países que regulan adquirencia. Sin embargo, es posible generar una variable dicotómica que haga referencia a que el país en cuestión tiene regulación sobre intercambio o adquirencia. Con ese enfoque, la comisión de intercambio es de 1,29% con un intervalo de confianza de [1,15%, 1,42%]. Por su parte, la comisión de adquirencia es de 2,22% con un intervalo de confianza de [1,96%, 2,48%]. 



9. Regresión con variables instrumentales: 



Una posible observación es que las comisiones de intercambio y adquirencia afectan la adopción de tarjetas de pago, y estas a su vez afectan las comisiones, lo que introduciría un sesgo de endogeneidad en las estimaciones. Para atender esta observación se recurre a dos enfoques.



El primer enfoque consiste en estimar la especificación principal, pero sin considerar como variables explicativas la información relativa directamente al uso de tarjetas. De esta manera, se excluye el porcentaje de adultos con tarjeta de crédito o débito, el porcentaje de adultos con cuenta en una institución financiera, el porcentaje de adultos que realizaron o recibieron un pago digital, el número de cajeros automáticos, y el valor de la transacción promedio realizada con tarjetas de pago. 



A pesar de que el modelo dispone de menos información que en la estimación principal, las comisiones que se obtienen son similares.  En este caso la comisión de intercambio es de 1,37% con un intervalo de confianza de [1,21%, 1,52%], mientras que la comisión de adquirencia es 1,93% con un intervalo de confianza de [1,66%, 2,20%].



Para el segundo enfoque, se plantea un modelo de variables instrumentales. En este caso, se instrumenta el valor promedio de la transacción realizada con tarjetas de pago con el Índice de Capital Humano. Este índice incorpora una medición del nivel educativo de un país, que es una característica del cliente que puede estar relacionada con su disposición a adoptar y utilizar tecnologías de pago distintas al efectivo. 



Dado que esta característica impacta el lado de la demanda, es posible utilizar el índice como un instrumento para trazar la oferta. Al realizar la prueba pertinente, se rechaza la hipótesis nula de que sea un instrumento débil a un nivel de significancia del 1% para todas las estimaciones realizadas.



El Cuadro 6 muestra los resultados, según se incluyan efectos fijos de tiempo o no. Nótese que en ambos casos se obtienen comisiones similares a la de la estimación principal.
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10. Modelo de panel de datos con efectos aleatorios:



La base de datos recopilada para este estudio contiene para algunos países el seguimiento del comportamiento de las comisiones de adquirencia e intercambio a lo largo del tiempo. Este seguimiento, sin embargo, es limitado. Para el 76% de los países se disponen como máximo de dos observaciones. No obstante, es posible considerar en el presente análisis de sensibilidad un modelo de datos de panel que permita explorar el papel de la heterogeneidad no observable en los resultados. 



Para este ejercicio, se utiliza un modelo de efectos aleatorios. Esto ya que Costa Rica no se incluye en la estimación del modelo, sino hasta que se realiza el pronóstico, lo que hace poco práctico un modelo de efectos fijos si el objetivo final del modelo es obtener valores esperados de las comisiones para Costa Rica. El modelo de efectos aleatorios, por su parte, permite realizar inferencia fuera de muestra (Cameron & Trivedi, 2005, p. 717).  En este caso la comisión de intercambio resultante es de 1,23% con un intervalo de confianza de [1,03%, 1,43%], mientras que la comisión de adquirencia es 1,89% con un intervalo de confianza de [1,44%, 2,34%][footnoteRef:41]. [41:   Para el caso del modelo con efectos aleatorios se presentan los resultados de la estimación que generó los intervalos de confianza más amplios. El promedio de la estimación puntual de los modelos sugeridos por los criterios de selección estadística es 1,23% para intercambio y 1,87% para adquirencia.] 




A modo de resumen, la Figura 6 presenta las predicciones para Costa Rica obtenidas a lo largo de las diferentes estimaciones y su respectivo intervalo de confianza.
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V. Construcción de la base de datos



Para construir la base de datos que se utiliza en la comparación internacional, se recopiló información sobre las comisiones de intercambio y adquirencia a partir de informes o estadísticas producidos por bancos centrales, autoridades de competencia o marcas de tarjetas. Se toma como base las comisiones de intercambio o adquirencia para crédito, y que daten al menos del 2010 en adelante. El Payments System Research del Federal Reserve Bank of Kansas City actualiza cada año una base sobre comisiones de intercambio y regulación en varios países. Esta base sirve para una primera identificación de los países que poseen regulación y sus comisiones de intercambio. Para los países no regulados, usualmente se utiliza información de los tarifarios de las marcas de tarjetas.



Se consideran las siguientes variables control:

1. Adultos con cuenta en una institución financiera (% de personas con 15 años o más).

2. Adultos con tarjeta de crédito (% de personas con 15 años o más).

3. Adultos con tarjeta de débito (% de personas con 15 años o más).

4. Adultos que realizaron o recibieron un pago digital en el último año (% de personas con 15 años o más).

5. Cajeros automáticos por cada 100,000 adultos.

6. Densidad poblacional (personas por km2).

7. Efecto fijo de región donde se ubica el país (Asia oriental y el Pacífico, América Latina, Europa y Asia central, según la clasificación del Banco Mundial).       

8. Homicidios intencionales por cada 100,000 habitantes.

9. Índice de Capital Humano (escala 0-1).

10. Nuevos negocios registrados en el último año por cada 1000 adultos (habitantes de 15-64 años).

11. PIB per cápita, expresado en paridad del poder adquisitivo ($ a precios internacionales constantes de 2017).

12. Valor de la transacción promedio con tarjeta de crédito o débito, expresado en dólares de paridad de poder adquisitivo.



El Cuadro 7 presenta las variables consideradas en el análisis, así como el fundamento teórico detrás de que sean potenciales candidatas, su signo esperado, y la fuente de la información. Cuando el valor de una variable para un país no se encuentra disponible, se asigna el valor del año más próximo que esté disponible. Este criterio también aplica en el caso del Global Findex, el cual es una encuesta que se ha realizado únicamente en el 2011, 2014, 2017, y 2021. 



Vale aclarar que, respecto a las variables de control utilizadas en la segunda fijación ordinaria a las comisiones del sistema de tarjetas, no se considera el Índice de Desarrollo Humano, debido a que posee una alta correlación con el Índice de Capital Humano. Por otra parte, la variable que refiere al uso del internet para pagar facturas o compras se sustituye por la variable de si la persona realizó o recibió un pago digital en el último año. Esta variable incluye además un conjunto más amplio de pagos, ya que además de compras en internet, considera compras con tarjetas o con dinero móvil. Además, la variable que refiere al uso del internet para pagar facturas o compras está disponible únicamente para 2014 y 2017. Finalmente, tampoco el porcentaje de adultos con préstamo para vivienda pendiente se encuentra disponible para el 2021. 



Nótese que en esta fijación de comisiones se incluye como candidato a variable control el valor promedio de las transacciones realizadas con tarjetas de pago.  Esta variable aproxima qué tan habitual es el uso de medios de pago distintos al efectivo en la población del país. Para que los valores promedio sean comparables entre países, se utiliza la paridad de poder adquisitivo.
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Entre los 70 países que contempla la base de datos, se incluyen los 30 que conforman el EEE, así como la totalidad de los países miembros de la OCDE, con excepción de Japón, para el cual no se logró encontrar información. El Cuadro 8 presenta la lista completa de los países incluidos en la base de datos, e indica cuáles países son miembros de la OCDE.
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VI. Pruebas estadísticas para los modelos de regresión lineal de la estimación principal



En esta sección se verifica el cumplimiento de los supuestos del modelo clásico de regresión lineal de la estimación principal. En particular, se analiza el tema de normalidad de los residuos, homocedasticidad, multicolinealidad y especificación del modelo.



· Normalidad de los residuos: Se utiliza la Prueba de Jarque-Bera. El Cuadro 9 muestra el valor de probabilidad para cada modelo de la estimación principal. Nótese que se rechaza la hipótesis nula de normalidad al 5% de significancia para la mayoría de los modelos. Recuérdese que el supuesto de normalidad en el modelo de regresión facilita las pruebas de hipótesis, pero no es necesario para obtener los parámetros respectivos (Greene, 2012, p. 64). 



Para el análisis que se presenta en este estudio, el supuesto de normalidad guía la construcción de los intervalos de confianza. Y en ese caso, incluso si los residuos no siguen la distribución normal, conforme el tamaño de muestra aumenta, el teorema central del límite señala que los parámetros del modelo se aproximan a una distribución normal.[footnoteRef:42] De igual forma, es de destacar que los resultados obtenidos no cambian de manera significativa si se considera un enfoque no paramétrico en la construcción de los intervalos, como se muestra mediante el método bootstrap.  [42:   De acuerdo con Stock y Watson, para tamaños de muestra mayores a 100 es posible esperar que la aproximación a una distribución normal de los estimadores de regresión lineal sea fiable (Stock & Watson, 2015, pp. 162-163). ] 
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· Homocedasticidad: Se utiliza la prueba de White para detectar heteroscedasticidad.  El Cuadro 10 presenta los valores de probabilidad de la prueba, cuya hipótesis nula es la presencia de homocedasticidad. Nótese que en todas las especificaciones no se puede rechazar la presencia de homocedasticidad a un 10% de significancia. Sin embargo, a lo largo del documento se utilizan errores estándar robustos, que corrigen por heterocedasticidad (ver notas de los Cuadros 1 y 2).
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· Multicolinealidad: Se estima el Factor de Inflación de la Varianza (FIV) para cada especificación. De acuerdo con los Cuadros 11 y 12 ninguno de los factores de inflación de la varianza (FIV) para la adquirencia o el intercambio excede el valor de 10, que es la regla práctica utilizada en la literatura en este caso para detectar multicolinealidad (Kleinbaum, Kupper, Nizam & Rosenberg, 2014, p. 363). 
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· Prueba de especificación lineal: Se analiza la especificación del modelo mediante una prueba RESET de Ramsey[footnoteRef:43]. De acuerdo con los resultados del Cuadro 13, no se encuentra evidencia de errores de especificación a un 5% de significancia. Este resultado va en línea con la estimación que incorpora términos no lineales en las pruebas de robustez, que sugiere resultados similares a los obtenidos en la estimación principal.  [43:    RESET corresponde a las siglas en inglés de “Regression Equation Specification Error Test” (prueba del error de especificación en regresión).] 
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3.	Establecer el inicio de la vigencia del Reglamento del Sistema de Tarjetas de Pago, dos meses después de su publicación en el diario oficial La Gaceta. 



Atentamente,
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Celia Alpízar Paniagua

Secretaria General interina
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Cuadro 1. Cantidad de clientes y tarjetas

202022021 -
Indicador 2020 2021 Cantidad de 2020 2021
Cantidad de plisticos Débito
Débito 6194887 6622833 Clientes 5413876 5738232
Crédito 2531666 2495006 Tarjetas por cliente L4 115
Total 8726553 9117839 Pagos por tarjeta 53 6
Tasa de cambio anual (porcentaje) Crédito
Débito 104 69 Clientes 1585497 1612740
Crédito -190 14 Tarjetas por cliente 160 155
Total 0.1 45 Pagos por tarjeta 52 63

Colocacién por tipo de banca (porcentaje)

Débito L) ’
Banca Piblica 708 73 ‘

Banca Privada 292 217

Credito
BancaPiblica 128 149 =
Banca Privada 872 85,1

Fuente: Elaboracién propia con base en la informacién suministrada por los emisores.
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Cuadro 2. Cantidad de afiliados y dispositivos puntos de venta
-2020a2021 —

Cantidad de terminales

2020 2020

punto de ventas

"POS tradicional Riss 96192 PO tradicional 175099 170792
M-POS 5497 537 MPOS BT 15558
Tap on phone 2414 5816 Tap on phone 285 6130
Comercio enlinea 3678 7348 Total de terminales 191711 192477
Distintas terminales 6115 17786 Caniidad promedio de s s
Total de afiliados. 139146 132516 teminales por afiiado

Cantidad e adquirentes 2020 2021

Sistemas abiertos 8 8 —
Sistemas cerrados 2 2 E <

Total de adquirentes 10 10

Notas:

Dado que un mismo afiliado puede contratar a mas de un proveedor adquirente, la cantidad de afiliados
de este cuadro no puede interpretarse como la cantidad total de empresas que aceptan pagos con tasjeta.
“POS tradicionales” se refiere a Ia cantidad de afiliados que Gnicamente disponen terminales fisicas
POS tradicionales,

“M-POS" se refiere al porcentaje de afiliados que Gnicamente disponen de dispositivos puntos de venta
‘movil en cualquiera de sus presentaciones: el que incorpora un lector a un teléfono movil para procesar
el pago, o Ia terminal no tradicional que cuenta con una conexion de intenet integrada.

“Tap on phone” se refiere 2 la cantidad de afiliados que Gnicamente disponen de dispositivos tales
como teléfonos moviles, tabletas y computadores donde se instala el software que permite recibir pagos
‘presenciales, sin importar si el dispositivo ha sido suministrado 0 1o por el adquirente.

“Comercio en linea” se refiere 2 la cantidad de afiliados que Gnicamente cuentan con servicios de
adquirencia que les permiten recibir pagos no presenciales de comercio electronico.

“Distintas terminales” se refiere a la cantidad de afiliados que pueden recibir pagos de forma presencial
¥ 10 presencial, indistintamente el tipo de terminal

Fuente: Elaboracion propia con base en Ia informacion suministrada por los adquirentes
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Cuadro 3. Cobros y beneficios a clientes
- en colones, millones de colones, porcentajes y unidades —

@ Emisores Débito

Cargos a clientes en e12020 17515 6949 24464  Aumentaroncargosaclientes  42%
Cargos a clientes en e12021 13203 4651 17990 Disminuyeron beneficios 58%
Anualidad/Mensualidad 7793 1789 9582 Cantidad que ofrecen beneficio
Renovacién plistico 4641 347 4988 Programa Lealtad 6
Apertura de cuenta 124 0 124 Descuentos comercios 7
Estados de Cuenta 54 55 109 Otros 2
Inactividad / Saldo Minimo 300 658 958 X .
s o ., o ‘ Emisores Crédito
Beneficios a clientes 1865 42364 44220 Aumentaron cargos a clientes  37%
Programa Lealtad 706 38161 38867 Disminuyeron beneficios 69%
Descuentos comercios 1087 2024 311 Cantidad que ofrecen beneficio
Otros 7 2180 2251 Programa Lealtad 25
" Costos netos del cliente 11338 37713 26239 Descuentos comercios H
Costo por tarjeta 1994 1864 1973 Otros s

Nota:

el rubro de otros costos incluye otros cargos administrativos y de cobranza, Quickpass, |
asistencias, reposicién de PIN y otros.
El costo por tarjeta se expresa en colones.

Fuente: Elaboracién propia con base en la informacién suministrada por los emisores.
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Cuadro 4. Cobros y beneficios a afiliados
- en millones de colones, colones y porcentajes —

stema Sistema Porcentaje
. - Total
con cobro

comercios ufll1d0< Cuatripartito  Tripartito

Cargos a afiliados en el 2020 106 691 61 140 167 830 Afiliados 40%

Cargos a afiliados en el 2021 121138 51343 172 482 POS tradicional 47%

Comision Adquirencia 109 214 48 833 158 047 MPOS 29%

Terminales 11915 1261 13 176 Tap on phone 10%
Seguridad 3DS 6 648 653 Comisién por terminal

Maxima BCCR £20.000

POS (promedio) £8.460

M-POS (promedio) ¢7.674

Comision Adquirencia neta %  Taponphone (promedio)  ¢1.361

Fuente: Elaboracion propia con base en la informacion suministrada por los adquirentes.
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Cuadro 5. Comisiones de adquirencia al 31 de diciembre de 2021

(porcentajes)
R Comision de duirencia 2021
Sl Misima Promedio Mods  Mixima Mediana
Sisema cuntrpartito
Ancsaias o [ [ 2 [ e [ 2%
‘Agencas de e 10 | a0 | a0 | a0 | 2
Cenros ccatives 10 | 2w | 2% | a0 | 2%
Crceres y marias w0 | 2 [ 20 | 2w | 2w
Estaciones de servic o | 2 [ s [ w0 [ w
Famacas o | 2e | 2% | a0 | 2w
Holsy jamiens 10 | s | a0 | 2% | 2%
Ocoy especticos 150 | 2 | a0 | a0 | 2
Organizaciones deBeocheenca | 100 | 10 | 10 | 2w | 1%
Pesies s | 10 | 10 | 0 | 1
oot de veacdos s | an | a0 | 2w | 2w
em— 10 | s | 20 | 2w | am
Sericios mdicos 1o | 2 | a0 | 2% | 2%
Stpermercades s | 2w | a0 | 2w | 2%
Transparte de paseros 5 | 10 | 10 | 10 | 10
Orcs comerciosy servies w0 | 2 | 2 | a0 | 2a
Sistem ipartito
Ancsaias w0 [ aw [ a0 [ a0 | 2%
‘Agencias de e 10 | an | a0 | a0 | 2
Cenos ccatives w0 | 2 | a0 | 2 | 2w
Crucerosy maras o | s [ a0 | a0 | 2w
Estacions e senvi o0 | 1w [ [ w0 | w
Famacas o | 2 | a0 | a0 | 2w
Hoteles y alfaieto o | as | 2% | 2% | 2w
Ocioy especticlos s | 2. | a0 | 20 | 2%
Orguizacimes deBencicenca | 100 | 144 | 10 | 10 | 10
Peses s | 1w | 0 | 20 | i
Reors de veiclos 2 | 2w | a0 | a0 | 2w
Restuartes ow | am | a0 | 20 | 2%
Servicis médces w0 | 26 | a0 | 20 | 2%
Stpermercades oo | 2w | 2 | 2w | 2%
Transpate d pases 5 | 10 | 0 | 10 | 10
O comercioy servies oo | 1 | a0 | w0 | om

Fuente: Elaboracién propia con base en la informacion suministrada por los adquirentes.
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Figura 1. Opinién de emisores y adquirentes sobre
el impacto de la regulacién al sistema de tarjetas de pago
(Cantidad de respuestas)

Otros IEENN——
Menor rentabilidad en e servido de emision NN 3
Menor rentabilidad en e servidio de adquirencia I 3

Afectacion por Ley de Usura Crediticia IS 4

Entidad pequefia que no depende del negocio de
tafjetas

Aumento en los costos de marca y procesamiento  INEEEG__S

4

Disminucién de los ingresos de intercambio  IEEEG—_I— 4
0 2 4 6 8 10 12 14 16

Fuente: Elaboracion propia con base en la informacién suministrada por los emisores y adquirentes.
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Figura 2. Opinién de los emisores y adquirentes sobre
los retos comerciales de los servicios ofrecidos
(Cantidad de respuestas)
Otros NG 7

Atender lareguladon del BCCR NI 4
Adoptar mas tecnologia [N 4

Ajustar los planes de beneficios a clientes [N +

Mejorar larentabilidad del servicio de emision [N ¢
Incursionar en nuevos segmentos y productos | NN 3

Aumentar el volumen de negocios I NIINNNNNNN——— s

0 2 4 6 8 10 12 14 16 18 20

Fuente: Elaboracion propia con base en la informacién suministrada por los emisores y adquirentes.
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Figura 3. Opinién de los emisores y adquirentes sobre
las estrategias comerciales para mitigar la reduccion de comisiones
(Cantidad de respuestas)

Otros NG
Revision de comisiones a clientes y afiliados  |INEEG_—___
Nuevos nichos de mercado [N
Mejora en la gestion de costos [N

Promociones a clientes y afiliados [ INEEG——

0 1 2 3 4 5 6 7 8 9 10

Fuente: Elaboracion propia con base en la informacion suministrada por emisores y adquirentes.
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Figura 4. Comisiones de intercambio por grupos de paises
(en porcentajes)

América Latina no OCDE |
(N=3)

|

América Latina en OCDE |
(N=3)

Tope méximo para Costa Rica
segun segunda fijacién

Costa Rica (modelo) -

Paises de ingreso mediano alto |
(N=22)

Total de paises
(N=65) = *

OCDE | -
(N=35)

._________z__%_____

Espacio Econémico Europeo |
(N=30) L T T T
0 5 1 15 2 25

Intercambio (%)

@ Promedio M Mediana i Rango

Nota: Para cada pais miembro de un grupo particular, se utiliza la informacion
disponible més actual.

Fuente: Elaboracion propia a partir de la base de datos utilizada en la comparacion
internacional.
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Figura 5. Comisiones de adquirencia por grupos de paises
(en porcentajes)

América Latina no OCDE |
(N=5)
Paises de ingreso mediano alto | 1
(N=11) N R —

Tope méaximo para Costa Rica
segun segunda fijacion

Promedio Costa Rica 2021 -

Costa Rica (modelo) -

(N=3)

Total de paises |
(N=40)

1

1

1

1

|
América Latina en OCDE "

1

|

1

OCDE
(N2 ] e

Espacio Econémico Europeo | » !
(N=22) L, T
1

Adquironcia (%)

& Promedio M Mediana ——— Rango

Notas: para cada pais miembro de un grupo particular, se utiliza la informacién
disponible més actual.

Fuente: Elaboracion propia a partir de la base de datos utilizada en la comparacién
internacional.
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Cuadro 6. Comisiones de intercambio y adquirencia
para operaciones de pago locales estimadas para Costa Rica
(en porcentajes)

Intervalo de

Tipo de Estimacién
comision puntual confianza de 95%

Fuente: Elaboracion propia

Intercambio [1.14%, 1.37%]

Adgquirencia
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Cuadro 7. Opiniones de los proveedores del servicio de adquirencia respecto de la
regulacién establecida por el BCCR a las operaciones de pago transfronterizas

Impacto sobre Ia entidad

Producto de esta nommativa y con e establecimicnto de I comision miima de Adgquirencia se
senera un impacto negaivo para a orgarizacion considerando que ese tope miximo 1o permite
cubrir los costos de operacion elacionados con las franquicias o marcas para transacciones con
tarjtas eniidas era del tenitorio costaricense y que e procesan en moneda nacional 0 moneda
exranjera.

La entidad ha venido con una esrategia clara de apoyo al secto trismo en Costa Rica que es wa
fuente importantisina de acthidad economicay de disas para el pais, por o que esta medida 00s
obiiga a desstimuiar la afacion o el procesamicato de acividades rlacionadas y que mpliquen
ato vohumen intemacional, generando difcuads a los comercios, exchsion foancera, perdida de
formalidad bancaria, razabiidad o que eventualmente impuisara  los comercios areaizar
ransacciones en efectvo,

Laregulacién actuamente no permite defin comisiones mas abas para ks transacciones
transfonteizas as cuales tenen w costo de procesamiento de s marcas mis elevado que s
ocales, o dejando margen de ganancia.

La mecisica con base en la cual s desarrollan os pagos electéricos deriva en que existan cargos
Sjados itermacionalmente  respecto delos cuales, s enfidades locaes tine poco control. Conla
aplicacién de los mites fjados por el Banco Central de Costa Rica a este tpo de transacciones, se:
‘gencran casos en los que s adquirnteslocales incueren en pérdidas para mantener ¢l servico
Laregulacién actuamente no permie defin comisiones mas afas para las transacciones
ransionterizas s cuaes ienen n costo de procesamiento de s marcas mis clevado que las
ocales, o dejando margen de ganancia.

Estrategias y retos

Se considera un reto continuar ofreciendo servicios defictarios cémo I adquirencia iternacional.
Atender el procesamiento de tajetas emiidas foera de Costa Rica con una coyuntura de tasas.
‘miéximas de Adguiencia que no cubren los costos de operacién para este ipo de transacciones, lo
que nos obliga a hacer un viraje ena estrategia de comerciaizacion sn tener en cuenta el sector
furismo, uno de los mas importantes de muesira economia.

Haciendo un analisis financiero del impacto de la regulacion y de los costos de operacién la
‘estrategia serd no afiliar actividades econémicas relacionadas con turismo (tarjetas emitidas fuera de
Costa Rica y procesadas en cualquier moneda) salvo que en la regulacion se inchiyan tasas méximas
de Adquirencia que permitan cubrir estos costos o que las marcas ajusten los costos que cobran a
los adquirentes por este tipo e transacciones.

Es probable que se genere una poiicsde no affar actvidades con ako ivel de tajetas
ntenacionles o cual o es beaeficioso para el pis desde ningin punto de vita

Mejora regulatoria

“Tomar un papel protagonista a favor de la industria con las marcas liderando negociaciones desde la.
posicién pis

Seria de gran utiidad que el BCCR tenga un acercamiento directo con las marcas e influya en la
aplicacién de comisiones de procesamiento en las transacciones intemacionales.

Fuente: Elaboracién propia con base en la informacién suministrada por los adquirentes.






image14.png

Cuadro 8. VISA y Mastercard: Comisiones de intercambio transfronterizas
para Australia, Canadd, Estados Unidos y el Espacio Econémico Europeo

(porcentajes)
Territorio / Comi
Marca, tipo de emisor Minima Maxima
EEUU - Visa*. 1,10% 2.00%
Canada - Visa 1,00% 2,00%

‘Emisores de Asia Pacifico 1,00% 235%
‘Emisores resto del mundo 0,65% 2,00%
Visa

Teritorio /tipo de pago

Espacio Econémico Europeo
Pagos con tarjeta presente 020% 030%
Pagos con tarjeta no preseate 115% 150%

Fuente: Elaboracion propia a partir de Ias siguientes fentes (accesadas el 22 de setiembre de 202)

1£_Para Estados Unidos de Ameérica -~ Visa:
htps:/fusa visa. com/content/dam/VCOM/download/merchants/visa-usa-interchange-teimbursement-
fees pdf

24 Para Canadi - Visa:
htps:/fwwnw.visa ca/content/dam/VCOMregional/na/canada/Support/Documents/visa-canada-
interchange-rates-april-2021 pdf

3L_Para Canadé ~ Mastercard:
hitps://wwiw mastercard.ca/content/dam/public/mastercardcom/na/ca/en/vision/other/mastercard-canada-
interchange-programs-august2021 pdf

41_Para Australia ~ Mastercard:
htps:/wwiw mastercard.com awen-aw'business/overview/support/interchange html

5(_Para Australia - Visa  Intercambio Intrarregional (emisores de Asia Pacifico)
ttps:/swiw.visa.com aw/about-visa/ap-intra-regional-interchange html

6L_Para Australia ~ Visa - Intercambio Interregional (emisores del resto del mundo)
tps:/swnw.visa.com aw/about-visa/inter-regional-interchange html

7(_ara el Espacio Econmico Europeo
Mastercard:
htps://wwnw mastercard.co.uk/content/dampublic/mastercardcom/ew/gb/Other/MC2._rates pdf
Visa
htps:/fwww.visa.co.uk/dam/VCOMyregional/ve unitedkingdom/PDF /fees-and-interchange/inter-europe-
april-2019.pdf
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Cuadro 9. Comisiones de adquirencia transfronteriza reguladas

(porcentajes)
Pais Débito  Crédito
Argentina ¥ (por tipo de tarjeta) 0.80% 1.80%
 Paraguay > (por tipo de tarjeta) 3,00% 5,00%
Territorio / Actividad Minima ~ Maxima
Jordania *' (por actividad)
Estaciones de servicio 0.80%
Cuidado de salud, turismo, 2,50%
informacién y telecomunicaciones,

resto de actividades
Pakistin ¥ 1.50% 2.50%

1

Fuente: claboracién propia a partir de las siguientes fuentes (accesadas el 26 de setiembre de
2022),

1/ Para Argentina: acuerdo entre el Ministerio de Produccién de la Nacién, la Cémara
Argentina de Comercio y Servicios, la Confederacién Argentina de la Mediana
Empresa y los proveedores adquirentes (2017). Cronograma de ajuste disponible en
hitps//cac.com.ar/noticia/La_CAC_firmo_el_acuerdo_voluntario_de_rebaja_de_co
misiones_de_tarjetas_7885

2/ Para el Paraguay: regulacién del Banco Central del Paaguay, Comisiones a
comercios/establecimientos adheridos por servicios de intermediacién de pagos a
través de taetas de crédito y débito (2016). Disponible en
hitps://www.bep.gov.py/userfiles/files/Ley_5476_comisiones_comercios_tasas_ma
ximas_210316.pdf

3/ Para Jordania: regulacién del Banco Central de Jordania, Circular N° 26/2/6404. Disponible
en
hitps://www.cbj.gov jo/EchoBusV3.0/SystemAssets/f6b847de-c6bd-4220-a597-
353ecceed328 pdf

4/ Para Pakistén: regulacién del Banco Estatal de Pakistén, Circular PSD No. 01 de 2020,
del 31 de enero de 2020. Disponible en: hitps://wiww sbp.org pk/psd/2020/C1him.
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Cuadro 10. Porcentaje de la cantidad de pagos por valor del pago, ‘
segun el tipo de dispositivo
(porcentajes)

VELIEFERED e Grain

del pago

Hasta ¢15.000 79% 63%
Hasta ¢30.000 91% 81%
Hasta ¢50.000 96% 89%

Fuente: Elaboracion propia con base en la informacion suministrada por los emisores.
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ASECCsS Vv | v|v]|[v]|v]|v
Banco BAC san José vV v v]v]|[v]|v]v
Banco BCT vV v v]v]|[v]|v]v
Banco Cathay vV v v]v]|[v]|v]v
Banco Crédito Agricola de Cartago v v

Banco Davivienda vV v v]v]|[v]|v]v
Banco de Costa Rica vV v v]v]|[v]|v]v
Banco General vV v v]v]|[v]|v]v
Banco Improsa vV v v]v]|[v]|v]v
Banco Lafise vV v v]v]|[v]|v]v
Banco Nacional de Costa Rica vV v v]v]|[v]|v]v
Banco Popular y de Desarrollocomunal | v | v | v [ v [ v [ v [ v
Banco Promérica vV v v]v]|[v]|v]v
Caja de Ahorroy Préstamodelaanoe | v | v [ v [ v [ v [ v | v
Coocique vV v v]v]|[v]|v]v
Coopavegra v v |v]v]|v
Coopealianza vV v v]v]|[v]|v]v
Coopeamistad vV v v]v]|[v]|v]v
Coopeande N°1 vV v v]v]|[v]|v]v
Coopebanpo vV v v]v]|[v]|v]v
Coopecaja v
Coopegrecia vV v v]v]|[v]|v]v
Coopejudicial v v vV
Coopemédicos v v vV
Coopemep v v |v]v]|v
Coopenae vV v v]v]|[v]|v]v
Coopesanmarcos vV v v]v]|[v]|v]v
Coopesanramon vV v v]v]|[v]|v]v
Coopeservidores vV v v]v]|[v]|v]v
Coopeuna vV v v]v]|[v]|v]v
Credecoop vV v v]v]|[v]|v]v
Financiera Desyfin vV v v]v]|[v]|v]v
Gente més Gente Vv
Grupo Mutual Alajuela - La Vivienda vV v v]v]|[v]|v]v
Medios de Pago FC v
Mutual Cartago de Ahorroypréstamo | v | v | v [ v [ v [ v [ v
Prival Bank vV v v]v]|[v]|v]v
Scotiabank de Costa Rica vV v v]v]|[v]|v]v
TELEDOLAR S.A. v |V
The Bank of Novascotia v vy

Total emisores de tarjetas de débito

32 32 33 38 35 36 38
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ASEBANACIO v v |v|v
ASEIMAS v v |vi]v]|v
Banco BAC san José vV v v]v]|[v]|v]v
Banco BCT vV v v]v]|[v]|v]v
Banco Cathay vV v v]v]|[v]|v]v
Banco CMB vV v v]v]|[v]|v]v
Banco Crédito Agricola de Cartago v v
Banco Davivienda vV v v]v]|[v]|v]v
Banco de Costa Rica vV v v]v]|[v]|v]v
Banco General vV v v]v]|[v]|v]v
Banco Improsa vV v v]v]|[v]|v]v
Banco Lafise vV v v]v]|[v]|v]v
Banco Nacional de Costa Rica vV v v]v]|[v]|v]v
Banco Popular y de Desarrollo Comunal vV v v]v]|[v]|v]v
Banco Promérica vV v v]v]|[v]|v]v
Caja de Ahorro y Préstamo de la ANDE vV v v]v]|[v]|v]v
Coocique vV v v]v]|[v]|v]v
Coopealianza vV v v]v]|[v]|v]v
Coopeamistad vV v v]v]|[v]|v]v
Coopeande N°1 v v | vi]v]|v]|v
Coopebanpo v v vV
Coopegrecia Vv v v]v]|[v]|v]v
Coopemédicos v v vV
Coopenae v v v]v]|[v]|v]v
Coopesanmarcos vV v v]v]|[v]|v]v
Coopeservidores Vv v | v]v][v]|v]v
Cooprole v v | vi]v]|v]|v
Innovacion en Medio de Pagos Electrdnicos | v | v | v
Credecoop vV v v]v]|[v]|v]v
Credisiman vV v v]v]|[v]|v]v
Credix World vV v v]v]|[v]|v]v
Financiera Cafsa v v |v]v]|v
Financiera Desyfin Vv v | v]v][v]|v]v
Financiera Monge v |V
Medios de Pago FC v v v]v]|[v]|v]v
Prival Bank v v | vi]v]|[v]|v]v
Scotiabank de Costa Rica Vv v v]v]|[v]|v]v
Soluciones de Pago v v v]v]|[v]|v]v
‘The Bank of Novascotia v vy

Total emisores de tarjetas de crédito 32 33 35 3 3 36 3B
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Entidad adq

istemas abiertos para las marcas Mastercard y Visa

Banco BAC san José v v v v v v v
Banco de Costa Rica v v v v v v v
Banco Nacional de Costa Rica v v v v v v v
Banco Davivienda Costa Rica v v v v v v v
Banco Promérica v v v v v v v
Coopenae v v
Scotiabank Costa Rica v v v v v v v

sistemas abiertos para la marca Visa
Banco Popular y de Desarrollo Comunal v v

sistemas abiertos para la marca American Express
Banco BAC san José v v v v v v v
sistema cerrado de marcas propietarias
Credix World v v v v v v v
Credisiman v v v v v v v
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X i6n de adquirencia 2019
Tipo de sistemayy

idad comercial if Max

Minima  promedio  Moda  Maxima L
p!

sistema cuatripartito

Estaciones de servicio 0,50 120 1,00 7,69 683
Supermercados 0,25 2,63 2,50 5,00 719
Farmacias 1,10 4,07 418 7,00 590
Centros educativos 1,50 2,01 4,50 8,33 236
Ocioy espectéculos 1,60 3,86 400 | 1000 734
Restaurantes 175 411 4,50 9,09 514
servicios de salud 2,00 2,08 4,00 714 a75
Transporte de pasajeros 225 3,28 3,00 4,25 200
Otros comercios y servicios | 0,00 3,88 450 | 1000 1000

sistema tripartito

Estaciones de servicio 0,60 1,10 1,00 7,50 600
Supermercados 0,25 27 2,50 5,50 630
Farmacias 215 3,63 4,00 8,00 585
Centros educativos 0,00 32,65 4,00 6,00 600
Ocioy espectéculos 1,00 3,58 4,00 7,00 614
Restaurantes 1,00 32,65 413 714 1000
servicios de salud 1,00 4,16 40 | 11,00 525
Transporte de pasajeros 2,25 2,95 225 5,00 275

Otros comerciosy servicios | 0,00 3,78 4,00 12,00 1200
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X 6n de adquirencia al 31 de diciembre de 2020
Tipo de sistemay

idad comercial Dif Max

Minima  Promedio  Moda  Maxima "
p!

sistema cuatripartito

Centros educativos 0,50 246 2,50 2,50 200
Estaciones de servicio 0,60 111 1,00 2,50 190
Farmacias 1,10 245 2,50 2,50 140
Ocioy espectéculos 165 244 2,50 2,50 8
Restaurantes 0,50 246 2,50 2,50 200
servicios de salud 1,00 245 2,50 2,50 150
Supermercados 0,25 238 2,50 2,50 25
Transporte de pasajeros | 1,00 1,70 1,50 2,50 150
Otros comercios y servicios| 0,00 2,30 2,50 2,50 250

Sistema tripartito
Centros educativos 0,00 285 2,50 2,50 250
Estaciones de servicio 0,01 0,96 1,00 2,50 29
Farmacias 100 245 2,50 2,50 150
Ocioy espectéculos 015 248 2,50 2,50 235
Restaurantes 0,25 28 2,50 2,50 25
servicios de salud 1,00 249 2,50 2,50 150
Supermercados 0,25 222 2,50 2,50 25
Transporte de pasajeros | 1,50 188 1,50 2,50 100
Otros comercios y servicios| 0,00 218 2,50 2,50 250
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Agencias de viaje 1,00 247 2,50 2,50 2,50
Centros educativos 150 247 250 250 250
Cruceros y marinas 210 246 250 250 250
Estaciones de servicio 0,60 12 108 150 110
Farmacias 1,10 249 2,50 2,50 2,50
Hotelesy alojamiento 1,50 245 2,50 2,50 2,50
Ocioy especticulos 1,50 248 2,50 2,50 2,50
Organizaciones de Beneficencia 1,00 142 150 2,00 150
Peajes 125 150 150 150 150
Renta de vehiculos 215 247 2,50 2,50 2,50
Restaurantes 1,00 245 2,50 2,50 2,50
Servicios médicos 110 248 2,50 2,50 2,50
supermercados 0,25 242 2,50 2,50 2,50
Transporte de pasajeros 125 1,50 1,50 1,50 1,50
Otros comerciosy servicios 1,00 229 2,50 2,50 241

Sistema tripartito

Artesanias 210 285 2,50 2,50 2,50
Agencias de viaje 1,00 2,43 2,50 2,50 2,50
Centros educativos 0,00 222 2,50 2,50 2,50
Crucerosy marinas 210 243 250 250 250
Estaciones de servicio 0,50 107 100 150 100
Farmacias 1,10 246 2,50 2,50 2,50
Hotelesy alojamiento 0,95 245 2,50 2,50 2,50
Ocioy especticulos 025 246 2,50 2,50 2,50
Organizaciones de Beneficencia 100 144 150 150 150
Peajes 125 150 150 250 150
Renta de vehiculos 2,00 28 2,50 2,50 2,50
Restaurantes 0,00 228 2,50 2,50 2,50
Servicios médicos 100 246 2,50 2,50 2,50
Supermercados 0,00 240 2,50 2,50 2,50
Transporte de pasajeros 125 1,50 1,50 1,50 1,50

Otros comerciosy servicios 0,00 2,27 2,50 2,80 232
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San José, 21 de noviembre del 2022 
VM-OF-081-22 
 
 
Señor 
Jorge Luis Rivera Coto 
Secretario General interino 
Banco Central de Costa Rica 
 
 
Asunto: Atención oficio JD-6090/07. 
 
         
Estimado señor: 
 
 
Reciba un cordial saludo. En atención a su oficio de referencia, con fecha 3 de noviembre de 



2022, mediante el cual nos remite el acuerdo tomado por la Junta Directiva del Banco Central 



de Costa Rica, en el artículo 7 del acta de la sesión 6090-2022, celebrada el 2 de noviembre 



de 2022, que dispone en lo que interesa:  



 



“[…] 



 



2. Remitir en consulta pública, a la luz de lo establecido en el numeral 3, artículo 361, de 



la Ley General de la Administración Pública, Ley 6227, el estudio técnico referente a la 



Fijación ordinaria de comisiones del sistema de tarjetas de pago del año 2022 y el Reglamento 



del Sistema de Tarjetas, con especial atención al Ministerio de Economía Industria y 



Comercio, para que emita su criterio en el transcurso del periodo de consulta establecido en 



dicha ley, de conformidad con el texto que se inserta de inmediato. 



 



[…]”  



Con el objeto de atender esta solicitud, me permito a continuación emitir el criterio por parte 



de esta cartera ministerial: 



 



Para el Ministerio de Economía, Industria y Comercio es importante continuar avanzando en 



una fijación de comisiones del sistema de tarjetas de pagos que garantice el menor costo 



posible para los afiliados y contribuya a elevar la actividad económica de las unidades 



productivas, especialmente de las micro, pequeñas y medianas empresas.  



 



En cuanto a las dos opciones propuestas relativas a la comisión máxima de intercambio 



transfronterizo, la segunda opción dirigida a establecer una comisión máxima de intercambio 



transfronterizo de 1,25%, resulta mucho más apegada a la realidad del país, por cuanto 



reduce costos y mantiene un margen neto de adquirencia suficiente para cubrir los costos de 



los proveedores adquirentes nacionales por concepto de autorización, compensación y 



liquidación frente a las marcas de tarjetas y sus costos internos, tal como se indica en el 



estudio. 
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En cuanto a mantener el límite máximo de ¢12.500 a la comisión mensual aplicable a las 



terminales punto de venta, conviene revalorar dicho monto tomando en cuenta la cada vez 



más presencia en el uso del celular o dispositivos personales como terminales, donde el POS 



no lo facilita el banco. Mantener un cobro generalizado, desconociendo esa realidad, 



implicaría realizar un cobro discriminadamente por el uso de la conexión y software. En tal 



sentido, debería quedar claro que el cobro aplica solo para uso del POS de la entidad 



respectiva.  



 



Por otro lado, es importante valorar algunos ajustes al articulado, de modo que contribuyan a 



tener absoluta claridad de su aplicación por parte de sus ejecutores, al tiempo que contribuyan 



al mayor resguardo de los derechos de los consumidores, en aspectos de transparencia, 



información precisa, libertad de elección, entre otros. 



 



Seguidamente se puntualizan en anexo las observaciones al articulado propuesto en la 



regulación, las cuales agradecemos sean tomadas en cuenta en beneficio de todos los 



participantes en el sistema de pagos, en especial, de los consumidores.  



 



Atentamente,  



 
 
 
 
                                                    Patricia Rojas Morales 



      Viceministra de Economía Industria y Comercio 
 



 



 



C. Sr. Francisco Gamboa Soto, Ministro 



     Sra. Cynthia Zapata Calvo. Directora de la Dirección de Apoyo al Consumidor MEIC. 



 



Redactado y digitado por: PRM 
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Ministerio de Economía, Industria y Comercio 



Observaciones 



 



Artículo Comentario 



6. Cumplimiento del marco regulatorio. 
Los proveedores de servicio deben someterse a 
las disposiciones establecidas en el presente 
reglamento y cumplir con los lineamientos y 
acuerdos de tipo operativos definidos en la 
norma complementaria y normas técnicas del 
Sistema de Tarjetas de Pago.  
 
Es responsabilidad del proveedor de servicios 
conocer las disposiciones del marco normativo 
que esté publicado en la página web del BCCR. 



Es importante aclarar quién atenderá los 
reclamos de los clientes ante el incumplimiento 
del marco regulatorio que dispone el presente 
decreto, estableciendo las responsabilidades del 
Banco Central y de las demás entidades 
encargadas de velar por su cumplimiento, así 
como las áreas de vinculación. 
 
Por ejemplo, en el caso de presentarse una 
denuncia ante el Banco Central, si esta se 
trasladará a la Comisión Nacional del 
Consumidor, que así se disponga en la norma.  



7. Presentación de reclamos. Ante 
incumplimientos al presente reglamento, en 
temas no relacionados con los topes de comisión 
o el deber de informar, los clientes, afiliados y 
proveedores de servicio en el sistema de tarjetas 
de pago deben presentar su reclamo, en una 
primera instancia, ante el proveedor del servicio 
al cual se le imputa el incumplimiento, quién 
deberá resolver al reclamante en un plazo 
máximo de 30 días naturales, salvo en los casos 
exceptuados de devolución inmediata de 
fondos. En caso de que el afectado no considere 
satisfactoria la respuesta, podrá interponer su 
reclamo ante el BCCR para que se entere del 
incumplimiento e inste a las partes a resolver el 
asunto. De mantenerse la inconformidad con la 
resolución, el BCCR procederá a trasladar el 
incumplimiento respectivo ante la autoridad 
competente para que esta inicie el 
procedimiento sancionatorio correspondiente. 



En atención a la ampliación del plazo de 10 a 30 
días para responderle al consumidor que 
establece artículo con relación a la norma 
vigente, se sugiere revalorar lo propuesto, sobre 
todo porque en los casos de pago rápido, la 
devolución de los fondos por reclamo de los 
clientes es inmediata.  
 
Por lo anterior, se propone que se mantenga los 
10 días para transacciones nacionales, y 30 días 
para las internacionales, plazos dentro de los 
cuales deberán tener lugar las investigaciones 
que deban realizar los proveedores del servicio.  
 
En cuanto a la mención sobre el traslado del 
incumplimiento ante la autoridad competente, 
por certeza y seguridad jurídica, conviene 
señalar expresamente a qué instancia se hará la 
remisión.  
 
Por ejemplo, si la remisión a la Comisión 
Nacional del Consumidor, se recomienda así 
establecerlo, para lo que corresponda según sus 
competencias. 



14. Autenticación del cliente. Toda 
operación de pago que se realice en forma 
presencial por un valor mayor al monto de pago 
rápido, realizada con un dispositivo de pago 
emitido o habilitado por un emisor nacional, 
requiere de la autenticación del cliente con PIN 



Este Ministerio comparte la importancia de esta 
disposición, toda vez que abona a la seguridad 
en el uso de dispositivos de pago, razón por la 
cual se estima oportuna la propuesta de 
incorporar un mecanismo de autenticación 
reforzado. 
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en línea en el POS, o en forma alternativa, 
utilizando algún mecanismo de autenticación 
reforzada del cliente, siendo el emisor del 
dispositivo de pago el responsable de esta 
autenticación como autorizador de la 
transacción. En el caso de transacciones 
realizadas con dispositivos de emisores 
extranjeros, el cliente se autenticará según el 
mecanismo definido por el propio emisor. 
 
Los emisores de dispositivos de pago deberán 
divulgar y capacitar a sus clientes en el uso 
adecuado de los diferentes mecanismos de 
autenticación reforzada utilizados. 



 
Por su parte, el riesgo de los pagos rápidos no 
debe correr en perjuicio del consumidor. Las 
impugnaciones de cargo por pago rápido son 
frecuentemente rechazadas por parte de los 
emisores y en muy pocas situaciones se 
devuelve el dinero. 
 
En ese sentido, el aumento en monto para 
transacciones (sin mecanismo de 
autenticación), al pasar de 30.000 a 50.000 
colones, en las cuales no es necesario identificar 
o comprobar plenamente la identidad del 
tarjetahabiente, no debe ser a costa del 
consumidor. De ahí que se recomienda 
acompañar la norma de un sistema de contra 
cargos automático, según el cual el riego ante 
fraude o robo no lo asuma el cliente. 
 
El aumento propuesto hace suponer que el 
sistema de devolución por pago rápido está 
funcionando; sin embargo, la Dirección de 
Apoyo al Consumidor cuenta con evidencia de 
las constantes quejas de los consumidores 
porque no realizaron un pago rápido y la entidad 
financiera no responde adecuadamente a los 
contra cargos que el consumidor reclama. Por lo 
que esta realidad no debe ser desconocida por 
la norma. 



17. Mecanismo de prevención de fraudes 
en pago rápido. Se deberá exigir la autenticación 
reforzada del cliente en la quinta operación de 
pago rápido consecutiva o cuando la sumatoria 
de los montos de las operaciones de pago rápido 
consecutivas supere los 150 mil colones. Estos 
controles aplicarán para las operaciones de pago 
locales e internacionales consecutivas que se 
efectúen en el plazo máximo de 30 días 
naturales contados desde la última operación de 
pago que se autenticó, debiendo reiniciarse el 
contador de cantidad de operaciones y el saldo 
acumulado cuando las fechas de las operaciones 
de pago consecutivas superen este límite de 
tiempo.  Esta regla no aplicará para las 
operaciones de pago realizadas en peajes y en el 
transporte público.   



Esta disposición no previene el fraude, sino que 
le pone un límite, pues permite realizar cinco 
operaciones de pago rápido consecutivas, lo que 
trae como consecuencia que, frente a una 
sustracción ilegal o fraude con la tarjeta, el 
consumidor quedaría expuesto, pero con la 
limitación de las cinco transacciones 
consecutivas. Debe entenderse que, en el 
estado actual de la situación, el emisor puede, 
luego de una investigación, determinar que la 
tarjeta fue robada o fraude perpetrado y, por 
ende, ese riesgo deberá ser cubierto por el 
consumidor. 
 
Para que estas disposiciones tengan el debido 
contrapeso, el sistema debe asignar el riesgo de 
transacciones rápidas fuera del consumidor, 
como sucede en la Unión Europea; pues de lo 
contrario, se estaría colocando toda la carga y el 
riesgo de operación del sistema en sus hombros. 
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Con respecto a lo indicado sobre “…contados 
desde la última operación de pago que se 
autenticó…”, conviene aclarar a qué se refiere 
con la palabra autenticada, si debe entenderse 
que aplica desde la última operación de pago 
rápido, dado que la última operación luego del 
pago rápido es reforzada.  
 



19. Canales para la notificación.  Los 
emisores deberán notificar gratuitamente las 
transacciones de pago por al menos un canal 
(correo electrónico, mensaje de datos SMS, push 
notification u otros). El emisor podrá cobrar el 
costo de la notificación realizada por medio de 
otro canal, adicional al gratuito, siempre que sea 
electivo para el cliente y se le informe de previo 
las implicaciones y costo que tiene este 
mecanismo.  Los clientes están en la obligación 
de brindar y mantener actualizada la 
información requerida para ser correctamente 
notificados (correo electrónico, número de 
teléfono u otro).   



Se recomienda introducir que la notificación 
gratuita deba realizarse por lo menos a un canal 
de elección cliente, de manera tal que el cliente 
tenga la oportunidad de escoger el que mejor se 
ajuste a su realidad. 



24. Del procedimiento de reclamo ante el 
emisor. Los clientes podrán presentar al emisor 
el reclamo sobre operaciones de pago no 
autorizadas y cargos de comisiones, a más tardar 
12 meses después de la fecha de registro de la 
transacción de pago. Dicha gestión no requerirá 
del cumplimiento de ninguna formalidad 
especial, bastando una explicación del cliente 
sobre las consideraciones que fundamentan el 
reclamo.  
Para tales fines, los emisores deberán disponer 
de canales ágiles, sin costo y de fácil acceso para 
la presentación del reclamo del cliente. Cada 
reclamo presentado por el cliente deberá contar 
con un número de gestión que permita al cliente 
solicitar información sobre el estado de su 
reclamo y hacer llegar cualquier otra 
información que estime relevante para el caso. 
El emisor dispondrá de 30 días naturales, 
contados desde la fecha de presentación del 
reclamo, para efectuar una investigación y 
responder al reclamante. Al finalizar dicho plazo, 
si el emisor no cuenta con las pruebas que 
demuestren que ha mediado dolo por parte del 



Una vez más, se reitera lo señalado en el artículo 
7, para que se mantengan los 10 días para 
transacciones nacionales, y 30 días para las 
internacionales, plazos dentro de los cuales 
deberán tener lugar las investigaciones que 
deban realizar los proveedores del servicio. 
 
De igual manera, es importante que esté claro 
que los emisores deberán devolver al cliente 
(disponibilidad de fondos) de forma inmediata, 
el monto objeto del reclamo, y tal devolución 
solo será posible revertirla cuando se 
comprueba que media dolo o culpa por parte del 
cliente.  
 
Véase que en el artículo 7 se indica: “Ante 
incumplimientos al presente reglamento, en 
temas no relacionados con los topes de 
comisión o el deber de informar, los clientes, 
afiliados y proveedores de servicio en el sistema 
de tarjetas de pago deben presentar su reclamo, 
en una primera instancia, ante el proveedor del 
servicio al cual se le imputa el incumplimiento, 
quién deberá resolver al reclamante en un plazo 
máximo de 30 días naturales, salvo en los casos 
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cliente, deberá devolverle la totalidad del monto 
reclamado.  
Mientras se encuentren en estado de 
investigación, los montos sujetos a reclamo no 
generarán ningún tipo de interés, costo, gasto, 
multa, comisión u otros cargos para el cliente, 
siempre y cuando el reclamo se resuelva a su 
favor. 
 
Es deber del emisor mediar en todo momento 
por los intereses del cliente. En ningún caso, el 
emisor podrá remitir al cliente con terceros 
proveedores o afiliados para resolver sus 
reclamos, ni supeditar la devolución de los 
fondos reclamados a la previa adquisición de un 
seguro. 
La inobservancia de las disposiciones de este 
artículo por parte de los emisores dará lugar 
para que el cliente presente un reclamo ante el 
BCCR, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 7 del presente reglamento. 



exceptuados de devolución inmediata de 
fondos”. (Lo marcado no es del original). 
 
Por su parte, debe quedar claro que en el plazo 
concedido para respuesta, debe tener lugar la 
investigación respectiva.  



27. Interoperabilidad en cajeros 
automáticos. Todos los cajeros automáticos 
ubicados en el territorio nacional deben permitir 
el procesamiento de transacciones de pago 
realizadas con tarjetas de pago EMV emitidas 
por cualquier emisor nacional, al menos para las 
tarjetas de las marcas que en forma agregada 
comprendan al 80% de la cantidad de 
dispositivos de pago emitidos localmente, 
iniciando por la marca con mayor cantidad de 
dispositivos de pago emitidos y las marcas 
subsecuentes, ordenadas de mayor a menor, 
hasta alcanzar el límite antes indicado. El BCCR 
publicará el nombre de las marcas de tarjetas a 
las que aplicará la interoperabilidad de cajeros 
automáticos, así como su fecha de 
cumplimiento, considerando a las marcas VISA, 
MasterCard, American Express y cualquier otra 
marca.    



Considerando que la interoperabilidad implica 
costos asociados, estos deben ser informados 
de previo al consumidor acorde con los que 
establece la Ley 7472, según la cual la 
información relevante debe ser previa; por ello 
se sugiere incluir en esta norma que, de existir 
un costo asociado a las transacciones como 
producto de esa interoperabilidad deberán ser 
informados de previo al cliente en el cajero 
automático. 



39. Registro Público de Sanciones: El Banco 
Central de Costa Rica llevará el registro de los 
proveedores de servicio y afiliados que hayan 
sido objeto de una sanción administrativa por el 
incumplimiento de la ley 9831. Para efectos de 
los principios de transparencia y calidad de la 
información, dicho registro será de acceso 
público, disponible en la página web del BCCR, y 



El registro público, debe ser no solo por 
incumplimiento a la ley, sino también del 
reglamento. 
 
Además, a fin de contar con un registro 
completo, se sugiere agregar que el Banco 
Central solicitará a las demás entidades a las 
cuales ha remitido la atención de reclamos de 
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deberá contener el detalle de los 
incumplimientos, así como las sanciones 
impuestas. La información que conste en dicho 
registro será actual y veraz. 



los clientes, la estadística de sanciones para ser 
pública. 



De la comisión máxima de intercambio 
transfronterizo  



En este caso se estima más conveniente la 
opción No. 2, con una comisión máxima de 
intercambio transfronterizo de 1,25%, ya que 
reduce costos y mantiene un margen neto de 
adquirencia suficiente para cubrir los costos de 
los proveedores adquirentes nacionales por 
concepto de autorización, compensación y 
liquidación frente a las marcas de tarjetas y sus 
costos internos. 



49. De la verificación de las comisiones 
máximas: Los emisores, adquirentes y afiliados 
serán responsables de verificar el cumplimiento 
de las comisiones definidas en este reglamento, 
y podrán presentar al director de la División de 
Sistemas de Pago las pruebas que demuestren 
cualquier falta, para que el BCCR actúe de 
conformidad con el Capítulo X. De las Sanciones 
del presente reglamento. 



Es importante considerar que, si la División del 
Sistema de Pago a cargo de la aplicación del 
presente reglamento tiene certeza, pueda 
referir a la dirección de asesoría Jurídica de la ley 
9859, y lo restante referirlo al órgano 
competente, indicándolo expresamente y las 
sanciones a las que se puede ver sometido. 



50. Disposición general. Las infracciones a 
las disposiciones legales serán sancionadas 
conforme a lo dispuesto por los artículos 6, 7, 8, 
9 y 10 de la Ley 9831. 



Aquí conviene incluir las sanciones el elenco de 
sanciones que no obedecen al articulado de la 
Ley N° 9831, sino que se da por infracciones al 
presente reglamento, en el procesamiento de 
los reclamos y en los reclamos a los clientes, 
razón por la cual debe hacerse con vista en la Ley 
N°7472.  
 



 



 



 



 



 





http://www.meic.go.cr/
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Cuadro 1. Chile - Propuesta preliminar de limites
a las tasas de intercambio establecidas por el
Comité para la Fijacion de Limites a las Tasas de Intercambio.

Limites a las tasas

Tipo de Tarjeta

de intercambio

Tarjetas de débito Tasa de intercambio
maxima de 0,60% sobre el
valor de cada transaccion.

Tarjetas de crédito Tasa de intercambio
maxima de 1,48% sobre el
wvalor de cada transaccion.

Tarjetas de pago con Tasa de intercambio
provision de fondos maxima de 1,04% sobre el
wvalor de cada transaccion.

Fuente: Comité para la Fijacion de Limites a las Tasas de Intercambio. “Comunicado. Se
publican los limites preliminares y vinculantes a las tasas de intercambio de tarjetas
de  pago” (accesado el 29 de setiembre de 2022):
https://ctdi.hacienda.cl/resoluciones-y-comunicados/comunicado-propuesta-
preliminar-de-tasas-de-intercambio/comunicado-propuesta-preliminar-de-tasas-de-
intercambio
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Cuadro 1. Regresion lineal. Comision de intercambio

Efectos fijos de tiempo

i Comisién de intercambio |

estimada para Costa Rica,; 138%

1,83% 1.87% 1,85% 1,90%
sin re cién i
Comisién de intercambio i i
i estimada para Costa Rica,; 0,69% | 125% 128% | 125%
H con regulacién H H

1,24%

Notas: Errores estandar robustos en paréntesis.
*#** Nivel de significancia de 1%.
Fuente: Elaboracion propia.
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Figura 1. Comisiones de intercambio para paises miembros de la OCDE seleccionados

Notas:

Fuente:

(porcentajes)
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[ mntervalo de confianza de 95% para Costa Rica con regulacion.
I Faises de la QCDE con regulacion en tasa de intercambio
[ Paises de la OCDE sin regulacion en tasa de intercambio.

Para cada pais se utiliza la informacién disponible mas actual, en paréntesis se indica el afio
correspondiente.

Se seleccionan los paises que se encuentran como méximo a 30 puntos base de los limites del intervalo
de confianza para intercambio con regulacion.

Estados Unidos no mantiene regulacion a las comisiones de intercambio para las tarjetas de crédito
(incluido en la base de datos elaborada para este estudio), pero si para las tarjetas de débito.
Elaboracién propia a partir de la base| de datos utilizada en la comparacion internacional.
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Figura 2. Distribucion de las comisiones de intercambio para paises con regulacion
(porcentajes)

=
2

60

Porcentaje de paises (%)
40

20

T T T T T
4 6 8 1 12 14
Cornisién de intercambio (%)

| Intervalo de confianza de 95% para Costa Rica con regulacion

Fuente: Elaboracion propia a partir de la base de datos utilizada en la comparacién internacional.
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Cuadro 2. Regresion lineal. Tasa de adquirencia bruta

Comision de

adquirencia bruta H

eshmada para Costa tha, i
sin regulacién
Comisién de

238% | 259% | 253% | 215% | 216%

: adquirencia bruta H
esﬁmzdz para Costa Rica,
con regulacion i
Notas: Errores estandar robustos en pa:entesls
*** Nivel de significancia de 1%.
Fuente: Elaboracion propia

124% | 200% | 187% | 164% | 160%
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Cuadro 3. Distribucion del valor de ventas adquiridas
por intervalo de comision de adquirencia para el afio 2021
-en porcentajes-

Intervalo de comisiones Porcentaje sobre el valor de
de adquirencia las ventas adquiridas

0a1,00% 9

Mas de 2,01% 71

Fuente: Elaboracion propia a partir de informacion suministrada por adquirentes.
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Figura 3. Comisiones de adquirencia para
paises miembros del EEE y la OCDE seleccionados
(porcentajes)

25

226
2.15 19

2

15

1

Comisidn adguirenciabruta (%)
5

0

I intenvalo de confianza de 95% para Costa Rica con regulacién.
N Faises del EEE o de la DCDE con regulacién en tasa de adquirencia.
[ Paises del EEE o de la OCDE sin regulacién en tasa de adquirencia.

[Notas:

o Para cada pais se utiliza la informacién disponible més actual, en paréntesis se indica el

aito correspondiente.

Se seleccionan los paises que se encuentran como maximo a 30 puntos base de los limites
del intervalo de confianza para adquirencia con regulacion.

En el caso de Estados Unidos, este pais no mantiene regulacién a las comisiones de
intercambio para las tarjetas de crédito (incluido en la base de datos elaborada para este
estudio), pero si para las tarjetas de débito.

Fuente: Elaboracion propia a partir de la base de datos utilizada en la comparacion internacional.
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Figura 4. Distribucion de las comisiones de adquirencia para pais
(porcentajes)

con regulacién

20 30 40 50
h L L

Porcentaje de paises (%)

10

T T T T T
1 2 3 4 5
Comisién de adquirencia (%)

Intervalo de confianza de 95% para Costa Rica con regulacién

Fuente: Elaboracion propia a partir de la base de datos utilizada en la comparacion
internacional.
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Cuadro 4. Resumen de las comisiones esperadas para Costa Rica

Intercambio

Escenario Adquirencia bruta

1,94% 2,72%

sinregulacion |\, o1%,2,08%] | [2.44%, 2,95%]

1,25%
[1,14%, 1,37%]

1,91%

c lacié
on regulacién 11,69%, 2,13%]

Fuente: Elaboracion propia.
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Cuadro 5. Modelo de regresion truncada -
Resumen de las comisiones esperadas para Costa Rica con regulacién

Escenario Intercambio Adquirencia bruta

1.24% 1.89%
[1.11%, 1.36%] | [1.66%, 2.13%]

Modelo truncado en los valores

‘minimos observados 1.15% 1.83%
(0.27% para intercambio y [0.99%. 1.31%] [1.56%, 2.11%]
0.36% para adquirencia)

Fuente: Elaboracion propia.
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Figura 5. Distribucién de las comisiones de adquirencia e intercambio
segiin el método de bootstrap

< Intervalo de confiarz a de 96%:
[1.07%, 1.50%]
Media: 1.28%
B Mediana: 1.28%
&

2

12 14 16
Camision de intercambia (%)
- Intervalo de confianza de 85%
[1.28%, 2.80%)
Media: 1.97%
L Mediana: 1.94%
8o

15 2 25
Comisidn de adguirencia (%)

Fuente: Elaboracién propia.
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Cuadro 6. Modelo de variables instrumentales
- Resumen de las comisiones esperadas para Costa Rica con regulacion

Intercambio Adgquirencia bruta

Escenario

2,03%
[1.67%, 2.40%]

1,12%

Sin eectos fjos deempo. | 1) 00" o

1.17% 173%
Con efectos fijos de ti : :
on Yos de Bempo | 1o 0006, 1.44%] | [1.329%, 2,14%]

Fuente: Elaboracién propia.
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Figura 6. Comparacién de las comisiones esperadas
para Costa Rica entre las diferentes estimaciones

(porcentajes)

Madelo truncado en cero:
Madelo truncado en 0.27%

Modelo contransformacidn logaritmica-
Efectos nolineales

Método Bootstrap

Regresion robusta

SinelEspacio Econdmico Europeo
Restringido a paises con regulacién
Regulacion en intercambio o adguirencia
Modelo sin uso detarjetas.

Var.instr. (sin efectos fjos de tiempoy
Var.instr. (con efectos fjos de tiempo)
Modelo de efectos aleatorios:

Madelo truncado en cero
Madelo truncado en 0.36%

Madela con transfarmacian logarfmica
Efectos no lineales

Métada Bootstrap

Regresién robusta

Restringido 3 paises con regulacion
Regulacidn en intercambio o adguirencia
Modela sin uso detarjetas

Var. instr. (sin efectos fijos de tiempo)
Var. nst. (zon efectos fjos de tiempo)y
Modela de efectos aleatorios

Prediccion intercambio
(con regulacién, en %)

®  Valoresperado para Costa Rica
Intervalo de confianza de 95%

Prediccion adquirencia
(con reguiacion, en %)

@ Valor esperado para CostaRica

- Intervalo de confianza de 95%

Nota: La region sombreada indica el intervalo de confianza de 95% de la estimacién principal
Por su parte, la linca vertical punteada representa cl punto central de la estimacion

principal.
Fuente: Elaboracién propia.
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Cuadro 7. Variables consideradas en el modelo econométrico

igno esperado”

Fundamento teérico Fuente

Densidad poblacional Captura la demanda potencial de  Negativo. “Indicadores del
(personas por kan). ‘pagos con tarjeta y las posibles desarrollo nmndial” del
conomias de escala Banco Mundial

Nuevos negocios registrados enel  relacionadas con la prestacién de
o ado, por cada 1000 aduos s sericios de emisicn

(habitantes de 15-64 aios) adquirencia
Indice de Capital Humano Enire ofros aspectos, contempla  Negaivo. “Indicadores del
(escala 0 - 1) elnivel educativo de un pais, lo desarrollo mmundial” del
‘cual puede incidir posiivamente Banco Mundial
enla adopeién y uso de
tecnologias distitas al efectivo.
‘Homicidios intencionales por cada  Aproxima la criminalidad de un Posiivo. “Indicadores del
100,000 habitantes. ‘pais. A mayor tasa de desarrollo mundial” del
criminalidad se espera un costo Banco Mundial
‘mayor de mantener cfectivo por
‘posibles pércidas debido a actos
-
Adultos con cucnta en una Estas variables capturan el grado  Negativo.  Global Findex del
insttucién financiera (% de de bancarizacién de la Banco Mundial
personas con 15 afios omds).  poblacién, y qué tan habitual es
eluso de ofros productos

Adultos con tarjeta de crédito (% g
de personas con 15 afios o mis).

Adultos con tarjeta de débito (%

de personas con 15 afios o mds).
Valor de la transaccién promedio  Representa la adopcion por Negativo. Varias fuentes. Ver
contarjeta de crédito o débito,  parte de la poblacién de medios hoja “Valor transaccién
expresado en dlares de paridad  de pago distntos al efectivo. promedio” del archivo
de poder adquisivo. de Excel “Fuentes de
. o
inchido en el material

para replicar el estudio.
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Continua Cuadro 7. Variables consideradas en el modelo econométrico

perado”’,

Variable Fundamento teérico
ceteris paribus

PIB per cipita, expresado en Amayores niveles deingresose  Negativo, “Indicadores del
‘paridad del poder adquisifivo (Sa  esperaria un mayor consumo y desarrollo mundial” del
precios intemacionales constantes  un mayor nivel de transacciones, Banco Mundial
e 2017), Io cual puede faciitarse con
‘medios digitales de pago.
Cajeros automiticos por cada  Aproxima el uso de medios Ambigio.  “Indicadores del
100,000 adhitos. electrénicos de pago, asi como desarrollo mundial” del
Ia faciidad de obtener efectivo. Banco Mundial
Adultos que realizaron o recibieron  Representa la adopcion por Negativo.  Global Findex del
un pago digital en cl ifimo ailo (%  parte de la poblacién de ‘Banco Mundial.
de personas con 15 afios o mds).  tecnologias de pago digitaes.
Considera posibles diferencias Ambigo.  Clasificacién del Banco
ubica el pais (Asia oriental y el enire las regiones del mundo Mundial.
Pacifico, América Latina, Europa y  respecto a la regulacién alas
Asia central). comisiones de intercambio y
‘adquirencia. Por ejemplo, la
regulacién de las comisiones de
intercambio es més comin en
‘Europa que en América Latina.
1 Serefiere al efecto teorico esperado sobre la comision a estimar, segiin sea de intercambio

o adquirencia.
Fuente: Elaboracién propia.
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Cuadro 8. Lista de paises incluidos en la base de datos

Austria Israel
Bélgica Itaia

Canada Letonia

Cile Lituania
Colombia Luxemburgo
Corea del Sur México
Dinamarca Noruega
Eslovaquia Nueva Zelanda
Eslovenia Paises Bajos
Espaiia Polonia

Estados Unidos ~ Portugal
Estonia Reino Urido
Finlandia Repiblica Checa
Francia Suecia

Grecia Suiza

Hungria Turquia

{ Bielomrusia

| Bosnia y Herzegovina
 Brasi

| Bulgaria

| China

| Chipre

| Croacia

| Emiratos Arabes Unidos
| Georgia

| Jordania

| Kosovo

| Liechtenstein

| Macedonia del norte

0 miembro OCDE

Malasia
Malta
Mauricio
Moldavia
Ménaco
Montenegro
Pakistan
Paraguay
Perit
Rumania
Rusia

San Marino
Serbia
Sudafrica
Ucrania

Uruguay

Fuente: Elaboracién propia.
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‘Cuadro 9. Valor de probabilidad de 1a prueba de normalidad de Jarque-Bera

Notas: Para cada modelo, ¢l imero de columna coincide con <l nimero respectivo en
los Cuadros 1y 2.
Hipétesis nula: normalidad de los residuos.
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‘Cuadro 10. Valor de probabilidad de la
Prueba de heterocedasticidad de White

Notas: Para cada modelo, ¢l nimero de columna coincide con el nfimero respectivo
en los Cuadros 1y 2.
Hipétesis nula: Presencia de homocedasticidad.
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Cuadro 11. Factor de Inflacién de la Varianza. Comision de intercambio

®)

)
Pais con reguacién sobre lacomision, | 20
s . .
Adultos con tarjeta de débito s

(% de personas con 15 afios 0 més).

16 15

Asia Oriental 22 2.1
Europa 40 37
Aio 2013 63 57
Aiio 2014 2.1 2.1
Aiio 2016 i 23 22
Aiio 2017 i 6.0 58
Aso 2018 27 26
Aiio 2019 2.9 29
Aiio 2020 34 34
Ado 2021 26 25
Afio 2022 17 17
Promedio VIF 28 29 33 32

Notas: Para cada modelo, el nimero de columna coincide con el niimero respectivo en el
Cuadro 1.
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Cuadro 12. Factor de Inflacién de la Varianza. Comision de adquirencia

K @

i‘n‘:a':*:“‘ sobrela comisién. 143 130 164
‘Homicidios intencionales por cada 25
100,000 habitantes "
‘Aduitos con cucnta en
una institucién financiera. 241 151 234
(% de personas con 15 afos o més)

 Vator de Ia transaccién promedio |
;;';’::m :ff;d “ 146 109 120
Europa R 150 2,08
Indice de Capital Humano 357 323
Aiio 2014 i 243 243
Aiio 2015 2.83 283
Afo 2016 42 406
Afio 2017 3,60 841
Aso 2018 421 416
Aiio 2019 442 438
Aiio 2020 423 421
Afo 2021 323 320
Afio 2022 136 135
Promedio VIF P 219 135 329 317

Notas: Para cada modelo, el niimero de columna coincide con el nimero respectivo en el
Cuadro 2.
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Cuadro 13. Valor de probabilidad de la prueba RESET de Ramsey

Intercambio

Notas: Para cada modelo, el timero de columna coincide con el mimero respectivo en los
Cuadros 1y 2.
Hipotesis nula: El modelo esta correctamente especificado.
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A. Comisiones de intercambio transfronterizo establecidas por VISA para Estados
Unidos de América

Visa U.S.A. International Transactionst Interchange

Reimbursement Fees

Rates Effective April 16, 2021

+Visa cards used at a U.S. merchant but issued outside the U.S.

Industry Fee Program Visa Classic / Visa Visa Infinite | All Visa
VisaGold/ |  Signature/ Commercial
Electron Visa Products
Premium'
Interregional Regulated Debit 005% + $021* | 0.05% + $021* | 0.05% + $0.21* | 0.05% + $0.21*
Issuer Chip Card 120% 180% 197% 200%
Secure eCommerce Transaction® 144% 1.80% 197% 200%
Electronic 110% 180% 197% 200%
Standard 160% 1.80% 197% 200%

+ Limited to cards subject to US. Federal Reserve Board Regulation II.

* Issuers that certify their compliance with the interim fraud prevention standards will receive an additional US $0.01.
Note: Fees in this table are listed in U.S. dollars; fees are paid to cardholder financial institutions, except as noted.

* Applies to Canada-issued Visa Infinite and all Visa Prepaid Platinum cards. Platinum credit and debit cards issued from
Canada and the U.S. are not eligible for this rate.

2 Does not apply to Canadian-issued Visa Infinite cards.

* Available to qualified transactions.

*Prepaid Travel not eligible for DCC; lower “access fee” CDF also applies to Visa Prepaid Travel cash disbursements.

Fuente: VISA International (accesado el 22 de setiembre de 2022)
hitps:/usa.visa.com/content/dam/VCOM/download/merchants/visa-usa-interchange-
reimbursement-fees.pdf
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B. Comisiones de intercambio transfronterizo establecidas por VISA para Canada

International Interchange Reimbursement Fees

The following tables set forth the interchang reimbursement fees applid on Visa transactions originating at merchants

acquired by Visa Canada customers on Visa cards issued by Visa customers outside of Canada.

Please note that there are specific technical and other criteria that each transaction must meet in order to qualify for the

different rate categories; please contact your acquirer or Visa Canada for additional information.

Visa Classic / Visa Gold

Visa Signature

Fee Program /VisaPatioum /| \52.5008e /| prefereq /visa | A1 Commerel
Electron 52 Fremiem Infinite i

Electronic 110% 180% 197% 200%

standara 160% 0% 197% 200%

(Chip Incentive Rates

Full Chip Data Device with PIN? 110% 180% 197% 200%

Full Chip Data Device® 110% 180% 197% 200%

[Acquirer Chip

o S retesmpe s 100% 180% 197% 200%

Issuer Chip

B e s e 120% 180% 197% 200%

Secure eCommerce Incentive Rates

secure ecommerce Transaction 1.44% 180% 197% 200%

e acove table refers to intemationa! interchange rates on Canadizn-acauired Tansactions only, but for clarty, please note that Canadian-issued Visz

Infinite cards attract the Visa Premium interchange rates when used outsice of Canada.

Fees pad oy Canadian Acquirers 1o non-Canadian Issuers on Durchase Tansactions, excent 25 noted.
This rate is not available to U.S.-issued platinum cards, or UsS.-issued Visa Traditional Rewards cards
2yl chip data rates require the acquirer to provide full chip data to the issuer

2 Excludes Visa Prepaid travel products

Fuente: VISA International (accesado el 22 de setiembre de 2022)
https://www.visa.ca/content/dam/VCOM/regional/na/canada/Support/Documents
/visa-canada-interchange-rates-april-2021.pdf
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C. Comisiones de intercambio transfronterizo establecidas por Mastercard para
Canada

International Interchange Rates

Consumer Core Premium ‘Super Premium
Standard 1.60% 1.85% 1.98%
Electronic 1.10% 1.85% 1.98%
SecureCode / 3DS Merchant 1.44% 1.85% 1.98%

SecureCode / 3DS Merchant and

Cardholder 1.54% 1.85% 1.98%
Refunds / Return Transactions 1.00% 1.00% 1.00%
Commercial

Standard 2.00%

Electronic Product 1.85%

Large Market - Data Rate 1 2.00%

Refunds / Return Transactions 1.80%

Fuente: Mastercard (accesado el 22 de setiembre de 2022)
https://www.mastercard.ca/content/dam/public/mastercardcom/na/ca/en/vision/oth
er/mastercard-canada-interchange-programs-august2021.pdf
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a Documento suscrito mediante firma digital.
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Oficio N° 0051-DJA-2022 


 


 San José, 02 de febrero de 2022 


 


Máster 


Roger Mata Brenes 


Director 


Despacho de la Presidencia 


S. D. 


 


Asunto: Gestión del señor Miguel Ángel 


García Martínez, en donde solicita sea 


aplicada la Ley 7333 y no la Ley 9796. 


 


Estimado señor: 


 
 Esta Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial, recibió el oficio Nº 001-P-2022 del 6 de enero de 2021, suscrito por el 


licenciado Jorge Morales Ramírez, Asesor del Despacho de la Presidencia, en donde remitió 


lo siguiente: 


 


 “Por este medio me dirijo a usted para hacer de su estimable 


conocimiento que a la Presidencia de la Corte ingresó una nota enviada 


por el señor Miguel Ángel García Martínez. Donde solicita que se eleve a 


conocimiento de Corte Plena y Consejo Superior su petición en torno a que 


se le aplique el texto de la ley 7333 por considerarlo vigente y, por lo tanto, 


la no aplicación de ley 9544 del año 2018, esto al considerar que: 


 


 […] “sin haber sido derogada la Ley N.7333 del año 1993 y sus 


reformas, se ha procedido a deducir de mis prestaciones como jubilado, un 


monto diverso y mucho mayor al dispuesto en dicha normativa.” […] 


(Resaltado no es del original). 


 


 Dado que la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial, posee independencia funcional, técnica y 


administrativa de conformidad con el artículo 239 de la Ley 7333 


(modificado mediante ley n° 9544 del 24 de abril de 2018), se procede a 


trasladar esta consulta como órgano competente, para su estimable 







 
 


Oficio N° 0051-DJA-2022 


 


análisis y valoración de conformidad con las funciones y atribuciones 


establecidas legalmente”. 


 


 Conforme a lo anterior, para un mayor entendimiento, es menester traer a colación los 


siguientes antecedentes sobre las gestiones presentadas ante la Junta Administradora del 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por el señor Miguel Ángel García 


Martínez, Jubilado Judicial, a saber: 


 


 1.) En sesión 40-2020 del 7 de diciembre de 2020, en su artículo V, se conocieron las 


gestiones presentadas por el señor García Martínez, mediante correos electrónicos del 19 y 


21 de noviembre de 2020, en donde manifestó lo siguiente: 


 


“Favor indicarme, dado que están vinculados al principio de 


legalidad, en el término de ley, que norma establece a la Junta 


Administradora del Fondo de Pensiones del Poder Judicial el proceder a 


recaudar la Contribución Obligatoria Solidaria, además indicar si la 


misma es un tributo, o si es más bien una cotización extraordinaria.” 


 


(…) 


 


“Sirva la presente para solicitarles me indiquen en forma concreta 


y específica que norma dispone que la Junta Administradora del Fondo de 


Pensiones del Poder Judicial debe efectuar la deducción de la 


Contribución Obligatoria Solidaria, nótese que no estoy hablando de la 


norma que crea o dispone la contribución obligatoria y solidaria (art. 236 


bis), sino la que faculta y a la vez obliga a la Junta a efectuar la deducción 


o retención, como por ejemplo existe una norma que le obliga a deducir 


las cotizaciones, o existe una norma que obliga deducir impuesto de renta. 


Todo esto dado el principio de legalidad, que establece que la 


administración sólo puede hacer aquello que le está expresamente 


permitido. 


 


Mucho agradeceré el contestarme en el término de ley, para no 


tener que acudir a la vía del amparo.” 


 


En ese momento, el órgano colegiado valoró la consulta presentada, acordando 


comunicarle al Jubilado Judicial García Martínez, que la aplicación que se le realiza no 


corresponde a una orden de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 


directamente, sino a la aplicación de la Ley 9796 denominada “Ley para rediseñar y 
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redistribuir los recursos de la contribución especial solidaria”, que reforma el inciso a) del 


artículo 236 bis, para que se lea de la siguiente forma: “[…] a) Sobre el exceso del monto de 


seis (6) salarios base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial y hasta por el 


veinticinco por ciento (25%) de dicho tope, contribuirán con el treinta y cinco por ciento 


(35%) de tal exceso.”. Además, se le comunicó, que se aplicó el procedimiento aprobado por 


este órgano, propuesto por el Departamento Financiero Contable para la aplicación de la 


citada deducción en la planilla de las personas jubiladas y pensionadas a las que les aplica la 


Contribución Solidaria, esto desde la segunda quincena del mes de junio de 2020, dado que 


la Ley entró en vigor a partir del 20 de junio de 2020. 


 


 2.) Sin embargo, el señor García Martínez, posterior al acuerdo supracitado, remitió 


nota del 18 de diciembre de 2020, realizando la siguiente consulta: 


 


 “…con respeto me presento a solicitar de la Junta Administradora 


del Fondo de Jubilaciones y Pensiones el respeto a mi derecho recibir la 


información veraz y completa que deben rendir los organismos o entes 


públicos, como lo es la Junta Administradora del Fondo de Pensiones, en 


especial si dicha información se relaciona de forma esencial con las 


funciones o actos que la misma realiza y que afectan mi patrimonio. La 


administración debe fundar sus actos y resoluciones legalmente. 


 


 Desde el 20 de noviembre de 2020, de conformidad con lo expuesto, 


le solicité a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones, se sirviera 


indicar la norma concreta, específica, que le impone el deber y facultad de 


recaudar, o deducir, de mi pensión la llamada: “Contribución Obligatoria 


Solidaria”. Claramente, ya desde mi solicitud, hice ver que no pedía que 


me indicaran la norma que creo, o modificó, dicha: “Contribución 


Obligatoria Solidaria”, sea el artículo: 236 bis, inciso a) de la Ley 


Orgánica del Poder Judicial; sino que, conforme al principio de legalidad, 


dado que la administración o los funcionarios públicos sólo pueden hacer 


aquello que está expresamente mandado, pedí se me indicara la norma que 


facultaba y a la vez ordenaba a la Junta Administradora del Fondo a 


deducir de mi pensión esa “Contribución Obligatoria Solidaria”. Y esto 


por cuanto la Junta Administradora del Fondo, está obligada (y facultada 


por ley) a deducir la cotizaciones, o el impuesto sobre la renta a los 


pensionados (por ejemplo la ley de impuesto de la renta 7092, establece 


que la jubilación o pensión es una renta inmobiliaria, sujeto a impuesto y 


que el pagador debe retener dicho impuesto a los beneficiarios, arts. 27 
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inciso a) aparte III y art. 31 quáter; o por ejemplo la Ley Orgánica del 


Poder Judicial establece la obligación (y facultad) de la Junta 


Administradora del Fondo de efectuar la recaudación de las cotizaciones 


de pensiones y jubilaciones, según el artículo: 239 inciso c) de la Ley 


Orgánica del Poder Judicial (vigente). 


 


 Mi petición de información, sencilla y concreta, ante la Junta 


Administradora del Fondo de Pensiones, llevó el número de referencia de 


gestión: 1133-2020, fue respondida en oficio N. 1017-2020 de la Secretaría 


de la Junta Administradora del Fondo, en la que se indica que mi petición 


fue conocida en sesión N. 40-2020, celebrada el siete de diciembre de 2020, 


en el artículo V, se dispuso responder que la Junta lo que ha hecho es 


cumplir con lo dispuesto en el artículo 236 inciso a) de la Ley Orgánica 


del Poder Judicial, que establece la existencia de la llamada Contribución 


Obligatoria Solidaria, pero refiere que el procedimiento para su deducción 


(el poder deber o facultad de ello, su forma) se llevó a cabo dada la 


aprobación de la propuesta realizada por el Departamento Financiero 


Contable. Es decir, no se responde mi pregunta. 


 


 ¿Se debe entender acaso que el procedimiento, o la forma de llevar 


a cabo la acción de deducir, o retener, dineros de mi jubilación es efectuada 


por un órgano o ente de la administración que se arrogó mutuo propio esa 


facultad, simplemente aprobó un procedimiento que se le propuso por un 


Departamento interno y auxiliar? 


 


 Vuelvo a peguntar, esperando que esta vez sí se me responda. ¿Cuál 


es la norma que faculta a la Junta a proceder a deducir de mi jubilación la 


llamada “¿Contribución Obligatoria Solidaria”, todo esto desde el año 


2018? ¿Qué fundamento legal tiene la Junta parar tal proceder? Todo esto 


dado que no considero que sea fundamento legal para tal proceder el que 


el Departamento Financiero Contable del Poder Judicial lo haya 


propuesto. Existe reserva de ley para ello y si es la misma Ley Orgánica 


del Poder Judicial en su artículo 239 inciso c) la que faculta a la Junta, 


que así lo digan.” 


 


 La nota anterior fue analizada por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 


y Pensiones en sesión 2-2021 celebrada el 11 de enero de 2021, artículo XII, comunicándole 


al señor García Martínez que la Contribución Solidaria fue impuesta por disposición legal 


y las actuaciones del órgano se encuentran apegadas a la normativa vigente, aunado a lo 
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anterior, se le informó que si contaba con alguna duda específica, tenía la posibilidad de 


acudir a las instancias legales correspondientes, de esta manera, se agotó la vía 


administrativa, en razón de que ya se gestionó lo pertinente en cuanto a la solicitud que 


presentó. 


 


 3.) Finalmente, el señor García Martínez presentó una nueva gestión, la cual 


textualmente indica: 


  


“Visto el oficio de la Secretaria N. 33-2021 de fecha 14 de enero de 


2021, en el que se me transcribe el acuerdo tomado por la Junta 


Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, 


en sesión N. 02-2021, celebrada el 11 de enero del 2021, Artículo XII, 


Documento: N. 1133-2020,15-2021., me permito aclarar que mi petición 


de información es de carácter técnico-.jurídico, pues lo que he solicitado 


puntualmente es que se me indique el fundamento o base legal que da 


sustento a la actuación de la Junta Administradora para proceder a 


deducir de mis prestaciones la Contribución Obligatoria y Solidaria. No 


obstante, la respuesta brindada por la Junta carece de carácter técnico-


jurídico. Ruego indicarme lo solicitado. 


 


(…) 


 


Considero que es de la mayor importancia el que se me aclare, de 


forma técnica-jurídica, el fundamento legal para proceder a aplicarse el 


artículo 236 bis, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, N. 8 de 1937 y sus 


reformas, de conformidad con la reforma realizada en la Ley Para 


Redistribuir y Rediseñar la Contribución Obligatoria Solidaria, número: 


9796 del año 2019, en su artículo 7, procediéndose a deducir mis 


prestaciones como jubilado conforme dicho numeral, en el lugar de 


proceder a aplicar el artículo 236 bis, de la Ley Orgánica del Poder 


Judicial, número: 7333 del año 1993. 


 


Lo anterior por cuanto si uno consulta en el SCIJ, SINALEVI, 


programa de la Procuraduría General de la República, sobre la Ley 


Orgánica del Poder Judicial, descubrirá que le aparece la Ley N.8 de 1937 


y sus reformas. También notará que aparece la Ley N. 7333 de 1993. En 


principio ello no implica ningún problema o contradicción. No obstante, si 


se lee la Ley 7333 de 1993, se podrá notar que la misma establece que 


reforma, en forma total, desde su título, la Ley N. 8 de 1937; es decir dejó 
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sin contenido o vigencia la anterior Ley, ocurriendo una derogatoria total 


tácita de la misma. 


 


La Ley 7333 de 1993 sigue vigente, no ha sido derogada de forma 


expresa, si uno pide en una venta de libros la Ley Orgánica del Poder 


Judicial, esta es la que le dan. Tampoco ha sido reformada esta Ley en 


forma total, que sepamos solo ha sido modificada, o derogada, tácita y 


parcialmente (por ejemplo, por la ley 9544 de 2018), el artículo 236 bis 


tampoco ha sido derogado de forma tácita o en forma expresa. 


 


Si uno va a una biblioteca, o busca la versión original en Sinalevi, 


de la Ley Orgánica del Poder Judicial, N. 8, de 1937 claramente notará 


que su contenido es absolutamente diverso con la Ley promulgada en 1993 


(7333). 


 


No obstante, pese a lo dicho, aparece de forma inexplicable (por lo 


menos para mí), en Sinalevi, como vigente, la Ley Orgánica del Poder 


Judicial, N. 8 de 1937 y sus reformas. 
 


La Reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el aparte 


correspondiente a su régimen de Jubilaciones y pensiones, la Ley 9544 del 


año 2018, que vino a modificar en forma integral el régimen o diseño de 


jubilaciones (creó la Junta Administradora del Fondo, modificó la edad de 


retiro, instauró una cotización especial solidaria en su artículo 236 bis, 


etc.), es una reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, N. 7333 del 


año 1993. Esto último es muy lógico, puesto que no se iba a reformar una 


ley que ya estaba no vigente (sin eficacia), por haber sido derogada 


tácitamente y de forma total, como lo es la Ley Orgánica del Poder Judicial 


N. 8 de 1937. 


 


La Ley Para Rediseñar y Redistribuir la Contribución Obligatoria, 


Especial y Solidaria, N. 9796 del año 2019, vino a reformar la Ley 


Orgánica del Poder Judicial N. 8 de 1937, en su artículo 236 bis. y, a los 


efectos de que un mayor número de jubilados y pensionados del Fondo 


procediera a deducírseles la contribución solidaria, que había sido creada 


en la reforma a la Ley Orgánica 7333. La Ley 9796, N. 8 de 1937, nunca 


tuvo un régimen de jubilaciones y pensiones, tampoco tuvo un artículo 


236 bis. El Legislador no dijo que se reforma el artículo 236 bis de La Ley 


Orgánica del Poder Judicial, N.8, de 1937 “y sus reformas”; y lo más 
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importante, no puede el Legislador reformar una ley que, en todo caso, 


ya está derogada en forma tácita y total, que carece de eficacia (vigencia 


o rigor). 
 


Un problema, también de la mayor relevancia, se da si se atiende a 


que la ley si la ley 7333 del año 1993 sigue vigente, si lo que se reformó 


en la ley 9796, artículo 7, es la Ley N. 8 de 1937 (y no dijeron que se 


incluían sus reformas), no se reformó el artículo 236 bis que vino a 


introducirse en la Ley 7333 de 1993 por la ley 9544 de 2019. 


 


La ley 9796, o Ley para Rediseñar y Redistribuir los Recursos de 


la Contribución Especial Solidaria, del año 2019, expone literalmente: 


 


“ARTÍCULO 7- Reforma del inciso a) del artículo 236 bis de la Ley 


N.º 8, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 29 de noviembre de 1937 


 


Se reforma el inciso a) del artículo 236 bis de la Ley N.º 8, Ley 


Orgánica del Poder Judicial, de 29 de noviembre de 1937. El texto es el 


siguiente: 


 


Artículo 236 bis- Contribución especial, solidaria y redistributiva 


de los pensionados y jubilados 


 


Además de la cotización común establecida en el artículo anterior, 


los pensionados y los jubilados, cuyas prestaciones superen los montos que 


se fijarán, contribuirán de forma especial, solidaria y redistributiva, de 


acuerdo con la siguiente tabla: 


 


a) Sobre el exceso del monto de seis (6) salarios base del puesto 


más bajo pagado en el Poder Judicial y hasta por el veinticinco por ciento 


(25%) de dicho tope, contribuirán con el treinta y cinco por ciento (35%) 


de tal exceso. 


 


[ ... ] .” 


 


No refiere que se reforma el artículo 236 bis de la Ley Orgánica del 


Poder Judicial, N. 8 de 1937 “Y SUS REFORMAS”, es decir no incluyó 


como reforma la ley las reformas de dicha ley. 
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Y si a lo anterior le agregamos que la Ley Orgánica del Poder 


Judicial, ley 7333 del año 1993, expresa y literalmente indica: 


 


“Reforma Integral a la Ley Orgánica del Poder Judicial” 


 


N° 7333 


 


LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA 


RICA 


 


DECRETA: 


 


LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL 


 


Artículo 1.- Modifícase la Ley Orgánica del Poder Judicial, N° 8 


del 29 de noviembre de 1937 y sus reformas cuyo texto dirá: 


 


"LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL” 


 


TITUL0 


 


DISPOSICIONES GENERALES 


 


CAPITULO ÚNICO 


 


ARTICULO 1.- La Corte Suprema de Justicia y los demás 


tribunales que la ley establezca ejercen el Poder Judicial. 


 


….”. 


 


Se debe concluir como una verdad evidente (patente, clara y 


manifiesta) que: 


 


a) La Ley del Poder Judicial N. 8 de 1937, fue derogada en forma 


total y tácita, al promulgarse La Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 del 


año 1993. 


 


b) La Ley 9544 del año 2018, vino a reformar la Ley del Poder 


Judicial número 7333 del año 1993 y sus reformas, introduciendo todo un 
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nuevo régimen de jubilaciones y pensiones, creando el artículo 236 bis, 


que constituye una nueva cotización a favor del fondo y a cargo de ciertos 


jubilados y pensionados, amén de otras modificaciones, como edad de 


retiro, etc. 


 


c) La Ley Orgánica del Poder Judicial N. 8, de 1937, no contenía 


un régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial propiamente, 


menos contenía, ni contiene un artículo 236 bis. Por lo que no se 


comprende como el legislador, ordena reformar dicho artículo de esta ley. 


Nótese que no es dable entender que el legislador reformó la ley N° 8, de 


1937 “Y SUS REFORMAS”, no comprendiendo la ley 7333 del año 1993, 


ni pudiendo hacerlo (por que había sido la misma derogada en forma total 


y tácita, como habíamos visto). 


 


d) Es claro que no pueden existir, a la vez, dos normas vigentes y 


contradictorias, no puede darse efecto, o rigor, a la reforma de la Ley 


Orgánica del Poder Judicial, N. 8 de 1937, en su artículo 236 bis; ni puede 


afirmarse que fue reformado (o derogado tácitamente) el artículo 236 bis 


de la ley 9544, que vino a reformar el Régimen de Pensiones de la Ley 


Orgánica del Poder Judicial N. 7333 del año 1993 y sus Reformas. Es claro 


que el artículo 236 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, N. 7333 del 


año 1993 Y SUS REFORMAS, sigue vigente (se repite hasta la saciedad, 


no ha sido derogado en forma tácita o expresa). 


 


Así las cosas solicito que se me aclare, en forma técnica y jurídica: 


¿Por qué la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, porque 


ha procedido deducir de mis prestaciones como jubilado la contribución 


obligatoria y solidaria de conformidad con lo establecido en la Ley 9796, 


según el artículo 236 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial N. 8 de 


1937, y no conforme a lo establecido en la ley 9544, que reformó la Ley 


Orgánica del Poder Judicial Y SUS REFORMAS, y vino a crear e imponer 


a ciertos jubilados la Contribución Obligatoria y Solidaria en su artículo 


236 bis. Tengo derecho de que se fundamenten y se me informe por la 


administración sus decisiones o actuaciones; al igual que la 


administración está obligada a fundamentar los mismos, así expresamente 


así lo pido.” 


 


Nuevamente la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial entró a valoración de la gestión, tomando en consideración los elementos 
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aportados por don Miguel, los cuales fueron conocido en sesión 05-2021 celebrada el 1 de 


febrero del 2021, artículo XVIII, sin embargo, se le comunicó que la Junta Administradora 


del Fondo de Jubilaciones y Pensiones no es el órgano competente para dar curso a las 


pretensiones o solicitudes planteadas, por lo que debía estarse a lo dispuesto en sesión N° 02-


2021 celebrada el 11 de enero del 2021, artículo XII. Aunado a lo anterior, se le indicó que, 


en caso de inconformidad, debía acudir a las vías correspondientes. 


 


Sobre el fondo de la gestión: 


 


El señor Miguel García Martínez presenta al Despacho de la Presidencia nueva 


gestión sobre el tema referido en los antecedentes anteriores, alegando que se debe aplicar lo 


estipulado en la Ley 7333 denominada “Reforma Integral a la Ley Orgánica del Poder 


Judicial”, sin embargo, es menester indicar que en cuanto a la regulación del Régimen de 


Jubilaciones y Pensiones, incluido en su título IX, este fue reformado en su totalidad por la 


Ley 9544 “Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones Del Poder Judicial”, que a su 


vez, cuenta con una posterior reforma, Ley 9796 “Ley para rediseñar y redistribuir los 


recursos de la contribución especial solidaria”, pero únicamente en lo relativo en su artículo 


236 bis inciso a), leyéndose de la siguiente forma: 


 


(…) 


 


Artículo 236 bis- Contribución especial, solidaria y redistributiva 


de los pensionados y jubilados 


 


Además de la cotización común establecida en el artículo anterior, 


los pensionados y los jubilados, cuyas prestaciones superen los montos que 


se fijarán, contribuirán de forma especial, solidaria y redistributiva, de 


acuerdo con la siguiente tabla: 


 


a) Sobre el exceso del monto de seis (6) salarios base del puesto 


más bajo pagado en el Poder Judicial y hasta por el veinticinco por ciento 


(25%) de dicho tope, contribuirán con el treinta y cinco por ciento (35%) 


de tal exceso. 


 


(...) 
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- 0 - 


 


En ese orden de ideas, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, 


entiende la voluntad del legislador cuando emitió el rediseño de los topes de pensión máxima 


y de la pensión exenta de la contribución especial solidaria establecida sobre los regímenes 


de pensiones especiales, incluyendo a nuestro fondo, por lo que se procedió a aplicar la Ley 


9796 “Ley para rediseñar y redistribuir los recursos de la contribución especial solidaria”, 


norma que actualmente se encuentra vigente, en ese sentido, las decisiones del citado órgano 


deben estar supeditadas a la misma, de conformidad con el Principio de Legalidad estipulado 


en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública. 


 


Conclusiones: 


 


I. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, ha 


analizado en tiempo y forma las gestiones presentadas por el señor Miguel García 


Martínez, dando respuesta reiteradas de que las actuaciones que realiza el órgano y las 


decisiones que toma en las sesiones, están apegadas al ordenamiento jurídico vigente que 


regula la materia, véase los antecedentes de las siguientes sesiones: a.) Nº 40-2020 del 7 


de diciembre de 2020, en su artículo V. b.) Nº sesión N° 02-2021 celebrada el 11 de enero 


del 2021, artículo XII y c.) Nº sesión 05-2021 celebrada el 1 de febrero del 2021, artículo 


XVIII. 


 


II. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es un 


órgano desconcentrado, que cuenta con independencia funcional, técnica y administrativa 


en la toma de decisiones para administrar el fondo de jubilaciones y pensiones, de 


conformidad con el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por lo que sus 


pronunciamientos agotan la vía administrativa, imposibilitando a otros órganos del Poder 


Judicial para que conozcan temas relativos al fondo. Asimismo, en el acuerdo de la sesión 


02-2021 celebrada el 11 de enero del 2021, artículo XII, se le informó al señor García 


Martínez que se daba por agotada la vía administrativa. 


 


III. Se tiene conocimiento que el señor García Martínez interpuso una denuncia penal que se 


encuentra pendiente de resolución sobre el tema de estudio en el presente oficio, en ese 


sentido, al no existir resolución de un órgano jurisdiccional que dicte lo contrario, esta 


Dirección no puede disponer o ejecutar acción alguna en contra de lo acordado por la Junta 


Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como órgano 


administrador de los recursos de nuestro fondo, lo cual ha sido en apego al ordenamiento 


jurídico vigente actualmente. 
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 De esta forma se deja atendida la consulta presentada por el licenciado Jorge Morales 


Ramírez, Asesor del Despacho de la Presidencia, referente a la solicitud presentada por el 


señor Miguel Ángel García Martínez, jubilado judicial, para lo que a bien estimen disponer. 


 


Atentamente, 


 


 


 


MPM. Oslean Mora Valdez 


Director a.í.  


Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 


y Pensiones del Poder Judicial 
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 San José, 07 de febrero de 2022 


 


Señor 


Miguel García Martínez 


Jubilado Judicial 


S. D. 


 


Asunto: Solicitud de información del señor 


Miguel Ángel García Martínez. 


 


Estimado señor: 


 


 Esta Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial, recibió nota del 26 de enero de 2022, suscrita por su persona, que literalmente 


indica: 


 


“La Ley Orgánica del Poder Judicial, vigente, N. 7333 del año 


1993, dispone en su artículo 236 bis, la aplicación de una contribución 


obligatoria solidaria a cargo de ciertos jubilados y pensionados del Poder 


Judicial, a partir del ingreso y en los porcentajes ahí indicados. Esta 


disposición no ha sido reformada ni derogada. 


 


Sin embargo, en forma curiosa, sin que se me indique a la fecha si 


es por acuerdo de la Junta Directiva y cual, o bien sin que se me diga quién 


es el responsable, a partir de la entrada en vigencia de la Ley 9796 del año 


2019, se me empezó a deducir la contribución obligatoria, solidaria, 


especial, de conformidad con lo dispuesto por el artículo: 236 bis, de la 


Ley Orgánica del Poder Judicial, N. 8 de 1937.  


 


Favor indicarme en base a qué acuerdo de la Junta Administradora 


se ordenó aplicar en la deducción de la contribución obligatoria solidaria 


la Ley 9796; o bien indicarme quien es responsable de tal proceder, 


cuando lo ordenó.  


 


Tengo derecho a saber y ser informado. 


 


Ruego proceder de conformidad”. 
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 Conforme a lo anterior, es menester traer a colación los siguientes antecedentes 


sobre las gestiones presentadas por su estimable persona ante la Junta Administradora del 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a saber: 


 


 1.) En sesión 40-2020 del 7 de diciembre de 2020, en su artículo V, se conocieron las 


gestiones presentadas por el señor García Martínez, mediante correos electrónicos del 19 y 


21 de noviembre de 2020, en donde manifestó lo siguiente: 


 


“Favor indicarme, dado que están vinculados al principio de 


legalidad, en el término de ley, que norma establece a la Junta 


Administradora del Fondo de Pensiones del Poder Judicial el proceder a 


recaudar la Contribución Obligatoria Solidaria, además indicar si la 


misma es un tributo, o si es más bien una cotización extraordinaria.” 


 


(…) 


 


“Sirva la presente para solicitarles me indiquen en forma concreta 


y específica que norma dispone que la Junta Administradora del Fondo de 


Pensiones del Poder Judicial debe efectuar la deducción de la 


Contribución Obligatoria Solidaria, nótese que no estoy hablando de la 


norma que crea o dispone la contribución obligatoria y solidaria (art. 236 


bis), sino la que faculta y a la vez obliga a la Junta a efectuar la deducción 


o retención, como por ejemplo existe una norma que le obliga a deducir 


las cotizaciones, o existe una norma que obliga deducir impuesto de renta. 


Todo esto dado el principio de legalidad, que establece que la 


administración sólo puede hacer aquello que le está expresamente 


permitido. 


 


Mucho agradeceré el contestarme en el término de ley, para no 


tener que acudir a la vía del amparo.” 


 


En ese momento, el órgano colegiado valoró la consulta presentada, acordando 


comunicarle que la aplicación que se le realiza no corresponde a una orden de la Junta 


Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones directamente, sino a la aplicación de 


la Ley 9796 denominada “Ley para rediseñar y redistribuir los recursos de la contribución 


especial solidaria”, que reforma el inciso a) del artículo 236 bis, para que se lea de la siguiente 


forma: “[…] a) Sobre el exceso del monto de seis (6) salarios base del puesto más bajo pagado 
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en el Poder Judicial y hasta por el veinticinco por ciento (25%) de dicho tope, contribuirán 


con el treinta y cinco por ciento (35%) de tal exceso.”. Además, se le comunicó, que se aplicó 


el procedimiento aprobado por este órgano, propuesto por el Departamento Financiero 


Contable para la aplicación de la citada deducción en la planilla de las personas jubiladas y 


pensionadas a las que les aplica la Contribución Solidaria, esto desde la segunda quincena 


del mes de junio de 2020, dado que la Ley entró en vigor a partir del 20 de junio de 2020. 


 


 2.) Posterior al acuerdo supracitado, remitió nota del 18 de diciembre de 2020, 


realizando la siguiente consulta: 


 


 “…con respeto me presento a solicitar de la Junta Administradora 


del Fondo de Jubilaciones y Pensiones el respeto a mi derecho recibir la 


información veraz y completa que deben rendir los organismos o entes 


públicos, como lo es la Junta Administradora del Fondo de Pensiones, en 


especial si dicha información se relaciona de forma esencial con las 


funciones o actos que la misma realiza y que afectan mi patrimonio. La 


administración debe fundar sus actos y resoluciones legalmente. 


 


 Desde el 20 de noviembre de 2020, de conformidad con lo expuesto, 


le solicité a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones, se sirviera 


indicar la norma concreta, específica, que le impone el deber y facultad de 


recaudar, o deducir, de mi pensión la llamada: “Contribución Obligatoria 


Solidaria”. Claramente, ya desde mi solicitud, hice ver que no pedía que 


me indicaran la norma que creo, o modificó, dicha: “Contribución 


Obligatoria Solidaria”, sea el artículo: 236 bis, inciso a) de la Ley 


Orgánica del Poder Judicial; sino que, conforme al principio de legalidad, 


dado que la administración o los funcionarios públicos sólo pueden hacer 


aquello que está expresamente mandado, pedí se me indicara la norma que 


facultaba y a la vez ordenaba a la Junta Administradora del Fondo a 


deducir de mi pensión esa “Contribución Obligatoria Solidaria”. Y esto 


por cuanto la Junta Administradora del Fondo, está obligada (y facultada 


por ley) a deducir la cotizaciones, o el impuesto sobre la renta a los 


pensionados (por ejemplo la ley de impuesto de la renta 7092, establece 


que la jubilación o pensión es una renta inmobiliaria, sujeto a impuesto y 


que el pagador debe retener dicho impuesto a los beneficiarios, arts. 27 


inciso a) aparte III y art. 31 quáter; o por ejemplo la Ley Orgánica del 


Poder Judicial establece la obligación (y facultad) de la Junta 


Administradora del Fondo de efectuar la recaudación de las cotizaciones 
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de pensiones y jubilaciones, según el artículo: 239 inciso c) de la Ley 


Orgánica del Poder Judicial (vigente). 


 


 Mi petición de información, sencilla y concreta, ante la Junta 


Administradora del Fondo de Pensiones, llevó el número de referencia de 


gestión: 1133-2020, fue respondida en oficio N. 1017-2020 de la Secretaría 


de la Junta Administradora del Fondo, en la que se indica que mi petición 


fue conocida en sesión N. 40-2020, celebrada el siete de diciembre de 2020, 


en el artículo V, se dispuso responder que la Junta lo que ha hecho es 


cumplir con lo dispuesto en el artículo 236 inciso a) de la Ley Orgánica 


del Poder Judicial, que establece la existencia de la llamada Contribución 


Obligatoria Solidaria, pero refiere que el procedimiento para su deducción 


(el poder deber o facultad de ello, su forma) se llevó a cabo dada la 


aprobación de la propuesta realizada por el Departamento Financiero 


Contable. Es decir, no se responde mi pregunta. 


 


 ¿Se debe entender acaso que el procedimiento, o la forma de llevar 


a cabo la acción de deducir, o retener, dineros de mi jubilación es efectuada 


por un órgano o ente de la administración que se arrogó mutuo propio esa 


facultad, simplemente aprobó un procedimiento que se le propuso por un 


Departamento interno y auxiliar? 


 


 Vuelvo a peguntar, esperando que esta vez sí se me responda. ¿Cuál 


es la norma que faculta a la Junta a proceder a deducir de mi jubilación la 


llamada “¿Contribución Obligatoria Solidaria”, todo esto desde el año 


2018? ¿Qué fundamento legal tiene la Junta parar tal proceder? Todo esto 


dado que no considero que sea fundamento legal para tal proceder el que 


el Departamento Financiero Contable del Poder Judicial lo haya 


propuesto. Existe reserva de ley para ello y si es la misma Ley Orgánica 


del Poder Judicial en su artículo 239 inciso c) la que faculta a la Junta, 


que así lo digan.” 


 


 La nota anterior fue analizada por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 


y Pensiones en sesión 2-2021 celebrada el 11 de enero de 2021, artículo XII, en donde le 


comunicó: “…la Contribución Solidaria fue impuesta por disposición legal y las actuaciones 


del órgano se encuentran apegadas a la normativa vigente, aunado a lo anterior, se le 


informó que si contaba con alguna duda específica, tenía la posibilidad de acudir a las 


instancias legales correspondientes, de esta manera, se agotó la vía administrativa, en razón 


de que ya se gestionó lo pertinente en cuanto a la solicitud que presentó. 
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 3.) Finalmente, su estimable persona, presentó una nueva gestión, la cual 


textualmente indica: 


  


“Visto el oficio de la Secretaria N. 33-2021 de fecha 14 de enero de 


2021, en el que se me transcribe el acuerdo tomado por la Junta 


Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, 


en sesión N. 02-2021, celebrada el 11 de enero del 2021, Artículo XII, 


Documento: N. 1133-2020,15-2021., me permito aclarar que mi petición 


de información es de carácter técnico-.jurídico, pues lo que he solicitado 


puntualmente es que se me indique el fundamento o base legal que da 


sustento a la actuación de la Junta Administradora para proceder a 


deducir de mis prestaciones la Contribución Obligatoria y Solidaria. No 


obstante, la respuesta brindada por la Junta carece de carácter técnico-


jurídico. Ruego indicarme lo solicitado. 


 


(…) 


 


Considero que es de la mayor importancia el que se me aclare, de 


forma técnica-jurídica, el fundamento legal para proceder a aplicarse el 


artículo 236 bis, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, N. 8 de 1937 y sus 


reformas, de conformidad con la reforma realizada en la Ley Para 


Redistribuir y Rediseñar la Contribución Obligatoria Solidaria, número: 


9796 del año 2019, en su artículo 7, procediéndose a deducir mis 


prestaciones como jubilado conforme dicho numeral, en el lugar de 


proceder a aplicar el artículo 236 bis, de la Ley Orgánica del Poder 


Judicial, número: 7333 del año 1993. 


 


Lo anterior por cuanto si uno consulta en el SCIJ, SINALEVI, 


programa de la Procuraduría General de la República, sobre la Ley 


Orgánica del Poder Judicial, descubrirá que le aparece la Ley N.8 de 1937 


y sus reformas. También notará que aparece la Ley N. 7333 de 1993. En 


principio ello no implica ningún problema o contradicción. No obstante, si 


se lee la Ley 7333 de 1993, se podrá notar que la misma establece que 


reforma, en forma total, desde su título, la Ley N. 8 de 1937; es decir dejó 


sin contenido o vigencia la anterior Ley, ocurriendo una derogatoria total 


tácita de la misma. 
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La Ley 7333 de 1993 sigue vigente, no ha sido derogada de forma 


expresa, si uno pide en una venta de libros la Ley Orgánica del Poder 


Judicial, esta es la que le dan. Tampoco ha sido reformada esta Ley en 


forma total, que sepamos solo ha sido modificada, o derogada, tácita y 


parcialmente (por ejemplo, por la ley 9544 de 2018), el artículo 236 bis 


tampoco ha sido derogado de forma tácita o en forma expresa. 


 


Si uno va a una biblioteca, o busca la versión original en Sinalevi, 


de la Ley Orgánica del Poder Judicial, N. 8, de 1937 claramente notará 


que su contenido es absolutamente diverso con la Ley promulgada en 1993 


(7333). 


 


No obstante, pese a lo dicho, aparece de forma inexplicable (por lo 


menos para mí), en Sinalevi, como vigente, la Ley Orgánica del Poder 


Judicial, N. 8 de 1937 y sus reformas. 
 


La Reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el aparte 


correspondiente a su régimen de Jubilaciones y pensiones, la Ley 9544 del 


año 2018, que vino a modificar en forma integral el régimen o diseño de 


jubilaciones (creó la Junta Administradora del Fondo, modificó la edad de 


retiro, instauró una cotización especial solidaria en su artículo 236 bis, 


etc.), es una reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, N. 7333 del 


año 1993. Esto último es muy lógico, puesto que no se iba a reformar una 


ley que ya estaba no vigente (sin eficacia), por haber sido derogada 


tácitamente y de forma total, como lo es la Ley Orgánica del Poder Judicial 


N. 8 de 1937. 


 


La Ley Para Rediseñar y Redistribuir la Contribución Obligatoria, 


Especial y Solidaria, N. 9796 del año 2019, vino a reformar la Ley 


Orgánica del Poder Judicial N. 8 de 1937, en su artículo 236 bis. y, a los 


efectos de que un mayor número de jubilados y pensionados del Fondo 


procediera a deducírseles la contribución solidaria, que había sido creada 


en la reforma a la Ley Orgánica 7333. La Ley 9796, N. 8 de 1937, nunca 


tuvo un régimen de jubilaciones y pensiones, tampoco tuvo un artículo 


236 bis. El Legislador no dijo que se reforma el artículo 236 bis de La Ley 


Orgánica del Poder Judicial, N.8, de 1937 “y sus reformas”; y lo más 


importante, no puede el Legislador reformar una ley que, en todo caso, 


ya está derogada en forma tácita y total, que carece de eficacia (vigencia 


o rigor). 
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Un problema, también de la mayor relevancia, se da si se atiende a 


que la ley si la ley 7333 del año 1993 sigue vigente, si lo que se reformó 


en la ley 9796, artículo 7, es la Ley N. 8 de 1937 (y no dijeron que se 


incluían sus reformas), no se reformó el artículo 236 bis que vino a 


introducirse en la Ley 7333 de 1993 por la ley 9544 de 2019. 


 


La ley 9796, o Ley para Rediseñar y Redistribuir los Recursos de 


la Contribución Especial Solidaria, del año 2019, expone literalmente: 


 


“ARTÍCULO 7- Reforma del inciso a) del artículo 236 bis de la Ley 


N.º 8, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 29 de noviembre de 1937 


 


Se reforma el inciso a) del artículo 236 bis de la Ley N.º 8, Ley 


Orgánica del Poder Judicial, de 29 de noviembre de 1937. El texto es el 


siguiente: 


 


Artículo 236 bis- Contribución especial, solidaria y redistributiva 


de los pensionados y jubilados 


 


Además de la cotización común establecida en el artículo anterior, 


los pensionados y los jubilados, cuyas prestaciones superen los montos que 


se fijarán, contribuirán de forma especial, solidaria y redistributiva, de 


acuerdo con la siguiente tabla: 


 


a) Sobre el exceso del monto de seis (6) salarios base del puesto 


más bajo pagado en el Poder Judicial y hasta por el veinticinco por ciento 


(25%) de dicho tope, contribuirán con el treinta y cinco por ciento (35%) 


de tal exceso. 


 


[ ... ] .” 


 


No refiere que se reforma el artículo 236 bis de la Ley Orgánica del 


Poder Judicial, N. 8 de 1937 “Y SUS REFORMAS”, es decir no incluyó 


como reforma la ley las reformas de dicha ley. 


 


Y si a lo anterior le agregamos que la Ley Orgánica del Poder 


Judicial, ley 7333 del año 1993, expresa y literalmente indica: 
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“Reforma Integral a la Ley Orgánica del Poder Judicial” 


 


N° 7333 


 


LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA 


RICA 


 


DECRETA: 


 


LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL 


 


Artículo 1.- Modifícase la Ley Orgánica del Poder Judicial, N° 8 


del 29 de noviembre de 1937 y sus reformas cuyo texto dirá: 


 


"LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL” 


 


TITUL0 


 


DISPOSICIONES GENERALES 


 


CAPITULO ÚNICO 


 


ARTICULO 1.- La Corte Suprema de Justicia y los demás 


tribunales que la ley establezca ejercen el Poder Judicial. 


 


….”. 


 


Se debe concluir como una verdad evidente (patente, clara y 


manifiesta) que: 


 


a) La Ley del Poder Judicial N. 8 de 1937, fue derogada en forma 


total y tácita, al promulgarse La Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 del 


año 1993. 


 


b) La Ley 9544 del año 2018, vino a reformar la Ley del Poder 


Judicial número 7333 del año 1993 y sus reformas, introduciendo todo un 


nuevo régimen de jubilaciones y pensiones, creando el artículo 236 bis, 


que constituye una nueva cotización a favor del fondo y a cargo de ciertos 
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jubilados y pensionados, amén de otras modificaciones, como edad de 


retiro, etc. 


 


c) La Ley Orgánica del Poder Judicial N. 8, de 1937, no contenía 


un régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial propiamente, 


menos contenía, ni contiene un artículo 236 bis. Por lo que no se 


comprende como el legislador, ordena reformar dicho artículo de esta ley. 


Nótese que no es dable entender que el legislador reformó la ley N° 8, de 


1937 “Y SUS REFORMAS”, no comprendiendo la ley 7333 del año 1993, 


ni pudiendo hacerlo (por que había sido la misma derogada en forma total 


y tácita, como habíamos visto). 


 


d) Es claro que no pueden existir, a la vez, dos normas vigentes y 


contradictorias, no puede darse efecto, o rigor, a la reforma de la Ley 


Orgánica del Poder Judicial, N. 8 de 1937, en su artículo 236 bis; ni puede 


afirmarse que fue reformado (o derogado tácitamente) el artículo 236 bis 


de la ley 9544, que vino a reformar el Régimen de Pensiones de la Ley 


Orgánica del Poder Judicial N. 7333 del año 1993 y sus Reformas. Es claro 


que el artículo 236 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, N. 7333 del 


año 1993 Y SUS REFORMAS, sigue vigente (se repite hasta la saciedad, 


no ha sido derogado en forma tácita o expresa). 


 


Así las cosas solicito que se me aclare, en forma técnica y jurídica: 


¿Por qué la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, porque 


ha procedido deducir de mis prestaciones como jubilado la contribución 


obligatoria y solidaria de conformidad con lo establecido en la Ley 9796, 


según el artículo 236 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial N. 8 de 


1937, y no conforme a lo establecido en la ley 9544, que reformó la Ley 


Orgánica del Poder Judicial Y SUS REFORMAS, y vino a crear e imponer 


a ciertos jubilados la Contribución Obligatoria y Solidaria en su artículo 


236 bis. Tengo derecho de que se fundamenten y se me informe por la 


administración sus decisiones o actuaciones; al igual que la 


administración está obligada a fundamentar los mismos, así expresamente 


así lo pido.” 


 


Nuevamente la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial entró a valorar la gestión, tomando en consideración los elementos que aportó, 


los cuales fueron conocido en sesión 05-2021 celebrada el 1 de febrero del 2021, artículo 


XVIII, sin embargo, se le comunicó que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 
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y Pensiones no es el órgano competente para dar curso a las pretensiones o solicitudes 


planteadas, por lo que debía estarse a lo dispuesto en sesión N° 02-2021 celebrada el 11 de 


enero del 2021, artículo XII. Aunado a lo anterior, se le indicó que, en caso de inconformidad, 


debía acudir a las vías correspondientes. 


 


Sobre el fondo de la gestión: 


 


Es importante aclarar en el presente documento, que, en cuanto a la regulación del 


Régimen de Jubilaciones y Pensiones, incluido en su título IX, de la Ley N.º 7333, Ley 


Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993, ese título fue reformado por la Ley 9544 


“Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones Del Poder Judicial”, que a su vez, cuenta 


con una posterior modificación, Ley 9796 “Ley para rediseñar y redistribuir los recursos de 


la contribución especial solidaria”, pero únicamente en lo relativo en su artículo 236 bis 


inciso a), leyéndose textualmente de la siguiente forma: 


 


(…) 


 


Artículo 236 bis- Contribución especial, solidaria y redistributiva 


de los pensionados y jubilados 


 


Además de la cotización común establecida en el artículo anterior, 


los pensionados y los jubilados, cuyas prestaciones superen los montos que 


se fijarán, contribuirán de forma especial, solidaria y redistributiva, de 


acuerdo con la siguiente tabla: 


 


a) Sobre el exceso del monto de seis (6) salarios base del puesto 


más bajo pagado en el Poder Judicial y hasta por el veinticinco por ciento 


(25%) de dicho tope, contribuirán con el treinta y cinco por ciento (35%) 


de tal exceso. 


 


(...) 


 


- 0 - 
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En ese orden de ideas, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, 


entiende la voluntad del legislador cuando emitió el rediseño de los topes de pensión máxima 


y de la pensión exenta de la contribución especial solidaria establecida sobre los regímenes 


de pensiones especiales, incluyendo a nuestro fondo, por lo que se procedió a aplicar la Ley 


9796 “Ley para rediseñar y redistribuir los recursos de la contribución especial solidaria”, 


norma que actualmente se encuentra vigente, en ese sentido, las decisiones del citado órgano 


deben estar supeditadas a la misma, de conformidad con el Principio de Legalidad estipulado 


en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública. 


 


Conclusiones: 


 


I. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, ha 


analizado en tiempo y forma las gestiones presentadas por su estimable persona, dando 


respuesta reiteradas de que las actuaciones que realiza el órgano y las decisiones que toma 


en las sesiones, están apegadas al ordenamiento jurídico vigente que regula la materia, 


véase los antecedentes de las siguientes sesiones: a.) Nº 40-2020 del 7 de diciembre de 


2020, en su artículo V. b.) Nº sesión N° 02-2021 celebrada el 11 de enero del 2021, artículo 


XII y c.) Nº sesión 05-2021 celebrada el 1 de febrero del 2021, artículo XVIII. 


 


II. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es un 


órgano desconcentrado, que cuenta con independencia funcional, técnica y administrativa 


en la toma de decisiones para administrar el fondo de jubilaciones y pensiones, de 


conformidad con el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por lo que sus 


pronunciamientos agotan la vía administrativa, lo anterior, le fue informado por el citado 


órgano en el acuerdo de la sesión 02-2021 celebrada el 11 de enero del 2021, artículo XII, 


que textualmente le indicó: “…la Contribución Solidaria fue impuesta por disposición 


legal y las actuaciones del órgano se encuentran apegadas a la normativa vigente, aunado 


a lo anterior, se le informó que si contaba con alguna duda específica, tenía la posibilidad 


de acudir a las instancias legales correspondientes, de esta manera, se agotó la vía 


administrativa, en razón de que ya se gestionó lo pertinente en cuanto a la solicitud que 


presentó. 


 


III. Finalmente, esta Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 


pensiones del Poder Judicial, tiene conocimiento que interpuso una denuncia penal que se 


encuentra pendiente de resolución sobre el tema de estudio en el presente oficio, en ese 


sentido, al no existir resolución de un órgano jurisdiccional que dicte lo contrario, esta 


Dirección no puede disponer o ejecutar acción alguna en contra de lo acordado por la Junta 


Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como órgano 
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administrador de los recursos de nuestro fondo, lo cual ha sido en apego al ordenamiento 


jurídico vigente actualmente. 


 
 De esta forma se deja atendida la consulta presentada por su persona, para lo que a 


bien estimen disponer. 


 


Atentamente, 


 


 


 


MPM. Oslean Mora Valdez 


Director a.í.  


Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 


y Pensiones del Poder Judicial 
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Documento  


Acuerdo Sesión N° 40-2020 del 7 de 


diciembre de 2020, en su artículo V. 


1-Oficio N° 


1017-2020.docx
 


Acuerdo Sesión N° 02-2021 celebrada el 


11 de enero del 2021, artículo XII. 


2-Oficio N° 


33-2021.docx
 


Acuerdo Sesión N° 05-2021 celebrada el 


1 de febrero del 2021, artículo XVIII. 


3-Oficio N° 


126-2021.docx
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Oficio N° 0424-DJA-2022 


 


08 de diciembre de 2022 


 
Señor 
Miguel Ángel García Martínez 
Jubilado Judicial  
S. M. 
 


Asunto: Atención a consultas 


expuestas por el estimable jubilado. 


 


Estimado don Miguel: 
 
Reciba un atento saludo. En atención a su nota del pasado 25 de noviembre de 
2022, en la que remite concretamente algunas peticiones para que sean atendidas 
por la oficina que represento, en forma atenta se brinda respuesta a sus consultas: 
 
Consulta N°. 1: 
  


“Como ha subido la tasa de morbilidad en los jubilados y los 
pensionados son cada vez menos, sin duda el sostenimiento del 
régimen tiene un margen de uno, o parecido, por lo que se hace posible 
disminuir la cuota que pagamos, o bien la contribución obligatoria y 
solidaria. Solicito un estudio al respecto.” 


 
Dicha consulta fue abarcada por parte del Actuario Matemático MBA. Raúl 
Hernández González, mediante nota del 14 de junio de 2022, documento que fue 
remitido a su correo electrónico el jueves 16 de junio de 2022, junto con el oficio N.° 
374-JP/DJA-2022 de esta Dirección (ver anexo N.° 1). Entre las consideraciones 
indicadas por el MBA. Hernández González, se concluyó: 
 


“[…]a) Aun no se ha determinado la variación en el cambio de la tasa de morbilidad. 
 
b) La disminución de los jubilados y pensionados es una situación coyuntural, debido 
principalmente a las variaciones en los requisitos establecidos en la última reforma 
legal. Según las proyecciones realizadas en el último estudio actuarial la cantidad 
de derechos crecerá de nuevo. 
 







 


Oficio N° 0424-DJA-2022 


 


c) De acuerdo con el último estudio actuarial los pensionados y jubilados actuales 
tiene un costo actuarial neto de 993,033 millones de colones (excluidas las 
cotizaciones). 
 
d) La reserva para pensiones en curso de pago es de 666,435 millones de colones. 
Reserva que ha sido formada en gran parte por los trabajadores aún activos. Lo cual 
arroja un faltante de 326,598 millones de colones. 
 
e) Que el déficit total es de 674,273 millones de colones. 
 
Por lo tanto, disminuir la cuota o la contribución solidaria no se recomienda 
desde una perspectiva técnica.” El resaltado no corresponde al original. 


 
Se adjunta el extracto del correo donde se demuestra la remisión del informe: 
 


 
 
Conforme los elementos esbozados, se demuestra que la atención de su consulta 
fue gestionada oportunamente en tiempo y forma. 
 
Para una mejor comprensión resulta importante destacar que, el artículo N.° 225 de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial, establece: 
 


“Artículo 225- Ninguna jubilación podrá ser superior a diez veces el salarlo base del 
puesto más bajo pagado en el Poder Judicial, ni inferior a la tercera parte del salario 
base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial. El monto de las pensiones 
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y las jubilaciones en curso de pago y las que se otorguen en el futuro se 
reajustará por variaciones en el índice de precios al consumidor (IPC), definido 
por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC).” 


 
Así las cosas, el IPC para el año 2022, se ha encontrado en terreno positivo durante 
todo el año, lo que se ha traducido en que los beneficios en curso de pago tuviesen 
un aumento del 2.54% cancelado durante el primer semestre de 2022 y un 7.35% 
cancelado durante el segundo semestre de 2022, lo que acrecienta el costo de la 
planilla o de los gastos por concepto de jubilaciones y pensiones, efecto que va 
directo al déficit del Fondo, dado que estos aumentos se mantienen en el largo plazo 
y a esto se le suma que los ingresos por parte de las personas trabajadoras del 
Poder Judicial no aumentan al encontrarse los salarios congelados hace más 
de cuatro años, por lo que las consideraciones del MBA. González Hernández 
toman aún más relevancia.  
 
Dados los elementos anteriormente indicados, así como lo señalado por el actuario 
Hernández González, no resulta técnica ni legalmente posible disminuir la 
cotización ordinaria del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, ni la 
Contribución Solidaria (cotización adicional), las cuales se encuentran normadas 
por ley y no se basan en una decisión de la Junta Administradora. Conviene 
destacar que conforme a la resolución de la Sala Constitucional N.° 11957-2021 de 
mayo de 2021, no es factible variar el perfil de beneficios (perfil de cotizaciones) por 
acuerdo de la JUNAFO sino limitándose estos ajustes por reforma legal al régimen.  
 
 
Consulta N°. 2: 
  


“Se me aclare que norma (ley) faculta y establece el deber de la Junta 
Administradora de recaudar el tributo de la contribución obligatoria 
solidaria especial…” 


 
Con el fin de dar respuesta a su inquietud, es necesario considerar los siguientes 
puntos:  
 
a) La contribución solidaria es un concepto que se introdujo con la reforma de Ley 


N.° 9544 denominada “Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del 
Poder Judicial, contenido en la Ley N.º 7333, Ley Orgánica Del Poder Judicial, 
de 5 de mayo de 1993, y sus Reformas”. En la cual el artículo N.° 236 bis 
estableció lo siguiente: 
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“…Los recursos que se obtengan con la contribución especial, solidaria y 
redistributiva, establecida en la presente ley, ingresarán al Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones del Poder Judicial.” 


 
b) Adicionalmente, como así lo define la Ley N.° 9796 denominada “Ley para 


rediseñar y redistribuir los recursos de la contribución especial solidaria” en su 
artículo N.° 3 establece el espíritu con el cual se creó ese aporte:  


 
“ARTÍCULO 3- Fines. Esta ley tendrá los siguientes fines: 
 
a) Otorgarle continuidad y aplicabilidad a la contribución solidaria como un aporte 
para lograr el sostenimiento de las pensiones. 
 
b) Contribuir con la eliminación de las desigualdades en los beneficios sociales de 
las pensiones y jubilaciones, así como en las cargas tributarias. 
 
c) Dar sostenibilidad a los sistemas de pensiones mediante las nuevas 
aportaciones…” El resaltado no corresponde al original. 


 
Como se desprende de dicha lectura la “Contribución Solidaria”, fue concebida 
por el Legislador como una aportación directa a los Fondos de Pensiones, 
con el fin de dar sostenibilidad a los mismos y tratar de disminuir las brechas 
entre personas beneficiarias de un mismo régimen de seguridad social, no como 
parte de la carga tributaria que financia el gasto del Gobierno. Al respecto 
conviene destacar que la Sala Constitucional en su voto 05236 - 1999 de las 14 
horas del 7 de julio de 1999 es claro en señalar la naturaleza de la Contribución 
Solidaria, mismo criterio que es ratificado en el voto 11957 – 2021 de las 17 
horas del 25 de mayo de 2021, del cual se extrae lo siguiente: 
 


“Para los accionantes la tabla transcrita muestra lo que denominan 
"voracidad fiscal". El argumento, tal y como es presentado a examen, 
tampoco resulta procedente, debido a que ya esta Sala ha indicado que ese 
tipo de contribución al régimen no es asimilable al tributo. Ahora bien, la 
disposición cuestionada señala que esa cotización se hará´ "en favor del 
Estado", pero dadas las especiales circunstancias que rodean la normativa 
bajo examen, la Sala entiende que lo que la norma expresa es que la 
cotización lo es a favor del régimen de jubilaciones y pensiones, puesto que 
no existe justificación para que una contribución que ha sido prevista para 
engrosar a ese fondo, deba ingresar a las arcas del Tesoro Público como tal, 
es decir, a la caja única del Estado. Recuérdese que la jurisprudencia de este 
Tribunal ha sido conteste al indicar que estas cotizaciones, por su naturaleza, 
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no constituyen tributos, en los términos que la Constitución Política prevé en 
los artículos 18 y 121 inciso 13), y si no es así, sino de una contribución 
especial para un sistema de seguridad social que deban financiar, en 
principio, por partes iguales los trabajadores, los patronos y el Estado, 
resultaría un equívoco jurídico que se prevea una cotización en favor de uno 
de estos tres sujetos, pues tal manera de proceder desembocaría en un 
medio licito para burlar las obligaciones que la Constitución Política ha 
ideado; es decir, por esta vía podría el Estado fácilmente trasladar la carga 
de su aporte al resto de los obligados (servidores y patrones), vaciando de 
esta manera de contenido la disposición 73 constitucional. De acuerdo con lo 
expuesto, el obligar a una de las partes involucradas a contribuir a favor de 
otra, lesiona el numeral 73 de la Carta Política, siendo constitucionalmente 
admisible, sin embargo, que esa cotización que el legislador ha establecido 
por ley, tenga como única finalidad la de nutrir el fondo de seguridad social; 
es decir, el aporte que se cuestiona en la acción, está concebido, únicamente, 
para favorecer el régimen de los contribuyentes obligados, pero bajo ninguna 
circunstancia esos dineros podrán entrar a las arcas del Estado, con el 
carácter de ingreso corriente y para satisfacer gastos corrientes distintos de 
las cargas del sistema de jubilaciones y pensiones…” (El subrayado y énfasis 
no es del original) 


 
De lo anteriormente enumerado, resulta claro que la Contribución Solidaria no 
constituye un tributo, sino una aportación especial directa al Régimen del 
FJPPJ, debidamente establecida en el artículo 236 bis de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, debido a lo cual la JUNAFO se encuentra legalmente facultada 
conforme se establece en el inciso c) del artículo N.° 239 de la citada Ley.   
 


c) Como parte de los artículos de dicha Ley también resulta importantísimo traer a 
colación el artículo N.° 7 de la Ley N.° 9796, que modificó parcialmente el 
artículo N.° 236 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual reza:  


 
¨[…]Se reforma el inciso a) … 
 
a) Sobre el exceso del monto de seis (6) salarios base del puesto más 
bajo pagado en el Poder Judicial y hasta por el veinticinco por ciento (25%) 
de dicho tope, contribuirán con el treinta y cinco por ciento (35%) de tal 
exceso…” El resaltado no corresponde al original.  
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Es importante aclarar que el artículo únicamente modificó el tracto a partir del 
cual se debe comenzar a aportar la “Contribución Solidaria”, dejando las demás 
condiciones incólumes, por lo que, dicho aporte continúa formando parte de los 
ingresos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, como se 
estableció desde el año 2018. 


 
d) Con base en todo lo antes indicado y considerando las potestades concedidas 


desde la Ley Orgánica del Poder Judicial a la Junta Administradora del Fondo 
de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, descritas en el artículo N.° 239, 
que a continuación se cita: 


 
“Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa 
independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades 
y atribuciones que le otorga la ley. 
 
Le corresponde a la Junta: 


a) Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del 
Poder Judicial. 
b) Estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión que se 
le presenten. 
c) Recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y ejercer las 
acciones de cobro necesarias…” El resaltado no corresponde al original.  


 
Con base en lo antes mencionado, se concluye que la JUNAFO como órgano de 
desconcentración máxima del Poder Judicial, se encuentra facultada legalmente 
para recaudar las cotizaciones que corresponden al FJPPJ, entre estas la 
denominada “Contribución especial, solidaria y redistributiva” y la labor ejercida 
hasta el día de hoy se encuentra en total apego a la legislación costarricense.  
 
Conviene destacar que la naturaleza de la Contribución Solidaria, se diferencia de 
la comisión del cinco por mil para gastos administrativos de la JUNAFO, en que la 
primera se destina al fortalecimiento del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del 
Poder Judicial, como una fuente de ingreso adicional a las demás cotizaciones 
previamente creadas y la segunda es a criterio de la Contraloría General de la 
República, según oficio DCA-4802 (Ref. 22631) del 15 de diciembre de 2021, una 
contribución parafiscal, creada por Ley con el objetivo de financiar los gastos 
administrativos de la JUNAFO y que integran su patrimonio, el cual es distinto de 
los recursos del régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.   
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Agradeciendo la atención brindada se tendrían por abarcadas todas sus consultas, 
por lo cual se procede con el archivo de las diligencias respectivas. 
 
Se despide atentamente,  
 


 


 


 


MPM. Oslean Mora Valdez 
Director a.í.  


Dirección de la JUNAFO 
 


IMA/BCC 


 


Cc:  


Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO). 
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		Estoy aprobando este documento
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Cuadro #

Tasas reales empleadas para los diferentes escenarios

Escenario Medio

Escenario Pesimista

Escenario optimista.

Ao Tosa Ao Tosa Ao Tosa
2025 o3 2025 toe% 2005 a7
2004 50% 200440 2004 560%
2005 5a1% 2025 a5 2005 67a%
2006 5a1% 20264z 2006 5e5%
2007 5a1% 2027 s00% 20075 70%
2005 a1 2028 ae0% 2005 67a%
2000 5a1% 2020 a76% 2000 550%
200 536% 2050 365 2000 550%
2001 530% 2051 a50% 2081 550%
200 5a5% 205350 208 550%
2085 520% 203 a50% 2085 650%
2084 s1a% 2054 350% 204 550%
2085 500% 2055 a50% 2085 5500
208 s0a% 205 350% 208 650%
2057 400% 2037 a50% 2087 650%
2008 do0% 2058 a50% 206 650%
2060 d0a% 203 350% 2060 550%
2000 a50% 2040 350% 2000 550%
2061 ags% 2041 350% 206 650%
2oi2en e 2042 en

adelante 450 adelante. S50% adelante. 550%
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Periodo RendimientoInflación

Rendimiento

Real

Año 2000 17,22% 10,25% 6,33%

Año 2001 15,50% 10,96% 4,09%

Año 2002 17,23% 9,68% 6,88%

Año 2003 18,10% 9,87% 7,49%

Año 2004 18,01% 13,13% 4,31%

Año 2005 18,64% 14,07% 4,00%

Año 2006 18,21% 9,43% 8,02%

Año 2007 15,87% 10,81% 4,57%

Año 2008 16,12% 13,90% 1,94%

Año 2009 8,92% 4,05% 4,68%

Año 2010 8,49% 5,82% 2,52%

Año 2011 6,91% 4,74% 2,07%

Año 2012 7,27% 4,55% 2,61%

Año 2013 6,48% 3,68% 2,70%

Año 2014 7,97% 5,13% 2,71%

Año 2015 5,10% -0,81% 5,95%

Año 2016 7,31% 0,77% 6,49%

Año 2017 7,67% 2,57% 4,97%

Año 2018 8,52% 2,03% 6,36%

Año 2019 7,02% 1,52% 5,42%

Año 2020 8,69% 0,89% 7,73%

Año 2021 8,98% 3,30% 5,50%

Año 2022 6,54% 8,99% -2,25%

Promedio 11,34% 6,49% 4,57%

Resumen rendimiento de la cartera 
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